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Presentación

Brigadier General Jorge Mario Aguirre Martínez
Director

Escuela Militar de Cadetes “General José María Córdova” 

Hay decisiones que se toman en segundos, pero que comprometen principios 
construidos durante siglos. En el escenario operacional, donde convergen la 
urgencia táctica y la responsabilidad jurídica, cada orden, cada omisión y 
cada acción encarnan una tensión permanente: la de cumplir la misión sin 
abdicar del derecho. Ese es el punto de partida de esta obra.

Hoy, más que en cualquier otro momento reciente, el debate sobre el 
uso legítimo de la fuerza, la conducción de operaciones y la responsabilidad 
del Estado y sus agentes ha dejado de ser un asunto exclusivo de especia-
listas para instalarse en la agenda pública, académica y judicial. El lector 
encontrará aquí no solo respuestas, sino herramientas para comprender un 
fenómeno complejo: el derecho operacional como sistema integrador de 
normas, principios y decisiones que inciden directamente en la realidad de 
la fuerza pública. Conforme al Decreto 124 de 2014, el derecho operacional 
se entiende como “la integración de los tratados internacionales ratificados 
por Colombia, la legislación nacional y la jurisprudencia en materia de dere-
chos humanos y derecho internacional humanitario al planeamiento, ejecu-
ción y seguimiento de las operaciones, operativos y procedimientos de la 
fuerza pública” (Decreto 124 de 2014, art. 4). Es, en términos más directos, el 
derecho que vive en la acción.

Esta concepción se refuerza desde la doctrina institucional, en la cual se 
ha definido que el derecho operacional regula la conducción de hostilidades 
y otras misiones militares en distintos contextos (guerra, transición, estabi-
lización o paz), especialmente en lo relativo al uso de la fuerza (Comando 
General de las Fuerzas Militares [CGFM], 2015). A su vez, la Procuraduría 
General de la Nación (PGN) ha precisado que este campo normativo “fluye 
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en torno a estrategias, tácticas, planeación, preparación y ejecución de opera-
ciones militares”, evidenciando su carácter dinámico y funcional dentro del 
ordenamiento jurídico (PGN, 2013).

Este libro surge, precisamente, de la necesidad de responder a una 
inquietud persistente: ¿cómo garantizar que el ejercicio de la fuerza, en 
contextos complejos y cambiantes, se mantenga dentro de los márgenes 
del Estado de derecho? La respuesta no puede ser simplista ni reducida a 
fórmulas normativas. Implica reconocer que el derecho operacional es, en 
esencia, un puente entre la norma y la realidad, entre la legalidad abstracta y 
la decisión concreta.

En este propósito, la Escuela Militar de Cadetes “General José María 
Córdova” (ESMIC) asume un papel protagónico. Esta obra no solo es un 
producto académico; es una expresión del compromiso institucional con 
la construcción doctrinal en línea con el derecho operacional y la defensa, 
orientada de manera inequívoca al respeto de los derechos fundamentales. 
En ella convergen la experiencia profesional de sus autores (docentes, inves-
tigadores y operadores jurídicos) y una vocación pedagógica que busca tras-
cender los muros de la institución y dialogar con la comunidad académica 
nacional e internacional.

Pero también hay, deliberadamente, un componente de humanidad. 
Este libro no pretende hablar desde una torre de marfil. Reconoce que detrás 
de cada discusión jurídica hay personas: cadetes en formación, oficiales en 
ejercicio, ciudadanos que confían en sus instituciones. En ese sentido, la 
ESMIC no solo forma operadores del derecho, sino sujetos conscientes de su 
rol en la protección de la dignidad humana.

Este esfuerzo ha sido posible gracias a la articulación con instituciones 
que comparten una visión común. Expresamos un sincero agradecimiento 
a la Universidad Santo Tomás (Colombia), seccionales Tunja y Bogotá; a la 
Universidad de Valencia (España); al Centro de Educación Militar (CEMIL) 
(Colombia); a la Universidad ECCI (Colombia) y al Ministerio de Educación 
Nacional. Su colaboración no solo fortalece el rigor académico de esta obra, 
sino que evidencia que el conocimiento jurídico, cuando se construye en red, 
adquiere mayor legitimidad y alcance.
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A lo largo de sus capítulos, el lector recorrerá un camino que va desde 
los fundamentos conceptuales del derecho operacional hasta su aplicación 
en escenarios concretos. Encontrará una reflexión sobre la integración norma-
tiva que lo sustenta; una aproximación a los estándares de derechos humanos 
y derecho internacional humanitario, y un análisis crítico de la relación entre 
el Estado de derecho y las exigencias del Estado social. En este punto, resulta 
pertinente recordar que los derechos fundamentales pueden entenderse 
como “todos aquellos derechos subjetivos que corresponden universalmente 
a todos los seres humanos” en virtud de su condición jurídica, lo cual implica 
expectativas tanto positivas como negativas frente al poder estatal (Ferrajoli, 
2014, p. 32).

Más que un compendio de normas, esta obra propone una forma de 
pensar: entender que los derechos fundamentales no son un obstáculo para 
la acción estatal, sino su fundamento y su límite. En contextos operacio-
nales, esta premisa adquiere una relevancia aún mayor, pues es allí donde el 
derecho se pone a prueba y donde la legitimidad del Estado se construye o 
se erosiona.

Este libro está dirigido a estudiantes cadetes de derecho, a estudiantes de 
universidades tradicionales y a personal militar y civil que buscan comprender, 
desde una perspectiva rigurosa pero accesible, las complejidades del derecho 
operacional. No exige conocimientos previos especializados, pero sí una 
disposición crítica y reflexiva.

La invitación final es clara: abordar estas páginas no como un simple 
ejercicio académico, sino como una oportunidad para repensar la relación 
entre derecho y fuerza, entre norma y decisión, entre poder y responsabi-
lidad. Si al cerrar este preámbulo el lector siente la necesidad de cuestionar, 
de profundizar o incluso de disentir, entonces este libro ya ha comenzado a 
cumplir su propósito. El capítulo primero lo espera.





Prólogo

Coronel Carlos Mario Bernal Correa
Vicerrector Académico

Escuela Militar de Cadetes “General José María Córdova” 

Una orden mal interpretada puede comprometer una operación; una deci-
sión jurídicamente mal fundamentada puede comprometer la legitimidad del 
Estado. En el escenario militar, donde la fuerza y el derecho convergen, no 
existe margen para la improvisación: cada actuación debe ser, simultánea-
mente, eficaz y jurídicamente justificada.

Esta obra se sitúa en ese punto de tensión. Hoy, la discusión sobre el 
uso de la fuerza por parte del Estado ha adquirido una relevancia ineludible, 
no solo en los estrados judiciales, sino también en la formación de quienes 
tienen la responsabilidad de ejecutarla. 

La complejidad de los conflictos contemporáneos —marcados por diná-
micas asimétricas, exigencias de protección de derechos humanos y están-
dares internacionales cada vez más rigurosos— obliga a replantear la forma 
en que se comprende y aplica el derecho en el ámbito operacional. 

El lector, ya sea cadete, estudiante universitario o integrante de la fuerza 
pública, se enfrenta a una pregunta concreta: ¿cómo actuar con eficacia en el 
terreno sin apartarse del marco jurídico que legitima esa acción?

Responder a esta inquietud exige reconocer que la fuerza, en ausencia 
de derecho, pierde su justificación. Como lo advirtió Clausewitz, la guerra es 
un acto de fuerza destinado a imponer la voluntad al adversario (Clausewitz, 
2003). 

Sin embargo, en el Estado social de derecho, esa fuerza no es ilimitada 
ni autónoma. Está condicionada, regulada y legitimada por un entramado 
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normativo que encuentra en el derecho operacional su máxima expresión 
práctica. Desde esta perspectiva, el derecho no es un obstáculo, sino el marco 
que dota de sentido y legitimidad a la acción militar.

Este libro representa una apuesta académica y doctrinal por visibilizar 
el trabajo que, desde la Escuela Militar de Cadetes “General José María 
Córdova” (ESMIC), se viene consolidando en torno del derecho operacional 
y la defensa. Es, al mismo tiempo, una invitación a comprender que detrás 
de cada construcción teórica existe una necesidad real: formar profesionales 
capaces de tomar decisiones complejas bajo presión, sin renunciar a los prin-
cipios que sustentan el Estado de derecho. 

La ESMIC, en articulación con diversas instituciones académicas, ha 
asumido este desafío con rigor, pero también con una profunda conciencia 
de su responsabilidad social.

Hay, no obstante, una dimensión que no puede ignorarse: la vulnerabi-
lidad del ejercicio del poder. Tal como lo planteaba Beccaria (2014): “todo 
acto de autoridad que no se derive de una necesidad legítima puede tornarse 
tiránico”. Esta afirmación, lejos de ser una reflexión abstracta, adquiere plena 
vigencia en el contexto operacional, donde la delgada línea entre la legalidad 
y el exceso puede definirse en segundos. De allí la importancia de formar no 
solo operadores jurídicos competentes, sino sujetos conscientes del impacto 
de sus decisiones.

A lo largo de este libro, el lector encontrará un recorrido que no se limita 
a la exposición normativa. Se abordará la relación entre el derecho admi-
nistrativo y el derecho operacional, partiendo de categorías fundamentales 
como el acto administrativo, entendido como una declaración de voluntad, 
juicio o conocimiento emitida por la administración en ejercicio de potes-
tades específicas (García de Enterría, 1996). Se explorará cómo estas cate-
gorías se proyectan en el ámbito militar, donde las decisiones adquieren una 
dimensión operativa y estratégica.

Asimismo, se analizarán las tensiones propias del Estado social de 
derecho, especialmente en contextos donde las exigencias de seguridad 
coexisten con la obligación de garantizar derechos fundamentales. En este 
punto, las reflexiones de autores como Bauman (2014) permiten comprender 
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que las dinámicas sociales y políticas contemporáneas no son homogéneas, 
sino atravesadas por múltiples niveles de interpretación y conflicto. Este 
enfoque resulta esencial para entender el entorno en que se desarrollan las 
operaciones militares.

Más que ofrecer respuestas cerradas, esta obra propone una forma de 
aproximarse al derecho operacional: crítica, contextual y profundamente 
comprometida con los valores constitucionales. El lector no encontrará aquí 
un manual rígido, sino una herramienta para pensar, cuestionar y actuar con 
fundamento.

Se trata, en consecuencia, de adentrarse en estas páginas con la disposi-
ción de comprender que el derecho no se limita a regular la acción, sino que 
la orienta, la legitima y, en última instancia, la humaniza. Si al avanzar en la 
lectura surge la inquietud de repensar el papel del derecho en la conducción 
de las operaciones militares, entonces esta obra habrá cumplido su finalidad. 
El punto de partida está aquí. El desarrollo comienza en el siguiente capítulo.





Prefacio

Mayor Mayyohan Romero Muñoz
Decano Facultad de Derecho 

Escuela Militar de Cadetes “General José María Córdova” 

Este libro no nace de una idea aislada, sino de una necesidad concreta. Surge 
en el ejercicio cotidiano de la docencia y la asesoría legal, en espacios donde 
la teoría jurídica se enfrenta con la realidad operativa. Fue en el diálogo cons-
tante con cadetes, oficiales y estudiantes de derecho donde se hizo evidente 
una carencia: la ausencia de una obra que integrara, de manera sistemática 
y académica, el derecho operacional como una categoría jurídica compren-
sible, enseñable y aplicable. Allí se encendió la chispa. No como una aspi-
ración individual, sino como un compromiso institucional desde la Facultad 
de Derecho de la Escuela Militar de Cadetes “General José María Córdova” 
(ESMIC), entendiendo que este debía ser, ante todo, un libro académico, con 
vocación de permanencia y utilidad.

El proceso de construcción de esta obra ha sido, en sí mismo, una expre-
sión del derecho operacional entendido en su sentido más amplio: como 
integración. Este libro no responde a una única voz, ni a una sola disciplina. 
Se ha nutrido de múltiples perspectivas que permiten comprender la función 
militar no solo desde la óptica estrictamente jurídica, sino también desde sus 
implicaciones institucionales, éticas y sociales. Aquí convergen reflexiones 
sobre derechos fundamentales, análisis del papel del Estado en contextos 
operacionales, aproximaciones desde el derecho administrativo e, incluso, 
consideraciones sobre la imagen institucional y la propiedad intelectual en 
el ámbito militar. Esta diversidad no fragmenta la obra; por el contrario, la 
fortalece, al permitir consolidar el derecho operacional como una categoría 
que dialoga con distintas áreas del conocimiento jurídico.
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En este sentido, el lector encontrará un esfuerzo deliberado por ampliar 
la comprensión del derecho operacional más allá de su dimensión normativa, 
posicionándolo como un eje articulador entre la acción militar y el Estado 
social de derecho. No se trata únicamente de regular la operación, sino de 
comprender su legitimidad, límites e impacto.

Esta obra está dirigida a un público amplio, pero específico en su propó-
sito: personal militar y civil, académicos, cadetes, alféreces y estudiantes de 
derecho de todas las facultades. A todos ellos les asiste una misma inquietud: 
entender cómo el derecho se proyecta en escenarios donde las decisiones 
tienen consecuencias inmediatas y profundas. Este libro busca ser una herra-
mienta útil para esa comprensión.

Es necesario, además, reconocer los espacios que han hecho posible 
este proyecto. A la ESMIC, por permitir y promover escenarios de reflexión 
académica que trascienden la formación tradicional, y por entender que la 
doctrina es también una forma de servicio. A la Universidad Santo Tomás, 
seccional Tunja, por abrir sus puertas a este diálogo académico y por contri-
buir a la consolidación de una relación que, sin duda, seguirá fortaleciéndose 
en el tiempo. Y, desde luego, a la Universidad de Valencia (España); al Centro 
de Educación Militar (CEMIL) (Colombia); a la Universidad ECCI (Colombia) 
y al Ministerio de Educación Nacional.

Finalmente, al lector: este libro no pretende imponer respuestas, sino 
acompañar preguntas. Cada página ha sido escrita con la convicción de que 
el derecho, cuando se comprende en su dimensión más humana, se convierte 
en una herramienta de equilibrio entre el poder y la responsabilidad.

Bienvenidos a esta obra. Que su lectura no solo informe, sino que 
también interpele.
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Edmer Leandro López Peña
Universidad Santo Tomás

John Mauricio Acuña Aldana
Centro de Educación Militar

Resumen. Este capítulo examina la figura de la orden de operaciones como un acto adminis-
trativo especial, a partir de los fundamentos del derecho administrativo moderno, en el marco 
del derecho operacional colombiano. Desde un enfoque cualitativo, se analiza su relevancia 
para la legalidad y la legitimidad de las operaciones militares, y se propone que esta cate-
goría contribuye a la consolidación del principio del Estado Social y Democrático de Derecho. 
Asimismo, se identifican sus principales implicaciones jurídicas, su aparente inmunidad juris-
diccional y su relación con el principio de juridicidad, descartando que se trate de un acto 
arbitrario o completamente discrecional. Finalmente, se plantea que la orden de operaciones 
debe orientarse por el interés general y estar sujeta a la responsabilidad del Estado y de los 
servidores públicos. La obra ofrece una aproximación dogmática orientada a superar vacíos 
teóricos y a fortalecer la operatividad legal de la fuerza pública en contextos complejos como 
el conflicto armado colombiano.

Palabras clave: acto administrativo; derecho administrativo; derecho operacional; Fuerzas 
Armadas; interés general; responsabilidad estatal.

Capítulo 1 

Orden de operaciones. Una aproximación 
desde algunos elementos teóricos esenciales 

del derecho administrativo moderno

Citación APA: Acuña-Betancourt, M. A., & Rueda-Navarro, A. F. (2026). La seguridad 
nacional en Colombia: Entre el vacío legal y la exigencia estatal. En M. A. Acuña Betancourt 
& E. L. López Peña (Eds.), Derecho operacional, Ejército y Estado social de derecho (pp. 
17-31). Sello Editorial ESMIC. https://doi.org/10.21830/9786289766608.01
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Introducción 
Producto de la iniciativa mancomunada de la dirección del Centro de 
Educación Militar (CEMIL) del Ejército Nacional de Colombia, la Facultad 
de Derecho de la Escuela Militar de Cadetes “General José María Córdova” 
(ESMIC), la Dirección de Investigaciones ESMIC y la Dirección del 
Posdoctorado en Ciencia Jurídica, Innovación y Sociedad Global de la 
Universidad Santo Tomás, la presente obra colectiva abarca un tema fasci-
nante y poco sistematizado en la doctrina jurídico-política de nuestro país: el 
derecho operacional (DOPER). Notará el lector que, por un lado, no es una 
exageración asegurar que es un tema fascinante, como tampoco lo es, por 
otro, la afirmación de que existiendo cierto tipo de argumentos y ejercicio 
práctico con respecto al DOPER, tal objeto de estudio no se ha constituido en 
un cuerpo robusto dogmático.

Nótese, por ejemplo, que aun cuando en las facultades de derecho se estu-
dian el Derecho Internacional Humanitario (DIH) y el Derecho Internacional 
de los Derechos Humanos (DIDH), muchas veces estos temas se abordan 
sin considerar que en el territorio existen Fuerzas Armadas y un contexto de 
guerra, conflicto armado, defensa y seguridad, tal como se presentaría en los 
ámbitos social y jurídico-político de nuestro país. Este también es el caso en 
el campo del derecho administrativo cuando se aborda instituciones como la 
responsabilidad del Estado por actos de la fuerza pública, pues por lo general 
no se evalúan las consideraciones que el DOPER puede ofrecer respecto a 
los niveles estratégico, operativo y táctico de las operaciones militares, lo cual 
contribuiría a comprender mejor la existencia o no de responsabilidad del 
Estado, el Ministerio de Defensa y las Fuerzas Militares.

En ese sentido y en aras de contribuir con un granito de arena a esta gran 
empresa de consolidar un cuerpo dogmático robusto que apoye el estudio 
y la aplicación de los elementos conceptuales que fundan el DOPER, así 
como su eficacia y eficiencia a la hora de materializar el qué-hacer de las 
Fuerzas Militares, en este capítulo nos hemos propuesto fijar un abordaje 
de la categoría conceptual orden de operaciones, particularmente desde los 
fundamentos básicos del derecho administrativo moderno. Ahora bien, cons-
cientes de que la tarea que nos hemos propuesto supera con creces el breve 
espacio destinado en un capítulo de libro, debemos advertir solo fijaremos un 
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contexto general, para lo cual nos apoyamos en una metodología cualitativa 
de investigación. Por lo tanto, este capítulo pretende ser solo el primer insumo 
de próximas investigaciones sobre esta temática, en las cuales se perfilará con 
mayor detalle y profundidad cada uno de los aspectos se traten acá.

El estudio de la orden de operaciones implica varios retos, entre los 
cuales se deben destacar dos: el primero es académico, pues implica situar 
la orden de operaciones en el marco de la existencia de la ciencia militar 
, el DOPER (Chíquiza, 2024; Dangon, 2024) y el reconocimiento de la institu-
cionalidad, tanto desde el ámbito conceptual como desde su materialidad de 
acción en las Fuerzas Militares. El segundo reto es práctico, pues es necesario 
entender el concepto, la finalidad y el alcance de la orden de operaciones 
para enfocarla en el cuerpo iuris del principio Estado Social Constitucional y 
Democrático de Derecho.

Bien sea uno u otro reto, lo cierto es que estudiar la orden de opera-
ciones como uno de los fundamentos que dan origen y sustento jurídico-po-
lítico a las operaciones militares en el marco de la legalidad y la legitimidad 
tiene relevancia social. En otras palabras, se debe reconocer que existe una 
correspondencia material esencial entre la coexistencia y el aseguramiento 
del Estado y el derecho y la presencia de las Fuerzas Militares. Puede decirse 
entonces que una manera para lograr el cometido que impone el principio de 
Estado Social de Derecho es consolidar una estado de defensa y seguridad, lo 
cual es posible con una fuerza pública legítima y eficiente. 

Conforme a lo anterior, podemos decir que la preocupación por garan-
tizar las libertades negativas, las libertades positivas y el cumplimiento pres-
tacional del Estado está relacionada con el interés de lograr que las Fuerzas 
Militares no solo amparen el establecimiento del principio del Estado Social de 
Derecho, sino que a su vez sea “ello” lo que proteja su fundamento de acción.

En el caso colombiano, superar la crisis (Diamons, 2020) que vivimos 
por el conflicto armado implica construir detenidamente los fundamentos 
dogmáticos-prácticos de los actores institucionales –estatales que están 
obligados a coadyuvar en el cumplimiento de este objetivo. Para este caso, 
Jared Diamond sostiene que un punto relevante para conjurar las crisis de 
los Estados es conocer de antemano la realidad del sistema y el contexto en 
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que estas habitan y se alimentan. Precisamente, entender el orden de opera-
ciones desde la mirada del derecho administrativo permite observar con 
mejor consideración las posibles salidas a la crisis. De allí que sustentemos 
que evaluar el DOPER y, en particular, la orden de operaciones es un asunto 
de relevancia social.

Contexto problema. ¿Dónde ubicar la categoría 
conceptual orden de operaciones? 
Si bien el estatus y el objeto de la ciencia militar han suscitado discusiones 
inacabadas (Esquivel, 2013), un punto de partida interesante para analizar la 
orden de operaciones es entender que la ciencia militar, en cuanto ciencia, 
tiene un objeto de estudio y la capacidad de acumular paradigmas, lo cual 
podría ir acompañado de la tesis de Karl Popper sobre el falsacionismo 
(Miller, 2013).

Ahora bien, en nuestros tiempos y desde la comprensión de los efectos 
del Estado Social de Derecho y la constitucionalización de los poderes 
(Ferrajoli, 2018), es posible formular que la ciencia militar puede abordar 
como objeto de estudio el papel que tiene el Ejército en garantizar el desa-
rrollo, sin que esto contradiga o deteriore los avances epistemológicos sobre 
la ciencia militar (Salazar, 2013), pues, por el contrario, estos comentarios se 
alinean con tales consideraciones.

Específicamente, la idea de desarrollo desde un sentido humanista, el 
derecho, el orden social justo y el desarrollo sostenible se constituyen en un 
reto de todas las instituciones públicas, entre estas el Ejército. Es evidente que 
la herencia de la ilustración (Pinker, 2018) incide transversalmente sobre la 
fuerza pública, de manera que la ciencia militar debe acoger los sentidos de 
desarrollo y garantía en el núcleo de su ser. Esto no contradice para nada el 
principio del Estado Social de Derecho, pues, a contrario sensu, es el resultado 
natural y obvio de su implementación en la naturaleza de las institucionales 
estatales. En este sentido, la ciencia militar se alinea con los pilares de la ilus-
tración —como la entiende Pinker (2018)— en la idea de desarrollo y garantía.

El hecho de que en la ciencia militar se configure el sentido de desa-
rrollo y garantía implica que los actos propios de desarrollo de la guerra, la 
resolución de los conflictos y los actos de defensa y seguridad se deben dar 
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bajo estos preceptos. De allí que en el campo del DOPER, promovido por la 
dogmática de la ciencia militar, se exija en la actualidad el acatamiento de 
un marco de garantías que impactan las acciones de la fuerza pública, por 
ejemplo el cumplimiento del DIH y el DIDH, así como los principios y las 
reglas constitucionales, legales y reglamentarias.

Si bien se debate la existencia del DOPER —discusión que no abordaremos 
en este escrito—, lo cierto es que en la reflexión teórica se ha formulado la tesis 
del desarrollo y la garantía (figura 1). Esto resulta totalmente plausible y aporta 
un argumento adicional sobre la existencia y la necesidad del DOPER: enten-
dido como una rama del derecho, y no como una mera herramienta técnica
, este campo puede asumir como objeto de estudio el comportamiento y 
el actuar de la fuerza pública en el cumplimiento de las prerrogativas y 
finalidades que le han sido impuestas en el marco normativo y estatal. Esta 
concepción del objeto del DOPER permite reconocer su plena relevancia 
tanto para la determinación como para la práctica de las Fuerzas Militares, 
en cuyo ámbito el principio del Estado Social de Derecho y el papel de los 
Derechos Humanos son fundamentales.

Figura 1. Lugar de las nociones de desarrollo y garantía en el marco de 
la orden de operaciones y la ciencia militar.
Fuente: Elaboración propia.

Con todo lo anterior y como se aprecia en la figura 1, se puede situar la 
orden de operaciones en el siguiente contexto problema:
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1.	  La orden de operaciones se debe enmarcar dentro del sentido de 
existencia de una ciencia militar que asume los sentidos de desa-
rrollo y garantía, lo cual implica a su vez asumir los cuatro pilares 
de la ilustración: ciencia, razón, humanismo y progreso. Gracias 
a estos pilares, tal como lo ha advertido Steven Pinker (2018), las 
sociedades modernas han logrado evolucionar y tener el mejor de 
los tiempos, aunque no sea perfecto.

2.	 La orden de operaciones se debe enmarcar en la existencia de un 
DOPER cuyo objeto se alimenta del sentido de legitimidad y lega-
lidad de las Fuerzas Militares, así como de su sentido de satisfacer 
el desarrollo y las garantías. Con esto último se evidencia una rela-
ción armónica entre ciencia militar y DOPER.

A la orden de operaciones como acto administrativo especial le corres-
ponderá acatar los preceptos de la ciencia militar y el marco normativo 
que arroje el estudio del DOPER. En concreto, este es el campo donde se 
puede situar la orden de operaciones y en el cual debe satisfacer el sentido 
de garantía o procurar el desarrollo. En cuanto al primero de los criterios, se 
debe notar que este se satisface cuando la orden se fundamenta en el cumpli-
miento del marco normativo y político previamente configurado en el sistema 
jurídico-político. Respecto al desarrollo, es importante tener en cuenta que 
la orden de operaciones cumple dos finalidades: una particular-concreta, por 
cuanto satisface una necesidad específica, y una general. Esta última, que 
hace referencia al cumplimiento de los objetivos en el marco de las garan-
tías jurídicas y los Derechos Humanos, satisface el sentido del Estado y sus 
fines esenciales, lo cual permite materializar el principio de Estado Social 
Constitucional y Democrático de Derecho.

Orden de operaciones, una mirada desde algunos 
elementos teóricos esenciales del derecho 
administrativo moderno 
Como categoría conceptual, la orden de operaciones se puede abordar 
desde el campo de conocimiento del derecho administrativo, lo cual permite 
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conceptualizarla y fijar tanto su sentido material como su relevancia en la 
eficacia del principio de Estado Social de Derecho.

Orden de operaciones: ¿zonas de inmunidad jurisdiccional? 
Se ha definido a la orden de operaciones como acto administrativo especial 
porque contiene una decisión de voluntad de la administración que produce 
efectos jurídicos. Lo especial del acto lo da el hecho de que, por su condición 
de satisfacer al interés público y por tratarse de un asunto de reserva, no es 
publicitado y con ello se imposibilita el control jurisdiccional. Respecto a este 
asunto existen algunos autores que consideran que esta falta de control judi-
cial hace que no sea considerado un acto administrativo en sentido estricto 
(Gil & Obando, 2017; Vásquez, 2018).

Frente a la postura anterior entendemos que la naturaleza y la condición 
especial de la orden de operaciones no estaría bajo discusión, con lo cual se 
resta relevancia temporal en este texto a desatar tal objeción planteada por 
algunos autores. Ahora bien, asumiendo la existencia de claridad conceptual 
y finalidad del acto de operaciones, sí resulta pertinente hacer algunas apre-
ciaciones respecto de la ausencia del control judicial desde algunos apartes 
de la dogmática establecida en el derecho administrativo.

El maestro español Eduardo García de Enterría refirió la necesidad de 
luchar contra las zonas de inmunidad jurisdiccional luego de evaluar que 
algunos asuntos quedaban fuera del control de los jueces. Aunque poste-
riormente manifestó que la situación que originó su obra inicial de 1968 fue 
superada con la incorporación en el cuerpo iuris constitucional del principio 
de proscripción a la arbitrariedad (López, 2017), en el campo de estudio 
del derecho administrativo actualmente se encuentran algunos asuntos 
que pueden quedar por fuera del control de los jueces, como podría ser en 
ocasiones asuntos ligados a la presencia de normas de derecho blando, tal 
como expresa el profesor Alexander Sánchez Pérez, o en casos como actos 
de Estado de la dirección de las relaciones internacionales o casos de discre-
cionalidad aumentada (López, 2017).

En este sentido, se podría pensar que la ausencia de control judicial efec-
tivo del acto de operaciones constituye una zona de inmunidad jurisdiccional 
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contra la cual debe lucharse, pero nótese que ello no es así, pues si bien el 
acto de operaciones no puede ser controlado por los jueces, sí lo son sus 
fundamentos. Al respeto se debe tener presente que, en cuanto elementos del 
acto de operaciones, los fundamentos deben estar debidamente motivados 
para que sean firmados, al punto que hoy se cuenta con el asesor jurídico 
operacional en el Ejército (Ley 1862 de 2017). Con esto se da a entender que 
no toda orden es legítima ni legal, sino que solo lo serán aquellas que estén 
conforme al marco jurídico establecido y a los intereses generales del Estado. 
De allí que la orden de operaciones debe estar alineada con los niveles estra-
tégico, operacional y táctico.

Conforme a este control sobre los fundamentos de la orden de opera-
ciones, se debe rechazar el reproche que pudiese considerar al acto de opera-
ciones como arbitrario y como una zona de inmunidad jurisdiccional. Frente 
a esto último se debe tener en cuenta que la ausencia de control jurisdic-
cional no significa que la expedición del acto de operaciones carezca de 
control alguno, de modo que no puede afirmarse de manera absoluta que los 
actos de operaciones sean zonas de inmunidad jurisdiccional.

Orden de operaciones: ¿acto arbitrario y discrecional? 
Frente a la crítica de que el acto de operaciones es un acto arbitrario y 
discrecional, es necesario aclarar que discrecionalidad no es sinónimo de 
arbitrariedad; por el contrario, un acto arbitrario se caracteriza por infringir 
de manera ostensible y “grosera” los preceptos del ordenamiento jurídico. 
Además, como se puede constatar, el acto de operaciones no faculta a la 
autoridad competente a comportarse de tal manera frente al sistema jurídi-
co-político, sino a contrario sensu, el acto de operaciones debe estar acorde 
con los fundamentos jurídicos nacionales e internacionales reconocidos, 
como hemos establecido preliminarmente.

En cuanto a la existencia de la discrecionalidad, debe entenderse que 
esta es una potestad administrativa que junto con el actuar reglado, tiene 
asidero en el sistema jurídico colombiano ( Ley 1437 de 2011, art. 44). La 
diferencia entre lo reglado y lo discrecional, entre otras, radica en que mien-
tras la potestad reglada implica un actuar cognitivo, la potestad discrecional 
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implica un actuar volitivo. Frente a la potestad discrecional, la dogmática 
del derecho administrativo moderno que ha impregnado el sistema legal, 
reglamentario y jurisprudencial reconoce que la existencia de la discrecio-
nalidad en un sistema jurídico-político solo puede tener un nivel relativo, 
lo cual quiere decir que está prohibido un actuar discrecional absoluto. Por 
otro lado, se reconoce que ese actuar volitivo de la administración debe estar 
orientado al cumplimiento y la garantía del interés general y no a la satisfac-
ción de los intereses particulares o contrarios a los valores, principios y reglas 
establecidos en el marco jurídico respectivo. 

De acuerdo con este sentido de la discrecionalidad administrativa rela-
tiva, en el acto de operaciones existen plenos elementos reglados que no 
pueden ser desconocidos: la motivación, la competencia del funcionario que 
da la orden, la forma y el procedimiento que debe acatarse tanto para emitir 
la orden de operaciones como para llevarla a cabo materialmente. Frente a 
esto último, si se pensara que el funcionario competente goza de un espectro 
de discrecionalidad sobre cómo realizar la operación, se debe tener presente 
que la dogmática ius administrativista enseña que no ostenta una discreciona-
lidad absoluta y que, en todo caso, debe acomodar el acto discrecional para 
que sea proporcional y razonable, en otras palabras, debe acatar el principio 
de juridicidad. 

Orden de operaciones: ¿debe estar conforme al principio                
de juridicidad? 
Decíamos anteriormente que tanto la potestad reglada como la discrecional 
debe ajustarse al cumplimiento de los preceptos del ordenamiento jurídico. 
Ahora bien, en la dogmática ius administrativista se ha reconocido, y hoy 
es un pilar, que la administración debe acatar el principio de juridicidad, 
entendido como todo el derecho. En un sentido práctico, el principio de juri-
dicidad es el deber que le asiste a todos los poderes públicos de cumplir las 
disposiciones no solo contenidas en la ley en sentido formal, sino todas las 
disposiciones legales, reglamentarias y dispuestas en la jurisprudencia.

Con lo anterior en mente, es necesario señalar que la orden de opera-
ciones debe dar estricto cumplimiento al principio de juridicidad en dos 
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elementos que configuran el acto: por un lado, en la motivación, entendida 
como las razones expresas referidas en el cuerpo del acto, y, por el otro, en 
el motivo, que implícitamente siempre debe orientarse a satisfacer el interés 
general1.

En este sentido, es importante reconocer lo dicho por el maestro Ciro 
Nolberto Güechá Medina (2019), en cuanto a la relación cíclica entre lo polí-
tico y lo jurídico, pues si bien la orden de operaciones materializa un interés 
político-estratégico, tal interés asume legitimidad si y solo si se enmarca en 
los preceptos jurídicos. El reconocimiento de esta relación cíclica determina 
en últimas que la orden de operaciones cumpla su fin legítimo constitucional.

Orden de operaciones: ¿existe ambigüedad en el sentido                 
de interés general? 
Dado que se ha dicho mucho sobre la existencia de conceptos jurídicos inde-
terminados en los sistemas jurídicos, este texto no será el lugar para formular 
tal cuestión2. Solo señalaremos que si se concibe al interés general como 
concepto jurídico indeterminado, se podría pensar que su ambigüedad y 
vaguedad lo haría peligroso para delimitar las operaciones militares.

Frente a este criterio resulta importante traer a colación la línea consti-
tucional que ha consolidado la dogmática administrativista. Específicamente, 
se ha señalado que el reto de la administración frente a la decisión de aplicar 
conceptos jurídicos indeterminados es concretar en cada caso el concepto 
aplicado. En lo que venimos desarrollando esto quiere decir que en la expedi-
ción de la orden de operaciones será relevante que la motivación y la susten-
tación que se hagan logren determinar y concretar perfectamente el motivo 
de interés general que tiene ejecutar la orden de operaciones.

1	  Respecto a la relación entre interés general, Estado Social de Derecho y Derechos 
Humanos, véase López (2014).

2	  Sobre la problemática del interés general como concepto jurídico indeterminado, 
véase (López, 2019). 
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Orden de operaciones. Responsabilidad del Estado                              
y responsabilidad de servidores públicos 
La dogmática y la práctica del derecho administrativo ha permitido que el 
sistema jurídico colombiano disponga de un marco normativo, jurispruden-
cial y conceptual que sirve de referencia para encasillar la responsabilidad 
del Estado y de los servidores públicos. 

En cuanto a la orden de operaciones, si bien ya hemos hecho algunos 
comentarios sobre el reproche a su naturaleza de acto administrativo debido 
a la falta de control jurisdiccional, es necesario reafirmar que de acuerdo 
con los principios de juridicidad, reducción de zonas de inmunidad jurisdic-
cional, tutela judicial efectiva y garantía del derecho de daños, en la jurispru-
dencia de justicia contenciosa administrativa de Colombia se ha consolidado 
una línea fuerte de declaratoria de responsabilidad extracontractual del 
Estado por actos cometidos por la fuerza pública (Consejo de Estado, 2017). 
Específicamente, la dogmática y la jurisprudencia han perfilado lo dispuesto 
en el artículo 90 de la Constitución Política sobre el daño antijurídico y los 
regímenes (subjetivo-objetivo) y títulos de imputación de responsabilidad  
(falla del servicio, riesgo excepcional, daño especial, entre otros).

Con este marco se han construido elementos esenciales que hoy 
permiten afirmar que el Estado deberá responder si la ejecución de una opera-
ción militar provoca daños a la víctima —entre estos soldados profesionales 
y conscriptos— que le sean imputables a las Fuerzas Militares. Esto evidencia 
que los actos de operaciones no solo deben ser correctamente motivados y 
fundamentados, sino que la orden de operaciones debe ser perfectamente 
valorada y estudiada respecto de su ejecución. En este sentido, planear y 
ejecutar las acciones conforme a las leyes, además de ser un aspecto vital del 
acto de operaciones, apoyaría la consolidación de una política de prevención 
del daño antijurídico en el Ejército.

Igualmente, hoy se cuenta con un marco normativo, jurisprudencial y 
dogmático que permite perfilar la responsabilidad personal y patrimonial de 
los servidores públicos que provoquen daños en ocasión de su condición. En 
lo que corresponde al acto de operaciones, podríamos señalar una conside-
ración relevante —aunque podrían ser muchísimas más— que proviene de la 
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dogmática del derecho administrativo: se debe tener presente el principio de 
sujeción positiva al principio de legalidad, del cual se rescata el compromiso 
superior que tiene el servidor público, en especial el militar, de emitir, acatar 
y ejecutar la orden en el marco de la juridicidad, pues se encuentra sometido 
a una relación especial de sujeción con el derecho.

Asimismo, no puede perderse de vista que conforme a los alcances del 
principio de juridicidad y sujeción positiva, los servidores públicos respon-
derán penal, disciplinaria, fiscal y patrimonialmente por las acciones y las 
omisiones en que incurran y que conlleven lesionar un bien jurídico tute-
lable, un deber funcional, constituir con su acto un detrimento patrimonial 
o el deber que les asiste de devolver recursos por una afectación al erario. 
Dado que desarrollar cada uno de estos temas implicaría una obra jurídica 
completa, el interés de este escrito es decantar que la dogmática ius adminis-
trativa ofrece un insumo para tratar los hechos que guardan relación con la 
categoría de orden de operaciones.

A modo de conclusión 
A continuación se presentan las conclusiones de este capítulo:

1.	 Como se ha constatado abordando la categoría de orden de opera-
ciones, se puede establecer una relación sistémica entre el DOPER 
y el derecho administrativo. En este sentido, para el DOPER es rele-
vante abordar conceptos esenciales del derecho administrativo, 
al tiempo que para el derecho administrativo resulta importante 
entender el contenido y alcance de la ciencia militar, el DOPER y 
la orden de operaciones. 

2.	 Abordar la orden de operaciones devela que existe una relación 
importante entre esta, la ciencia militar y el DOPER. De esta rela-
ción se rescata una transversalidad importante: la ciencia militar, 
el DOPER y la orden de operaciones se implican sustancialmente 
con las ideas de desarrollo y garantía.

3.	 La relación armónica entre ciencia militar, DOPER y orden de 
operaciones, desde la transversalización de los criterios de desa-
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rrollo y garantía, determina la importancia y las implicaciones que 
tienen los cuatro pilares de la Ilustración: ciencia, razón, huma-
nismo y progreso. Pilares estos que junto con los criterios de desa-
rrollo y garantía marcan el derrotero para llevar a cabo los actos 
de la guerra, la resolución del conflicto y los actos de defensa y 
seguridad. 

4.	 Que exista una correspondencia entre los cuatro pilares de la 
Ilustración, los criterios de desarrollo y garantía y los niveles de 
ciencia militar, DOPER y orden de operaciones demuestra que las 
Fuerzas Militares y específicamente el Ejército Nacional guardan 
en su institucionalidad una relación armónica con el principio de 
Estado Social Constitucional y Democrático de Derecho.
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Introducción 
Desde la Escuela Militar de Cadetes “General José María Córdova” (ESMIC), el 
Centro de Educación Militar (CEMIL) y el Posdoctorado en Ciencias Jurídicas, 
Innovación y Sociedad Global de la Universidad Santo Tomás, sede Tunja, se 
ha identificado la riqueza doctrinal que reside en el interior de las Fuerzas 
Militares de Colombia. Este hallazgo hace imperioso construir conocimiento 
de manera conjunta con instituciones académicas como la Universidad Santo 
Tomás, cuya visión humanista y trayectoria histórica la posicionan como un 
referente nacional en la formación de pensamiento jurídico, ético y estraté-
gico. Esta misión no es ajena al Ejército Nacional, considerado por muchos 
como la institución más antigua de la nación, incluso anterior a la propia 
República.

Bajo el liderazgo del General Simón Bolívar, el Ejército no solo fue 
protagonista de la gesta libertadora, sino también semilla de la institucio-
nalidad que hoy conocemos. Lo que actualmente es Colombia nació del 
esfuerzo heroico de una fuerza militar humilde que, con el tiempo, se ha 
consolidado como un referente global, tanto en el ámbito estratégico como 
académico. En este contexto, su desarrollo doctrinal ha dado lugar a un 
cuerpo jurídico particular: el derecho operacional (DOPER), parte integral 
del derecho castrense.

Desde antes de la formalización de la independencia, ya existían mani-
festaciones jurídicas en el entorno militar: órdenes impartidas por oficiales, 
tribunales castrenses, estructuras administrativas y sanciones disciplinarias. 
Sin ahondar en cada uno de estos elementos, su sola mención permite reco-
nocer el papel que ha desempeñado la doctrina castrense en la consolida-
ción del Estado Social de Derecho. En esa medida, la seguridad nacional, 
comprendida desde la óptica del derecho castrense, se edifica sobre sólidos 
postulados jurídicos, de manera que entender la misionalidad del Ejército 
Nacional como una garantía imprescindible para el pleno goce de los dere-
chos fundamentales se torna vital ante el contexto de incertidumbre que 
enfrenta el mundo contemporáneo.
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Fundamentos teóricos y constitucionales                    
de la seguridad nacional 
Hace unos años era inimaginable un contexto de incertidumbre en el 
conflicto, pues, ante una amenaza latente, las instituciones de los Estados 
podían identificar al actor del conflicto y combatirlo de modo aislado. Si bien 
es cierto que se requería la puesta en marcha de la estructura y organización 
de la institución, no es menos cierto que identificar al enemigo y el tipo de 
conflicto era menos complejo que en la actualidad, pues el protagonismo de 
grupos al margen de la ley dentro del Estado colombiano permitía la concen-
tración y el desarrollo de las operaciones en grupos específicos. 

No obstante, en el contexto global actual hay distintas amenazas 
híbridas, como el crimen organizado trasnacional, el terrorismo, el exceso 
de información sin verificación y diferentes focos territoriales de conflicto en 
algunas zonas de Colombia, las cuales hacen necesario repensar de manera 
urgente la seguridad nacional como pilar fundamental del Estado Social de 
Derecho. En este sentido, se parte de la premisa de que sin seguridad no hay 
posibilidad real de ejercer los derechos fundamentales ni de garantizar estabi-
lidad en las instituciones, o lo que algunos llaman una paz duradera.

Pero para abordar los distintos elementos que se pretenden discutir en 
este capítulo es pertinente recordar el enfoque clásico de Karl von Clausewitz, 
quien define la guerra como un “duelo en escala más amplia”, y advierte que 
esta constituye “un acto de fuerza que se lleva a cabo para obligar al adver-
sario a acatar nuestra voluntad” (Clausewitz, 2004, p. 7). Cabe señalar que 
esta referencia tiene el único objeto de fomentar en los lectores un debate de 
índole académica y enfatizar que la seguridad no solo tiene un impacto en 
el ámbito nacional o frente a los ojos de las organizaciones internacionales, 
sino también desde las realidades de los departamentos y los distintos muni-
cipios. En este sentido, la concepción de Clausewitz resulta muy útil para 
comprender que la seguridad nacional no puede ser entendida únicamente 
desde una dimensión coercitiva o militarista, sino como un instrumento polí-
tico que articula el uso legítimo de la fuerza con la protección del orden 
constitucional y los fines esenciales del Estado. 

A continuación, en tres bloques se exponen brevemente algunos 
elementos que permiten identificar cuál es el papel que tiene la fuerza pública 
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en la garantía de los derechos fundamentales: 1) el concepto de seguridad 
nacional y las diferencias conceptuales en el marco jurídico colombiano, 
2) la seguridad nacional como garantía de los fines esenciales del Estado y 
3) los retos y las perspectivas de la seguridad nacional. Cada uno de estos 
apartados explora cómo la consecución de los derechos fundamentales ha 
sido una promesa incumplida en aquellos lugares donde la presencia del 
Estado es débil o inexistente, de manera que no cuentan con las condiciones 
mínimas de paz, legalidad y control institucional del territorio que respalda 
la jurisprudencia. Asimismo, se presenta el pensamiento de algunos autores 
como Norberto Bobbio, Hans Kelsen y Zygmunt Bauman, para quienes la 
seguridad, la paz y la eficacia del poder jurídico son condiciones sine qua 
non para la existencia de un orden normativo.

Hacia una conceptualización de la seguridad nacional 
La piedra angular de este trabajo, y a su vez uno de sus mayores retos, consiste 
en comprender el concepto de seguridad, ampliamente utilizado por sectores 
políticos, académicos y técnicos, pero a menudo simplificado o reducido a 
una dimensión aislada del problema.

Tal como plantea Barry Buzan (2008), la seguridad es uno de esos 
“conceptos esencialmente disputados” (essentially contested concepts), 
siguiendo la noción desarrollada por Gallie (1956), según la cual existen 
términos que, por su propia naturaleza, generan debates constantes e inso-
lubles sobre su significado y aplicación. En este sentido, hablar de seguridad 
nacional implica no solo una definición operativa, sino también una toma 
de postura política, jurídica y estratégica frente a lo que se considera una 
amenaza, y a los medios legítimos para enfrentarla (Buzan, 2008, p. 7). 

No cabe duda de que la simplificación del concepto de seguridad 
ha generado confusiones e interpretaciones imprecisas sobre fenómenos 
tan complejos como la guerra, especialmente en el contexto colombiano. 
Tal simplificación se evidencia en afirmaciones mediáticas y políticas que 
sostienen, sin mayor rigor conceptual, que “Colombia ha estado en guerra 
durante más de 50 años”. Aunque este tipo de expresiones tienen valor 
narrativo e histórico, desde una perspectiva jurídica hablar de “guerra” 
implica connotaciones específicas en materia de defensa nacional, Derecho 
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Internacional Humanitario (DIH) y garantías fundamentales, cuya aplicación 
exige una delimitación más técnica, sobre todo si se pretende dar soluciones 
que aun cuando no acaben con una problemática al cien por ciento, sí dismi-
nuyan drásticamente los índices y generen confianza en el ciudadano en 
relación con sus instituciones. 

Antes de abordar tales implicaciones, resulta indispensable analizar los 
elementos constitutivos de la seguridad y su relación con otros conceptos 
conexos como la defensa nacional, el orden público y la seguridad humana, 
pues lejos de ser un término unívoco, la seguridad es un concepto amplia-
mente utilizado, polisémico y cargado de implicaciones políticas y normativas.

Desde el plano constitucional, la seguridad es una obligación estatal 
derivada del artículo 2.º de la Carta Política de 1991, el cual consagra como 
fin esencial del Estado la garantía de los derechos y la convivencia pacífica. 
En consonancia con esta perspectiva, Zygmunt Bauman (2007) sostiene que 
“la tarea del Estado moderno no es otra que garantizar a sus ciudadanos la 
seguridad, la previsibilidad y un mínimo de estabilidad en sus vidas” (p. 21), 
lo cual confirma que la seguridad no es un privilegio de la fuerza, sino una 
condición estructural de la democracia y del Estado de Derecho.

De esta afirmación se puede inferir que el uso legítimo de la fuerza del 
Estado es un elemento estructural del concepto moderno de seguridad. Así 
lo sostiene Hans Kelsen (1998) en su texto La paz por medio del derecho, 
donde argumenta que la paz no implica la desaparición del uso de la fuerza, 
sino que por el contrario requiere una regulación exclusiva por parte del 
orden jurídico. Es decir, la fuerza está categóricamente prohibida como regla 
general, pero es permitida bajo una excepción legal en el entendido de un 
marco de una sanción legítima: 

La paz es una situación que se caracteriza por la ausencia de la fuerza. Dentro 
de una sociedad organizada, sin embargo, la ausencia absoluta de fuerza —la 
idea del anarquismo— no es posible. […] El orden social hace así del uso de 
la fuerza un monopolio de la comunidad y al obrar de ese modo pacifica las 
mutuas relaciones de sus miembros. (Kelsen, 1998, p. 39).

Esta perspectiva nos permite inferir que el uso legítimo de la fuerza 
está directamente relacionado con el de la paz, de manera que la seguridad 
nacional debe entenderse como un instrumento de legalidad y garantía del 
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orden jurídico, y no como una excepción autoritaria que, de una u otra forma, 
relaciona a la fuerza pública a un papel antagónico en la consecución de las 
garantías fundamentales constitucionales.

Siguiendo la línea de Barry Buzan (2008), el concepto de seguridad 
nacional no puede reducirse a una cuestión exclusivamente militar o estatal. 
Como señala Buzan (2008), la seguridad es “uno de esos conceptos esen-
cialmente disputados” (essentially contested concepts), lo cual implica que 
su significado está sujeto a debates constantes por su carácter político, estra-
tégico y normativo. Para Buzán (2008), “la seguridad involucra la protección 
de valores fundamentales frente a amenazas percibidas, y dicha protección 
puede variar según el actor, el nivel de análisis y el contexto histórico” (p. 7). 
Esta visión más amplia obliga a repensar el papel del Estado no solo como 
defensor de la soberanía territorial, sino también como garante activo de la 
integridad de sus instituciones, del bienestar de su población y de las condi-
ciones mínimas para el ejercicio de los derechos fundamentales.

En este marco, es necesario trascender las nociones tradicionales de 
seguridad ancladas exclusivamente en la supervivencia del Estado frente 
a amenazas militares. Como advierte David Baldwin (1997), la seguridad 
debe ser entendida como “la ausencia de amenazas a valores adquiridos” 
(p. 13), lo cual permite aplicarla a distintos actores, con diferentes contextos y 
escalas, sin perder coherencia analítica. Desde esta perspectiva, “el propósito 
de la seguridad no es preservar cualquier status quo, sino proteger valores 
que se consideran fundamentales para una comunidad política” (Baldwin, 
1997, p. 13). Esta concepción resulta particularmente útil para el caso colom-
biano, donde la seguridad nacional implica no solo la defensa territorial, 
sino también la salvaguarda de condiciones estructurales mínimas que hagan 
posible el ejercicio efectivo de los derechos fundamentales y el cumplimiento 
de los fines esenciales del Estado.

Esto toma relevancia cuando no existe unanimidad del concepto en un 
país como Colombia. Sería una exageración afirmar que el análisis concep-
tual de la seguridad comenzó y terminó con el artículo de Wolfers en 1952, 
pero no una muy grande. Como señala Baldwin (1997), el concepto ha sido 
tradicionalmente descuidado en los estudios académicos sobre seguridad, lo 
cual ha limitado su comprensión más allá del enfoque estrictamente militar. 
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Esta omisión resulta especialmente grave en contextos como el colom-
biano, donde la diversidad de problemas —desde el control territorial fragmen-
tado hasta la persistencia del crimen organizado, el narcotráfico y la violencia 
rural— exige una noción de seguridad mucho más amplia y estructural. En 
esta sociedad, el goce efectivo de derechos fundamentales está directamente 
condicionado por la garantía de los fines esenciales del Estado, entre ellos la 
convivencia pacífica, la vigencia de un orden justo y la protección efectiva 
de la vida y la dignidad humana. La ausencia de un marco conceptual sólido 
sobre seguridad ha contribuido, en parte, a la dispersión de esfuerzos institu-
cionales y a la débil articulación entre seguridad, desarrollo y justicia.

Retos y perspectivas para una política de seguridad 
nacional en Colombia 
En Colombia no existe un sistema normativo unificado ni plenamente conso-
lidado que otorgue estabilidad jurídica a las instituciones castrenses en 
su misión de cumplir con los fines esenciales del Estado. La dispersión de 
normas, sumada a la presencia de conceptos jurídicos indeterminados como 
“seguridad nacional”, “orden público” o “amenaza interna”, ha generado 
vacíos interpretativos y zonas grises que dificultan la aplicación coherente 
del derecho en contextos operacionales. Por lo tanto, es imperioso hacer un 
acercamiento al marco jurídico colombiano aplicable a la seguridad, identi-
ficando los principales referentes normativos y evidenciando cómo la ambi-
güedad de ciertos conceptos ha abierto espacio a tensiones entre el principio 
de legalidad y la efectividad de las medidas estatales en contextos de alta 
conflictividad y riesgo institucional.

Marco jurídico de seguridad en Colombia bajo el dilema de los 
conceptos jurídicos indeterminados 
En el marco jurídico colombiano, la Constitución Política de 1991 se erige 
como norma de normas y establece, en su artículo 2, los fines esenciales del 
Estado. Este dispone que 

Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la prospe-
ridad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes 
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consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos en las deci-
siones que los afectan […] defender la independencia nacional, mantener la 
integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un 
orden justo.

Tales fines, lejos de ser postulados abstractos, constituyen mandatos 
normativos que demandan condiciones institucionales y materiales para su 
efectividad. Entre ellas, la seguridad ocupa un lugar central, no como un fin 
en sí mismo, sino como una condición estructural para la realización de los 
derechos fundamentales y la estabilidad democrática.

En este contexto, el artículo 217 establece que “la Nación contará 
permanentemente con unas Fuerzas Militares […] para la defensa de la sobe-
ranía, la independencia, la integridad del territorio nacional y del orden cons-
titucional” (Constitución Política de Colombia, 1991, art. 217). Esto confirma 
que la fuerza pública no solo es una institución al servicio de la defensa, sino 
además un instrumento constitucional orientado a hacer posible el cumpli-
miento de los fines esenciales del Estado.

La Corte Constitucional ha reforzado esta interpretación al señalar que 
“es claro que la fuerza pública es la garante del orden público, y que no 
puede desprenderse de esa función y trasladarla a los particulares” (Sentencia 
C-281 de 2017). Esta afirmación subraya que la responsabilidad de mantener 
la seguridad y el orden recae exclusivamente en la fuerza pública, con lo 
cual se evita la delegación de estas funciones a actores no estatales. Aun 
cuando en observancia la función no pertenecería a las Fuerzas Militares, no 
obstante, en cita, es necesario delimitar esa interacción del Estado. 

Aunado a lo anterior, la Corte ha desarrollado una sólida doctrina 
sobre el derecho fundamental a la seguridad personal, la cual tiene sustento 
tanto en el artículo 2.º de la Constitución como en los artículos 93.º y 94.º 
sobre el bloque de constitucionalidad. En este marco, se ha entendido que 
la función de las autoridades públicas no se agota en la protección abstracta 
del orden, sino que implica la provisión de condiciones mínimas de segu-
ridad que permitan a los individuos vivir en sociedad sin estar expuestos a 
riesgos extraordinarios o no tolerables jurídicamente. Para delimitar tales obli-
gaciones, la Corte ha diseñado una escala de riesgos, que va desde el riesgo 
mínimo hasta el riesgo consumado y que permite determinar cuándo el 
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Estado está obligado a intervenir de manera inmediata y efectiva. Esta escala 
—basada en los principios de igualdad frente a las cargas públicas y en el 
deber de protección reforzada— permite comprender que la intervención 
de la fuerza pública, incluyendo en algunos casos a las Fuerzas Militares, no 
es solo legítima, sino jurídicamente exigible cuando la seguridad personal y 
colectiva se ve comprometida más allá de los niveles ordinarios de riesgo.

Es decir, la actuación legítima de la fuerza pública, regulada por el 
derecho, representa una garantía concreta para la vigencia del orden justo 
y la protección de los derechos en los territorios donde el Estado enfrenta 
mayores desafíos. Desde una perspectiva kelseniana, la validez de un orden 
jurídico no puede entenderse únicamente en función de la eficacia práctica 
de cada norma que lo compone, sino de su pertenencia a un sistema norma-
tivo que ha sido creado conforme a una norma fundamental. Así, aunque 
algunas disposiciones dentro del sistema puedan carecer de eficacia en su 
aplicación concreta, su validez se mantiene si han sido expedidas conforme 
al procedimiento constitucional. 

En este sentido, la ausencia de una norma específica, clara y sistematizada 
sobre seguridad nacional en el ordenamiento jurídico colombiano representa 
no solo un vacío de eficacia institucional, sino también una debilidad estruc-
tural en la articulación de los fines esenciales del Estado. La Constitución, 
como norma de normas (artículo 4), establece con claridad la obligación del 
Estado de garantizar la independencia nacional, la integridad territorial y la 
vigencia del orden justo (artículo 2), pero sin una norma que operacionalice 
integralmente estos mandatos en materia de seguridad nacional, se compro-
mete la capacidad real del Estado para cumplir su función garantista. 

La construcción de una norma que unifique los conceptos dispersos 
de seguridad, defensa, orden público e institucionalidad no solo responde a 
exigencias prácticas, sino que además es un imperativo de coherencia norma-
tiva en un sistema constitucional que, siguiendo a Kelsen, solo se sostiene si 
sus estructuras formales están al servicio de la producción, la jerarquía y la 
eficacia de las normas jurídicas que lo componen. Como lo advierte el propio 
autor: “La validez de un orden jurídico subsiste aun si algunas de sus normas 
están desprovistas de eficacia, y estas permanecen válidas si han sido creadas 
de la manera prescrita por este orden” (Kelsen, 2010, p. 118).
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Las definiciones normativas más próximas al concepto de seguridad en 
Colombia se encuentran en la Ley 684 de 2001, la cual establece los funda-
mentos del Sistema de Seguridad y Defensa Nacional. En su artículo 2.º, dicha 
ley define este sistema como el conjunto coherente de principios, políticas, 
objetivos, estrategias, procedimientos, organismos, funciones y responsabili-
dades de los componentes del Estado en materia de seguridad y defensa, lo 
cual implica una articulación interinstitucional orientada a preservar el orden 
constitucional y la protección de la comunidad. 

A su vez, el artículo 7.º introduce el concepto de seguridad ciudadana 
como una acción conjunta entre las autoridades y la comunidad, destinada 
a garantizar la certeza en el ejercicio de los derechos y las libertades funda-
mentales, en función de preservar la convivencia. Por su parte, el artículo 8.º 
ofrece una definición estructural de seguridad nacional, entendida como el 
deber estatal de diseñar y aplicar, en el marco del respeto por los Derechos 
Humanos y el DIH, las medidas necesarias —incluido el uso legítimo de la 
fuerza— para garantizar la convivencia pacífica, la soberanía, la autonomía, 
la integridad territorial y la vigencia de un orden justo basado en la promo-
ción de la prosperidad general. 

Tal como lo explica Leandro López-Peña (2015), estos conceptos no 
poseen un contenido normativo completamente definido, lo cual obliga a la 
administración a realizar un ejercicio de interpretación técnica en cada caso 
concreto. No obstante, esta indeterminación no equivale a libertad absoluta 
de decisión, sino que, por el contrario, exige a las autoridades sujetarse al 
principio de legalidad y fundamentar sus decisiones conforme a criterios 
objetivos, racionales y proporcionales (López-Peña, 2015). 

En este sentido, la noción de seguridad nacional —frecuentemente utili-
zada en políticas públicas, actos administrativos e incluso en decisiones judi-
ciales— debe ser aplicada con especial cuidado, en cuanto puede convertirse 
en un instrumento de poder sin límites si no se enmarca en un control consti-
tucional riguroso. Desde esta óptica, resulta imprescindible que el legislador 
colombiano avance hacia la construcción de un marco normativo específico 
y técnico que acote el uso de este tipo de conceptos, especialmente cuando 
están en juego derechos fundamentales, el uso de la fuerza estatal y la estruc-
tura institucional del Estado.
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Perspectivas doctrinales de la seguridad en Colombia 
La academia de las Fuerzas Militares en Colombia cuenta con un amplio 
recorrido institucional, y las escuelas que integran el sistema de educación 
y doctrina del Ejército Nacional han desarrollado un nivel formativo signifi-
cativo en los ámbitos táctico, estratégico y jurídico. Sin profundizar en este 
aspecto —que, por su complejidad y riqueza, merece un análisis específico 
que explore la dimensión doctrinal de la fuerza pública no solo desde su 
función combativa, sino también como estructura organizativa y de conso-
lidación territorial—, este apartado se centra en uno de los esfuerzos más 
ambiciosos emprendidos por las Fuerzas Militares para estructurar su pensa-
miento operativo: la Doctrina Damasco. Esta iniciativa representa un hito en 
la sistematización del conocimiento militar colombiano y en la redefinición 
de sus principios estratégicos en concordancia con el ordenamiento constitu-
cional y las exigencias del contexto contemporáneo.

La Doctrina Damasco ha implicado no solo una transformación en el 
lenguaje y la estructura operativa del Ejército Nacional, sino también una 
evolución en su comprensión del entorno estratégico, institucional y civil. 
En este sentido, el entonces ministro de Defensa Nacional, Carlos Holmes 
Trujillo, en su primer discurso ante oficiales de las Fuerzas Militares en la 
Escuela Superior de Guerra subrayó:

La doctrina militar como hoja de ruta en el actuar del Ejército vio la necesidad 
de incluir en su cuerpo de conocimiento y bajo la sombrilla de las Operaciones 
Terrestres Unificadas (OTU), la acción unificada como concepto, definiéndola 
como la sincronización, coordinación y/o integración de actividades de las 
entidades gubernamentales y no gubernamentales con las operaciones mili-
tares para lograr unidad de esfuerzo.

Esta afirmación no es más que un reflejo del tránsito doctrinal hacia 
una visión más integral de la seguridad y defensa, en la que el componente 
militar debe articularse de forma armónica con otros actores del Estado y de 
la sociedad civil. Así, la doctrina deja de ser un conjunto de tácticas aisladas 
para convertirse en una estrategia nacional coordinada, orientada a preservar 
la legitimidad, la soberanía y la eficacia del orden constitucional.

A partir de manuales doctrinales que sistematizan el conocimiento militar 
en consonancia con los principios constitucionales, el Manual Fundamental 
del Ejército 1-01 establece 
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[…] los principios fundamentales con sus correspondientes tácticas, técnicas, 
procedimientos y términos y símbolos empleados para la conducción de las 
operaciones y mediante los cuales el ejército de combate y los elementos del 
ejército generador de fuerza, que apoyan directamente las operaciones, guían 
sus acciones en cumplimiento de los objetivos nacionales. (Ejército Nacional 
de Colombia, 2020b, p. 14)

Este documento, junto con el MFE 3.0 - Conducción y ejecución de 
operaciones terrestres sostenidas (Ejército Nacional de Colombia, 2017)17, 
define el marco operativo en que se desarrollan las misiones del Ejército 
Nacional, bajo los criterios de legitimidad, acción unificada y mando tipo 
misión. De esta manera, la doctrina no solo organiza la actuación en el 
terreno, sino que además expresa una alineación institucional con los valores 
del Estado Social de Derecho, de tal manera que exige que toda acción militar 
esté sustentada en principios jurídicos, éticos y estratégicos.

La actuación de los miembros de la fuerza pública en contextos opera-
cionales no puede quedar librada al margen de un marco normativo preciso, 
coherente y garantista. Desde una lectura sistemática del derecho público, 
resulta problemático que conceptos como “seguridad nacional”, “orden 
público” o “amenaza interna” —ampliamente utilizados en la formulación de 
política y doctrina— carezcan de delimitación jurídica específica. Esta ambi-
güedad conceptual configura lo que la teoría administrativa ha denominado 
conceptos jurídicos indeterminados, los cuales, como advierte López-Peña 
(2015), no otorgan discrecionalidad arbitraria, sino que exigen interpretación 
conforme al principio de legalidad, a través de criterios objetivos, proporcio-
nales y motivados.

Desde la perspectiva de García y Fernández (1999), el derecho admi-
nistrativo no puede tolerar zonas de inmunidad normativa ni márgenes de 
indefinición que comprometan la seguridad jurídica de los administrados, 
incluidos los servidores públicos. Para los autores, “la juridicidad es el único 
antídoto frente a la arbitrariedad” (García & Fernández, 1999, p. 45), y toda 
actuación de la Administración debe estar sujeta a normas claras y previsi-
bles, particularmente cuando involucra el ejercicio de potestades excepcio-
nales como el uso de la fuerza.

Por su parte, Hans Kelsen recuerda que la validez de una norma no 
depende de su eficacia material, sino de haber sido creada conforme a la 
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norma fundamental del sistema: “Si la validez de un orden jurídico, consi-
derado, por asi decirlo, como un sistema cerrado de normas, depende de su 
eficacia, o sea, de una correspondencia general entre este orden y los hechos 
a los cuales se aplica” (Kelsen, 2010, p. 118). Esta reflexión cobra fuerza 
cuando se advierte que, en Colombia, muchas de las acciones operacionales 
del Ejército Nacional y de la fuerza pública se fundamentan en doctrinas 
internas, manuales técnicos y directrices administrativas, sin una norma legal 
estructural que articule de manera clara su relación con el bloque de consti-
tucionalidad.

En consecuencia, es urgente que el legislador colombiano promueva la 
adopción de una ley marco de seguridad nacional, que defina los conceptos 
clave, establezca principios jurídicos claros y cree mecanismos de control 
institucional que, además de limitar excesos, protejan jurídicamente a los 
miembros de la fuerza pública en el ejercicio legítimo de su misión consti-
tucional. Una norma de este tipo permitiría integrar la doctrina operacional 
con el principio de juridicidad, de tal manera que se consolidaría una fuerza 
legítima, profesional y protegida frente a la inseguridad normativa.

La construcción de un marco jurídico robusto en materia de seguridad 
nacional no es una cuestión meramente técnica o legislativa: es una exigencia 
estructural del Estado Social de Derecho. La ambigüedad de conceptos jurí-
dicos como “seguridad nacional”, “amenaza” u “orden público” no puede 
seguir operando como una zona de incertidumbre normativa que deje 
desprotegida a la fuerza pública en el cumplimiento de sus funciones consti-
tucionales. Como lo ha señalado la doctrina contemporánea, estos conceptos 
exigen interpretación razonada, control judicial y regulación expresa. La 
ausencia de una norma marco que articule la acción operacional con la juri-
dicidad genera no solo inseguridad para la ciudadanía, sino también para los 
propios servidores que actúan en contextos complejos, exigentes y muchas 
veces judicializables.

Desde la perspectiva de García de Enterría, el derecho debe actuar como 
un límite a la arbitrariedad y como garantía de previsibilidad. Kelsen, por 
su parte, reafirma la necesidad de que toda actuación del Estado encuentre 
sustento en una norma válida, integrada a la estructura del orden jurídico. La 
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Doctrina Damasco ha avanzado en el plano doctrinal al sistematizar princi-
pios, procedimientos y modelos operacionales coherentes con la legalidad 
y los Derechos Humanos, pero su fuerza normativa aún carece de respaldo 
legal con jerarquía suficiente. Por tanto, se impone el deber del legislador de 
consolidar una Ley de Seguridad Nacional que no solo delimite los conceptos 
fundamentales del actuar estatal, sino que además brinde protección jurídica 
integral a los miembros de la fuerza pública, reconociendo que no puede 
haber paz, ni derechos garantizados, sin seguridad jurídicamente estructurada.

La seguridad como garantía de los derechos 
La ausencia de seguridad compromete gravemente el goce efectivo de los 
derechos fundamentales. Zonas como Arauca, Cauca o Nariño, donde el 
control territorial del Estado es débil o inexistente, presentan limitaciones 
sistemáticas en el acceso a la justicia, la educación, la salud y la protección 
de la vida. Desde el derecho internacional y el DOPER, la seguridad es un 
presupuesto mínimo para la vigencia del derecho a la vida, la integridad y la 
libertad. La seguridad nacional permite, en este sentido, que el aparato estatal 
funcione y que los principios del bloque de constitucionalidad se traduzcan 
en realidades concretas para la población.

La seguridad no es un privilegio de los Estados desarrollados ni una 
concesión facultativa del poder público: es una obligación constitucional y 
una condición sine qua non para la realización de todos los derechos funda-
mentales. Tal como lo dispone el artículo 2.º de la Constitución, el Estado está 
llamado a garantizar la convivencia pacífica, la independencia nacional y la 
integridad territorial, pero estas finalidades no son alcanzables sin una polí-
tica de seguridad clara, legítima y jurídicamente estructurada. No se trata de 
militarizar el concepto de derechos, sino de reconocer que en contextos de 
amenaza real y violencia persistente, como los que vive Colombia, no puede 
hablarse de derechos plenos donde el Estado no puede ejercer su presencia 
efectiva.

En este sentido, la doctrina de seguridad debe evolucionar hacia una 
concepción funcional y democrática, en la cual la seguridad nacional se 
entienda como una herramienta del Estado Social de Derecho y no como un 
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instrumento de excepción. La Doctrina Damasco ha representado un paso 
importante en esa dirección, al definir principios operacionales guiados por 
la ética, el respeto por el DIH y la articulación interinstitucional. Sin embargo, 
dicha doctrina requiere un soporte legal de mayor jerarquía, que le otorgue 
coherencia normativa, seguridad jurídica a los miembros de la fuerza pública 
y transparencia al ciudadano frente a las acciones del poder público.

La consolidación de una Ley de Seguridad Nacional, debatida democrá-
ticamente y construida desde el principio de juridicidad, aparece como una 
tarea impostergable. Esta norma debe delimitar los conceptos jurídicos inde-
terminados que hoy rodean las decisiones operacionales del Estado, definir 
responsabilidades institucionales, establecer controles preventivos y brindar 
un marco de garantías para quienes actúan en nombre de la Constitución. 
Como lo advirtieron autores como Hans Kelsen y García de Enterría, la validez 
de una acción del Estado depende de su ajuste al orden jurídico, y la lega-
lidad es el único antídoto frente a la arbitrariedad. Asegurar ese marco legal 
protegerá no solo a los ciudadanos, sino también a los servidores públicos 
llamados a hacer posible la paz en los territorios más vulnerables.

En suma, sin seguridad no hay derechos, y sin derecho no hay legiti-
midad en el uso de la fuerza. Reconocer esa tensión, y resolverla desde la 
constitucionalidad, es el principal desafío jurídico, político y doctrinal que 
enfrenta hoy Colombia en su propósito de construir una paz duradera con 
justicia institucional. Con gran atención y coincidencia escuchaba al profesor 
Rodrigo Pombo (2024) en una intervención en el programa La Mesa Ancha, 
donde afirmaba: 

Deslegitimar desde el Ejecutivo, desde el poder público, a la rama judicial […] 
eso por supuesto genera también unas dinámicas de guerra muy perjudiciales. 
Y lo último, y quizá más importante —y lo hablo como profesor de derecho 
constitucional—, es el tema de pensar que la obligación constitucional de 
mantener la seguridad, inclusive en las ciudades, en los centros poblados, 
es autoritarismo, es una cuestión de militarismo, autoritarismo, es una visión 
belicista. Me parece equivocado. Es la primera y gran función de todo Estado 
nacional […]. De nuevo, la matriz de todo problema es ese pensar que la 
seguridad es igual a autoritarismo, militarismo o cultura bélica, y no es así. 
(Pombo, 2024, s. p.) 
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Estas afirmaciones aportan una reflexión clave al debate contemporáneo 
sobre la seguridad en Colombia: el deber de garantizar el orden y la protec-
ción no puede seguir siendo interpretado como sinónimo de autoritarismo, 
pues se trata, por el contrario, de una responsabilidad constitucional básica 
que habilita el ejercicio de todos los demás derechos.

Referencias 
Baldwin, D. A. (1997). The concept of security. Review of International Studies, 23(1), 5–26.
Bauman, Z. (2007). Vida líquida. Fondo de Cultura Económica.
Buzan, B. (2008). People, states and fear: An agenda for international security studies in the 

post-Cold War era. ECPR Press.
Carrillo, A., & Arias, J. (2018). Nuevas amenazas para la seguridad nacional y sus desafíos 

para el posconflicto en Colombia. Perspectivas en Inteligencia, 10(19), 25–34.
Clausewitz, C. (2004). De la guerra. Ediciones Ejército.
Constitución Política de Colombia. (1991). D.O. 109 778.
Sentencia C-281 de 2017 (M. P. Gloria Stella Ortiz Delgado). Corte Constitucional de 

Colombia.
Radicación No. 68001-23-33-000-2015-00018-01 (AC) (M. P. Gerardo Arenas Monsalve). 

Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, 
Subsección B.

Ejército Nacional de Colombia. (2017). Manual Fundamental del Ejército MFE 3.0: 
Conducción y ejecución de operaciones terrestres sostenidas. Dirección de Doctrina 
del Ejército Nacional.

Ejército Nacional de Colombia. (2020b). Manual Fundamental del Ejército MFE 1-01: 
Doctrina [Público]. Imprenta del Ejército. https://www.cedoe.mil.co/enio/recurso_
user/doc_contenido_pagina_web/800130633_4/458750/mfe_1_01_doctrina.pdf 

Gallie, W. B. (1956). Essentially contested concepts. Proceedings of the Aristotelian Society, 
56, 167–198.

García de Enterría, E., & Fernández, T. R. (1999). Curso de derecho administrativo (14.ª 
ed.). Civitas.

Kelsen, H. (1998). La paz por medio del derecho. Fundación Coloquio Jurídico Europeo.
Kelsen, H. (2010). Teoría pura del derecho: (ed.). Eudeba. https://elibro.net/es/ereader/

usta/66163?page=118  
Ley 684 de 2001. Por la cual se dictan normas sobre el Sistema de Seguridad y Defensa 

Nacional. D.O. 44 561.

https://www.cedoe.mil.co/enio/recurso_user/doc_contenido_pagina_web/800130633_4/458750/mfe_1_01_doctrina.pdf
https://www.cedoe.mil.co/enio/recurso_user/doc_contenido_pagina_web/800130633_4/458750/mfe_1_01_doctrina.pdf
https://elibro.net/es/ereader/usta/66163?page=118
https://elibro.net/es/ereader/usta/66163?page=118


Mario Alexander Acuña-Betancourt y Andrés Fabián Rueda Navarro50 |

López Peña, E. L. (2015). Los conceptos jurídicos indeterminados en el derecho adminis-
trativo colombiano. Lex Humana, 7(1), 325–340. https://seer.ucp.br/seer/index.php/
LexHumana/article/download/2728/3646/11121

Pombo, R. (2024, 18 de abril). Crisis de orden público en el país: ¿Qué tanto ha funcionado 
la Paz Total? Noticias RCN. https://www.noticiasrcn.com/colombia/crisis-de-orden-
publico-en-el-pais-que-tanto-ha-funcionado-la-paz-total-858593

https://seer.ucp.br/seer/index.php/LexHumana/article/download/2728/3646/11121
https://seer.ucp.br/seer/index.php/LexHumana/article/download/2728/3646/11121
https://www.noticiasrcn.com/colombia/crisis-de-orden-publico-en-el-pais-que-tanto-ha-funcionado-la-paz-total-858593
https://www.noticiasrcn.com/colombia/crisis-de-orden-publico-en-el-pais-que-tanto-ha-funcionado-la-paz-total-858593


https://doi.org/10.21830/9786289766608.03

Elsuar Jaime Acosta López
Escuela Militar de Cadetes “General José María Córdova” 

Milton Fernando Monroy Franco
Escuela Militar de Cadetes “General José María Córdova” 

Resumen. Este capítulo analiza la evolución del derecho disciplinario militar colombiano 
como instrumento jurídico fundamental para la garantía de la conducta del militar en el marco 
del derecho operacional. Desde un enfoque histórico y normativo, se describe el tránsito desde 
un modelo centrado en la obediencia jerárquica hacia un enfoque garantista, en armonía con 
el Derecho Internacional Humanitario y los Derechos Humanos. Asimismo, se estudia la Ley 
1862 de 2017 y su articulación con la Constitución, destacando su función formativa, preven-
tiva y sancionadora. Se subraya que el régimen disciplinario especial contribuye a fortalecer la 
legitimidad institucional y a asegurar la sujeción del uso de la fuerza al principio de legalidad. 
Finalmente, el texto propone comprender la disciplina como expresión de cohesión, ética insti-
tucional y garantía funcional del Estado de Derecho.

Palabras clave: Constitución; derecho disciplinario; derecho internacional; ética militar; 
Fuerzas Armadas; legalidad

Capítulo 3 

La evolución del derecho disciplinario 
militar en Colombia como garantía jurídica 

de la conducta del militar en el marco                   
del derecho operacional

Citación APA: Acosta-López, E. J., & Monroy-Franco, M. F. (2026). La evolución del 
derecho disciplinario militar en Colombia como garantía jurídica de la conducta del 
militar en el marco del derecho operacional. En M. A. Acuña Betancourt & E. L. López 
Peña (Eds.), Derecho operacional, Ejército y Estado social de derecho (pp. 51-66). Sello 
Editorial ESMIC.
https://doi.org/10.21830/9786289766608.03

https://doi.org/10.21830/9786289766608.03
https://doi.org/10.21830/9786289766608.03


Elsuar Jaime Acosta López y Milton Fernando Monroy Franco52 |

Elsuar Jaime Acosta López
Mayor del Cuerpo Administrativo del Ejército Nacional de Colombia. Abogado, Universidad 
Santo Tomás. Especialista en Derecho Probatorio, Universidad Sergio Arboleda, y en Derecho 
Sancionatorio, Universidad Militar Nueva Granada. Magíster en Derecho Internacional de los 
Conflictos Armados (DICA), Escuela Superior de Guerra. Asesor jurídico operacional y discipli-
nario Comando General de las Fuerzas Militares.

Milton Fernando Monroy Franco
Coronel del Ejército Nacional del arma de Aviación. Profesional en Ciencias Militares, espe-
cialista en Conducción de Unidades Militares, Administración de Recursos para la Defensa 
Nacional, Seguridad y Defensa Nacional, y magíster en Gerencia de Proyectos. Paracaidista, 
piloto instructor y estandarizador en operaciones a gran altitud de la Aviación del Ejército.

https://orcid.org/0000-0002-9382-7239

Los libros publicados por el Sello Editorial ESMIC son de acceso abierto bajo una licencia 
Creative Commons: Reconocimiento-NoComercial-SinObrasDerivadas. 
https://creativecommons.org/licenses/by-nc-nd/4.0/

Este capítulo hace parte del libro: 

DERECHO OPERACIONAL, EJÉRCITO Y ESTADO SOCIAL DE DERECHO

ISBN impreso: 978-628-97301-9-7
ISBN digital: 978-628-97666-0-8
DOI: https://doi.org/10.21830/9786289766608

Colección Ciencias Jurídicas 
Serie Miles Doctus: investigación formal terminada 
Sello Editorial Escuela Militar de Cadetes “General José María Córdova” 
Bogotá, D.C., Colombia 
2026

Responsabilidad de contenidos: La responsabilidad por el contenido de los libros publicados por el Sello Editorial ESMIC 
corresponde exclusivamente a los autores. Las posturas y aseveraciones presentadas son resultado de un ejercicio acadé-
mico e investigativo que no representa la posición oficial ni institucional de la Escuela Militar de Cadetes “General José María 
Córdova”, el Ejército Nacional, las Fuerzas Militares de Colombia o el Ministerio de Defensa Nacional.

https://orcid.org/0000-0002-9382-7239
https://creativecommons.org/licenses/by-nc-nd/4.0/
https://creativecommons.org/licenses/by-nc-nd/4.0/
https://creativecommons.org/licenses/by-nc-nd/4.0/
https://doi.org/10.21830/9786289766608


Capítulo 3. La evolución del derecho disciplinario militar en Colombia como garantía 
jurídica de la conducta del militar en el marco del derecho operacional

| 53

Introducción 
El presente capítulo tiene el objetivo de analizar la evolución del derecho 
disciplinario militar en Colombia a partir de su articulación con el Derecho 
Internacional Humanitario (DIH) y los Derechos Humanos, en conexión con 
el artículo 217 de la Constitución Política y el marco funcional del derecho 
operacional (DOPER). Este enfoque permite comprender cómo la función 
disciplinaria castrense ha transitado de una cultura centrada en la obediencia 
jerárquica hacia un modelo normativo garantista que busca proteger tanto al 
Estado como al militar, a la vez que asegura el respeto a la población civil y 
al ordenamiento internacional. 

Esta evolución se refleja normativamente en la Ley 1862 de 2017, la 
cual establece los pilares éticos y funcionales del comportamiento del militar 
colombiano. El artículo 1 consagra el deber fundamental del militar como 
una disposición permanente al servicio de la Nación, en defensa de la 
Constitución, las leyes y los reglamentos, lo cual incorpora una dimensión 
ética que trasciende la obediencia formal para orientar la conducta conforme 
a principios, valores y virtudes. En esa misma línea, el artículo 2 exige que 
el comportamiento del militar esté guiado por la ética institucional, de tal 
manera que la formación en ética militar es un componente obligatorio lide-
rado por el Comando General de las Fuerzas Militares, como lo dispone su 
parágrafo.

Por su parte, el artículo 3 define la disciplina como un factor de cohesión 
institucional que exige acatamiento al orden jurídico y permite el cumpli-
miento riguroso de las órdenes, pues reconoce la disciplina no solo como 
estructura de mando, sino también como expresión de legalidad y respeto a 
la dignidad humana. El artículo 4 introduce la “condición del militar” como 
un atributo que obliga a actuar con liderazgo, eficacia y coherencia ética; 
mientras que el artículo 5 sintetiza los principios que sustentan dicha condi-
ción, entre los cuales destacan el respeto irrestricto por los derechos funda-
mentales, la transparencia, la unión institucional y el mejoramiento continuo. 
Así, el derecho disciplinario castrense no solo actúa como mecanismo de 
control, sino también como estructura formativa, orientadora y garante de 
la legalidad operacional, con lo cual se consolida una doctrina jurídica que 
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articula la misión militar con los estándares del derecho internacional y los 
fines esenciales del Estado.

Fundamento constitucional y justificación                        
del régimen disciplinario militar 
El artículo 217 de la Constitución Política de Colombia establece que las 
Fuerzas Militares tendrán un régimen disciplinario especial, dadas las 
funciones constitucionales que les han sido asignadas. Esta previsión responde 
a la necesidad de contar con un marco normativo adecuado a la naturaleza 
de la institución militar, cuya misión esencial incluye la defensa de la sobe-
ranía, la independencia, la integridad del territorio nacional y el orden cons-
titucional. En este contexto, el régimen disciplinario castrense no se concibe 
únicamente como un instrumento de control interno, sino también como un 
sistema de responsabilidad jurídica que refuerza la legitimidad institucional, 
asegura el cumplimiento del deber funcional y orienta la conducta del militar 
dentro del marco de los principios del Estado Social de Derecho. Dicha 
especialidad disciplinaria no solo garantiza el cumplimiento eficiente de las 
órdenes en el marco del mando militar, sino que asegura que estas se ajusten 
a los principios constitucionales, los derechos fundamentales y el DIH, dada 
la naturaleza armada y excepcional de las Fuerzas Militares.

En este orden, el artículo 1 de la Ley 1862 de 2017 consagra que es 
deber fundamental del militar, por su honor, la disposición permanente para 
defender a Colombia, incluso con la entrega de la propia vida cuando sea 
necesario, cumpliendo la Constitución Política, las leyes y los reglamentos, 
así como respetando los preceptos, principios, valores y virtudes inherentes 
a la carrera militar. Este mandato eleva la función militar a una expresión 
máxima de servicio público, subordinada no solo a la obediencia, sino a 
la legalidad, la ética institucional y el respeto por la dignidad humana. Así, 
el derecho disciplinario castrense no solo tiene una función sancionatoria 
frente a comportamientos contrarios al orden, sino que además actúa como 
una guía normativa que modela el comportamiento del militar, en correspon-
dencia con su rol como garante del orden constitucional. La defensa armada 
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del Estado, en consecuencia, está indisolublemente ligada a la sujeción al 
derecho, haciendo del régimen disciplinario militar un componente esencial 
del DOPER y una garantía jurídica del comportamiento legítimo en el marco 
del uso de la fuerza.

En ese sentido, la Corte Constitucional ha reafirmado en sentencias como 
la C-431 de 2004 y la C-713 de 2001 que la especialidad del régimen disci-
plinario castrense radica en el carácter sustancial de sus faltas y sanciones, 
que están dirigidas únicamente a hechos que afecten la función militar. Esta 
especialidad no excluye la exigencia de legalidad, proporcionalidad, debido 
proceso ni el respeto por los derechos fundamentales de los uniformados y 
la ciudadanía.

Evolución normativa del derecho disciplinario 
militar en Colombia 
La evolución normativa del derecho disciplinario militar en Colombia 
obedece a un proceso paulatino de adecuación del régimen castrense a los 
estándares constitucionales y del derecho internacional, en particular al DIH 
y a los Derechos Humanos. Desde un modelo originalmente centrado en 
el mantenimiento del orden interno y la cohesión institucional, basado en 
principios de obediencia y jerarquía, el ordenamiento ha transitado hacia un 
enfoque garantista que reconoce al militar como servidor público sujeto al 
control del orden jurídico nacional e internacional. Este proceso, sustentado 
en el artículo 217 de la Constitución Política y en el principio de especia-
lidad normativa, ha implicado una transformación sustantiva de los códigos 
disciplinarios militares, de tal manera que se han incorporado progresiva-
mente tipologías asociadas a crímenes de lesa humanidad, faltas contra la 
dignidad humana y obligaciones derivadas del bloque de constitucionalidad. 
El presente apartado aborda esta evolución desde una perspectiva históri-
co-normativa, estructurada en tres momentos clave que permiten identificar 
rupturas, continuidades y avances en la consolidación del derecho discipli-
nario castrense como herramienta de control funcional y ético del ejercicio 
de la función militar.
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Período 1989-2003: disciplina institucional sin referencia 
expresa a los Derechos Humanos y DIH 
El régimen disciplinario castrense en Colombia inicia formalmente con el 
Decreto 085 de 1989, el cual estructuró las faltas disciplinarias con base en la 
protección de bienes jurídicos propios de la organización militar, tales como 
la moral institucional, la subordinación, la obediencia, el servicio y el mando. 
Este régimen no incluía de manera expresa comportamientos vinculados a 
violaciones al Derecho Internacional de los Derechos Humanos (DIDH) o 
al DIH, lo cual refleja una concepción institucional centrada en la disciplina 
interna antes que en el control de legalidad sustantiva frente al ordenamiento 
internacional. No obstante, desde sus primeras disposiciones ya se eviden-
ciaban exigencias éticas orientadas al respeto por la dignidad humana, al 
señalar que el militar debía actuar como ejemplo, promover valores como el 
honor, la abnegación y la lealtad, y mostrar deferencia hacia los compañeros 
y la población civil (Decreto 085 de 1989).

Una transformación sustancial se observa con la entrada en vigencia del 
Decreto 1797 de 2000, pues consagra, por primera vez, faltas gravísimas como 
la tortura, el genocidio y la desaparición forzada (art. 56, núm. 12), lo cual repre-
senta el primer acercamiento directo entre el régimen disciplinario militar y los 
estándares internacionales de protección a la persona humana. Paralelamente, 
el Ministerio Público, mediante el ejercicio del poder preferente, asumió inves-
tigaciones disciplinarias contra miembros de la fuerza pública por presuntas 
infracciones al DIDH y al DIH, para lo cual aplicó supletoriamente la Ley 200 
de 1995, cuyo artículo 25, numeral 5, ya tipificaba como faltas gravísimas 
el exterminio de grupos étnicos, sociales o religiosos, así como conductas 
tendientes a la desaparición forzada (Ley 200 de 1995). Esta etapa marca un 
punto de inflexión hacia un modelo sancionador más abierto al derecho inter-
nacional, especialmente frente a crímenes de lesa humanidad.

Este tránsito normativo fue fortalecido por la jurisprudencia constitu-
cional, que, al estudiar el carácter especial del régimen disciplinario castrense, 
ha subrayado que lo esencial de este régimen no es su procedimiento sino 
el contenido sustancial de sus tipos disciplinarios. En particular, la Sentencia 
C-431 de 2004 estableció que las faltas deben estar relacionadas directa-
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mente con la función militar y que su comisión afecte el servicio público 
encomendado a las Fuerzas Militares (Sentencia C-431 de 2004). En la misma 
línea, la Corte ha reiterado que el régimen disciplinario de los militares debe 
responder a las exigencias propias de su misión constitucional, pero alineado 
con los principios del Estado Social de Derecho, en el que los servidores 
públicos, incluidos los miembros de la fuerza pública, están sometidos a 
controles jurídicos orientados al respeto de los derechos fundamentales y al 
cumplimiento del bloque de constitucionalidad (Galvis-García, 2016).

Ley 200 de 1995 y Ley 734 de 2002: integración progresiva             
de crímenes de lesa humanidad 
El régimen general disciplinario ha servido como fuente integradora y referen-
cial, especialmente a partir de la Ley 200 de 1995. Esta codificación incor-
poró, por primera vez, tipos disciplinarios relacionados con graves violaciones 
a los Derechos Humanos y al DIH, de tal manera que se constituyó en un 
antecedente relevante en el tránsito hacia un modelo de control normativo 
más garantista dentro del ámbito castrense.

Con la expedición de la Ley 734 de 2002 —actual Código Disciplinario 
Único— se fortaleció este enfoque mediante la inclusión de un nuevo catá-
logo de faltas gravísimas, así como de deberes y prohibiciones cuya transgre-
sión constituía falta grave o leve. En la exposición de motivos, se sostuvo que 
“las conductas que vulneren los Derechos Humanos, siendo las más graves 
los crímenes de lesa humanidad, se consideró su sanción como destitución” 
(Ley 734 de 2002). En este marco, se afirmó que se

mantiene como faltas gravísimas el genocidio y la desaparición forzada e 
incluye otras prácticas consideradas como crímenes internacionales, como la 
tortura, las ejecuciones arbitrarias, los desplazamientos forzados y las priva-
ciones ilegales de la libertad, que no habían sido incorporadas a la ley vigente 
a pesar de que los instrumentos internacionales que consagran su proscripción 
han sido todos ratificados por Colombia, y de que la prohibición de dichos 
comportamientos forma parte del ius cogens internacional. (Ley 734 de 2002)3

De igual forma, se dejó constancia en el texto expositivo de que, con la 
inclusión de estos tipos disciplinarios, 

3	  Exposición de motivos de la Ley 734 de 2002 (Procuraduría General de la Nación, 2002).
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se armoniza el derecho interno con el internacional y se cumple la obligación 
del Estado de tomar, entre otras, medidas de carácter legislativo para hacer 
efectivos los derechos y libertades que se ha comprometido a respetar y garan-
tizar, de conformidad con el artículo 2.º de la Convención Interamericana 
sobre Derechos Humanos y el 2.2.º del Pacto de Derechos Civiles y Políticos, 
vigente en Colombia por virtud de la Ley 16 de 1972 […] y la Ley 74 de 
1968 […]. Adicionalmente, de este modo se atienden las recomendaciones 
formuladas al país en repetidas ocasiones por órganos de protección de los 
Derechos Humanos de la OEA y de la ONU, en el sentido de considerar 
como ilícitas las conductas mencionadas e imponer, a quienes vulneren los 
Derechos Humanos, sanciones acordes con la gravedad de los hechos. (Ley 
734 de 2002)

Ley 836 de 2003: transición hacia la remisión directa al CDU

El Decreto 1797 de 2000, que rigió parcialmente hasta la entrada en 
vigencia de la Ley 836 de 2003, no contempló de forma expresa un catálogo 
de faltas relativas a graves violaciones a los Derechos Humanos ni infrac-
ciones al DIH. Sin embargo, su artículo 58, numeral 34, estableció una cláu-
sula de remisión normativa al Código Disciplinario Único (Ley 734 de 2002), 
en los siguientes términos: “34º. Incurrir en cualquiera de las faltas definidas 
en los numerales 4 al 16 del artículo 48 de la Ley 734 de 2002”.

Tal remisión normativa representa un punto de inflexión en la evolución 
del derecho disciplinario militar, pues integra al régimen especial castrense 
las faltas gravísimas previamente establecidas para los servidores públicos 
civiles. Esta integración normativa fue avalada por la Corte Constitucional en 
la Sentencia C-666 de 20084, al señalar que las conductas previstas en dichos 
numerales constituyen violaciones al DIDH y al DIH. En efecto, dentro de 
las faltas contempladas se incluyen actos como el genocidio, la desaparición 
forzada, la tortura, las ejecuciones extrajudiciales, la privación arbitraria de la 
libertad y otros comportamientos constitutivos de crímenes internacionales. 

4	 “Primero. Declarar EXEQUIBLE la expresión ‘se formulará dentro de los cinco años siguientes a la fecha de 
ejecutoria del fallo”, contenida en el inciso primero del artículo 126 de la Ley 734 de 2002, por los cargos formulados, 
en el entendido de que cuando se trata de faltas disciplinarias que constituyen violaciones del derecho internacional de 
los Derechos Humanos y del Derecho Internacional Humanitario, respecto de las víctimas de las conductas descritas 
en los numerales 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13, 14, 15 y 16 del artículo 48 de la Ley 734 de 2002, que no tuvieron la 
oportunidad de participar en la actuación disciplinaria, el término de 5 años para solicitar la revocatoria directa de 
decisiones absolutorias, de archivo o con sanciones mínimas respecto de la conducta, debe empezar a contarse desde 
el momento en que la víctima se entera de la existencia de tales providencias, salvo que haya operado la prescripción 
de la sanción disciplinaria” (énfasis fuera del texto).
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Estas disposiciones se insertan en el ius cogens del derecho internacional, lo 
cual obliga a su acatamiento por parte del Estado colombiano, incluso en el 
ámbito disciplinario.

Esta normatividad permitió superar el enfoque tradicional del derecho 
disciplinario militar, que había estado centrado en la salvaguarda del orden 
interno y la disciplina jerárquica, para abrir paso a un modelo en el cual la 
responsabilidad del militar frente a la legalidad, los derechos fundamentales 
y las normas internacionales adquiere mayor protagonismo. De este modo, se 
consolidó un marco jurídico que no solo impone al militar el deber de obser-
vancia de los mandatos nacionales, sino que extiende dicha obligación al 
respeto de las normas internacionales de protección humanitaria, conforme 
al bloque de constitucionalidad. Desde esta perspectiva teórica se sostiene 
en este estudio, el régimen disciplinario castrense no puede concebirse como 
una esfera autónoma frente a los principios del Estado Social de Derecho, 
sino como una expresión particular del poder sancionador del Estado sujeta 
a los límites y garantías propias de un orden democrático.

Esta incorporación progresiva del DIDH y el DIH al régimen discipli-
nario militar, a través de normas de remisión, representa una manifestación 
del principio de armonización normativa entre el derecho interno y el derecho 
internacional, al cual está vinculado el Estado colombiano por mandato del 
artículo 93 de la Constitución. Así, la Ley 836 de 2003, aunque no estableció 
de manera autónoma tipos disciplinarios en esta materia, habilitó por vía de 
remisión la aplicación de un régimen normativo más amplio y garantista, que 
reconocía la dimensión ética, jurídica y operativa del ejercicio de la función 
militar, en concordancia con los principios de legalidad, dignidad humana y 
control de la actividad del poder público.

Ley 1862 de 2017: codificación autónoma y ética operacional 
La Ley 1862 de 2017 consolidó un modelo propio para las Fuerzas Militares 
al eliminar la remisión al régimen general. Esta norma incluyó un primer 
libro sobre normas de conducta, deberes, prohibiciones y principios éticos y 
disciplinarios orientados al respeto de los Derechos Humanos y del DIH. Por 
ejemplo, el artículo 76 establece faltas gravísimas como el incumplimiento 
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de los principios de necesidad, distinción, proporcionalidad o la orden de 
que no haya sobrevivientes.

Con la entrada en vigor de la Ley 1862 de 2017, el derecho discipli-
nario castrense en Colombia experimentó una transformación sustancial que 
marcó un hito en la evolución normativa del régimen aplicable a los miem-
bros de las Fuerzas Militares. Esta normatividad no solo reemplaza al régimen 
anterior contenido en la Ley 836 de 2003, sino que además introduce un 
desarrollo más integral, particularmente en su libro primero, donde se esta-
blece un marco ético y de comportamiento orientado por principios, valores 
y virtudes, en concordancia con los mandatos constitucionales, el DIH y el 
DIDH. Tal como lo advierte su exposición de motivos, este cuerpo normativo 
busca dotar al militar colombiano de una guía normativa coherente con la 
condición humana, de tal manera que refuerza una ética operacional como 
elemento estructural de la disciplina institucional.

En relación con las faltas disciplinarias, la Ley 1862 de 2017 tipifica en 
su artículo 76 una serie de conductas calificadas como gravísimas, entre las 
cuales se encuentran aquellas que constituyen infracciones directas al DIH. 
Esta configuración normativa tiene como finalidad reprochar no el resultado 
de las operaciones militares, sino los comportamientos funcionales que, en 
contravía de los deberes operacionales, puedan vulnerar normas del DIH en 
cualquiera de las fases de planeamiento, ejecución o control de las opera-
ciones. Desde esta perspectiva, el derecho disciplinario castrense, lejos de 
limitarse a sancionar, adquiere un carácter preventivo y formativo, orientado 
a delimitar la actuación del militar conforme a estándares internacionales de 
legalidad, necesidad, proporcionalidad, distinción y precaución. Esta evolu-
ción se inscribe dentro de una tendencia contemporánea que reconoce la 
función sancionadora como un instrumento de garantía institucional y de 
protección de los derechos fundamentales (Velásquez, 1999).

Ahora bien, aunque en principio la Ley 1862 de 2017 no incluye de 
forma expresa faltas relacionadas con graves violaciones a los Derechos 
Humanos —atribución reservada por norma a la Procuraduría General de 
la Nación conforme al Código Disciplinario Único—, el artículo 79 de la 
citada ley consagra una cláusula abierta que permite reprochar disciplinaria-
mente aquellas conductas que, sin estar tipificadas como gravísimas, infrinjan 
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deberes u obligaciones contenidas en la Constitución, la ley o tratados inter-
nacionales ratificados por Colombia. De esta forma, se mantiene un nexo 
de integración normativa con los estándares del DIDH, lo cual habilita al 
operador disciplinario castrense para ejercer control sobre conductas que, 
aunque no sean infracciones al DIH en sentido estricto, vulneren compro-
misos internacionales en materia de Derechos Humanos. Tal interpretación 
ha sido desarrollada en doctrina especializada que reconoce la necesidad de 
una articulación entre los regímenes especiales y el bloque de constituciona-
lidad como límite infranqueable del poder disciplinario del Estado (Monroy-
Cabra, 2015).

Por consiguiente, la Ley 1862 de 2017 consolida un derecho discipli-
nario militar con vocación garantista, que conjuga el respeto a la disciplina y la 
jerarquía militar con la observancia de la legalidad internacional y la dignidad 
humana. El legislador atribuye competencia a autoridades castrenses previa-
mente determinadas para la instrucción de las investigaciones, sin perjuicio 
del poder preferente que puede ejercer el Ministerio Público cuando las 
conductas investigadas revistan gravedad por su conexidad con violaciones 
al DIDH o al DIH. De este modo, el derecho disciplinario militar no solo se 
presenta como un sistema de control interno, sino como una garantía externa 
de legalidad, legitimidad y seguridad jurídica para el militar en ejercicio de 
funciones operacionales.

El derecho disciplinario militar en el marco                     
del derecho operacional 
El DOPER es el conjunto de normas que impactan directamente en el planea-
miento, la preparación, la ejecución y la evaluación de las operaciones mili-
tares, sea en tiempos de conflicto armado, paz o estabilidad, así como en el 
desarrollo de actividades encaminadas a hacer cumplir la ley por parte del 
Ejército Nacional (Escuela Militar de Cadetes “General José María Córdova” 
[ESMIC], s. f.). En este sentido, el régimen disciplinario militar actúa como 
garantía jurídica de la conducta del uniformado, al establecer un marco claro 
de responsabilidad funcional, de acuerdo con los principios del DIH y la 
normativa nacional.
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Desde la perspectiva del DOPER, el militar es un funcionario público 
con una posición singular de sujeción intensificada. Por ello, los tipos disci-
plinarios contenidos en la Ley 1862 de 2017 permiten sancionar conductas 
relacionadas con operaciones militares que vulneren el DIH, no por el resul-
tado de la operación, sino por la omisión o violación de deberes funcionales 
durante la planeación, la ejecución o el control del uso de la fuerza.

Esta articulación tiene un valor estratégico: permite preservar la legi-
timidad del uso de la fuerza pública, fortalece el principio de responsabi-
lidad del mando y protege a los propios uniformados de procesos penales por 
errores en la interpretación de su deber legal y operacional.

El análisis del DIH resulta imprescindible para comprender el papel 
del derecho disciplinario militar en el contexto del DOPER. La regulación 
de los conflictos armados, tanto internacionales como no internacionales, 
encuentra su fundamento principal en los Convenios de Ginebra de 1949 y 
sus Protocolos Adicionales, instrumentos normativos cuya finalidad es limitar 
los efectos de la guerra y garantizar la dignidad humana en los escenarios de 
combate. El Comité Internacional de la Cruz Roja ha definido esta normativa 
como la piedra angular del DIH, al establecer un conjunto de reglas que 
regulan la forma en que se pueden conducir las hostilidades y que protegen 
de manera especial a las personas que no participan directamente en ellas, 
tales como la población civil, el personal médico y los miembros de orga-
nizaciones humanitarias, así como a quienes, por diversas razones, han 
quedado fuera de combate, como heridos, enfermos, náufragos y prisioneros 
de guerra.

Colombia, mediante la Ley 5 del 26 de agosto de 1960, incorporó al 
ordenamiento jurídico interno los Convenios de Ginebra de 1949, lo cual 
significó un hito normativo para la aplicación obligatoria del DIH por parte 
del Estado colombiano. La Corte Constitucional, en su Sentencia C-574 de 
1992, reiteró esta obligación al evocar que incluso “los artículos 14 y 169 del 
entonces vigente Código Penal Militar (Decreto 2550 de 1989), así como el 
Manual de Campaña del Ejército Nacional”, ya hacían referencia al artículo 
3 común a dichos Convenios.

La Constitución Política de 1991 fortaleció aún más este compromiso, 
al declarar a Colombia como un Estado Social de Derecho fundado en el 
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respeto de la dignidad humana como principio cardinal. En este marco, el 
DIH es entendido como un conjunto de normas que, por razones humani-
tarias, limita el derecho de las partes en conflicto a escoger libremente los 
métodos y medios de guerra, y protege a las personas y bienes que puedan 
resultar afectados como consecuencia del enfrentamiento armado. Esta 
concepción de la dignidad humana como pilar del orden constitucional 
colombiano otorga al DIH un carácter de norma supraconstitucional, plena-
mente armonizada con los valores y los principios del Estado.

Igualmente, la inclusión de la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos en el bloque de constitucionalidad refuerza la vocación humanista 
del Estado colombiano. En virtud de esta integración, es deber de todos los 
servidores públicos —y en particular de quienes integran la fuerza pública— 
garantizar el respeto de los Derechos Humanos reconocidos por la comu-
nidad internacional, tal como se desarrolla en el Título I de la Carta Política.

De esta manera, tanto el DIH como los instrumentos internacionales de 
Derechos Humanos adquieren fuerza vinculante para Colombia, no solo por 
su adopción mediante leyes internas, sino también por su reconocimiento 
universal en calidad de ius cogens o derecho consuetudinario de los pueblos. 
Así, al estar dotadas de legitimidad internacional, estas normas no admiten 
contradicción por parte de disposiciones de menor jerarquía y deben ser 
plenamente observadas por el Estado en todos los escenarios, incluidos aque-
llos en los cuales se desarrollan operaciones militares.

La Corte Constitucional, en la Sentencia C-225 de 1995, al estudiar la 
exequibilidad de la Ley 171 de 1994 —por medio de la cual se aprueba el 
Protocolo II Adicional a los Convenios de Ginebra—, reafirmó la prevalencia 
en el orden interno de los contenidos de los tratados de Derechos Humanos 
ratificados por Colombia, siempre que se cumplan dos requisitos: que reco-
nozcan Derechos Humanos y que se trate de aquellos cuya limitación está 
prohibida incluso durante los estados de excepción. El DIH, en cuanto 
cumple ambos presupuestos, goza de plena jerarquía constitucional y repre-
senta un desarrollo armónico con los valores consagrados en la Constitución.

En este mismo sentido, el artículo 214 de la Constitución establece 
expresamente que ni siquiera durante la vigencia de los estados de excepción 
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podrán suspenderse los Derechos Humanos ni las libertades fundamentales, 
y que en todo caso deberán respetarse las normas del DIH. Esta disposición 
constitucional, sumada a la doctrina de la Corte y al principio de bloque de 
constitucionalidad, consolida el carácter obligatorio y prevalente del DIH en 
el ordenamiento jurídico colombiano.

Conclusiones 
A continuación se presentan las principales conclusiones de este trabajo:

1.	 La evolución normativa del derecho disciplinario militar en 
Colombia ha evidenciado un proceso progresivo y coherente de 
adaptación a los estándares internacionales de protección a la 
dignidad humana, en el contexto de los conflictos armados. A 
lo largo de las últimas tres décadas, el legislador colombiano ha 
incorporado en el ordenamiento jurídico interno —tanto en el 
régimen disciplinario general como en el especial aplicable a las 
Fuerzas Militares— un conjunto de normas de conducta, deberes, 
prohibiciones y faltas, alineadas con los compromisos del Estado 
en materia del DIH y el DIDH. Este proceso responde al carácter 
vinculante que tiene el bloque de constitucionalidad en Colombia 
y al mandato constitucional de erigir al país como un Estado Social 
de Derecho fundado en la dignidad humana.

2.	 En este marco, resulta imperativo para las autoridades disciplina-
rias competentes iniciar las acciones correspondientes cuando se 
presenten conductas por parte de miembros de las Fuerzas Militares 
que puedan constituir presuntas infracciones a los principios del 
DIH. La potestad sancionadora del Estado en el ámbito discipli-
nario no es facultativa sino obligatoria, en cuanto instrumento para 
garantizar los principios fundamentales que rigen el ejercicio de la 
función pública y la protección de los bienes jurídicos tutelados 
por el orden constitucional e internacional.

3.	 Con la expedición de la Ley 1862 de 2017, el legislador conso-
lidó un marco normativo especializado que reconoce explíci-



Capítulo 3. La evolución del derecho disciplinario militar en Colombia como garantía 
jurídica de la conducta del militar en el marco del derecho operacional

| 65

tamente la necesidad de regular la conducta del militar frente al 
DIH, de manera que estableció como deber su cumplimiento y 
como prohibición su desconocimiento. Asimismo, definió como 
faltas gravísimas aquellas conductas que vulneren de forma grave 
las normas humanitarias, con lo cual da cumplimiento al principio 
de tipicidad y proporciona seguridad jurídica tanto a los destina-
tarios como a los operadores disciplinarios. Esta incorporación 
refuerza la ética operacional como uno de los pilares de la disci-
plina castrense.

4.	 Adicionalmente, la Ley 1862 de 2017 fortalece la noción de disci-
plina operacional, al subrayar la responsabilidad individual del 
militar en el respeto a las normas humanitarias durante el desa-
rrollo de operaciones. Esta regulación es esencial no solo para 
la legitimidad de la acción militar del Estado, sino también para 
brindar seguridad jurídica a quienes participan en el ejercicio de la 
fuerza pública, pues los protege frente a eventuales imputaciones 
penales o administrativas injustificadas.

5.	 En suma, el estudio de la evolución normativa del régimen disci-
plinario castrense colombiano demuestra una transformación insti-
tucional sustancial, orientada a garantizar el respeto a las normas 
internacionales de Derechos Humanos y derecho humanitario. 
Esta evolución normativa y doctrinal no solo responde a las exigen-
cias del contexto operacional y al mandato constitucional, sino 
que también materializa un modelo disciplinario garantista que 
salvaguarda tanto los fines esenciales del Estado como los dere-
chos fundamentales de quienes lo representan en el campo de las 
operaciones militares.
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Introducción 
En la historia reciente de Colombia, las Fuerzas Militares han ejecutado 
operaciones militares emblemáticas e icónicas como la Operación Sodoma 
(2010), la Operación Odiseo (2011), la Operación Osiris (2021), la Operación 
Catatumbo (2025), entre otras. Estas operaciones reflejan no solo la capa-
cidad estratégica y el arte del diseño operacional de las Fuerzas Militares, 
sino que también han hecho eco en instancias judiciales y en organismos en 
el ámbito nacional e internacional, de tal suerte que se han generado debates 
sobre la protección de los Derechos Humanos, los escenarios de conducción 
de hostilidades, la soberanía de los Estados y el uso de la fuerza.

A primeras voces, en el contexto colombiano, hablar del derecho 
operacional (DOPER) es delimitarlo a una área del derecho emergente que 
solo aplica en el ámbito militar. Sin embargo, al extrapolar metódicamente 
la génesis del DOPER, se evidencia que este marco normativo trasciende 
su aplicación práctica en el entorno militar para integrarse en la dogmática 
jurídica. Desde este enfoque se robustece la interpretación de las normas 
que sustentan los derechos fundamentales, la regulación de la conducción 
de hostilidades, el control efectivo del uso de la fuerza y la responsabilidad 
derivada de las operaciones militares, en el marco de los conflictos armados 
o en escenarios de postconflicto. 

La dogmática jurídica en el DOPER se posiciona como un instrumento 
esencial para salvaguardar el equilibrio entre la legitimidad de la efectividad 
militar y el respeto por los principios fundamentales del Estado Social de 
Derecho. En este sentido, el objetivo principal de este análisis es potenciar el 
 DOPER en Colombia, expandiendo su alcance más allá de la regulación del 
uso de la fuerza y abordando temas como la responsabilidad jurídica en las 
operaciones militares y los principios del DOPER en conflictos asimétricos. 

Este marco normativo debe integrarse en el contexto político, social y 
jurídico colombiano, para garantizar el cumplimiento de los principios cons-
titucionales y la preservación de los derechos fundamentales de la población, 
para lo cual se mencionarán unos elementos claves para su comprensión.
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Los fundamentos filosóficos del DOPER en Colombia 
El DOPER es una rama emergente del derecho que regula el uso de la fuerza 
por parte de la fuerza pública en Colombia (Jiménez et al., 2021; Machado, 
2022). Aunque es un concepto relativamente nuevo, tiene sólidos funda-
mentos filosóficos que le dan sustento y legitimidad. Al respecto Gil-Osorio et 
al. (2019) refieren que “la construcción de una episteme del DOPER implica 
abordar el alcance de la misión constitucional asignada a la fuerza pública, 
ya que de esta se desprenden las prácticas y procedimientos operacionales u 
operativos” (s. p.).

El contrato social y el uso legítimo de la fuerza 
Según la teoría del contrato social de filósofos como Hobbes, Locke y 
Rousseau, los individuos acuerdan ceder parte de sus libertades al Estado a 
cambio de protección y seguridad. Esto implica que el Estado tiene la potestad 
legítima de usar la fuerza cuando sea necesario para garantizar el orden y los 
derechos de los ciudadanos.

El DOPER se basa en este principio para regular cómo y cuándo la 
fuerza pública puede emplear la fuerza, siempre con el fin último de proteger 
a la población (Ayala 2023; Jiménez et al., 2021). Además, establece límites 
y parámetros para el uso de la fuerza que se basan en los principios de 
necesidad, proporcionalidad y distinción (Machado, 2022; Observatorio de 
Derecho Operacional, 2025).

Los Derechos Humanos y el Derecho Internacional 
Humanitario 
Otro pilar fundamental del DOPER son los Derechos Humanos y el Derecho 
Internacional Humanitario (DIH) (Jiménez et al., 2021; Machado, 2022; 
Observatorio de Derecho Operacional, 2025). Estos cuerpos normativos, 
plasmados en tratados internacionales ratificados por Colombia, establecen 
que la dignidad y los derechos de las personas deben ser respetados incluso 
en contextos de conflicto armado. El DOPER integra estos principios al 
planeamiento y la ejecución de operaciones militares (Jiménez et al., 2021; 
Machado, 2022). Busca minimizar el sufrimiento y las afectaciones a la 
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población civil, así como garantizar un trato humano a quienes participan en 
las hostilidades (Ayala, 2023; Espinoza, 2017).

La teoría de la guerra justa 
La teoría de la guerra justa, desarrollada por filósofos como Agustín de Hipona 
y Tomás de Aquino, establece criterios para determinar cuándo una guerra es 
moralmente justificada y cómo debe ser conducida (Espinosa, 2017). Principios 
como la causa justa, la recta intención, la declaración pública, la proporciona-
lidad y la distinción entre combatientes y civiles son fundamentales.

El DOPER recoge estos principios y los traduce a normas jurídicas 
aplicables a las operaciones militares (Ayala, 2023; Jiménez et al., 2021; 
Machado, 2022) con el objetivo de asegurar que el uso de la fuerza por parte 
del Estado sea un último recurso, necesario y proporcional, y que se realice de 
manera que se minimicen los daños a la población y se respeten los Derechos 
Humanos (Espinosa, 2017; Observatorio de Derecho Operacional, 2025).

En conclusión, el DOPER tiene sólidos fundamentos teóricos, como el 
contrato social, los Derechos Humanos y la guerra justa, los cuales dan legi-
timidad y sustento a esta nueva rama del derecho, que busca regular el uso 
de la fuerza por parte del Estado de acuerdo con los valores democráticos y 
el respeto a la dignidad humana.

Lecciones del pasado y evolución del DOPER 
A lo largo del proceso de construcción de la sociedad moderna se han gestado 
una serie de eventos y situaciones históricas que han permitido estructurar 
el DOPER. Como primer cimiento significativo, se tienen las Ordenanzas 
de Carlos III, decretadas en el año 1768 (Ministerio de Defensa de España, 
2009), las cuales fueron uno de los primeros intentos de codificar las normas 
asociadas al comportamiento militar. En este sentido, se podría asumir que 
constituyen las primeras proezas del derecho militar.

Las Ordenanzas de Carlos III aportaron significativamente al impulso 
del DIH, al instaurar un marco legal encaminado a normatizar las fuerzas 
armadas y regular la conducta militar. En ellas se promovían la disciplina y 
la responsabilidad dentro de las fuerzas militares, de manera que estipulaban 
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sanciones claras para los comportamientos abusivos o excesivos. Asimismo, 
implícitamente, se promovía la protección de los civiles y la importancia 
de evitar actos que los afectaran. Este apartado podría considerarse como 
el precedente del principio de distinción, que se erige hoy como la piedra 
angular del DIH.

De igual forma, se abordó el respeto por la jerarquía militar y la rendi-
ción de cuentas de los comandantes frente a los actos que ejecutaran sus 
subordinados, lo cual cimentó lo que hoy se conoce como la responsabi-
lidad de mando, un instrumento preponderante en el marco del DIH. Aunque 
estas ordenanzas no estaban específicamente concebidas dentro del marco 
moderno del DIH, su contenido influyó directamente en el perfecciona-
miento de los principios fundamentales de este derecho, como la protección 
de civiles y la limitación de los métodos y los medios de hacer la guerra.

Un hecho que marca un hito jurídico significativo fue la Masacre de 
My Lai, acaecida en el año 1968 durante la guerra de Vietnam, relacionada 
con una operación militar ejecutada por la compañía Charlie, orgánica del 
1.er Batallón del Regimiento de Infantería N.° 20, de los Estados Unidos. Esta 
operación tenía como objetivo localizar y neutralizar a los combatientes viet-
congs. Sin embargo, al no encontrarlos, los soldados dirigieron su accionar 
en contra de la población de Son My, de tal manera que las víctimas fueron 
civiles. Llamó la atención las acciones frente a mujeres, niños y ancianos; 
algunos fueron violentados de manera desmedida. La masacre solo se detuvo 
cuando el oficial que comandaba el helicóptero (Hugh Thompson Jr.) y su 
tripulación intervinieron, amenazando con disparar contra sus propios 
compañeros si continuaban los asesinatos (Kassa, 2023). Fue un evento que 
discrepó profundamente del honor militar, de manera que destacó la nece-
sidad de fortalecer las normas del DIH asociadas con los crímenes de guerra.

En el ámbito jurídico, la masacre de My Lai forjó el juicio que se centró 
en el teniente William Calley, quien fue acusado de crímenes de guerra y fue 
condenado a cadena perpetua en 1971 por la muerte de 22 civiles, pero con 
el pasar de los años su sentencia fue reducida y terminó cumpliendo solo 
tres años bajo la figura de prisión domiciliaria (Belknap, 2022). Esta situación 
generó múltiples cuestionamientos debido a que se señalaba que la pena 
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impuesta no era proporcional a la gravedad de los hechos cometidos, por 
el excesivo uso de la fuerza, la falta de cuidado y el carente control perma-
nente y real que debe demostrar el comandante sobre sus subordinados en 
el desarrollo de operaciones. En ese momento se evidenció la necesidad de 
establecer mecanismos más sólidos para prevenir crímenes de guerra, de tal 
manera que el DIH se consideró como un tema necesario en la formación del 
personal militar para evitar actos atroces. Además, esos sucesos enfatizaron 
la importancia de que los comandantes tomen acción frente a las acciones 
de sus subordinados cuando estos actúan en contra de la ética y el honor 
militar, sin salvaguardar el derecho a la justicia que merecen las víctimas en 
cualquier escenario de conflicto.

Además, es relevante señalar, como acontecimiento de impacto signi-
ficativo en la interpretación del DIH, la operación aerotransportada Furia 
Urgente, desarrollada el 25 de octubre de 1983. En ella, una coalición liderada 
por los Estados Unidos invadió la isla de Granada para restablecer el gobierno 
legítimo derrocado y evacuar ciudadanos estadounidenses (Meneclier, 2016). 
Este evento subrayó la importancia de contar con marcos legales claros y 
sólidos para regular las intervenciones militares en contextos internacionales, 
en particular la diferenciación entre acciones por crisis humanitarias y la 
intervención armamentística con un poderío militar superior. 

De igual forma, se reafirmó la identificación de la soberanía de los 
Estados frente a la protección de los Derechos Humanos de cara a la segu-
ridad internacional, aspecto que esgrimió lo que hoy se conoce como la 
Responsabilidad de Proteger (R2P), principio del derecho internacional que 
establece la obligación de los Estados de prevenir y reconocer crímenes de 
guerra y graves violaciones a los Derechos Humanos.

De lo anterior se desprende el período comprendido entre los años 1986 
y 1987, crucial para el desarrollo del Judge Advocate General’s Corps (JAG 
Corps) en las Fuerzas Armadas de los Estados Unidos (León, 2024), aspecto 
que marcó una apuesta innovadora en la consolidación de cuerpos jurí-
dicos especializados encargados de asesorar operaciones militares. También 
se incluyó la interpretación y el estudio de normas del DIH en contextos 
complejos para asegurar que las acciones militares se inscribieran en la deli-
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mitación de los principios de proporcionalidad y la distinción entre comba-
tientes y civiles.

Adicionalmente, se profesionalizó el DOPER en el interior de las 
Fuerzas Armadas de los Estados Unidos. Además, se fraguó la doctrina jurí-
dica operacional con la creación de marcos legales más sólidos para guiar 
las decisiones militares en conflictos internacionales y no internacionales. 
Esto incluyó la elaboración de manuales y guías que integraran el DIH en 
la planificación y la ejecución de operaciones. Dichos manuales sirvieron 
como referencia para otros países y promovieron la adopción de cuerpos jurí-
dicos especializados en sus fuerzas armadas, lo cual contribuyó a fortalecer 
el impulso de la formación especializada de abogados militares en temas de 
DIH en las Fuerzas Militares.

En este escenario, también se debe recordar que los Estados Unidos 
entraron a la última década del siglo XX con una incursión militar en Panamá, 
en donde, bajo la Operación Causa Justa, en cuestión de días derrocaron al 
gobierno de Manuel Antonio Noriega, antiguo aliado de Washington que fue 
identificado como una amenaza a la seguridad nacional. Meses más tarde, 
durante la continuación del mandato de George H. W. Bush, Estados Unidos 
intervino en Oriente Medio para defender a Kuwait, que semanas atrás había 
sido anexado por el Irak de Saddam Hussein.

Este evento condujo a nuevas discusiones en torno a la plena identi-
ficación de los objetivos militares y el respeto a las normas del DIH, espe-
cialmente en contextos de intervención militar en áreas urbanas densamente 
pobladas, lo cual marcó un punto de inflexión asociado no solo a la forma 
como se planean las operaciones militares, sino también a la forma de evaluar 
sus resultados.

La antigua concepción de la estrategia militar obtuvo un cambio con 
la Operación Tormenta del Desierto ejecutada en el año 1991, liderada por 
Estados Unidos en represalia por la invasión de Kuwait por parte de Irak. 
Esta operación contó con una coalición internacional de países que incluyó 
a Egipto, Siria, Omán, Francia y Kuwait, lo cual inició la Primera Guerra del 
Golfo (Gautier, 2023). Esta operación ilustró la importancia que tiene integrar 
las estrategias militares y la cooperación entre las fuerzas armadas de dife-
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rentes países. Asimismo, fortaleció la aplicación de la normatividad interna-
cional y demostró la importancia de establecer reglas claras para las fuerzas 
armadas en contextos de conflicto armado internacional. También incluyó la 
regulación del uso de la fuerza, las reglas de enfrentamiento y la protección 
de bienes culturales y civiles, aspectos fundamentales del DIH.

Por otro lado, es importante referirse a la Operación Fuerza Aliada, efec-
tuada desde el 24 de marzo hasta el 11 de junio de 1999. Esta duró 78 días 
y pasó a la historia por ser la primera campaña de bombardeos conjunta 
realizada por la Organización del Tratado del Atlántico Norte (OTAN). Fue 
una intervención militar de la mayoría de los países miembros de la OTAN 
en la República Federal de Yugoslavia durante la Guerra de Kosovo (Montoya, 
2010). Esto marcó un precedente significativo en relación con las coordina-
ciones necesarias para garantizar el cumplimiento de normas humanitarias y 
resolver crisis mediante mecanismos legales y operacionales. Sin embargo, 
la operación también puso de manifiesto los retos legales concernientes a la 
legitimidad de las intervenciones militares sin la autorización del Consejo de 
Seguridad de la ONU. Aun así, resulta destacable señalar que, en la opera-
ción, se antepuso la premisa de que, desde la planificación y la ejecución 
de las operaciones militares, cuando se cuenta con un conjunto de poderío 
naval, terrestre y aéreo, debe prevalecer el contexto, en el cual la protección 
de civiles y la mitigación de daños colaterales son elementos propios del 
actual DOPER.

Sobre esta última idea se debe señalar que el DOPER ha ganado impor-
tancia, no solo desde la perspectiva propia en el marco de un conflicto, sino 
también en los aspectos que se deben tener en cuenta antes de ejecutar una 
operación. Por ello, las operaciones complejas y multifacéticas con problemas 
legales complicados hicieron necesario que hubiera asesoría en leyes opera-
tivas, así como desplegar un número creciente de oficiales legales. Desde 
la Primera Guerra del Golfo los asesores legales fueron parte de los contin-
gentes desplegados en Somalia, Ruanda, los Balcanes, Haití, Timor Oriental y 
Eritrea. Como resultado, los oficiales legales desplegados entre 1991 y 2001, 
fueron pioneros en la práctica del DOPER en contextos expedicionarios. 

Desde 2002 y hasta el 2021, se contrataron asesores legales en Afganistán 
a nivel táctico, operativo y estratégico, tanto en sedes nacionales y multina-
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cionales, como en entornos convencionales y no convencionales. Esto resalta 
la necesidad apremiante de contar con una formación jurídica operacional 
especializada y diferencial para preparar asesores legales capacitados para 
situaciones tácticas y estratégicas.

En una visión cronológica, el DOPER ha avanzado como una herra-
mienta jurídica clave en la conducción de operaciones militares. Desde esta 
perspectiva, se sustenta la utilización de la fuerza legítima del Estado (ius 
puniendi), bajo los parámetros del respeto a la dignidad humana de la pobla-
ción civil e inclusive de los combatientes.

Aplicación de los principios del DIH en el arte                  
y el diseño operacional en conflictos asimétricos 
El DIH ha tenido un desarrollo progresivo que ha marcado profundamente la 
idea de preservar la dignidad humana en los diferentes contextos de conflicto 
armando. Con tal premisa, el Comité Internacional de la Cruz Roja ha definido 
el DIH como un conjunto de normas que, por razones humanitarias, trata de 
limitar los efectos de los conflictos armados para proteger a las personas que 
no participan o que ya no participan en los combates, y limita los medios y 
métodos de hacer la guerra. El DIH suele llamarse también “derecho de la 
guerra” y “derecho de los conflictos armados”.

Este conjunto legal halla sus raíces en principios consuetudinarios 
que fueron codificados a lo largo de los siglos XIX y XX y contenido en los 
cuatro Convenios de Ginebra, que fue suscrito el 12 de agosto de 1949 tras 
la Segunda Guerra Mundial. Al respecto se debe recordar que el Convenio IV 
es la hoja de ruta del principio de distinción y que este compendio normativo 
fue reforzado mediante los tres Protocolos Adicionales de 1977 y 2005.

Ahora bien, es importante señalar que el DIH enfrenta retos únicos en 
el contexto de los conflictos asimétricos. Esto se definen como el enfrenta-
miento entre adversarios de desigual potencia que incluye modos de acción 
no tradicionales, la elusión de fuerza adversaria y la explotación de sus vulne-
rabilidades. De este modo, la “guerra asimétrica” sería un modus operandi 
destinado a obstaculizar el empleo de medios militares clásicos y a privar 
a las fuerzas de una victoria decisiva, rápida y poco costosa en pérdidas 
humanas (Sánchez, 2017). 
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Estos conflictos —caracterizados en su mayoría por las frecuentes infrac-
ciones a las normas por parte de los grupos armados no estatales— dejan en 
evidencia, a pesar de sus dificultades, la importancia de incorporar y reforzar 
los principios fundamentales del DIH, tales como proporcionalidad, distin-
ción, necesidad militar y humanidad en las operaciones militares, los cuales 
prolongan la dignificación estatal. En su núcleo duro, el principio de propor-
cionalidad prohíbe ataques que resulten en daños colaterales excesivos en 
relación con la ventaja militar concreta y directa que se espera obtener, por 
lo cual es de especial relevancia en conflictos asimétricos donde los adversa-
rios buscan inmiscuirse en la población civil y/o utilizarlos para favorecer su 
estrategia no armada.

En materia pragmática, el principio de distinción obliga a las partes a 
diferenciar entre combatientes y civiles, protegiendo a estos últimos de los 
efectos directos de las hostilidades. El menoscabo a la sumisión de este prin-
cipio afecta no solo la legitimidad de las fuerzas armadas, sino también la 
obligación de proteger por parte del Estado, y puede llegar a constituirse como 
crimen de guerra, según lo estipulado en el Estatuto de Roma de la Corte Penal 
Internacional (CPI). Por su parte, el principio de necesidad militar permite 
únicamente acciones precisas para cumplir un objetivo militar legítimo, mien-
tras que el principio de humanidad prohíbe infligir sufrimientos innecesarios, 
aun cuando sea militarmente considerados como una estratagema. 

En síntesis, existe una relación entre el DIH y el arte y el diseño opera-
cional. Por ello se observa una interacción constante en todas las etapas de las 
operaciones militares: planeación, ejecución y evaluación. La correcta inte-
gración de los principios del DIH en el diseño operacional es fundamental en 
los conflictos asimétricos, ya que estos exigen una combinación equilibrada 
entre objetivos militares y consideraciones humanitarias. 

Como señalan los manuales fundamentales del Ejército Nacional de 
Colombia, el Proceso de Operaciones (PRODOP) es una herramienta clave 
que los comandantes utilizan para planear, preparar, ejecutar y evaluar las 
operaciones militares. Esta guía estructurada afirma que cada decisión estra-
tégica, operacional y táctica debe ser guiada por los principios del DIH y 
adaptada a las particularidades propias del contexto en el cual se ejecute la 
operación.
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Durante la etapa de planeación, las Fuerzas Militares deben establecer 
las Rules on the Use of Force (RUF) y las Rules of Engagement (ROE). Las 
primeras, definidas como las reglas para el uso de la fuerza, son las direc-
tivas que se emiten para guiar a las unidades durante varias operaciones. 
Específicamente, son parámetros generales que establece el más alto nivel 
estratégico, es decir, definen cómo y en qué circunstancias las Fuerzas 
Militares o policiales pueden emplear la fuerza. Estas pueden emitirse a través 
de órdenes, directivas, memorandos o planes. 

Las segundas son definidas como las reglas de enfrentamiento precisas, 
diseñadas para cumplir con los principios que integren el marco jurídico en 
el cual se ejecuta una operación. Estas reglas son aquellas órdenes del mando 
que establecen cuándo, dónde, contra quién y cómo se usa la fuerza, incluso 
la letal, durante una operación militar. En los conflictos asimétricos, las ROE 
deben ser muy rigurosas para garantizar que las decisiones tácticas en el 
terreno no contravengan los principios del DIH, especialmente en sectores 
en donde es difícil distinguir al adversario entre la población civil.

Por supuesto que las diferencias entre las ROE y las RUF se destacan 
principalmente en los ámbitos de aplicación. Las ROE, como directrices 
operativas, proporcionan un marco para que los comandantes militares 
tomen decisiones tácticas en situaciones específicas, mientras que las RUF 
regulan el uso de la fuerza dentro de parámetros establecidos por el derecho 
interno y el DIH. Es fundamental que un comandante militar que desarrolle 
las ROE específicas no solo se ajuste celosamente al marco jurídico del DIH, 
sino que también tome en consideración las disposiciones comprendidas 
en las RUF para garantizar que las acciones emprendidas sean legítimas y 
proporcionales. 

En tal virtud, en la fase de desarrollo y ejecución, el diseño opera-
cional debe implementar elementos y estrategias que permitan evidenciar 
el cumplimiento de lo planeado, verificando constantemente el principio de 
distinción. Esto resulta particularmente crítico en los conflictos asimétricos, 
donde, como ya se ha manifestado, la línea entre combatientes y civiles es 
difusa. De igual forma, en el proceso de evaluación, se debe determinar si 
la ventaja militar obtenida guarda coherencia con la necesidad militar plan-
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teada al inicio de la operación. Asimismo, se debe verificar que el uso de la 
fuerza haya sido eminentemente profesional, dentro del marco del ejercicio 
hermenéutico de la interpretación de la norma jurídica, de tal manera que si 
se encuentran aspectos que no fueron configurados ni planeados o inclusive 
señalamientos como daños colaterales, deberán tomarse las decisiones que 
en derecho corresponda. 

Esto evidencia, por una parte, que el principio de humanidad es trazable 
en todas las etapas del planeamiento operacional y, por otra, que el abordaje 
particular de los principios del DIH en las fases operacionales implica no 
descuidar un principio u otro, sino reconocer que en ciertas etapas hay unos 
que resultan más relevantes. 

Así pues, el DOPER como disciplina orientada a integrar el DIH en la 
planificación y la ejecución de operaciones militares, explica técnicamente 
los procedimientos necesarios para tomar decisiones bajo un marco legal. El 
DOPER no se sustenta únicamente en el estudio de los Derechos Humanos 
ni del DIH, sino que además analiza su consecuencia práctica en la legiti-
midad de las operaciones militares. Además, no está limitado exclusivamente 
a tiempos de conflicto armado, sino que también abarca escenarios de paz 
y transición, por lo cual ofrece una base sólida para garantizar el respeto de 
las normas internacionales, incluso en contextos de reconstrucción y estabi-
lización. Como lo expresa la Corte IDH en el caso Cruz Sánchez y otros vs 
Perú, la implementación de reglas claras sobre el uso de la fuerza es clave 
para preservar tanto la seguridad como la legitimidad de las fuerzas armadas 
en un ambiente operacional (Corte IDH, 2014).

Finalmente, la aplicación de los principios del DIH en el arte y el diseño 
operacional en conflictos asimétricos no solo garantiza el cumplimiento de 
las normas castrenses y las leyes de la guerra, sino que dilucida el deber 
permanente que tienen los Estados de proteger los fines esenciales, gracias a 
lo cual se fomenta la legitimidad de las Fuerzas Militares ante la comunidad 
internacional. La correcta integración de estos principios en todas las fases de 
las operaciones es esencial para salvaguardar el principio de humanidad en 
tiempos de guerra y para consolidar un marco jurídico que respalde la efecti-
vidad e integridad de las acciones militares en contextos tan complejos como 
los conflictos asimétricos.
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La interacción entre la dogmática jurídica                        
y el DOPER en Colombia 
La sujeción del Estado y su andamiaje normativo se funda en la dogmá-
tica jurídica, definida como una disciplina cuyo procedimiento consiste en 
construir métodos formales compuestos por el derecho positivo a través de 
un proceso de abstracción. Este método, que emplea operaciones lógicas 
rigurosas, otorga a la dogmática jurídica un carácter sistemático que permite 
interpretar y ordenar las normas jurídicas dentro de un marco coherente. 
Según Warat (1980), esta tarea constructiva es llamada método técnico-jurí-
dico o lógico-abstracto, considerado por la dogmática jurídica como el único 
método posible en el estadio de la ciencia jurídica (Warat, 1980).

El objeto de estudio de la dogmática jurídica es el derecho positivo 
vigente, el cual se caracteriza por su adhesión a los principios doctrinales 
como guía principal para interpretar el sentido y alcance de las normas jurí-
dicas. Su estudio incluye el análisis del contenido normativo de las leyes, 
además basa su desarrollo sobre todo en las fuentes formales que integran 
el ordenamiento jurídico, tales como: la legislación, la jurisprudencia, los 
tratados internacionales ratificados y los principios generales del derecho. 
Específicamente, estos parámetros constituyen el asidero conceptual del 
DOPER.

El antecedente del surgimiento del DOPER en Colombia es la Operación 
Relámpago II, ejecutada en el año 1998 en el sector de Santo Domingo en el 
municipio de Tame, Arauca. En esta operación se utilizó un dispositivo clúster 
tipo AN-M1A2, el cual fue lanzado desde un helicóptero UH-1H con matrí-
cula FAC 4407 y causó la muerte de 17 civiles, así como lesiones a 27 más. 
Este evento, ocurrido en medio de enfrentamientos entre las Fuerzas Militares 
y las otroras FARC, generó diversos cuestionamientos sobre el cumplimiento 
del DIH, el respecto a la aplicación del principio de distinción y el uso propor-
cional de la fuerza. En particular, se señaló que la ventaja militar obtenida fue 
excesiva frente a los daños causados.

Este caso fue objeto de pronunciamiento por parte de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, instancia internacional que emitió 
una sentencia el 19 de agosto de 2013, donde declaró la responsabilidad 
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internacional del Estado colombiano por violaciones al derecho a la vida, 
la integridad personal y otros derechos fundamentales. La Corte concluyó 
que el uso del dispositivo clúster en una zona urbana violó el principio de 
precaución del DIH. Además, ordenó medidas de reparación, incluyendo 
indemnizaciones para las víctimas y garantías de no repetición. Este proceso 
reflejó la gravedad de los hechos y la importancia de abordar las infracciones 
al DIH y la violación a los Derechos Humanos en el marco de los conflictos 
armados una vez se hubiera efectuado la situación operacional. De modo 
que la evaluación posoperacional es la instancia donde se deben revisar estos 
aspectos.

Atendiendo a lo anterior y en concordancia con el surgimiento del 
DOPER, en el año 2001 se crearon los primeros asesores jurídicos opera-
cionales en la Fuerza Aérea Colombiana (FAC); posteriormente, el Ejército 
Nacional incorporó abogados en sus filas para salvaguardar la integridad jurí-
dica de las operaciones militares.

En concreto, los antecedentes del DOPER datan al año 2006, cuando 
se establecieron políticas enfocadas en orientar el uso de la fuerza letal y se 
fijaron las denominadas reglas de enfrentamiento contenidas en la Directiva 
N.° 14, expedida por el Ministerio de Defensa Nacional, como una primera 
aproximación al DOPER.

Cabe mencionar que, en sentido amplio, el marco conceptual del 
DOPER no tiene sus raíces en Colombia, sino que es fruto de un desarrollo 
positivo y consuetudinario sustentado incluso desde la Primera y Segunda 
Conferencia para la Paz (1899 y 1907, respectivamente), de las cuales surgió 
aquel cuerpo normativo conocido como “Derecho de La Haya sobre medios y 
métodos de conducción de hostilidades”. En otras palabras, los fundamentos 
jurídicos mediatos del DOPER se encuentran en las normas de conducción 
de hostilidades, cuyo propósito es proteger personas y bienes durante una 
confrontación armada. 

Adicionalmente, la Política Integral de Derechos Humanos y Derecho 
Internacional Humanitario de 2008, consolidada por el Ministerio de Defensa 
Nacional, sentó las bases para la legitimidad de las operaciones militares con 
el fin de garantizar el respeto por los derechos fundamentales. 
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En el año 2015 surgió un referente doctrinal histórico en Colombia con 
la expedición del Manual de Derecho Operacional para las Fuerzas Militares, 
que a la fecha sigue vigente y fue definido como

la integración de los tratados internacionales ratificados por Colombia, la 
legislación nacional y la jurisprudencia en materia de Derechos Humanos y 
DIH al planeamiento, ejecución y seguimiento de las operaciones, operativos 
y procedimientos de la Fuerza Pública, regulando la conducción de hostili-
dades y otras misiones militares en tiempos de guerra, transición, estabiliza-
ción o paz en cuanto al uso de la fuerza. (Jiménez et al., 2021, p. 13)

A pesar de que el primer manual de DOPER fue publicado en 2009, este 
documento no incluyó una definición clara del concepto. Más bien, señaló 
sus raíces en el Derecho Internacional de los Conflictos Armados (DICA), sin 
desarrollarlo de manera explícita. Posteriormente, en el año 2012 el DOPER 
fue conceptualizado como 

el derecho que fluye en torno a las estrategias, tácticas, planeación, prepara-
ción, ejecución y evaluación de las operaciones, misiones o tareas cumplidas, 
las cuales por motivos de seguridad nacional son objeto de reserva, en razón al 
contexto de conflicto armado en que por décadas se ha sumergido Colombia. 
(Fierro, 2015, p. 125)

Un avance importante en la definición del DOPER se dio con el Decreto 
124 de 2014, que reglamentó la Ley 1698 de 2013. Este decreto es una incor-
poración de los tratados internacionales ratificados por Colombia, la legisla-
ción nacional y la jurisprudencia en materia de Derechos Humanos y DIH 
al planeamiento, la ejecución y el seguimiento de las operaciones militares 
y procedimientos de la fuerza pública (Escuela Militar de Cadetes “General 
José María Córdova” [ESMIC], 2025).

Esta ley también contempla la formación profesional en DOPER como 
un criterio para la selección de cargos en el Sistema de Defensa Técnica y 
Especializada de los miembros de la fuerza pública. Tal como se refleja en 
el Manual Fundamental MFRE 6-27 (Ejército Nacional de Colombia, 2017), 
el DOPER tiene un impacto directo en la planificación, la preparación, la 
ejecución y la evaluación de las operaciones militares; además abarca tanto 
tiempos de conflicto armado como actividades de estabilización o cumpli-
miento de la ley. 
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Ahora bien, en el artículo 22 del  Acto Legislativo N.° 001 del 2017, 
respecto de la calificación jurídica de la conducta en la Jurisdicción Especial 
para la Paz (JEP), se señala la estricta sujeción al artículo 29 de la Constitución 
Política, al Código Penal colombiano vigente al momento de la comisión del 
hecho y a las normas del Derecho Internacional de los Derechos Humanos 
(DIDH) y de DIH. Asimismo, establece que la JEP respetará las obligaciones 
internacionales en materia de investigación, juzgamiento y sanción, siempre 
con aplicación obligatoria del principio de favorabilidad. En este contexto 
jurídico resulta novedoso que en el segundo párrafo se contemple como 
norma adicional la valoración de la conducta para miembros de la fuerza 
pública. Por ende, la JEP utilizará el DOPER como fuente para hacer la califi-
cación jurídica de la conducta de integrantes de la fuerza pública.

Como se puede observar, los detalles evolutivos del DOPER son 
diversos. En el ámbito jurisprudencial, la Corte Constitucional colombiana, 
en la Sentencia C-080 de 2018, incluso destacó la importancia de las reglas 
operacionales dentro del marco administrativo de la fuerza pública. Estas 
reglas, fundamentadas en el respeto por los Derechos Humanos y el DIH, 
regulan la conducción de operaciones y hostilidades mediante instrucciones 
administrativas concretas.

Conclusiones 
El DOPER se posiciona como una corriente epistemológica que se fortalece 
gracias a los aportes de la academia, las Fuerzas Militares y las decisiones 
judiciales para aportar a la administración de justicia en Colombia. Su natu-
raleza mixta lo posiciona como una rama jurídica integrada por normas 
nacionales e internacionales, que abarcan tanto el derecho público como 
el privado, junto con tratados internacionales ratificados por el Estado. Esto 
permite regular de manera holística la interacción entre el Estado, la fuerza 
pública y los particulares en situaciones de conflicto, consolidación o transi-
ción hacia la paz.

La incorporación del DOPER en los estudios jurídicos garantiza el 
respeto por la dignidad humana y materializa los principios esenciales del 
Estado Social de Derecho. También promueve un marco legal que equilibra 
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la necesidad operacional con los ideales de justicia y equidad, con lo cual 
asegura que las acciones militares y policiales cumplan tanto con están-
dares internacionales, como con las expectativas políticas del país, máxime 
si el Comandante Supremo de las Fuerzas Militares es el Presidente de la 
República.

Para el caso colombiano es importante señalar que el uso de la fuerza 
tiene fines constitucionales, estipulados en el artículo 217 de la Constitución 
Política de Colombia, como son la defensa de la soberanía, la indepen-
dencia, la integridad del territorio nacional y el mantenimiento del orden 
constitucional. Asimismo, esta fuerza se emplea para garantizar los Derechos 
Humanos de la población en general, siempre que las circunstancias lo 
requieran.

El monopolio del uso legítimo de la fuerza que ostentan las Fuerzas 
Militares siempre debe estar sustentado en el ambiente y el contexto en el 
cual se desarrolle la operación militar. Este contexto debe ser explícito en 
la información que suministra la inteligencia militar o la Policía, la cual da 
inicio al planeamiento operacional.

En tal sentido, un comandante militar que aplica el DOPER no se limita 
a interpretar los principios del DIH de manera estática, sino que utiliza un 
enfoque dinámico que considera el contexto, el ambiente y las particulari-
dades de cada situación. En todas las etapas de una operación, en el planea-
miento, la ejecución, el seguimiento y la evaluación, el DOPER aporta la 
gradualidad y ponderación necesarias para adaptar los principios jurídicos a 
las realidades operacionales.

Durante la fase de planeamiento, el establecimiento de reglas de enfren-
tamiento claras y la identificación precisa del objetivo militar garantizan la 
aplicación del principio de distinción. En las fases de ejecución y desarrollo, 
el respeto por los principios de proporcionalidad y limitación minimiza el uso 
innecesario de la fuerza, con lo cual se asegura que los métodos y los medios 
empleados respondan a necesidades legítimas. Finalmente, la evaluación 
posoperacional permite determinar si la ventaja militar obtenida fue propor-
cional al uso de la fuerza empleada, de tal manera que se fortalezca la trans-
parencia en el ejercicio del mando y la responsabilidad del comandante. 
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Los operadores judiciales desempeñan un papel clave al integrar el 
DOPER en los estudios jurídicos de las operaciones militares, de manera que 
contribuyen a fortalecer tanto la legitimidad del uso de la fuerza como la 
administración de justicia.

En conclusión, el DOPER representa una innovación jurídica que no 
solo responde a las necesidades operacionales, sino que también afianza 
los principios del Estado Social de Derecho. Su adopción garantiza que 
las acciones militares y policiales se desarrollen con pleno respeto por la 
dignidad humana, gracias a lo cual se consolida un marco jurídico robusto 
que impulse la superioridad de los principios de justicia social, igualdad y 
respeto por los derechos fundamentales de todos los colombianos.
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Planteamiento general
El objetivo de esta investigación es abordar el papel que desempeñan los 
tribunales penales internacionales como instrumentos para salvaguardar el 
Estado de Derecho en el ámbito internacional. La existencia de este tipo de 
órganos resulta clave en el derecho procesal penal humanitario, pues permite 
mejorar la protección de los Derechos Humanos al evitar la impunidad de 
crímenes especialmente graves y que los vulneren.

Para realizar el estudio, en primer lugar se analizan los instrumentos 
internacionales que se han utilizado para crear estos tribunales penales. En 
segundo lugar, se estudia el papel de la Corte Penal Internacional (CPI) y se 
fijan los rasgos más característicos de este órgano jurisdiccional.

Mecanismos para la creación de tribunales                                      
penales internacionales 
Si se presta atención a los antecedentes históricos que propiciaron el naci-
miento de la CPI, se evidencia que se han utilizado básicamente dos meca-
nismos para la creación de los tribunales penales internacionales. Por un lado, 
se ha empleado el tratado internacional y, por el otro, han sido adoptados por 
decisión del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas.

Creación en virtud de un tratado 

Tribunal Penal Militar Internacional de Núremberg 

El tribunal que se constituyó tras el fin de la Segunda Guerra Mundial para 
enjuiciar los crímenes de guerra y contra la humanidad en Núremberg nació 
de un tratado. El 8 de agosto de 1945 las potencias vencedoras firmaron el 
acuerdo para el enjuiciamiento de los criminales de guerra alemanes y defi-
nieron los delitos que serían competencia de dicho tribunal: los crímenes de 
guerra, contra la paz y contra la humanidad (Urios, 2003).

Así, el artículo 1.° del Estatuto del Tribunal dispuso:

De conformidad con el Acuerdo firmado el día 8 de agosto de 1945 por el 
Gobierno de los Estados Unidos de América, el Gobierno Provisional de la 
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República Francesa, el Gobierno del Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda 
del Norte y el Gobierno de la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas, se 
creará un Tribunal Militar Internacional (de aquí en adelante “el Tribunal”) 
para, aplicando los principios de justicia e inmediación, enjuiciar y condenar 
a los principales criminales de guerra del Eje Europeo.

El Tribunal estuvo integrado por cuatro jueces, designados por cada uno 
de los países vencedores (artículo 2.° del Estatuto). Además, en el artículo 6.° 
se concretó cuál era la competencia de dicho Tribunal: enjuiciar los crímenes 
de guerra5, contra la paz6 y la humanidad7.

Si bien es cierto que se trató de la primera experiencia de un tribunal 
penal internacional que se hizo en virtud de un acuerdo internacional y sin 
duda supuso un paso adelante, no está exento de críticas desde una pers-
pectiva jurídica. En primer lugar, debe tenerse en cuenta que tuvo un ámbito 
subjetivo muy limitado, pues solamente participaron las potencias vence-
doras y fue su imposición al Estado vencido. En este punto es importante 
destacar que este tribunal miliar tuvo un menor consenso internacional en 
comparación con la creación de la CPI, como se tratará más adelante.

Además, no hay que dejar pasar por alto que nos encontramos ante 
un tribunal creado ex post facto por las potencias vencedoras para juzgar a 
la vencida, de manera que las garantías de predeterminación y de indepen-
dencia del tribunal no fueron garantizadas debidamente. Fue un tribunal de 

5	  Dichos crímenes se definían así: “A saber, violaciones de las leyes o usos de la 
guerra. En dichas violaciones se incluye el asesinato, los malos tratos o la deportación para 
realizar trabajos forzados o para otros objetivos en relación con la población civil de un terri-
torio ocupado o en dicho territorio, el asesinato o malos tratos a prisioneros de guerra o a 
personas en alta mar, el asesinato de rehenes, el robo de bienes públicos o privados, la destruc-
ción sin sentido de ciudades o pueblos, o la devastación no justificada por la necesidad militar, 
sin quedar las mismas limitadas a estos crímenes”.

6	  Definidos de la siguiente manera: “A saber, planificar, preparar, iniciar o librar guerras 
de agresión, o una guerra que constituya una violación de tratados, acuerdos o garantías inter-
nacionales, o participar en planes comunes o en una conspiración para lograr alguno de los 
objetivos anteriormente indicados”.

7	  Definidos de la siguiente manera: “A saber, el asesinato, la exterminación, esclaviza-
ción, deportación y otros actos inhumanos cometidos contra población civil antes de la guerra 
o durante la misma; la persecución por motivos políticos, raciales o religiosos en ejecución de 
aquellos crímenes que sean competencia del Tribunal o en relación con los mismos, consti-
tuyan o no una vulneración de la legislación interna de país donde se perpetraron”.
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vencedores para juzgar actos de los vencidos, sin que entraran en el ámbito 
de su competencia las violaciones o crímenes cometidos por los vencedores 
(Urios, 2003). Por otro lado, tampoco garantizó adecuadamente el respeto al 
principio de legalidad penal, en la medida en que, por ejemplo, procedió a 
tipificar unas conductas delictivas, como los crímenes contra la humanidad, 
para que el tribunal pudiera emitir condena por dichas conductas (Urios, 
2003).

Esta experiencia fue tomada como referente para constituir el Tribunal 
Militar Internacional de Tokio en 1946. No obstante, si bien esta instancia 
juzgó los mismos crímenes que se consideraron en el Tribunal de Núremberg, 
en este caso no se creó mediante tratado internacional, sino por orden ejecu-
tiva del General Douglas MacArthur, jefe del Estado Mayor del Ejército de los 
Estados Unidos y estuvo integrado por “jueces nacionales de los once Estados 
que habían sufrido la agresión japonesa” (Urios, 2003, p. 25).

La CPI 
Entre el 15 de junio y el 17 de julio de 1998 tuvo lugar en la ciudad de Roma 
una conferencia diplomática de plenipotenciarios de las Naciones Unidas, 
en la cual se discutió sobre la necesidad de instaurar un tribunal permanente 
internacional, llamado a juzgar los crímenes más graves de trascendencia 
internacional (Urios, 2003)8. 

El Proyecto de Estatuto para la Corte Penal Internacional fue sometido 
finalmente a votación secreta el día 17 de julio9 de 1998 y fue aprobado por 
un total de 120 votos a favor, 21 abstenciones y 7 votos en contra. Si aten-
demos al resultado final, desde un punto de vista cuantitativo, puede decirse 
que el resultado de la votación fue realmente un éxito, como lo evidencian 
120 votos a favor frente a 7 en contra. Sin embargo, no se puede pasar por 

8	  Las discusiones y los trabajos realizados fueron duros y, en ocasiones, con bastantes 
desencuentros. Al respecto, debe tenerse presente que a dicha conferencia asistieron un total 
de 160 Estados, 20 organizaciones internacionales, 14 agencias especializadas de Naciones 
Unidas, y alrededor de 200 organizaciones no gubernamentales (Urios, 2003).

9	  Urios (2003) pone de manifiesto que si bien la idea inicial es que fuera aprobado 
por consenso, la presión de los Estados Unidos de Norteamérica, llevó a que fuera sometido a 
votación.
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alto que si bien la votación fue secreta, los Estados Unidos, China e Israel 
develaron que habían votado en contra10. Este dato es importante desde un 
punto de vista cualitativo, pues no se debe olvidar que tanto China como 
los Estados Unidos son miembros permanentes del Consejo de Seguridad de 
Naciones Unidas. Es cierto, como se pondrá de manifiesto, que la CPI es un 
órgano independiente de las Naciones de Unidas, pero no pueden soslayarse 
las estrechas relaciones que hay entre las dos instituciones, sobre todo entre 
la CPI y el Consejo de Seguridad. 

Con todo, es evidente que la aprobación del Estatuto de la CPI (ECPI) 
implicó un paso adelante en la historia de la humanidad. Ahora bien, para 
que entrara en vigor era preciso que fuera ratificada por al menos sesenta 
Estados. Así ocurrió el 1.° de julio de 2002, fecha que determinó, con carácter 
general, la competencia temporal de la CPI, como se regula en el artículo 11 
del ECPI11. Actualmente, el ECPI ha sido ratificado por 122 países.

Específicamente, en el preámbulo del ECPI se plantean las líneas gene-
rales que caracterizan al ECPI. En primer lugar, se destaca que los graves 
crímenes y atrocidades que se han cometido en la historia de la humanidad 
y que se pueden repetir son una clara amenaza para la paz, la seguridad y el 
bienestar de la humanidad12. En segundo lugar, se indica que se aspira a que 

10	  Urios (2003) señala que si bien la votación fue secreta, los Estados Unidos, Israel y 
China manifestaron que habían votado en contra.

11	  En este sentido, el artículo 11.1 ECPI dispone que “la Corte tendrá competencia 
únicamente respecto de crímenes cometidos después de la entrada en vigor del presente 
Estatuto”. El apartado 2 dispone que “si un Estado se hace Parte en el Presente Estatuto después 
de su entrada en vigor, la Corte podrá ejercer sus competencia únicamente con respecto a los 
crímenes cometidos después de la entrada en vigor del presente Estatuto respecto de ese Estado, 
a menos que éste haya hecho una declaración de conformidad con el párrafo 3 del artículo 12”.

12	  Así se pone de manifiesto en los párrafos 1, 2 y 3 del preámbulo, al afirmar que 
“conscientes de que todos los pueblos están unidos por estrechos lazos y sus culturas, confi-
guran un patrimonio común y observando con preocupación que este delicado mosaico puede 
romperse en cualquier momento,// Teniendo presente que, en este siglo, millones de niños, 
mujeres hombres han sido víctimas de atrocidades que desafían la imaginación y conmueven 
profundamente la conciencia de la humanidad, // Reconociendo que esos graves crímenes 
constituyen una amenaza para la paz, la seguridad y el bienestar de la humanidad […]”. Estas 
previsiones se completan con lo previsto en el párrafo 11, en el que se afirma que “decididos a 
garantizar que la justicia internacional sea respetada y puesta en práctica de forma duradera”.
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dichos crímenes no queden sin castigo y que, por lo tanto, debe evitarse la 
impunidad de sus autores13.

En tercer lugar, se subraya que el mecanismo adoptado establece una 
CPI permanente e independiente, de tal forma que la resolución de los 
problemas debe buscarse mediante el recurso de la heterocomposición, lo 
cual implica que se debe huir de las formas de autotutela entre los Estados14. 
Y en cuarto lugar, se pone de manifiesto el carácter complementario de la 
jurisdicción de la CPI con las jurisdicciones nacionales en la persecución de 
estos crímenes, como establece el artículo 6.° del preámbulo: “Es deber de 
todo Estado ejercer su jurisdicción penal contra los responsables de crímenes 
internacionales”. Este rasgo se refuerza en el párrafo 10, el cual sostiene que 
“la Corte Penal Internacional establecida en virtud del presente Estatuto será 
complementaria de las jurisdicciones penales nacionales”.

Creación en virtud de la resolución del Consejo                                      
de Seguridad de Naciones Unidas 
Este mecanismo fue utilizado para crear los tribunales para la ex-Yugoslavia 
y Ruanda antes de que naciera la CPI. En concreto, las guerras entre las anti-
guas repúblicas de Yugoslavia y los crímenes internacionales cometidos, así 

13	  En este sentido, en los párrafos 4 y 5 del preámbulo se señalan que “afirmando que 
los crímenes más graves de trascendencia para la comunidad internacional en su conjunto 
no deben quedar sin castigo y que, a tal fin, hay que adoptar medidas en el plano nacional e 
intensificar la cooperación internacional para asegurar que sean efectivamente sometidos a la 
acción de la justicia, // Decididos a poner fin a la impunidad de los autores de esos crímenes y 
a contribuir así a la prevención de nuevos crímenes […]”.

14	  Claramente estas ideas se desprenden de los párrafos 7, 8 y 9 del preámbulo, en 
donde se afirma que “reafirmando los Propósitos y Principios de la Carta de las Naciones 
Unidas y, en particular, que los Estados se abstendrán de recurrir a la amenaza o al uso de la 
fuerza contra la integridad territorial o la independencia política de cualquier Estado o en cual-
quier otra forma incompatible con los propósitos de las Naciones Unidas, // Destacando, en 
este contexto, que nada de lo dispuesto en el presente Estatuto deberá entenderse en el sentido 
de que autorice a un Estado Parte a intervenir en una situación de conflicto armado o en los 
asuntos internos de otro Estado, // Decididos, a los efectos de la consecución de esos fines y 
en interés de las generaciones presentes y futuras, a establecer una Corte Penal Internacional 
de carácter permanente, independiente y vinculada con el sistema de las Naciones Unidas que 
tenga competencia sobre los crímenes más graves de trascendencia para la comunidad interna-
cional en su conjunto […]”.
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como los que tuvieron lugar en Ruanda, llevaron a Naciones Unidas a actuar 
con el fin de que los crímenes cometidos no quedaran impunes.

Específicamente, el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, al 
amparo del capítulo VII de la Carta de Naciones Unidas, decidió crear 
un tribunal ad hoc para enjuiciar los crímenes y las graves violaciones al 
Derecho Internacional Humanitario (DIH) cometidos en el territorio de la 
antigua Yugoslavia. La misma decisión se tomó, un año después, en relación 
con los crímenes cometidos en Ruanda (Urios, 2003). 

De estos tribunales, el primero con sede en La Haya y el segundo en 
Arusha, Tanzania, se pueden destacar cinco aspectos relevantes: 

1.	 Son tribunales ad hoc creados para juzgar determinados hechos.

2.	 Fueron creados por decisión del Consejo de Seguridad de Naciones 
Unidas.

3.	 Si bien es cierto que se barajaron otras dos opciones, tal y como 
pone de manifiesto la doctrina15, se consideró que era más efectiva 
la que finalmente se adoptó.

4.	 A diferencia de los tribunales de Núremberg y Tokio, los de ex-Yu-
goslavia y Ruanda no eran tribunales militares.

5.	 En cuanto al delito de genocidio, no se debe olvidar que ya había 
sido regulado y previsto en la Convención de 1948, de manera que 
en este caso se garantizaba la predeterminación del delito.

Consideraciones generales acerca de la CPI 
Antes de analizar cuáles son los antecedentes que llevaron al nacimiento 
de la CPI, es necesario destacar las tres características generales más rele-
vantes de este sistema de justicia internacional: la primera de ellas acabamos 

15	  En este sentido, Urios (2003) señala que el mecanismo del tratado internacional se 
descartó porque hubiera dilatado mucho la constitución de dichos tribunales y porque, por 
otro lado, requiere el consentimiento de los Estados para que les vinculara. La opción de que 
se hubieran constituido por resolución de la Asamblea General de Naciones Unidas también 
presentaba dificultades. Sobre todo, se puso de manifiesto el carácter de recomendación de sus 
resoluciones, sin que tengan carácter obligatorio (Urios, 2003).
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de subrayarla al analizar el contenido del preámbulo del ECPI: el carácter 
complementario de la jurisdicción de la CPI en relación con las jurisdicciones 
penales nacionales. La segunda es el papel que desempeña Naciones Unidas 
y, en concreto, su Consejo de Seguridad, en relación con las funciones y 
competencia de la CPI. Finalmente, se hará una breve referencia a la compe-
tencia ratione materia de la CPI, intentando concretar cuáles son los crímenes 
graves para los que tiene competencia.

Carácter complementario de la competencia que tiene la CPI 
Sin lugar a duda, esta es una de las cuestiones más relevantes de la CPI. En 
el preámbulo se indica claramente que cada Estado tiene el deber de ejercer 
su jurisdicción contra los responsables de crímenes internacionales (párr. 6) 
y que la CPI será “complementaria de las jurisdicciones penales nacionales” 
(párr. 10), previsión que se desarrolla en el articulado del ECPI. 

Al respecto es importante mencionar que si bien la doctrina ha señalado 
que la CPI tiene una jurisdicción subordinada o subsidiaria a las jurisdicciones 
nacionales (Olásolo, 2012), compartimos las posturas que sostienen que la 
jurisdicción de la Corte, junto con las nacionales, es concurrente, complemen-
taria o, en definitiva, compartida16. Si se atiende al articulado, dicho carácter 
ya se plantea en el artículo 1.° del ECPI, pues afirma que la Corte “tendrá 
carácter complementario de las jurisdicciones penales nacionales”.

En particular, el artículo 17 del ECPI regula este aspecto como cues-
tión de admisibilidad, que es determinante de la jurisdicción de la Corte. Al 
respecto, puede decirse que la Corte es competente cuando el Estado donde 
se han cometido esos crímenes, o el Estado de donde es originario su autor, 
no puede o no quiere proceder a su investigación o enjuiciamiento17. 

16	  Olásolo (2012) afirma que “el principio de complementariedad (que no de subsidia-
ridad como algunos autores lo han descrito), desarrollado por los arts. 1, 17, 18, 19 y 20 ER, 
tiene como fundamento un sistema de jurisdicción compartida entre la CPI y las jurisdicciones 
nacionales” (p. 5).

17	  En el primer caso, es decir, cuando el Estado no puede investigar o enjuiciar esos 
crímenes, debe tenerse presente el artículo 17.3 ECPI. En dicho párrafo se afirma que “a fin de 
determinar la incapacidad para investigar o enjuiciar en un asunto determinado, la Corte exami-
nará si el Estado, debido al colapso total o sustancial de su administración nacional de justicia 
o al hecho de que carece de ella, no puede hacer comparecer al acusado, no dispone de las 
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Pues bien, el carácter complementario, además de constatarse en el artí-
culo citado, puede apreciarse en los artículos 18, 19 y 20 del ECPI. En el último 
de los citados se aprecia claramente esta característica, por cuanto regula los 
aspectos relativos a cosa juzgada en relación con los delitos competencia de 
la CPI. En particular, el párrafo 3 dispone que “la Corte no procesará a nadie 
que haya sido procesado por otro tribunal en razón de hechos también prohi-
bidos en virtud de los artículos 6, 7 u 8”. Sin embargo, el artículo contempla 
dos excepciones que permiten que la CPI pueda quebrar el valor de cosa 
juzgada de una sentencia dictada por un tribunal nacional:

a)	 En primer lugar, cuando la sentencia dictada por un tribunal 
nacional obedeciera al propósito de sustraer al acusado de su 
responsabilidad penal por crímenes de la competencia de la Corte 
(art. 20.3 a) ECPI).

b)	 Cuando no se hubiere instruido la causa de forma independiente 
o imparcial de conformidad con las debidas garantías procesales 
reconocidas por el derecho internacional o lo hubiere sido de 
alguna manera que, por las circunstancias del caso, fuere incom-
patible con la intención de someter a la persona a la acción de la 
justicia (art. 20.3 b) ECPI).

Esta disposición evidencia con claridad meridiana el carácter comple-
mentario de la jurisdicción de la CPI, esto es, no hay una subordinación 
absoluta a lo que hagan las jurisdicciones nacionales. Así, la concurrencia 
competencial se aprecia hasta el punto de que puede quebrar el efecto de 
cosa juzgada de una sentencia.

Relaciones con el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas 
Como se indicó al inicio del capítulo, la CPI fue creada en virtud de un 
tratado internacional y con el ánimo de otorgarle un carácter independiente. 
De hecho, en el párrafo 9 del preámbulo se afirma que en virtud del ECPI se 

pruebas y testimonios necesarios o no está por otras razones en condiciones de llevar a cabo el 
juicio”. Para el segundo caso, es decir, para determinar si el Estado tiene o no disposición para 
actuar en un asunto determinado, el párrafo 2 del citado artículo, ofrece diferentes criterios.
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decide “establecer una Corte Penal Internacional de carácter permanente, 
independiente y vinculada con el sistema de las Naciones Unidas”.

Dicho carácter independiente es el que permite que el artículo 4.1 
del ECPI disponga que “la Corte tendrá personalidad jurídica internacional. 
Tendrá también la capacidad jurídica que sea necesaria para el desempeño 
de sus funciones y la realización de sus propósitos”. Precisamente, el hecho 
de que sea independiente y tenga su propia personalidad jurídica ha permi-
tido que haya podido celebrar un acuerdo con el Estado anfitrión, es decir, en 
donde tiene su sede18, o, en relación con el aspecto que interesa destacar en 
este apartado, con Naciones Unidas (art. 2 ECPI19). Dicho acuerdo fue hecho 
en Nueva York el 4 de octubre de 2004 y entró en vigor ese mismo día.

Pues bien, aunque la CPI no es un organismo de las Naciones Unidas, 
comparte con ella un objetivo claro: lograr la paz por medio de la justicia20. 
Por este motivo, el artículo 3.° del acuerdo dispone que

las Naciones Unidas y la Corte convienen en que, con miras a facilitar el 
ejercicio eficaz de sus respectivas funciones, cooperarán estrechamente entre 
sí cuando proceda y celebrarán consultas sobre asuntos de interés común con 
arreglo al presente Acuerdo y de conformidad con las disposiciones respec-
tivas de la Carta y el Estatuto.

Pues bien, aunque la CPI es un órgano independiente, es evidente que 
en el ECPI se ha querido dar un papel relevante al Consejo de Seguridad de 
Naciones Unidas. Este no es el espacio para analizar todas las implicaciones, 
pero se debe destacar que el Consejo de Seguridad tiene legitimación activa 
para denunciar ante la Fiscalía “situaciones” determinantes de crímenes de 
competencia de la CPI (Cardona, 2003).

18	  En este sentido, debe tenerse presente que la sede de la CPI está en La Haya (art. 3.1 
ECPI). Y en la línea de lo que hemos apuntado, el apartado 2 añade que “la Corte concertará 
con el Estado anfitrión un acuerdo relativo a la sede que deberá aprobar la Asamblea de los 
Estados Partes y concluir luego el Presidente de la Corete en nombre de ésta”.

19	  En concreto, el artítulo citado dispone que “la Corte estará vinculada con las 
Naciones Unidas por un acuerdo que deberá aprobar la Asamblea de los Estados Partes en el 
presente Estatuto y concluir luego el Presidente de la Corte en nombre de ésta”.

20	  En este sentido, podemos prestar atención al artículo 1 de la Carta de Naciones 
Unidas, así como al párrafo 3 del ECPI.
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En concreto, esta legitimación la confiere el artículo 13 del ECPI, que 
está dividido en tres literales: en el a) se legitima a los Estados parte para 
remitir a la Fiscalía “una situación en que parezca haberse cometido uno o 
varios” crímenes de competencia de la CPI; el literal c) contempla el supuesto 
de que el fiscal, de oficio, inicie una investigación sobre la base de infor-
mación acerca de uno o varios crímenes competencia de la Corte (art. 13 
c) en relación con el art. 15 del ECPI). En lo que respecta al objetivo de este 
estudio, en la letra b) se dispone que la Corte puede ejercer su competencia 
cuando “el Consejo de Seguridad, actuando con arreglo a lo dispuesto en el 
capítulo VII de la Carta de Naciones Unidas, remite al fiscal una situación en 
que parezca haberse cometido uno o varios de esos crímenes”.

Aunque en este capítulo no se analiza en profundidad cuál es el grado 
de vinculación de la Fiscalía a la denuncia presentada, es importante subrayar 
que esta no se encuentra vinculada a dicha petición de investigación (art. 13 
b) en relación con el art. 53.3 ECPI). 

Por otro lado, también interesa destacar que esta comunicación o 
denuncia realzada por el Consejo de Seguridad tiene un efecto realmente 
trascedente, pues por esta vía se puede ampliar la competencia de la CPI 
(Cardona, 2003). Así se desprende del artículo 12.2 del ECPI, en el cual 
se establece que en los casos de las letras a) y c) del artículo 13 (es decir, 
denuncia presentada por un Estado parte o investigación iniciada de oficio 
por la Fiscalía), la Corte ejerce su competencia si el Estado en cuyo territorio 
se haya cometido el crimen, o del que es nacional el acusado, ha ratificado el 
ECPI o ha aceptado la competencia de la CPI para esos hechos. Nótese que 
se deja fuera el supuesto contemplado en el literal b), es decir, por denuncia 
del Consejo de Seguridad. Dicho con otras palabras, la denuncia de una 
situación realizada por el Consejo de Seguridad permite que la Corte pueda 
investigar y juzgar crímenes cometidos en Estados que no han ratificado el 
ECPI o que hayan sido cometidos por nacionales de Estados que no hayan 
ratificado el ECPI21.

21	  Téngase en cuenta, en este sentido, el artículo 4.2 ECPI, en el cual se dispone que “la 
Corte podrá ejercer sus funciones y atribuciones de conformidad con lo dispuesto en el presente 
Estatuto en el territorio de cualquier Estado Parte y, por acuerdo especial, en el territorio de 
cualquier otro Estado”.
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Competencia ratione materia de la CPI 
Para terminar con los aspectos generales relativos a la CPI, es interesante hacer 
referencia a la competencia objetiva22. Con carácter general, dicha compe-
tencia se concreta en el artículo 5 del ECPI. Así, el apartado 1 dispone que la 
competencia de la Corte se limite a los crímenes más graves de trascendencia 
para la comunidad internacional en su conjunto. Desde esta perspectiva, la 
CPI tendrá competencia, de conformidad con el Estatuto, “respecto de los 
siguientes crímenes:

a)	 El crimen de genocidio;
b)	 Los crímenes de lesa humanidad;
c)	 Los crímenes de guerra;
d)	 El crimen de agresión.

Ahora bien, sobre la competencia de la Corte también es relevante hacer 
algunas precisiones adicionales. En primer lugar, el artículo 5.1 del ECPI —de 
igual modo que el artículo 1.°— y los párrafos 3, 4 y 9 subrayan el carácter de 
la gravedad para determinar la competencia de la CPI. La primera cuestión o 
duda que puede surgir es la de si basta con que se cometa un crimen de los 
mencionados en el artículo 5.° para que se pueda entender que es un crimen 
grave y que, por lo tanto, la Corte sea competente. No obstante, hay que tener 
presente que la gravedad, además de utilizarse para calificar los delitos en los 
artículos indicados, es empleada como un criterio determinante de la admi-
sibilidad de la causa ex (artículo 17 del ECPI). Por lo tanto, no es suficiente 
con que se conozca un delito de los mencionados, sino que además el asunto 
debe ser “de gravedad suficiente para justificar la adopción de otras medidas 
por la Corte” (art. 17.1 d) ECPI)23.

22	  En general, sobre la competencia de la CPI, puede verse Rodríguez et al. (2000).
23	  En este sentido, asumimos la postura de Olásolo (2012), según la cual “la segunda 

parte del análisis de admisibilidad se refiere a la ‘gravedad’ del asunto. El art. 17.1 d) del ER 
estipula que una situación es admisible cuando no es de gravedad suficiente para justificar la 
adopción de otras medidas por la CPI, lo que según decisiones de autorización para la apertura 
de la investigación en las situaciones de Kenia y Costa de Marfil, requiere la aplicación de crite-
rios como el número de víctimas, el tipo de delito, la manera de cometerlo o su impacto en las 
comunidades afectadas” (p 7). También puede verse Rodríguez et al. (2000).
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En segundo lugar, en las discusiones de elaboración del ECPI se debatió 
cuáles debían ser los delitos que se encomendarían a la CPI. Específicamente, 
se barajó la posibilidad de incluir en su ámbito competencial los delitos de 
terrorismo, los de narcotráfico o los delitos cometidos contra funcionarios de 
Naciones Unidas, pero estas propuestas no prosperaron24 y se decidió incluir 
los delitos de genocidio, crímenes contra la humanidad, crímenes de guerra 
y de agresión.

En tercer lugar, la mayoría de los delitos competencia de la Corte fueron 
perfilados y tipificados en el ECPI. Así ocurre para el delito de genocidio (art. 
6.° del ECPI); crímenes de lesa humanidad (art. 7.° del ECPI) y crímenes de 
guerra (art. 8.° del ECPI). Sin embargo, el crimen de agresión quedó si tipi-
ficar. En concreto, el artículo 5.2 del ECPI dispone que

la Corte ejercerá competencia respecto del crimen de agresión una vez se 
apruebe una disposición de conformidad con los artículos 121 y 123 en que 
se defina el crimen y se enuncien las condiciones en las cuales lo hará. Esa 
disposición será compatible con las disposiciones pertinentes de la Carta de 
Naciones Unidas.

La concreción de este crimen tuvo lugar en la primera conferencia de 
revisión del ECPI, celebrada en la Kampala, Uganda, el 11 de junio de 201025.

En cuarto lugar, al quedar tipificados los delitos competencia de la 
Corte, se garantiza el principio de legalidad penal. Así se subraya claramente 
en el artículo 22.1 del ECPI, en el cual se dispone que “nadie será penal-
mente responsable de conformidad con el presente Estatuto a menos que la 
conducta de que se trate constituya, en el momento en que tiene lugar, un 
crimen de competencia de la Corte”.

En esta misma línea, el apartado 2 añade que “la definición de crimen 
será interpretada estrictamente y no se hará extensiva por analogía”. 

24	  Rodríguez et al. (2000) afirman que “durante las negociaciones todos los Estados 
apoyaron la inclusión del crimen de genocidio, una gran mayoría apoyó la inclusión de los 
crímenes de guerra y de los crímenes contra la humanidad y una mayoría, el crimen de agre-
sión. Otros Estados, en forma minoritaria, plantearon sin éxito la inclusión de crímenes como el 
narcotráfico, el terrorismo e incluso los perpetrados contra el personal de Naciones Unidas y el 
personal asociado” (p. 92).

25	  Sobre la competencia de la CPI para este delito, véase Díaz (2014).
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Obviamente, se está prohibiendo el uso de la analogía en la determinación 
de la responsabilidad penal.

En quinto lugar, compartimos las posiciones doctrinales que critican que, 
en materia de penalidad, no se hayan garantizado plenamente las exigencias 
de predeterminación y legalidad. Al respecto es clave señalar que si bien es 
cierto que el artículo 23 del ECPI dispone que “quien sea declarado culpable 
por la Corte únicamente podrá ser penado de conformidad con el presente 
Estatuto”, como también lo es que el artículo 77 del ECPI concreta las penas 
que se pueden imponer, en realidad la concreción no se hace para cada una 
de las conductas delictivas, sino en general. Obviamente, esta situación puede 
generar desigualdades y vulneración del principio de seguridad jurídica.
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Introducción 
Este capítulo examina cómo el derecho operacional (DOPER) se configura 
como un marco jurídico-administrativo de orden constitucional y axio-
lógico que orienta el desarrollo de las operaciones militares en Colombia, 
para lo cual integra el Derecho Internacional Humanitario (DIH), el Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos (DIDH) y las obligaciones internas 
derivadas de la Constitución. Se argumenta que el deber de protección de 
los Derechos Humanos por parte de las Fuerzas Militares no solo emerge 
como una responsabilidad ética y jurídica, sino también como un mandato 
operativo que se traduce en decisiones estratégicas, tácticas y administrativas, 
formalizadas a través de políticas públicas, planes de campaña y órdenes de 
operaciones. 

Desde una metodología cualitativa aplicada al análisis jurídico y docu-
mental, se examinan tres niveles de desarrollo: el fundamento constitucional 
y legal del deber de protección, la estructura de planificación estratégica del 
sector defensa y la instrumentación de este deber a través de órdenes de opera-
ciones. Este abordaje busca demostrar cómo el aparato militar colombiano 
se articula como un sistema de ejecución legal y legítimo frente a amenazas 
que afectan el goce efectivo de los derechos fundamentales en el territorio 
nacional. De esta manera se responde al interrogante: ¿Cómo el DOPER esta-
blece un marco jurídico a través de la articulación de políticas y planes para 
el desarrollo de las operaciones militares frente al deber de protección de los 
Derechos Humanos en Colombia?

Seguridad y deber de protección de los Derechos 
Humanos: fundamento constitucional y jurídico                
del papel de las Fuerzas Militares
La seguridad es una condición esencial para el ejercicio de los derechos funda-
mentales en cualquier Estado. Sin embargo, las definiciones de seguridad son 
tan amplias como ambiguas, por lo cual, como marco general del concepto 
específico de seguridad nacional, este documento toma como referencia una 
definición que aborda en un gran sentido lo que el concepto amerita en torno 
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a las obligaciones de las autoridades, de acuerdo con la noción elaborada por 
Eduardo Munilla (1984), quien la define de la siguiente manera: 

Aquella situación de la vida de la nación en la que se encuentra protegida 
contra las agresiones o amenazas a la soberanía y a la integridad del territorio 
y de sus habitantes; una situación de protección ante los atentados contra el 
normal ejercicio de la autoridad contra el funcionamiento adecuado de las 
instituciones; y una situación en la que, tanto las actividades públicas como 
privadas, pueden llevarse a cabo sin obstáculos para alcanzar los más altos 
niveles de paz, con libertad y prosperidad en todos los órdenes. (p. 3.1)

Por su parte, en el Estado colombiano esta noción ha adquirido una 
connotación constitucional que vincula directamente a las Fuerzas Militares 
para el respeto, la protección y la garantía de los derechos y las libertades 
fundamentales consagrados en el artículo 2.° de la Constitución Política. Esta 
disposición establece que uno de los fines esenciales del Estado es garan-
tizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la 
Constitución, protegiendo a todas las personas residentes en Colombia en su 
vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y libertades. Esto impone una 
obligación directa a las Fuerzas Militares, al constituirse en brazo ejecutor de 
la autoridad legítima del Estado, especialmente en contextos donde impera la 
violencia armada organizada o el desbordamiento de los instrumentos civiles 
de seguridad y justicia.

De manera más específica, el artículo 217 de la Constitución, en virtud 
del artículo 2.°, les señala una misión expresa al establecer que la Nación 
tendrá para su defensa unas Fuerzas Militares permanentes, encargadas de 
garantizar la soberanía, la independencia, la integridad del territorio nacional 
y el orden constitucional. No obstante, estos postulados pareciesen etéreos 
si no se considera que, en una concepción práctica, la misión de las Fuerzas 
Militares no se limita a la defensa frente a amenazas externas, sino que 
incluye de manera expresa la defensa del orden constitucional, el cual se 
fundamenta, precisamente, en el respeto a los Derechos Humanos, en el 
principio de dignidad humana, en la prevalencia del interés general y en la 
participación ciudadana, entre otros valores superiores (Corte Constitucional, 
C-225/95).



Capítulo 6. El deber de protección de los Derechos Humanos en el marco del derecho operacional: 
articulación de políticas, planes y órdenes de operaciones en las Fuerzas Militares de Colombia

| 107

Frente a la protección de los Derechos Humanos, debe considerarse 
también que estos no solo se circunscriben a los derechos reconocidos en 
la Constitución, sino que el bloque de constitucionalidad, consagrado en el 
artículo 93, integra al ordenamiento interno los tratados y convenios inter-
nacionales ratificados por Colombia en materia de Derechos Humanos y 
DIH. En ese sentido, las obligaciones internacionales, como los Convenios 
de Ginebra de 1949 (CICR, 1949), los Protocolos Adicionales de 1977 (CICR, 
1949), la Convención Americana sobre Derechos Humanos (OEA, 1969), 
el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (ONU, 1996) y otros 
instrumentos internacionales, se convierten en normas vinculantes para el 
actuar del Estado colombiano y sus órganos, incluidas las Fuerzas Militares. 
Es decir, el Estado colombiano hoy ha reconocido una serie de derechos que 
no solo se derivan de la Constitución en sí misma, sino también de los dife-
rentes instrumentos internacionales ratificados por Colombia.

Por lo anterior, la Corte Constitucional ha sostenido que el bloque de 
constitucionalidad tiene efectos normativos plenos, y en particular ha esta-
blecido que las Fuerzas Militares deben someter sus actuaciones a las normas 
internacionales, incluso en tiempos de conflicto armado o estados de excep-
ción. En la Sentencia C-578 de 1995, por ejemplo, se afirmó que el respeto 
de los Derechos Humanos constituye un límite material a la declaratoria y 
la ejecución de los estados de excepción, y por tanto vincula también a las 
instituciones militares.

Frente a las obligaciones que corresponden a las Fuerzas Militares, en 
virtud de todos los derechos reconocidos por el Estado colombiano, la Corte 
Constitucional, en sentencia SU 1184 de 2001, ha señalado que la defensa 
de los derechos no se limita únicamente a la abstención estatal en violarlos, 
sino que

comporta, como se ha indicado, enfrentar a los agresores de tales derechos. 
La existencia de Fuerzas Armadas se justifica por la necesidad de asegurar, 
más allá del mandato normativo, la eficacia de los derechos. En este sentido, 
el uso de la fuerza es obligatoria […] frente a quienes no tienen intención 
de respetar los derechos de las personas y no están dispuestas a cumplir el 
mandato normativo. Dicho uso de la fuerza únicamente está legitimado para 
las Fuerzas Armadas del Estado, pues la estructura social deposita en ellas 
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el monopolio del uso de las armas y, por lo mismo, la tarea de defender, 
mediante su utilización, los derechos.

Estas consideraciones contrastan en el mismo sentido frente a la protec-
ción de los derechos y la obligación de las Fuerzas Militares abordada por la 
Corte Constitucional desde las sentencias C-251 de 2002 y C-038 de 1995, 
respectivamente: 

Es claro que en cumplimiento de su función primigenia de proteger a la pobla-
ción (C.N. art. 2.º), la fuerza pública debe desplegar sus actividades con la 
firmeza y la contundencia adecuadas para someter a quienes subvierten el 
orden constitucional y desafían el principio democrático, según el cual se 
confía al Estado el monopolio del uso legítimo de las armas. […]. El derecho 
solo puede asegurar al individuo una esfera de libertad y protección contra la 
violencia a condición de reprimir, incluso con la fuerza, aquellas actividades 
violentas de los demás individuos que vulneran esa órbita de libertad.

En el contexto de las operaciones militares, este marco normativo cons-
titucional ha sido sistematizado por el Comando General de las Fuerzas 
Militares a través del Manual de Derecho Operacional FF.MM. 3-41 Público 
(Comando General de las Fuerzas Militares [COGFM], 2015). Este docu-
mento define el DOPER como el conjunto normativo que regula la planea-
ción, la ejecución y la evaluación de las operaciones militares, integrando 
el DIH, el DIDH y las normas internas del derecho administrativo, penal y 
disciplinario. De acuerdo con este manual, la función militar no puede ser 
desarrollada de manera autónoma frente al derecho, sino que se encuentra 
sujeta a criterios constitucionales para el empleo de la fuerza y la protección 
de la población civil.

Asimismo, el principio de supremacía del poder civil refuerza el carácter 
subordinado de las Fuerzas Militares a los órganos democráticos y constitu-
cionales. En este marco, la función de las autoridades civiles no solo consiste 
en controlar a las Fuerzas Militares, sino también en establecer directrices 
de política pública que deben ser observadas por estas. Tal es el caso de las 
políticas sectoriales en materia de seguridad y defensa nacionales emitidas 
por el Ministerio de Defensa Nacional, las cuales se desprenden de los obje-
tivos en materia de seguridad previstos en el Plan Nacional de Desarrollo, 
que a su vez establece criterios normativos, doctrinales y operacionales para 
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asegurar la protección de los Derechos Humanos a través del desarrollo de 
operaciones militares.

Respecto a la dimensión internacional, el deber de protección se ha 
hecho visible en contextos de cooperación multilateral. Las operaciones 
de mantenimiento de paz, las acciones conjuntas contra el crimen transna-
cional y la participación en ejercicios combinados con fuerzas aliadas han 
exigido a Colombia alinear sus doctrinas con estándares internacionales de 
conducta militar. Al respecto es importante mencionar que organismos como 
Naciones Unidas, la Organización de Estados Americanos (OEA) y el Comité 
Internacional de la Cruz Roja (CICR, 2012) han reconocido los avances de 
Colombia en la incorporación de estos estándares, particularmente a través 
del enfoque de Derechos Humanos en el planeamiento operacional.

También el CICR (2012) destaca en diferentes documentos que el 
mantenimiento de la ley y el orden es una responsabilidad de las autoridades 
civiles y una tarea específica que le corresponde a la Policía Nacional. Por 
su parte, la función normal de las Fuerzas Militares de un Estado es defender 
el territorio nacional contra las amenazas externas y afrontar situaciones 
de conflicto armado, sean de índole internacional o no internacional. No 
obstante, en algunas ocasiones las Fuerzas Militares pueden prestar asistencia 
a las autoridades civiles para hacer frente a niveles de violencia más bajos, 
que pueden caracterizarse como disturbios internos y otras situaciones de 
violencia (CICR, 2015, p. 6). Tal es la situación de Colombia, en donde desde 
hace más de seis décadas persiste una situación de conflicto armado no inter-
nacional, en el cual las Fuerzas Militares deben enfrentar a Grupos Armados 
Organizados. Pero además, de acuerdo con las diferentes políticas y en aras 
de garantizar la seguridad y la protección de los derechos de las comuni-
dades, se recurre cada vez con mayor frecuencia al empleo de las Fuerzas 
Militares para enfrentar diferentes situaciones de violencia que no forman 
parte del conflicto armado, pero que requieren una atención en las regiones 
debido a las amenazas que representan para la población. 

En síntesis, el fundamento constitucional y jurídico del deber de protec-
ción por parte de las Fuerzas Militares se basa en un entramado normativo 
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robusto que combina el orden interno, los tratados internacionales, la juris-
prudencia constitucional y la doctrina militar. Este marco obliga a las Fuerzas 
a actuar de acuerdo con parámetros de legalidad, responsabilidad y huma-
nidad, en defensa del orden constitucional, pero también de los derechos de 
todas las personas, incluso en contextos de conflicto armado o amenazas de 
diferentes índoles. Por lo tanto, fortalecer esta cultura jurídica es, hoy más que 
nunca, una condición indispensable para la legitimidad del Estado.

Articulación de políticas, planes y órdenes de 
operaciones en virtud del deber de protección 
La evolución del conflicto armado colombiano, caracterizado por la multi-
plicidad de actores armados ilegales, ha exigido un esfuerzo significativo del 
Estado para articular respuestas que enlacen eficacia operativa con legitimidad 
jurídica. En este contexto, el deber de protección de los Derechos Humanos 
por parte de las Fuerzas Militares ha dejado de ser una noción abstracta para 
transformarse en un mandato normativo, estructurado y funcional dentro del 
DOPER. Este marco jurídico-administrativo no solo encuadra la legalidad del 
uso de la fuerza, sino que además vincula dicho uso a políticas públicas, 
planes estratégicos y órdenes operativas que integran principios del DIH, 
del DIDH y de la Constitución Política de Colombia (Ejército Nacional de 
Colombia, 2017c).

La articulación de políticas, planes y órdenes constituye el núcleo opera-
tivo del deber de protección de los Derechos Humanos dentro del DOPER 
colombiano. Las Fuerzas Militares no pueden actuar por iniciativa propia, 
sino que antes de cualquier acción deben cumplir una serie de fases, las 
cuales generan a su vez actos administrativos de cumplimiento para poder 
ejecutar las operaciones militares. Estos instrumentos surgen desde el nivel 
político, ya que el Presidente de la República es el Comandante Supremo 
de las Fuerzas Armadas de la República y, como tal, dirige la fuerza pública 
y dispone de ella, directamente o por conducto del Ministro de Defensa 
Nacional (COGFM, 2015, p. 12).
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Figura 1. Alineación estratégica de políticas, planes y órdenes de 
operaciones
Fuente: Elaboración propia con base en el Manual de Derecho Operacional de las Fuerzas 
Militares (FF.MM. 3-41) (COGFM, 2015).

De acuerdo con la doctrina militar vigente, existen tres niveles de 
planeamiento: estratégico, operacional y táctico (figura 1), los cuales son 
un marco para definir y clarificar la relación entre objetivos nacionales, 
el enfoque operacional y las tareas tácticas. De acuerdo con el escalón se 
establecen objetivos y se realizan planeamientos que, en función de cada 
nivel, producen planes u órdenes de operaciones según corresponda (Ejército 
Nacional de Colombia, 2017a, p. 69).

Así las cosas, en el nivel estratégico se establecen los objetivos nacio-
nales. Como su nombre indica, se maneja la estrategia, de modo que forman 
parte de este nivel el Presidente de la República y el Ministro de Defensa —
quienes producen la Política de Defensa y Seguridad Nacional—, así como 
el Comandante General de las Fuerzas Militares, quien es el responsable 
de emitir el Plan de Campaña Estratégico Conjunto (Ejército Nacional de 
Colombia, 2017b).

Por su parte, en el nivel operacional se planean, conducen y sostienen 
las campañas y operaciones mayores para cumplir los objetivos estratégicos 
dentro de teatros u otras áreas operacionales. En este nivel se encuentran los 
comandantes de Comando Conjunto, así como los comandantes de Fuerza 
(Ejército Nacional, Armada Nacional y Fuerza Aeroespacial), quienes son 
los responsables de emitir los Planes de Campaña, los Planes y Órdenes de 
Operaciones (Ejército Nacional de Colombia, 2017b).

http://FF.MM
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El último nivel es el táctico, en cual se planean y ejecutan batallas y 
encuentros para cumplir objetivos militares asignados a unidades tácticas 
o fuerzas de tarea. Forman parte del escalón táctico las unidades del nivel 
equipo de fuego, tripulación, escuadra, sección, pelotón, compañía, batería, 
escuadrón, destacamento y equipo de combate; batallón, grupo y fuerza de 
tarea; brigadas, equipos de combate de brigada y regimientos, y divisiones. 
Estos escalones producen planes y órdenes de operaciones (Ejército Nacional 
de Colombia, 2017b).

La articulación jerárquica de estos tres instrumentos normativos (polí-
ticas, planes y órdenes) constituye la principal vía para cumplir con el deber 
de protección frente a las diferentes amenazas a la seguridad, como lo son el 
accionar delictivo de grupos armados organizados, la delincuencia organi-
zada y demás situaciones de violencia. Desde la expedición del Plan Nacional 
de Desarrollo concebido como el Plan de Acción Nacional, hasta la emisión 
de una orden de operación por un batallón, se configura una arquitectura 
normativa donde el DOPER sirve como herramienta de legalidad, control y 
legitimidad en la conducción de la guerra (Von Der Groeben, 2011).

Tal como lo señala Ballesteros (2016), hoy por hoy los Estados estruc-
turan estrategias de seguridad nacional desde el más alto nivel político para 
responder a las exigencias de un entorno nacional e internacional globali-
zado y dinámico. En el caso colombiano, el marco normativo y doctrinal 
establece una relación jerárquica entre los distintos niveles de planeación: 
el Plan Nacional de Desarrollo (PND), formulado desde la Presidencia de 
la República, que fija los objetivos generales del Estado, entre ellos, los rela-
cionados con la seguridad nacional. Estos objetivos son desarrollados por el 
Ministerio de Defensa Nacional mediante la formulación de la Política de 
Seguridad y Defensa, que orienta la acción de las Fuerzas Militares en sus 
dimensiones estratégica, operacional y táctica (Ley 489 de 1998).

A partir de esta política de la cartera de Defensa, el Comando General 
de las Fuerzas Militares elabora el Plan de Campaña Estratégico Conjunto, 
que define líneas de acción, áreas de responsabilidad y prioridades institucio-
nales. Este documento guía es desarrollado en forma descendente a través de 
los Planes de Campaña emitidos por los Comandos de Fuerza o Comandos 
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Conjuntos, los cuales definen los objetivos militares específicos por regiones, 
amenazas y recursos disponibles (Ejército Nacional de Colombia, 2017b). 
Finalmente, en el nivel táctico, los comandantes de división, brigada o bata-
llón elaboran Órdenes de Operaciones (ORDOP), que es el documento 
jurídico administrativo que pone en funcionamiento las capacidades de las 
unidades militares para el cumplimiento de una misión específica. 

En los sistemas contemporáneos de planeación y conducción estra-
tégica de la defensa, las ORDOP emitidas por las unidades tácticas de las 
Fuerzas Militares, es decir, las divisiones, brigadas y batallones, cumplen una 
función fundamental como mecanismos de ejecución operativa de las polí-
ticas públicas de seguridad y defensa. Estas órdenes, que constituyen actos 
administrativos con efectos jurídicos y operacionales, permiten la traducción 
concreta de los objetivos establecidos en el nivel político-estratégico hacia 
el nivel táctico, de tal manera que garantizan la coherencia, la legalidad y la 
eficacia en la acción militar.

La ORDOP también funciona como mecanismo de control legal interno 
y de rendición de cuentas, pues es revisada por auditores, entes de control 
y organismos internacionales en misiones de verificación o cooperación. En 
este sentido, no se trata de un documento técnico aislado, sino de un acto 
administrativo con efectos jurídicos que condiciona la legalidad de cada 
acción emprendida por las tropas en terreno (Sentencia C-578 de 1995).

La articulación entre estos tres niveles es indispensable para garan-
tizar coherencia normativa y la funcionalidad operativa. Una política que 
promueva la protección de derechos sin un plan de acción militar que la 
traduzca, o una orden táctica que no se enmarque en una estrategia institu-
cional, pone en riesgo la efectividad del deber de protección y abre la puerta 
a infracciones al DIH y al DIDH. Por esta razón, el diseño operacional y 
el proceso militar para la toma de decisiones, que son las metodologías de 
planeamiento para lograr la emisión de una ORDOP, deben incorporar la 
variable jurídica desde su fase inicial, para lo cual debe integrar a los asesores 
jurídicos, los oficiales de operaciones y los comandos en un lenguaje común 
de cumplimiento normativo y eficacia operacional (Cabrera, 2021).
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La orden de operaciones: instrumento jurídico y operativo para 
el cumplimiento del deber de protección
La ORDOP constituye uno de los instrumentos más relevantes en el DOPER, 
pues representa la concreción del deber de protección en los niveles opera-
cional y táctico. Esta herramienta, que conjuga elementos jurídicos, admi-
nistrativos y estratégicos, permite la ejecución de operaciones militares con 
base en un marco normativo que regula el uso de la fuerza, de tal manera 
que asegura su legalidad y legitimidad conforme a los principios del DIH, el 
DIDH y la Constitución Política de Colombia (Ejército Nacional de Colombia, 
2017c).

Desde el punto de vista administrativo, la ORDOP constituye un acto 
reglado que vincula a las unidades militares subordinadas y alinea sus 
acciones con los objetivos estratégicos de la Fuerza. Jurídicamente, es una 
manifestación del principio de legalidad, ya que en ella debe expresarse con 
claridad la base normativa del uso de la fuerza, los límites impuestos por el 
DIH y el DIDH, así como las medidas adoptadas para garantizar la protec-
ción de la población civil y los bienes protegidos (CICR, 2012).

La emisión de las ORDOP por parte de unidades tácticas como divi-
siones, brigadas y batallones representa la culminación de un proceso meto-
dológico conocido en la doctrina como planeamiento militar. Este proceso 
es esencial para asegurar que toda operación militar responda a una lógica 
racional, jurídica y estratégica, articulada con los objetivos superiores de la 
defensa nacional y alineada con el marco de Derechos Humanos y el DIH. 
La emisión de una orden táctica no es una simple disposición operacional: 
constituye el producto final de un proceso de análisis, previsión y decisión 
basado en métodos doctrinalmente sólidos.

De acuerdo con la definición general, el planeamiento puede enten-
derse como un “proceso metodológico de toma de decisiones para alcanzar 
un futuro deseado, teniendo en cuenta la situación actual y los factores 
internos y externos que pueden influir en el logro de los objetivos” (Ejército 
Nacional de Colombia, 2017b). Troyano Pino (2019) sostiene que el planea-
miento militar está relacionado con una variedad de procesos que abarcan 
desde la determinación de capacidades estratégicas hasta la ejecución táctica 
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de operaciones, pasando por la asignación razonada de recursos humanos y 
logísticos.

En la doctrina de las Fuerzas Militares de Colombia, el planeamiento 
militar se define como el “arte y la ciencia de entender una situación de 
manera prospectiva para visualizar el futuro deseado y trazar formas eficaces 
a fin de conseguirlo” (Ejército Nacional de Colombia, 2017b, p. 55). Esta defi-
nición incorpora tanto el componente creativo como el analítico del proceso 
de planeación. El producto final de este proceso es precisamente una orden 
u ORDOP, que los comandantes transmiten a sus subalternos como instru-
mento jurídico y técnico para el desarrollo de operaciones militares ajustadas 
a los principios de legalidad, proporcionalidad y responsabilidad.

El planeamiento militar moderno, en línea con los estándares de la 
Organización del Tratado del Atlántico Norte (OTAN,) se estructura a través 
del enfoque del planeamiento integrado, compuesto por dos fases: el planea-
miento conceptual y el planeamiento detallado. El primero se basa en el arte 
operacional (ARTOP) y busca comprender el ambiente operacional mediante 
un análisis amplio, multidimensional y anticipatorio. El segundo, más técnico 
y prescriptivo, se lleva a cabo a través del Proceso Militar para la Toma de 
Decisiones (PMTD). Según Anderson (1983), este incluye de manera general 
cinco etapas fundamentales: identificación de metas, exploración de cursos 
de acción, predicción de consecuencias, evaluación de alternativas y selec-
ción de la mejor opción (p. 205).

En la doctrina colombiana, el PMTD está definido como “una metodo-
logía de planeamiento cíclico para entender la situación y la misión, desarro-
llar cursos de acción, seleccionar el más oportuno y producir un plan u orden 
de operaciones” (Ejército Nacional de Colombia, 2017b, p. 76). El empleo 
consecuente del PMTD permite al Estado Mayor de cada unidad táctica 
garantizar que las órdenes emitidas se basen en una comprensión precisa del 
entorno operacional, considerando aspectos como la presencia de población 
civil, actores armados ilegales y objetivos estratégicos asignados (figura 2). 
Así, la emisión de órdenes de operaciones no solo responde a exigencias 
técnicas, sino también a un mandato de responsabilidad jurídica, política 
y ética que refleja el carácter democrático del poder militar subordinado al 
orden constitucional.
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Figura 2. Proceso Militar para la toma de decisiones
F uente: Elaboración propia con base en Ejército Nacional de Colombia (2017b). 

En este proceso, la figura del asesor jurídico operacional (AJOPE) es 
fundamental en el proceso de la emisión de la ORDOP. Su presencia en el 
ciclo de planeación garantiza que la operación propuesta cumpla con los prin-
cipios de distinción, proporcionalidad, necesidad y precaución. El concepto 
jurídico que emite se integra a la ORDOP como anexo vinculante, siendo 
obligatorio su cumplimiento por parte de todos los miembros de la unidad 
militar responsable de la ejecución. Este concepto, además, constituye una 
salvaguarda institucional frente a eventuales investigaciones penales, disci-
plinarias o administrativas, al demostrar que se evaluaron adecuadamente los 
aspectos legales de la operación (Von Der Groeben, 2011). 
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Según el MFRE 6-27, el AJOPE tiene la responsabilidad de emitir conceptos 
jurídicos previos, revisar las órdenes de operaciones, participar en la planea-
ción y velar por que las decisiones del mando estén alineadas con el marco 
legal. Esta función no es opcional, sino obligatoria en todas las operaciones de 
las Fuerzas Militares, y su incumplimiento puede derivar en sanciones admi-
nistrativas y penales para los comandantes y responsables de las unidades. El 
AJOPE, entonces, opera como una garantía institucional de legalidad, y como 
un puente entre el derecho y la táctica militar (Ejército Nacional de Colombia, 
2017c).

La  estructura típica de una ORDOP incluye cinco párrafos: 1) situa-
ción, 2) misión, 3) ejecución, 4) administración y logística, y 5) comando 
y control. A estos se agregan los anexos jurídicos, operacionales y técnicos. 
En el párrafo de ejecución se deben especificar las Reglas de Enfrentamiento 
(ROE, por su sigla en inglés, Rules of Engagement) y las Reglas para el Uso 
de la Fuerza (RUF), alineadas con el entorno operacional. Este entorno puede 
ser de conflicto armado, de mantenimiento del orden público o una situación 
híbrida, lo cual condiciona el marco normativo aplicable (Cabrera, 2021).

Las  ROE constituyen las directrices que regulan cuándo, dónde y cómo 
puede emplearse la fuerza. Deben estar redactadas con base en la misión 
asignada, los principios del DIH y las restricciones derivadas del DIDH. 
Además, las ROE precisan los niveles de uso de la fuerza autorizados, los 
procedimientos de advertencia, las armas permitidas y los mecanismos de 
reporte. Su inclusión en la ORDOP garantiza que el personal militar actúe 
conforme a una guía previamente definida, reduciendo la discrecionalidad y 
mejorando la rendición de cuentas (Ejército Nacional de Colombia, 2017c).

Además del componente normativo, la ORDOP debe contemplar un 
enfoque diferencial. Esto implica identificar población vulnerable (niños, 
mujeres, comunidades étnicas, etc.), definir zonas protegidas (hospitales, 
escuelas, lugares de culto, etc.) y establecer mecanismos para la protección 
del personal humanitario y los periodistas. Este enfoque ha sido reforzado por 
la Política Integral de Derechos Humanos y DIH del Ministerio de Defensa 
Nacional (2008), la cual exige a las unidades militares integrar la variable 
humanitaria en todas las fases del planeamiento operacional.
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En términos jurisprudenciales, la Corte Constitucional ha reconocido 
la validez jurídica de las ORDOP como actos administrativos de ejecu-
ción, cuyo contenido puede ser objeto de análisis judicial en caso de que se 
deriven violaciones a Derechos Humanos. En la Sentencia C-578 de 1995 se 
determinó que las Fuerzas Militares deben actuar de acuerdo con parámetros 
de razonabilidad, legalidad y control, incluso en operaciones contra actores 
armados ilegales. Esta jurisprudencia ha sido clave para reforzar la dimensión 
jurídica del mando militar y la necesidad de fundamentar cada acción opera-
tiva (Sentencia C-578 de 1995).

Los estudios doctrinales recientes han planteado que una ORDOP bien 
formulada no solo evita abusos, sino que mejora la eficacia de la operación. 
Al reducir la ambigüedad, se fortalecen las condiciones para la obediencia 
legítima, se clarifican los objetivos y se disminuyen los riesgos de responsabi-
lidad para los comandantes. En esta línea, el Centro de Doctrina del Ejército 
ha promovido cursos de formación y diplomados en DOPER con el fin de 
capacitar a los planificadores en la redacción jurídica de las ORDOP (Ejército 
Nacional de Colombia, 2017c).

En conclusión, la ORDOP es un instrumento esencial en el DOPER 
porque concreta normativamente el deber de protección de los Derechos 
Humanos en el nivel táctico operativo. Su eficacia depende de la integración 
de principios jurídicos, criterios técnicos y mecanismos de control. En un 
contexto de amenazas de diferente índole, su correcta elaboración consti-
tuye una garantía para la legitimidad de la fuerza pública y para la protec-
ción efectiva de la población civil. La consolidación de una cultura operativa 
basada en la legalidad es, por tanto, un imperativo ético, jurídico y estratégico 
para las Fuerzas Militares de Colombia.

Conclusiones 
El marco constitucional colombiano establece que la misión de las Fuerzas 
Militares no se limita a funciones defensivas tradicionales, sino que incluye 
el deber jurídico de garantizar los derechos fundamentales de la población, 
incluso en contextos de confrontación armada. A través de los artículos 2, 93 
y 217 de la Constitución, y del bloque de constitucionalidad que incorpora el 
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DIDH y el DIH, se configura una obligación positiva del Estado de proteger 
la vida, la integridad y la dignidad humana. Esta responsabilidad exige del 
aparato militar un comportamiento regido por la legalidad, la proporciona-
lidad y la subordinación al poder civil, lo cual constituye un pilar para la 
legitimidad del uso de la fuerza en operaciones.

El DOPER permite traducir este mandato constitucional en disposiciones 
operativas concretas. Al consolidarse como un marco axiológico y jurídico, 
asegura que las decisiones tácticas y estratégicas se ajusten a los principios 
de necesidad, distinción y precaución. La incorporación sistemática del prin-
cipio pro homine y del enfoque de derechos humanos en el entrenamiento 
y el planeamiento militar transforma la naturaleza del mando, por cuanto 
orienta su función no solo al éxito operacional, sino también a la garantía 
de la legalidad. Esta evolución doctrinal ha permitido al Estado colombiano 
responder a amenazas complejas sin perder de vista el respeto por el Estado 
de Derecho y la dignidad de la persona.

La articulación jerárquica entre las políticas de defensa, los planes estra-
tégicos y las órdenes de operaciones constituyen un sistema normativo-opera-
tivo que viabiliza el cumplimiento real del deber de protección en las Fuerzas 
Militares de Colombia. Esta cadena de planificación garantiza coherencia 
entre los objetivos políticos del Estado y las acciones militares en terreno. La 
existencia de instrumentos como la Política Integral de Derechos Humanos 
y DIH , el Plan de Campaña Estratégico Conjunto y las órdenes emitidas por 
los comandos en el nivel táctico demuestra que el aparato militar colombiano 
no actúa de forma aislada, sino conforme a una lógica integrada de legalidad, 
eficacia y control institucional.

El DOPER cumple una función de bisagra en esta estructura, al permitir 
la traducción normativa de principios constitucionales y humanitarios en 
directrices prácticas para la acción militar. Gracias a este enfoque, el planea-
miento operacional no se limita a una visión técnica de la guerra, sino que 
incorpora dimensiones jurídicas, sociales y éticas. La participación del AJOPE 
en todas las fases del proceso de planeamiento, así como la inclusión de 
conceptos jurídicos en las órdenes, consolidan un modelo institucional de 
seguridad humana donde la protección de la población civil no es un efecto 
colateral, sino una misión central.
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La ORDOP constituye el instrumento mediante el cual se materializa, 
con efectos jurídicos vinculantes, la voluntad del comandante en la ejecu-
ción de operaciones militares conforme al DOPER. Lejos de ser un simple 
documento táctico, la ORDOP es un acto administrativo y jurídico que 
define las condiciones del uso de la fuerza, establece reglas claras (ROE y 
RUF) y formaliza el cumplimiento del deber de protección. Su estructura 
exige la inclusión de anexos jurídicos, la protección diferenciada a la pobla-
ción civil y mecanismos de rendición de cuentas, gracias a lo cual se trans-
forma en un verdadero escudo legal para las tropas y un garante de derechos 
en el terreno.

El diseño y la ejecución de la ORDOP permite al mando militar ejercer 
una conducción legítima de la fuerza, ajustada al principio de supremacía del 
poder civil y al mandato constitucional de respeto a los Derechos Humanos. 
La trazabilidad jurídica de cada operación, desde su planeamiento hasta su 
evaluación, fortalece la transparencia institucional y evita desviaciones del 
marco legal. Además, la correcta aplicación de las ORDOP contribuye a 
prevenir responsabilidades penales y disciplinarias para los comandantes, al 
tiempo que promueve una cultura operacional fundamentada en la legalidad, 
la previsibilidad y el respeto a la dignidad humana como condición necesaria 
para la estabilidad.
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Introducción 
El derecho operacional (DOPER) es un concepto que muchas veces se ha 
mencionado en el ámbito operacional de las Fuerzas Militares, pero que ha 
sido ajeno, en reiteradas ocasiones, a la población en Colombia. Si bien este 
concepto se asocia únicamente al ámbito de las operaciones militares o poli-
ciales, cobra mayor relevancia cuando se usa en los diferentes escenarios 
donde la operación militar o policial debe ser sustentada ante un juez de la 
república. Además, es de gran importancia a la hora de realizar cualquier acti-
vidad armada en el marco de la Constitución y la ley, ya que este otorga las 
normas —de Derechos Humanos y de Derecho Internacional Humanitario 
(DIH)— que los agentes del orden del Estado deben cumplir para que haya 
legalidad y legitimidad en sus acciones. También es el marco normativo que 
los cobija en el cumplimiento de su deber. 

Sin embargo, el DOPER no es tan popular en los diferentes círculos de la 
vida civil cotidiana. De hecho, el concepto es tan poco conocido en espacios 
jurídicos civiles, que no se emplea en la defensa de un oficial, suboficial o 
soldado profesional cuando alguno de estos debe responder ante diferentes 
investigaciones. Valga la pena destacar que toda acción de estos agentes es 
investigada para que haya total transparencia en el actuar legítimo de las armas 
del Estado y, de paso, evitar que errores del pasado se cometan nuevamente.

En esta misma línea, a pesar de que el DOPER cobija las acciones mili-
tares y policiales en Colombia, poco se ha reflexionado sobre el escenario 
o el contexto en el cual los integrantes de la fuerza pública deben realizar 
las operaciones. Hoy en día el Estado se enfrenta a amenazas de antaño que 
han mutado de manera exponencial, pues no solo han cambiado sus inte-
reses, sus actividades criminales o delincuenciales y sus medios o métodos 
para enfrentarse al Estado, sino que también han contribuido a que, desde un 
sentido académico, teórico y práctico, en el estado del arte de las amenazas 
actuales exista la noción de la guerra irregular contemporánea.

Si bien la guerra irregular no es propiamente una nueva forma de guerra, 
cobró mayor importancia en el marco de la Guerra Fría con el surgimiento 
de las guerrillas comunistas en América Latina y Asía, tiempo desde el cual 
ha mutado. De hecho, se ha desconfigurado la noción de insurgencia que 
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la relacionaba solamente con grupos guerrilleros, pues en las insurgencias 
contemporáneas se pueden identificar grupos terroristas, grupos extremistas, 
grupos criminales, grupos delincuenciales, grupos armados organizados, 
grupos de crimen organizado transnacional, entre otros.

En este sentido, es claro que las reflexiones sobre esta materia deben 
considerar el nuevo escenario al que se enfrenta el Estado y la fuerza pública. 
En particular porque hoy en día esta guerra irregular también concentra 
nuevas formas de conflictos y amenazas, en cuyo desarrollo la hibridez es 
una característica relevante. Por lo tanto es válido formular estas preguntas: 
¿El DIH caracteriza o limita las prácticas de la hibridez en la guerra irregular 
contemporánea?, ¿caracteriza a los diferentes grupos y hasta qué punto estos 
son cobijados, pero también responsables por el cumplimiento del DIH? 

Específicamente, la tesis de este capítulo plantea que el DOPER es la 
única herramienta que tienen los integrantes de la fuerza pública de Colombia 
para cumplir la Constitución y la ley, pues el DIH se ha desactualizado con 
respecto a la hibridez de la guerra irregular contemporánea.

Contextualización del sistema internacional                 
y Colombia 
El actual contexto internacional presenta una multiplicación de las guerras 
irregulares y, por tanto, de los escenarios de contienda armada, en los cuales 
predominan las opciones bélicas no estatales, el recurso a la guerra asimétrica 
y la indistinción entre el ámbito militar y el civil. De acuerdo con el Instituto 
Internacional de Estudios para la Paz de Estocolmo (SIPRI, 2024), durante el 
año 2024 el gasto militar mundial alcanzó los 2718 billones de dólares, en 
el contexto de la necesidad de hacer frente a las amenazas no convencio-
nales fuera de los marcos bélicos tradicionales (Deen, 2025; SIPRI, 2025). 
Aunque no todos los conflictos abiertos superen el umbral de “alta inten-
sidad” (1000 muertes anuales), el 78 % son irregulares, de corte extenso y de 
baja intensidad que buscan la desestabilización social, el control territorial 
débil y una oferta de proxies (Harbom & Wallensteen, 2008). Este fenómeno 
puede observarse en escenarios como Ucrania, Gaza o Sudán, donde mili-
cias, insurgencias y criminalidades han logrado poner en práctica opciones 
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de combate guerrillera, tácticas flexibles en el terreno y aprovechar los vacíos 
que dejan las estructuras institucionales en el entorno de los actos bélicos 
(Deen, 2025).

Específicamente, la irregularidad se expresa en el creciente número 
de actores subestatales (carteles, guerrillas étnicas o células terroristas) que 
desafían la hegemonía de los ejércitos convencionales. Al respecto, el SIPRI 
(2025) menciona que, desde el 2015, el 62 % de los conflictos activos se han 
desarrollado en el marco de dos o más grupos no estatales, muchos de ellos 
fraguando economías ilícitas o con apoyos externos encubiertos (Harboom 
& Wallensteen, 2008). Estos actores evitan el enfrentamiento directo y optan 
por realizar ataques sostenidos de forma selectiva, o bien deciden controlar 
la población a través de la coerción y la propaganda digital, lo cual dificulta 
su identificación. Como ejemplo, el aumento del 66 % en el gasto militar en 
Myanmar en 2024 fue motivado por el aumento de los choques con guerrillas 
armadas étnicas en las zonas rurales, las cuales combinaron las acciones de 
guerrilla tradicional con los ciberataques (Deen, 2025).

Esa misma realidad obliga a reconsiderar las maneras de concebir las 
estrategias de seguridad, ya que estos combates irregulares producen efectos 
transversales, como desplazamientos masivos, crisis humanitarias crónicas y 
la erosión de la legitimidad estatal. El informe del SIPRI (2025) advierte preci-
samente que 43 % de los países que han ido aumentando el gasto militar 
desde 2020 sufren conflictos armados internos de baja intensidad, lo cual los 
ha llevado a priorizar el gasto que hacen en las fuerzas de seguridad sobre 
la inversión social, lo cual implica un detrimento de recursos (Deen, 2025; 
SIPRI, 2025).

A la vez, la internacionalización de los conflictos, por medio de redes 
transnacionales de tráfico de armas o de reclutamiento, los convierte irreme-
diablemente en amenazas glocales1. Una prueba de ello se encuentra en la 

1	  Concepto establecido por Robertson (1992), que se usa para denotar fenómenos, 
estrategias o dinámicas que convergen factores de alcance global y particularidades locales. 
Dentro del campo de los estudios de conflictos, la “glocalización” se muestra muy adecuada 
para poder conocer cómo determinados fenómenos de carácter global —el crimen transna-
cional, el terrorismo o las políticas de seguridad internacional, entre otros— se desarrollan, 
adaptan y afectan a situaciones concretas en contextos locales determinados.
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cooperación entre grupos narcos mexicanos y actores extraños que obligó al 
país a elevar su gasto militar en 39 % en 2024 (Deen, 2025).

En el caso de Colombia, la guerra irregular expande sus límites en 
el espacio y en el tiempo al combinar tácticas híbridas de escala mundial 
con lógicas que se anclan en dinámicas locales. Los ejemplos del Ejército 
de Liberación Nacional (ELN) y de las disidencias de las Fuerzas Armadas 
Revolucionarias de Colombia (FARC) ilustran cómo se produce dicha hibri-
dación, ya que, si bien delinquen en zonas rurales periféricas a través de 
formas tradicionales (narcotráfico y extorsión), han introducido métodos 
transnacionales como los ciberataques, el uso de la desinformación en redes 
sociales y las alianzas con grupos criminales internacionales (Calero, 2024; 
Muñoz-Meoño, 2024). Esto se evidencia en el caso del ELN, que utiliza las 
plataformas digitales para intentar difundir propaganda que polariza a la 
población y deslegitima al Estado, al tiempo que afirma su control territorial 
mediante la violencia selectiva en espacios como el Catatumbo o el Chocó 
(Muñoz-Meoño, 2024; Pares, 2024). Este análisis de caso demuestra cómo 
se establece la adaptación de prácticas insurgentes globales en contextos y 
fenómenos locales.

La internacionalización de estos grupos hace que su acción se amplíe 
hasta los límites colombo-venezolanos, donde se coordina el tráfico de 
armas, el reclutamiento transfronterizo y el lavado de activos, a la vez que 
están colaborando con redes criminales localizadas en Venezuela (Calero, 
2024; Pares, 2024). Según el Departamento de Estado de los Estados Unidos 
en 2023, hasta el 40 % de sus actividades se llevan a cabo mediante econo-
mías ilícitas globales, mientras que su presencia en Venezuela les permite 
eludir operativos militares o proyectar su poder hacia otros países de la región 
(Muñoz-Medina, 2024; Calero, 2024). La combinación de esa dualidad —
local, por la ejecución; global, por el dinero— hace que estos grupos sean 
prototipos claros de las amenazas híbridas contemporáneas, de manera que 
se desvanecen las fronteras entre el conflicto interno y el crimen organizado 
transnacional (Muñoz-Meoño, 2024; Pares, 2024).

Teniendo en cuenta esta realidad, el DOPER se entiende como el 
adecuado diseño del marco jurídico para regular el uso de la fuerza en el 
contexto de los conflictos irregulares. En particular, se comparte la idea de 
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que el verdadero oponente es el marco de las relaciones humanas, pues no 
solo hace problemático la necesaria diferenciación entre combatientes y 
civiles, sino que además plantea la ficción de que las operaciones militares 
hagan coincidir efectividad con respeto por los Derechos Humanos y el DIH. 
En contextos como el colombiano —en el cual conviven grupos como el ELN 
y las disidencias de las FARC que aplican tácticas híbridas, como el narco-
tráfico, los ciberataques o el control social—, el DOPER orienta el uso de los 
efectivos militares en el desarrollo de los principios de proporcionalidad, de 
necesidad y de distinción. Por ejemplo, en operaciones que implican a la 
propia estructura irregular que controla zonas rurales, el DOPER exige la adop-
ción de programas o protocolos que eviten el daño colateral en poblaciones 
civiles, aun cuando los actores armados se camuflen entre la población civil 
(Álvarez, 2018; Jiménez-Reina et al., 2021). Esto implica la adaptación de las 
reglas de enfrentamiento (ROE, por la sigla en inglés de Rules of Engagement) 
para priorizar la neutralización selectiva de ciertos objetivos, usar armamento 
discriminado en la lucha contra los actores armados y garantizar el acceso 
humanitario alineándose con los estándares del DIH en escenarios de baja 
intensidad (Doménech, 2003; Ortega & Gil, 2020).

La puesta en práctica del DOPER presenta dificultades específicas 
porque tiene que convivir con la internacionalización de las amenazas, en 
el caso de la evolución de grupos colombianos en redes transnacionales. En 
la frontera con Venezuela, en la que el ELN y las disidencias hacen tráfico de 
armamento, tráfico humano y reclutamiento trasnacional, el DOPER hace 
necesaria la coordinación interinstitucional mezclada con la interoperabi-
lidad legal. También, el DOPER debe incorporar, ante la utilización de tácticas 
como la desinformación digital o el uso de los civiles como escudos humanos, 
protocolos de recolección de inteligencia en función de los enfoques diferen-
ciales (población étnica o adopción de género) y mecanismos de verificación 
de blancos que eviten las violaciones de los Derechos Humanos, que contri-
buyen a alimentar la deslegitimación estatal (Álvarez, 2018; Jiménez-Reina et 
al., 2021). Por otro lado, se debe señalar que hay una confrontación jurídica 
respecto al indefinido uso de la fuerza letal cuando se enfrentan actores que 
tengan acciones tanto criminales como políticas, por lo cual se requiere una 
actualización doctrinal que se aplique a la “zona gris” llevada a las guerras 
irregulares (Álvarez, 2018; Doménech, 2003).
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Marco teórico-conceptual jurídico y estratégico
Como parte de la propuesta presentada en este capítulo, es indispensable 
establecer el marco teórico y conceptual que la sustenta. Con este propósito 
se abordan dos aristas: 1) el elemento jurídico de los Derechos Humanos, del 
DIH y del DOPER, y 2) el elemento estratégico basado en la guerra irregular 
contemporánea, la guerra híbrida y las amenazas híbridas. De esta manera se 
evidencia cómo la convergencia de conceptos de disciplinas distintas están 
relacionadas con las realidades actuales.

En primer lugar, en cuanto a los elementos jurídicos, los Derechos 
Humanos, desde la óptica de la Organización de las Naciones Unidas 
(ONU), son aquellas garantías de todas las personas sin distinción de raza, 
sexo, nacionalidad, condición social, lengua, religión o de cualquier otra 
condición. Esta es una idea que pone de relieve la universalidad de los dere-
chos humanos, ya que su carácter de inalienables pone de manifiesto que 
pertenecen a cada persona como un derecho por ser humano y no pueden 
ser excluidos en ninguna circunstancia (Amnistía Internacional, s. f.; ONU, 
s. f.). La adopción de la Declaración Universal de los Derechos Humanos en 
1948 pone de relieve este pensamiento, puesto que formaliza un marco inter-
nacional en el que se protegen la libertad, la igualdad y la dignidad de todas 
las personas, sin discriminación de ninguna clase (Amnistía Internacional, 
s. f., 2023).

Por su parte, Amnistía Internacional va más allá de esta idea cuando 
reconoce que los Derechos Humanos son universales, indivisibles e interde-
pendientes, ya que todos son iguales y deben ser promovidos y protegidos 
de manera inversa por igual y que ningún Estado podría negarlos o jerarqui-
zarlos (Amnistía Internacional, s. f.; Mediavilla, 2021). Estos derechos abarcan 
tanto las libertades fundamentales (vida, libertad y seguridad personal) como 
los derechos económicos, sociales y culturales, de tal forma que completa 
todas las dimensiones de la existencia humana (Amnistía Internacional, s. f.; 
Mediavilla, 2021). Cabe enfatizar que la indivisibilidad reafirma el carácter 
interdependiente de los derechos, ya que la falta de respeto por un derecho 
afecta a los demás, de ahí la importancia de su defensa de forma integral.
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En conclusión, los Derechos Humanos son la misma persona, por cuanto 
son irrenunciables, inalienables e inherentes a cada ser humano (Mediavilla, 
2021). En ese sentido, tampoco se puede renunciar a ellos, ceder ni suprimir. 
El respeto por los Derechos Humanos es la condición fundamental de una 
justicia y una convivencia entre pueblos libres e iguales. Esta concepción, que 
también suscriben organismos internacionales como la Cruz Roja, refuerza 
la obligación que tiene el Estado, así como la comunidad internacional, 
de garantizar su cumplimiento íntegro, sea cual fuere el contexto político, 
social o cultural en que se encuentren (Amnistía Internacional, s. f., 2023; 
Mediavilla, 2021).

Ahora bien, por su parte, el DIH hace referencia a un sistema de normas 
jurídicas para paliar los efectos de los conflictos armados; es decir, sirve 
para proteger a los que no toman parte en las hostilidades, pero también 
para limitar los métodos y los medios de guerra (Comité Internacional de la 
Cruz Roja [CICR], 2022; Melzer, 2019). Conforme al CICR, su logro prin-
cipal es proteger la vida y la dignidad de los civiles, del personal médico, 
de los heridos o enfermos y de los prisioneros de guerra, sin perjuicio de 
su condición de beligerantes (CICR, 2022; Vinuesa, 1998). Esta disciplina 
de derecho, conocida también como “derecho de los conflictos armados”, 
tiene como elementos de referencia los cuatro Convenios de Ginebra (1949) 
y sus Protocolos Adicionales (1977), de manera que limita la forma como se 
pueden ejecutar las hostilidades y define el mínimo de protección para las 
víctimas de la violencia organizada (Cruz Roja Española, s. f.; Melzer, 2019).

El DIH es elitista, en el sentido de que se aplica única y exclusivamente 
durante los conflictos armados internacionales o no internacionales, pero no 
se aplica en períodos de paz (Melzer, 2019; Vinuesa, 1998). El DIH contiene 
normas consuetudinarias (aquellas que se determinan como obligatorias por la 
práctica) que complementan los propios tratados: por ejemplo, la prohibición 
de atacar a la población civil o los bienes necesarios para la supervivencia de 
la población civil (Camen, 2008; Melzer, 2019). El DIH utiliza el principio 
de jus in bello —esto significa que una vez que ha comenzado un conflicto 
armado, no se puede juzgar su legalidad—, a diferencia de lo que hace el jus 
ad bellum —que regula el uso de la fuerza—. Esto significa que deben apli-
carse todos los mandatos, incluso en caso de que el conflicto armado no se 
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justifique de acuerdo con la Carta de la ONU (CICR, 2022; Vinuesa, 1998). 
En consecuencia, todas las partes involucradas en la contienda, estatales o no 
estatales, deben respetar sus mandatos aun cuando el conflicto armado esté 
carente de justificación conforme a la Carta de la ONU (CICR, 2022).

Un principio fundamental del DIH es la distinción entre quienes son 
combatientes y no combatientes, lo cual garantiza que estos últimos obtengan 
protección absoluta frente a atentados o actos de violencia arbitraria (CICR, 
2022; Vinuesa, 1998). Así, por ejemplo, el desplazamiento forzado de civiles, 
el reclutamiento de niños y el empleo de armas que provoquen sufrimientos 
innecesarios son todos actos prohibidos expresamente por el DIH (Camen, 
2008; Melzer, 2019). De su universalidad e indivisibilidad se deriva que debe 
obligar a todos los Estados a incorporar tales normas dentro de sus legisla-
ciones internas, entendido también el DOPER como la forma que tienen esos 
Estados de traducir los preceptos del DIH en protocolos y procedimientos 
concretos con vistas a la ejecución de operaciones militares (Melzer, 2019). 
Sin embargo, su eficacia queda afectada por, por ejemplo, la existencia de 
conflictos contemporáneos donde los actores irregulares manipulan dichas 
normas para eludir la rendición de cuentas y donde se requieren adapta-
ciones doctrinales que no vayan en contra de la propia esencia humanitaria 
(Camen, 2008; Melzer, 2019).

En segundo lugar, desde el enfoque estratégico y una visión clásica, la 
guerra irregular se cimenta en el uso de imágenes indirectas y asimétricas 
para contrarrestar la superioridad militar convencional. En particular, Sun Tzu 
estableció principios fundamentales, como la utilización de la inteligencia, la 
flexibilidad táctica y la explotación de las debilidades del enemigo. Incluso 
llegó a afirmar que la excelencia suprema no es vencer a un pueblo por 
medio de cien batallas, sino la de someter a un enemigo sin tener que luchar 
contra él (Farquhar, 2017). Por su parte, Von Clausewitz amplió este aporte 
al identificar la guerra como un “instrumento más de la lucha política” y, en 
ese sentido, conceder a la población civil un papel fundamental: “La guerra 
no es más que la continuación de la política en otras formas” (Arabia, 2009).

Jomini defendió que la solución para lograr el triunfo consistía en 
concentrar fuerza en “las líneas de operación decisivas” para destruir o 
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desintegrar en combate al ejército enemigo, teniendo en cuenta maniobras 
para explotar sus debilidades. Por su parte, Liddell Hart planteó la idea de 
extender esta propuesta mediante su propia teorización del método indirecto, 
que aprovecha la sorpresa y la explotación de la vulnerabilidad psíquica del 
adversario, pues, en su entender, el verdadero objetivo no consiste en la 
victoria física, sino en la dislocación psíquica del enemigo (Harkin, 2011; 
Minberger & Svendsen, 2013). Desde otra perspectiva, Galula (1964) siste-
matizó principios de tipo contrainsurgente indicando que la guerra irregular 
es una “lucha por el apoyo de la población”, que para modificar el control del 
territorio depende sobre todo de la legitimidad política y no solo de la fuerza 
militar. Finalmente, Kilcullen, si bien es más contemporáneo, establece que 
son múltiples los actores que luchan por imponer formas de conducta a las 
comunidades, combinando coerción y persuasión.

Ahora bien, la guerra irregular contemporánea, tal como se plantea en 
Irregular Warfare Joint Operating Concept (DOD, 2007), es una forma de 
lucha que busca dominar tanto la legitimidad como la influencia sobre las 
poblaciones relevantes y que es capaz de ir más allá del simple control terri-
torial. Los conflictos irregulares modernos no son equivalentes a los conflictos 
clásicos, en los cuales el objetivo último consistía en derrotar al enemigo a 
través de una victoria militar, de manera que en la actualidad es predominante 
la presencia de actores no estatales (grupos insurgentes, redes terroristas o 
cárteles) que necesitan actuaciones de tipo híbrido, es decir, ejercer tanto la 
violencia selectiva como emplear medios de comunicación digital, así como 
tener el control económico o la explotación de los vacíos institucionales. Este 
último ejemplo subraya que el 78 % de los conflictos actuales son conside-
rados conflictos irregulares (DOD, 2007), en los cuales se busca erosionar el 
poder, esto es, usar la desestabilización social y las narrativas. Al respecto se 
pueden considerar como ejemplos el uso que hace ISIS en Oriente Medio de 
la red de redes o las implicaciones que tienen las actividades de los carteles 
narcotraficantes latinoamericanos, los cuales cooptan instituciones mediante 
la corrupción y la coerción. 

El principal objetivo de la guerra irregular contemporánea es precisa-
mente competir por la legitimidad del Estado o del adversario, utilizando 



Jonnathan Jiménez Reina134 |

medios no convencionales para hacer prosperar el apoyo tácito o activo de 
la base social (Montero, 2025). La respuesta a este dilema vendría a ser una 
“lucha prolongada” (DOD, 2007), donde la percepción de la justicia, la efec-
tividad del gobernante y la cohesión social determinarían el éxito. La contra-
insurgencia (COIN) es la respuesta a esta paradoja, ya que la restauración de 
la credibilidad estatal se produciría a partir del desarrollo social, el asegura-
miento de la comunidad, etc.; mientras que los actores irregulares intentarían 
socavarla con asaltos a infraestructuras críticas o con asesinatos simbólicos 
(Kilcullen, 2010).

Ahora bien, la guerra híbrida, de acuerdo con los postulados teóricos 
de Hoffman (2007), se entiende como los conflictos que mezclan métodos 
de combate convencionales (ejércitos regulares) con métodos de combate 
no convencionales (ciberataques, fake news, guerrillas, etc.), y que emplean 
la ambigüedad estratégica para desestabilizar a los adversarios. En otras 
palabras, “existen amenazas que mezclan acciones cinéticas, no cinéticas 
y de tipo disruptivo, empleando actores tanto estatales como no estatales” 
(Hoffman, 2007, p. 35), y que resultan poco fáciles de analizar desde los 
paradigmas clásicos.

En este contexto, la capacidad de adaptación operativa es uno de los 
aspectos centrales de la guerra híbrida, ya que permite a los actores modificar 
sus tácticas en función del contexto, así como sacar el máximo provecho 
de las vulnerabilidades del contrincante. Este tipo de guerra no implica 
simplemente el empleo de fuerzas militares, sino que por medio de la utili-
zación de operaciones psicológicas permite manipular las percepciones de 
los ciudadanos, por ejemplo, lanzando noticias falsas con el fin de polarizar 
las sociedades (Bratko et al., 2021). Las advertencias de la OTAN (2024) al 
respecto son explícitas, en el sentido de que estos métodos buscan restar 
valor a la cohesión social y a la confianza en las instituciones mediante el uso 
de fuerzas proxy para mantener una plausible denegación de la autoría sobre 
los actos que realizan.

Esta complejidad analítica de la guerra híbrida recae en su condición de 
conformación, que integra dimensiones económicas, tecnológicas y sociales. 
Así, según Cohen et al. (2020), los actores estatales ponen en práctica tácticas 
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híbridas con el objetivo de evadir las sanciones internacionales por medio 
de criptomonedas para financiar sus operaciones, o bien mediante el uso de 
empresas mercenarias para hacer intervenciones en el extranjero. También se 
deben mencionar que la manipulación de las cadenas de suministro, el sabo-
taje a las infraestructuras digitales, el lawfare (‘demandas estratégicas’) y la 
explotación de los puntos débiles de los adversarios son prácticas recurrentes 
de los conflictos híbridos. Sobre este particular, la Unión Europea (2016) 
señala que los efectos de los conflictos híbridos no son únicamente bélicos, 
sino que afectan la estabilidad democrática. De ahí que el contrarresto de la 
guerra híbrida requiera respuestas integradas desde la defensa militar hasta la 
resiliencia cívica, pasando por la cooperación transnacional.

Por último, las amenazas híbridas se entienden como la utilización 
conjunta de una variedad de tácticas y medios que incluyen acciones mili-
tares y cibernéticas, manipulaciones de información y presión económica 
por parte de actores estatales y no estatales, para desestabilizar o influir en 
sistemas políticos, económicos y sociales (Consejo Europeo, 2025; Galán, 
2018). Por su parte, la OTAN las considera un conjunto amplio de acciones 
hostiles y no necesariamente militares que intentan debilitar un Estado o 
una alianza sin entrar en guerra convencional en gran escala (Colom, 2022). 
También en esta línea, la Unión Europea y organizaciones expertas como el 
Centro de Excelencia Europeo para el Contrarresto de las Amenazas Híbridas 
(Hybrid CoE) definen las amenazas híbridas como aquellas actividades perju-
diciales que son pensadas y ejecutadas con intención maliciosa, con lo cual 
aluden a la utilización conjunta de múltiples formas de actuación para debi-
litar a un determinado objetivo (Consejo Europeo, 2025).

Como se observa, la naturaleza de las amenazas híbridas es compleja y 
multidimensional, pues van desde tácticas convencionales hasta no conven-
cionales en el mismo teatro de operaciones, con lo cual generan incertidumbre 
y siempre desafían la seguridad tradicional (Galán, 2018; Lisa Institute, s. f.). 
Dichas amenazas pueden ir desde campañas de desinformación, ataques 
cibernéticos, sabotaje económico y operaciones encubiertas, hasta la mani-
pulación de las migraciones o de los recursos energéticos (Colom, 2022). Tal 
diversidad de tácticas permite a los actores híbridos explotar vulnerabilidades 
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sistémicas y operar en la conocida “zona gris”, espacio donde estas quedan 
por debajo del umbral del estallido de un conflicto armado y que, por lo 
tanto, les confiere la capacidad de mantener la atribución y la reacción inter-
nacionales al margen (Galán, 2018; Salas, 2019).

Por lo tanto, las amenazas híbridas retan los marcos clásicos de la segu-
ridad y reclaman respuestas integradas, flexibles y polivalentes por parte de 
los Estados y de las organizaciones internacionales (Colom, 2022; Consejo 
Europeo, 2025). Tal como ya lo ha señalado la OTAN, la detección, atribu-
ción y resiliencia frente a aquellas amenazas ha pasado a ser una prioridad 
estratégica que motivó la cooperación de los aliados y el desarrollo de las 
capacidades de detección y reconducción de las actividades hostiles en el 
ciberespacio, así como la práctica política y social, por ejemplo (Colom, 
2022; Lisa Institute, s. f.). Esta adaptación es fundamental para asegurar la 
estabilidad democrática y la soberanía frente a un contexto de confrontación 
progresivamente más sutil y sistemático.

Análisis de la amenaza actual 
En el contexto del continente americano se puede precisar que existe una 
particularidad en comparación con la realidad europea. Aunque ambos conti-
nentes forman parte de la noción de “Occidente”, mientras que en Europa la 
amenaza latente se enmarca en la teoría precisa de la guerra híbrida porque 
los adversarios son los Estados, en América el fenómeno se destaca por ser 
una amenaza híbrida, dado que los adversarios son, en su mayoría, grupos no 
estatales de diferentes clasificaciones.

Desde la visión de la guerra híbrida y el marco conceptual de las 
amenazas híbridas, el concepto clave es “zona gris”, el cual establece el 
posible modo de actuación de los actores no estatales respecto al control 
de los Estados. La zona gris es ese espacio de intersección entre la paz y la 
guerra donde los actores buscan cumplir sus objetivos políticos y de segu-
ridad mediante el empleo conjunto de instrumentos de poder y actividades 
ambiguas o de difícil atribución, de manera que si bien exceden la compe-
tencia ordinaria, quedan por debajo del estallido de un conflicto armado 
directo (Morris et al., 2019; Popp & Canna, 2016).
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En suma, la denominada zona gris hace referencia a un espacio en el 
que tiene lugar la conducción de operaciones que persiguen intereses esta-
tales, así como el desarrollo de actividades irregulares —ya de corte criminal 
o delincuencial— por parte de actores no estatales. Esto es, se sitúa en la zona 
intermedia entre la paz y la guerra, con la voluntad de modificar el statu quo 
sin llegar a cruzar la línea que desencadenaría una respuesta militar conven-
cional (Morris et al., 2019).

En este sentido, la zona gris está constituida por un conjunto de carac-
terísticas que determinan tanto los actores como las acciones que pueden 
triunfar en el ámbito de dicha zona y que permiten la realización de ciertas 
acciones sin provocar la reacción correspondiente del actor receptor (Wirtz, 
2017). En la figura 1 se presentan estas características, como las describen 
Morris et al. (2019).

Figura 1. Características de la zona gris. 
Fuente: Elaboración propia con base en datos de Morris et al. (2019) utilizando la herramienta 
napkin.ai.

Como indican Morris et al. (2019), estas características son: 

1.	 La no superación del umbral, es decir, los agresores evitan el enfren-
tamiento de manera rotunda y directa, así como las respuestas de 

http://napkin.ai
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acción de fuerza o potenciales acciones legales, tales como la apli-
cación de normas internacionales o la declaración de un conflicto 
de abierto (McCabe, 2005).

2.	 Las actividades se realizan de manera progresiva, como parte de 
un plan mantenido que desgasta al receptor en términos tanto de 
recursos como de capacidad de respuesta.

3.	 La noción de desconocimiento del agresor, puesto que, aunque el 
receptor ya puede tener alguna sospecha sobre cuál puede ser la 
procedencia del ataque perpetrado, este no tiene la certeza nece-
saria como para poder actuar directamente, lo cual lo liga a la 
primera característica.

4.	 La existencia de justificaciones políticas y jurídicas, incluidas reivin-
dicaciones históricas que los actores no estatales hacen para legi-
timar determinadas acciones criminales o delinquir, pero siempre 
dentro del umbral aceptado. 

5.	 No se amenazan los intereses vitales, a fin de eludir los enérgicos 
resultados que pueden comprometer los intereses de los agresores. 

6.	 Se utiliza el riesgo de escalada como influencia coercitiva, dado que 
cumplir objetivos hace aumentar la capacidad de disuasión en el 
caso de que se produzca la mencionada escalada (Takahashi, 2019).

7.	 Evitar el uso de tácticas militares para no amparar los argumentos 
del receptor mediante los cuales podría justificar su reacción 
militar.

8.	 Se centran en las vulnerabilidades específicas del objetivo, es decir, 
enfatizan las vulnerabilidades concretas del objetivo, por regla 
general relacionadas con las debilidades internas del Estado, para 
encontrar una lógica disuasoria que haga entender al receptor 
que podría resultar más caro organizar la represalia que la acción 
(Meredith & Walton, 2017).

Con base en lo anterior se puede concluir que el principal factor de 
la zona gris es la permanencia exterior de las actividades realizadas por 
el actor receptor, dentro del umbral de respuesta por indicios de la propia 
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acción militar directa. Lo cierto es que este ámbito también se encuentra en 
la propuesta de Kilcullen (2019) sobre la liminal warfare. En consonancia con 
las características endotóxicas de las amenazas híbridas —que han de mante-
nerse por debajo de los umbrales de detección, atribución y represalias—, en 
la liminal warfare están presentes activos y umbrales en los cuales la amenaza 
puede interactuar. 

Con el objetivo de aclarar la diferencia entre estas dos perspectivas, la 
figura 2 compara la propuesta de Kilcullen (2019) sobre la liminal warfare con 
la de Morris et al. (2019) sobre las fases de mitigación, disuasión y detección 
de las actividades en la zona gris. A través de esta comparación se puede 
deducir que estas dos propuestas están interconectadas y que la diferencia 
entre las actividades irregulares que evitan la respuesta militar es el escenario 
contemporáneo, en el cual los actores estatales y no estatales definen la estra-
tegia para obtener ventaja en la contienda con otro actor.

Figura 2. Comparación entre la liminal warfare (Kilcullen, 2019), frente al 
concepto estratégico global de respuesta a las amenazas de la zona gris 
(Morris et al., 2019).

Liminal warfare: layers between clandestine 
and overt action.

Overarching strategic concept for 
responding to gray zone threats

Fuente: Kilcullen (2019) y Morris et al. (2019).

La integración de tecnologías emergentes ha transformado las activi-
dades de los actores no estatales, como el Crimen Organizado Transnacional 
(COT), que ha incrementado su grado de sofisticación y su ámbito de alcance 
en la perpetración de sus actividades delictivas (Anderson, 2013; Jones, 
2020; Korystin & Svyrydiuk, 2021). Entre estas modalidades innovadoras se 
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pueden encontrar las criptomonedas y las transacciones monetarias de forma 
anónima, la inteligencia artificial, la ciberdelincuencia o el uso de drones y 
sistemas de vigilancia o escaneo que incluye dicha tecnología. En este esce-
nario, la adopción de las amenazas híbridas por parte del COT ha dejado 
impactos en los sistemas migratorios, económicos y políticos de la región 
(Conte & Migali 2019; Du Perron de Revel, 2022; Pries, 2019), lo cual ha 
afectado los nuevos flujos migratorios, la economía local y regional, así como 
la estabilidad de las instituciones políticas. De este modo, la conjunción de 
recursos tecnológicos e iniciativas híbridas les ha permitido continuar conso-
lidando su poder e ir adaptándose a las respuestas estatales, lo cual hace 
necesario implementar un enfoque regional y multidimensional que no sola-
mente dé respuesta a las representaciones emergentes del fenómeno, sino 
también a las dinámicas que lo fortalecen.

Vacíos de la normatividad ante amenazas híbridas
La guerra, al constituir un fenómeno siempre en movimiento, ha afectado de 
forma desfavorable en infinitas ocasiones los Derechos Humanos y el DIH. Al 
transformarse y reinventarse, responde a las metamorfosis, a esas transmuta-
ciones de orden político, económico, social, cultural y militar que van suce-
diéndose de hecho en los territorios de referencia, como una adecuación a 
las nuevas formas de funcionamiento a que da lugar el sistema internacional. 
Es por esta razón que para analizar los efectos que la guerra híbrida tiene 
sobre los Derechos Humanos y el DIH será preciso que se tome en conside-
ración sus características y las nuevas maneras de ejercer la violencia en los 
conflictos bélicos.

Al tiempo en que los Estados han comenzado a disminuir los enfren-
tamientos directos entre sí, se han empezado a modificar características 
importantes de los conflictos: los actores que inician los enfrentamientos, los 
objetivos legítimos que persiguen, los modelos que aplican para dirigir el 
conflicto, las estructuras organizativas de los participantes en los conflictos, 
los entornos geográficos en los que se desarrollan, los sistemas de inteligencia, 
las tácticas operativas implementadas, la aplicación de operaciones de infor-
mación y multitud de capacidades destructivas existentes en el presente, en 
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comparación con las existentes en épocas pasadas, junto con diversas diná-
micas en las cuales se han de encuadrar tanto las acciones de los actores de 
las fuerzas combatientes como la guerra misma.

La introducción del conflicto armado debido a la irrupción de nuevos 
actores en la escena genera un cambio significativo en el desarrollo de este 
conflicto que incide en los Derechos Humanos. Este cambio hace que no se 
pueda identificar al responsable del conflicto, al sujeto al que se debe exigir 
la obligación de abstenerse o de actuar en favor de promover o proteger los 
Derechos Humanos, lo cual implica una dificultad para garantizar su progre-
sividad y lograr una dignidad humana sin relativismos.

Los efectos sobre el DIH son distintos, ya que en su caso hay innume-
rables actores a los que no se les vincula ningún tratado u otro acuerdo que 
los obligue a proteger mínimamente a la humanidad en cuanto a medios, 
métodos, estrategias, proporcionalidad o necesidad. No hay en paralelo una 
relación con los actores tradicionales que permita cimentar normas consue-
tudinarias, lo cual desemboca en una amplia violación del sistema de normas 
legales reconocidas y morales que asisten a la comunidad internacional y a 
los Estados. Según Clapham (Clapham, 2006), el hecho de que los grupos 
insurgentes no cumplan con las normas que regulan la conducción de las 
hostilidades o los Derechos Humanos y que sea difícil exigirles su cumpli-
miento, no supone la obsolescencia o la inaplicabilidad de estas normas, 
sino que esto debe llevar a la comunidad internacional a plantearse y a seguir 
redoblando la realización de las acciones necesarias para asegurar su obser-
vancia.

El objetivo de los conflictos se ha transformado y ya no consiste única-
mente en hacer valer la propia voluntad en detrimento del oponente, sino 
que busca hacer valer la propia a costa de obtener mayores beneficios de su 
adversario a partir de sus vulnerabilidades, hasta el punto de desestabilizar 
socialmente la situación en la que se produce el conflicto, así como también 
generar situaciones indeterminadas o ambiguas que dificultan la toma de 
decisiones. Este cambio es particularmente relevante cuando se trata de 
Derechos Humanos, ya que la humanidad se convierte en el principal sujeto 
afectado por la inestabilidad y la indefinición, consecuencia de la incapa-
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cidad de los Estados para hacer frente a las nuevas expectativas y demandas. 
Todo ello desemboca en el alejamiento de los valores que constituyen el 
corazón de la dignidad humana (Jiménez-Reina et al., 2023b).

Las guerras híbridas incluyen distintas formas de enfrentamiento, como 
la guerra convencional, la guerra irregular, el terrorismo, la violencia indiscri-
minada y la coerción, sin dejar de lado el carácter de conflicto armado, puesto 
que dicho carácter no depende del marco teórico que definan las partes ni 
del nivel de intensidad del conflicto (Fonseca et al., 2022). Las normas del 
DIH siguen en pie incluso en ausencia de la correspondiente declaración 
formal de guerra, mientras que los Derechos Humanos son inherentes a la 
condición de las personas desde su nacimiento. En este sentido, los princi-
pales retos a los que se enfrentan el DIH y los Derechos Humanos en este tipo 
de conflictos se agrupan de la siguiente manera (Sierra-Zamora et al., 2021): 
la transformación y legitimación que sufren los actores que intervienen en 
la guerra; la manera en que se manipula la segmentación social; las nuevas 
formas de esclavitud; el modo en que se afecta a las víctimas civiles (niños 
y niñas reclutados forzosamente, en el caso de los adolescentes) y el tipo de 
destrucción que puede realizarse sobre el tejido cultural y los ecosistemas. 
Todo eso por el hecho de que, en conflictos híbridos, los grupos armados 
acceden al poder mediante la violencia, intensifican la segmentación social, 
emplean el trabajo forzado en las prisiones, tienen a la población civil como 
blanco prioritario, saquean los recursos naturales con el propósito de finan-
ciar sus operaciones, etc. (Jiménez-Reina et al., 2023a).

Conclusiones 
El escenario global actual está determinado por la guerra irregular moderna, 
las amenazas híbridas y la liminal warfare. Esta guerra liminal se ejecuta a 
través de actores no estatales y redes criminales que se benefician de la zona 
gris en la cual operan en el límite entre la paz y el conflicto abierto. Estos fenó-
menos articularían tácticas convencionales (inexistentes en la guerra liminal) 
con métodos irregulares. Esta realidad genera que se violen los marcos del 
DIH y los Derechos Humanos debido a un vacío normativo creado por la 
ambigüedad estratégica y la dificultad para atribuir la responsabilidad. En este 
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escenario, el hecho de que muchos actores no se sienten obligados por los 
tratados internacionales hace que las víctimas (civiles, niños, comunidades 
étnicas, etc.) sufran violaciones de la dignidad y sus derechos fundamentales.

Los conflictos híbridos plantean problemas prácticos para el DIH, ya 
que los Grupos Armados Organizados (GAO) ignoran conceptos tan básicos 
como la distinción, la proporcionalidad o la necesidad, mientras que el 
Estado intenta aplicar normas y principios hechos por y para guerras conven-
cionales. Los Derechos Humanos son violados mediante desplazamientos 
forzosos, esclavitud moderna y destrucción de infraestructuras de vital impor-
tancia, de la cual también se hace eco la incapacidad del Estado para garan-
tizar la protección. Como si fuera poco, la zona gris profundiza esta situación, 
ya que procesos tales como la manipulación migratoria o el lawfare —uso 
instrumental de los sistemas legales— destruyen las instituciones políticas sin 
que estas acciones se transformen en conflicto armado, lo cual deja a las 
víctimas en una situación jurídica confusa.

Teniendo en cuenta esta realidad, el DOPER se identifica como una 
categoría fundamental en la cual se puede respaldar la fuerza pública para 
actuar de forma legítima y efectiva. En contraposición con modelos de acción 
solamente reactivos, el DOPER existe como un forjador que integra el DIH, 
los Derechos Humanos y la seguridad nacional en la organización de praxis 
operativas, de tal suerte que permite realizar prácticas contra GAO en la más 
completa legitimidad por el Estado de Derecho. Como ejemplo de esta cues-
tión se puede plantear el siguiente escenario: en un entorno rural donde preva-
lecen las disidencias, el DOPER, a partir de esa situación concreta, ayuda a 
que la fuerza pública determine el empleo de los productos de la inteligencia 
como modus para evitar los daños colaterales, para rescatar el acceso huma-
nitario o para contribuir a una estrategia que se oponga a neutralizar la iden-
tificación de objetivos, al hilo de la jurisprudencia, como la Sentencia T-302 
de 2017 sobre la protección de las comunidades vulnerables. Estas normas 
no solo contribuyen a reducir los riesgos de impunidad, sino que también 
refuerzan los niveles de confianza ciudadana respecto de las instituciones.

Aunque el DOPER constituye un aspecto crucial en la materia, no puede 
considerarse como una solución única. La eficacia de este enfoque depen-
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derá de su complementación con políticas de desarrollo rural, la coopera-
ción internacional y la justicia transicional. La lucha contra las amenazas 
híbridas requerirá, además, la modernización de la inteligencia estratégica 
para anticipar las tácticas que tienen los GAO de operar con minería ilegal 
o cripto-financiamiento como soporte económico, lo cual exigirá además 
que Colombia lidere esfuerzos regionales para cerrar brechas normativas 
y promover la implementación de protocolos conjuntos frente a los delitos 
transnacionales. Solo así se garantizará la defensa de la soberanía, la protec-
ción de la población y el respeto por el mandato constitucional de garantizar 
la paz como derecho fundamental.
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Resumen. Este capítulo examina el impacto de la constitucionalización del Estado colom-
biano en la doctrina, la organización y la misión de las Fuerzas Militares. A partir de la 
Constitución de 1991, se plantea que el poder militar debe alinearse con los valores demo-
cráticos, la separación de poderes y el respeto irrestricto a los derechos humanos. El análisis 
destaca la transformación de la función militar hacia un enfoque integral de seguridad humana, 
sustentado en la legitimidad institucional y en el compromiso con la paz y la justicia social. 
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pilares para redefinir la función coercitiva del Estado en clave de gobernabilidad democrática.
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Introducción 
La constitucionalización del Estado colombiano implica un proceso histórico 
y social que ha reformulado las bases sobre las cuales se estructura la auto-
ridad estatal y su relación con los ciudadanos. Desde la promulgación de la 
Constitución de 1991, se ha evidenciado un esfuerzo por alinear la estructura 
del Estado con principios democráticos, los Derechos Humanos y la promo-
ción del desarrollo integral de la sociedad (Ibarra, 2016; Gaviria & Granda, 
2022). Esta transformación ha repercutido no solo en los aspectos políticos 
y sociales del país, sino también en la organización y el funcionamiento 
de la fuerzas militar, que se encuentra en el cruce de la defensa nacional 
y el respeto a las libertades fundamentales. La revisión de este fenómeno 
permite entender los desafíos y las oportunidades que presenta la moderni-
zación de las instituciones armadas en un contexto de constante evolución 
de las demandas sociales y del marco normativo internacional (Ibarra, 2024; 
Miranda, 2023).

En este sentido, las Fuerzas Militares de Colombia han comenzado a 
adoptar un enfoque más integral, que no solo se centra en la defensa ante 
amenazas externas, sino que también reconoce su papel en la construcción 
de paz y la gobernabilidad. La reconfiguración de las Fuerzas Militares se ha 
vinculado a los avances en Derechos Humanos que exige la Constitución, así 
como a las directrices de desmilitarización y un enfoque de seguridad humana 
que busca garantizar la vida y el bienestar de los ciudadanos (Carrillo, s.f.). 
La interacción entre la constitucionalización y el desarrollo militar abre un 
debate sobre la manera como se debe ejercer el poder coercitivo del Estado, 
sus límites y el respeto a la jurisdicción civil (Córdoba, 202; Ibarra, 2023)..

Por tanto, la introducción de la Constitución de 1991 no debe enten-
derse solamente como un cambio normativo, sino como un proceso que 
abarca la revalorización de los Derechos Humanos y el imperativo de unas 
Fuerzas Militares responsables y éticas. Este análisis se propone indagar en 
las tensiones y sinergias que emergen de este contexto, planteando preguntas 
sobre cómo se puede alcanzar un equilibrio adecuado entre la seguridad 
nacional y la protección de los derechos ciudadanos, así como la necesidad 
de que la militancia militar se enmarque en los principios constitucionales 
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y en la dinámica del respeto a los preceptos democráticos (Ibarra, 2016; 
Miranda, 2023). Tal reflexión es clave para entender no solo la actual confi-
guración del Estado colombiano, sino también la dirección futura de sus insti-
tuciones y su compromiso con la paz y la justicia social.

Referencia teórica 
La constitucionalización del Estado colombiano se fundamenta en una serie 
de conceptos clave que delinean la relación entre la estructura del Estado, el 
derecho constitucional y el deber de las Fuerzas Militares. Esta transforma-
ción establece las bases normativas que regulan la organización del Estado, 
garantizando derechos fundamentales y ofreciendo un marco de gobernanza 
que limita el uso del poder. En este contexto, se evidencia cómo el modelo 
de Estado Social de Derecho se erige no solo como un conjunto de reglas 
legales, sino también como un compromiso institucional hacia la promoción 
del bienestar social, la justicia y la dignidad humana (Ibarra, 2016; Miranda, 
2023)..

Una de las nociones fundamentales en este marco es el principio de 
separación de poderes, que asegura el equilibrio y la independencia entre 
los poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, lo cual limita la posibilidad de 
abusos de poder y promueve la rendición de cuentas (Ibarra, 2024). Las 
Fuerzas Militares, en su papel de defensoras de la soberanía, deben operar 
dentro de este esquema, actuando en funciones específicas y bajo un control 
civil adecuado, garantizando no solo la seguridad del Estado, sino también 
el respeto por los Derechos Humanos (Gaviria & Granda, 2022). Esta interac-
ción entre el constitucionalismo y las Fuerzas Militares es crucial, dado que 
la legitimidad de las operaciones militares se encuentra íntimamente relacio-
nada con la aceptación popular y el apoyo a la institucionalidad democrática 
(Córdoba, 2024; Ibarra, 2023).

Asimismo, el reconocimiento de los Derechos Humanos como un eje 
central de la Constitución colombiana establece nuevos retos para la acción 
militar, obligándola a adaptarse a un enfoque más humanitario y menos 
represivo (Carrillo, s. f.). La constitucionalización implica, por lo tanto, una 
reconfiguración de la identidad militar, que debe transitar de una perspectiva 
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de fuerza represiva hacia una institución solidaria y comprometida con el 
ejercicio de la democracia y el imperio de la ley (Ibarra, 2023). Esta trans-
formación es un proceso en constante evolución que se enfrenta a desafíos 
significativos, como la necesidad de despolitizar la acción militar y establecer 
un diálogo permanente con la sociedad civil, para cimentar un modelo de 
seguridad que no solo sea efectivo, sino que también respete y promueva la 
vida digna de todos los ciudadanos. (Ibarra, 2024; Miranda, 2023).

Elementos de la esencia 
La constitucionalización del Estado colombiano evoca una serie de conceptos 
clave que iluminan su estructura y funcionamiento, particularmente en el 
ámbito de las Fuerza Militares. En primer lugar, es fundamental entender el 
principio de democracia constitucional, que establece que todas las acciones 
del Estado deben estar subordinadas a la Constitución. Este principio no solo 
subraya la importancia del marco normativo, sino que también enfatiza la 
necesidad de que las instituciones, incluidas las Fuerzas Armadas, operen 
dentro de un sistema que garantice y respete los derechos fundamentales 
de los ciudadanos (Ibarra, 2016; Miranda, 2023). La Constitución de 1991 
representa un hito en este sentido, al consagrar un enfoque más integral sobre 
el papel de las Fuerzas Militares como agente de seguridad pública y respeto 
por los Derechos Humanos (Carrillo, s. f.).

Otro concepto esencial es el de soberanía nacional, que implica que la 
autoridad del Estado se origina en el pueblo. Este principio es crucial en el 
manejo y la regulación de las Fuerzas Militares, dado que la legitimidad de 
su accionar debe contar con el respaldo de la población (Gaviria & Granda, 
2022). Esto se traduce en mecanismos de control civil sobre la militariza-
ción y en la inclusión de la sociedad civil en la discusión sobre la seguridad 
nacional. Además, el concepto de Derechos Humanos ofrece un marco inter-
pretativo vital, ya que establece que su protección y garantía debe ser la prio-
ridad de la fuerza armada (Carrillo, s. f.). A lo largo del tiempo, la relación 
entre Derechos Humanos y acción militar ha sido objeto de debate, especial-
mente en contextos donde se presenta el conflicto armado, lo cual resalta la 
necesidad de reformar prácticas y estrategias dentro de las Fuerzas (Córdoba, 
2024; Ibarra, 2023).
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Finalmente, es imperativo considerar la noción de seguridad democrá-
tica, la cual se ha posicionado como un enfoque del Estado colombiano para 
responder a la violencia y la criminalidad. Este concepto, que se centra en 
la protección del ciudadano en diversas esferas, promueve una visión donde 
las Fuerzas Militar actúan no solo como un instrumento de represión, sino 
también como un garante de los derechos y las libertades. En consecuencia, la 
interpretación y aplicación de estos conceptos clave no solo define la estruc-
tura y misión de las Fuerzas Militares, sino que también establece un entorno 
jurídico donde se busca equilibrar la seguridad y el respeto a los Derechos 
Humanos en el contexto colombiano (Ibarra, 2024; Miranda, 2023).

La Constitución de 1991 representa un hito en la evolución política y 
social de nuestro país, por cuanto refleja un compromiso renovado con la 
democracia, la pluralidad y el respeto a los Derechos Humanos. Fue promul-
gada en el contexto de un país asolado por el conflicto armado y la violencia, 
así como por una crisis de legitimidad institucional. En este sentido, la 
Constitución se erige no solo como un marco normativo, sino como una 
herramienta estratégica para la transformación del Estado colombiano que 
busca consolidar un orden jurídico basado en principios sólidos de equidad 
y justicia (Ibarra, 2016; Martínez, 2024). La participación ciudadana en su 
elaboración, a través de la Asamblea Nacional Constituyente, evidenció un 
esfuerzo por democratizar el proceso político e integrar voces diversas que 
durante décadas fueron marginadas.

Los principios fundamentales establecidos en la Constitución de 1991 
delinean el perfil de un Estado Social de Derecho que promueve la dignidad 
humana y el bienestar general, así como la protección de los derechos 
fundamentales. Entre estos principios sobresale el de la solidaridad, el cual 
impone no solo un deber de respeto hacia los derechos de los demás, sino 
también la obligación de trabajar colectivamente por el bien común. Este 
marco institucional redefine las relaciones entre el Estado y los ciudadanos, y 
sienta las bases para un enfoque más humanista que requiere la interacción 
entre la sociedad civil y las Fuerzas Militares (Ibarra, 2016; Pérez & Burgos, 
2023). De hecho, la Constitución establece un mandato claro para que las 
Fuerzas Armadas resguarden la soberanía, pero bajo el respeto irrestricto de 
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los Derechos Humanos, con lo cual estableció un equilibrio entre seguridad 
y libertad en un contexto marcado por el conflicto (Gaviria & Granda, 2022).

Adicionalmente, en el ámbito de los Derechos Humanos, la Constitución 
de 1991 incorpora disposiciones que refuerzan no solo la protección de 
los derechos civiles y políticos, sino también de los derechos económicos, 
sociales y culturales. Tal enfoque se traduce en la necesidad de que las 
Fuerzas Militares operen de acuerdo con estos principios, garantizando que 
su accionar no vulnera las garantías fundamentales. Esto implica una transfor-
mación profunda en la cultura institucional de las Fuerzas Armadas, ya que 
deben adoptar un enfoque orientado hacia la protección de la ciudadanía y 
el ejercicio pleno de los derechos. Por tanto, la Constitución de 1991 no solo 
es una reivindicación histórica, sino que además establece un marco que 
requiere constantemente la adaptación y evolución de las Fuerzas Militares, 
en concordancia con los principios democráticos y los valores que el nuevo 
orden jurídico promueve (Ibarra, 2024; Miranda, 2023).

La Constitución de 1991 en Colombia se erige sobre principios funda-
mentales que reconfiguraron el marco jurídico y político del Estado, lo 
cual impulsó transformaciones significativas en la percepción y el funcio-
namiento de las Fuerzas Militares dentro de la estructura del poder estatal. 
Estos principios, pensados no solo como preceptos normativos, sino también 
como pautas orientadoras de la acción estatal, reflejan un compromiso con 
la protección de los derechos fundamentales y la promoción del bienestar 
colectivo (Martínez 2024)..

Entre estos principios destaca la primacía de la dignidad humana, que 
establece un parámetro ético fundamental bajo el cual todas las acciones del 
Estado deben ser evaluadas. Este enfoque exige que la intervención militar, 
en sus diversas manifestaciones, se alinee con el respeto irrestricto de los 
Derechos Humanos, lo cual marca un giro hacia un modelo de defensa 
en el que la fuerza pública opera no solamente como garante del orden, 
sino también como protector de la vida y la dignidad de cada colombiano 
(Córdoba, 2024; Ibarra, 2023). Además, la participación ciudadana se erige 
como un pilar de la soberanía. Este llamado a la inclusión, que promueve 
una visión democrática y pluralista, demanda que las Fuerzas Militares sea un 
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actor que rinda cuentas ante la sociedad civil, así como que esté vinculado a 
los intereses y las preocupaciones del pueblo (Ibarra, 2024).

Asimismo, la Constitución establece principios de unidad y pluralismo, 
los cuales promueven un Estado que reconoce y valora la diversidad de su 
población. Este contexto propicia que las Fuerzas Militares, en su capacidad 
de respuesta ante situaciones de conflicto interno o amenazas externas, 
actúen con un enfoque que no solo prioriza la seguridad, sino que también 
toma en consideración la diversidad cultural y social del país (Pepinosa & 
Ortiz, 2021). Por ende, la constitucionalización de estos principios busca, por 
una parte, regular la actuación de las Fuerzas Militares y, por otra, cultivar un 
entorno donde esta cambiante institución pueda responder a un marco ético 
que propugne por la paz y la protección efectiva de los derechos de todas 
las comunidades en el territorio colombiano (Ibarra, 2024). La proyección de 
un modelo de Fuerzas Militares dentro de la Constitución de 1991 redefine 
profundamente las relaciones cívico-militares, buscando siempre una rela-
ción armónica entre la defensa nacional y el respeto por la vida y la libertad 
de los ciudadanos (Ibarra, 2016).

Derechos Humanos y Fuerzas Militares 
La relación entre los Derechos Humanos y las Fuerzas Militares en el 
contexto del Estado colombiano ha sido objeto de notable escrutinio, espe-
cialmente tras la promulgación de la Constitución de 1991, que estableció un 
marco normativo orientado a protegerlos y promoverlos. Este marco jurídico 
enfatiza la primacía de los Derechos Humanos y, por lo tanto, obliga a las 
Fuerzas Militares a operar dentro de límites que respeten la dignidad y los 
derechos fundamentales de todas las personas. La revisión de la normativa 
resalta que el uso de la fuerza debe ser proporcional, necesario y regulado 
por los principios de legalidad, lo que se traduce en que las Fuerzas Armadas 
tienen la necesidad de recibir una capacitación constante sobre Derecho 
Internacional Humanitario (DIH) y Derechos Humanos (Carrillo, s. f.; Ibarra, 
2016; Miranda, 2023).

Sin embargo, el contexto colombiano presenta desafíos únicos. La 
complejidad del conflicto armado, que involucra a numerosos actores ilegales, 
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y la multiplicidad de dinámicas de violencia han llevado a situaciones donde 
la línea entre la seguridad nacional y la protección de los Derechos Humanos 
se vuelve difusa. En varias ocasiones, las acciones de las Fuerzas Militares 
han sido criticadas por presuntas violaciones a los Derechos Humanos, lo 
cual ha generado un amplio debate sobre la necesidad de contar con un 
enfoque más integral que incorpore principios de justicia social y reparación 
a las víctimas. En este contexto, la implementación de políticas públicas que 
integren la defensa de los Derechos Humanos en las operaciones militares se 
presenta como una medida esencial para garantizar un equilibrio necesario 
entre la seguridad y la protección de los derechos fundamentales (Córdoba, 
2024; Ibarra, 2023).

El desarrollo de las Fuerzas Militares en Colombia está intrínsecamente 
ligado a la evolución política, social y económica del país. Históricamente, 
las Fuerzas Armadas han cumplido un papel crucial en la defensa de la sobe-
ranía nacional, pero su función ha ido más allá de la guerra convencional, 
pues la militarización y la participación activa en cuestiones de seguridad 
interna han marcado la trayectoria de estas instituciones. A lo largo del 
tiempo, la fuerza pública colombiana, compuesta por el Ejército, la Armada 
y la Fuerza Aérea, ha tenido que adaptarse a dinámicas cambiantes, desde la 
lucha contra el narcotráfico y la guerrilla hasta nuevas amenazas emergentes 
como el terrorismo transnacional y la delincuencia organizada (Gaviria & 
Granda, 2022)..

La estructura y la organización de las Fuerzas Militares en el país han sido 
reformadas en diversas ocasiones, con la finalidad de mejorar su eficiencia y 
efectividad en el cumplimiento de sus funciones. Las reformas más significa-
tivas han buscado fortalecer la interinstitucionalidad permitiendo una mayor 
coordinación con otras entidades del Estado, así como una aproximación 
más integral hacia la seguridad. Esto se traduce en un modelo que incluye 
la planificación estratégica y el uso de tecnología avanzada, atributos que 
son esenciales en la actual confrontación contra actores armados ilegales. 
Además, las Fuerzas Armadas han sido sometidas a procesos de profesiona-
lización diseñados para garantizar que su personal esté capacitado acorde 
con los estándares modernos y que, además, resaltan la importancia de los 



Cristian José Rojas González y Cristian David Ibarra Sánchez 158 |

Derechos Humanos y el respeto por las leyes internacionales durante el ejer-
cicio de sus funciones (Carrillo, s. f.; Ibarra, 2024).

En cuanto a las funciones y responsabilidades, las Fuerzas Militares en 
Colombia presentan un ámbito de competencias que no solo se limita a la 
defensa nacional, sino que también abarca la protección del orden público y 
la participación en el desarrollo social. Su papel se ha ampliado para incluir 
misiones de asistencia humanitaria, apoyo a la población civil en desastres 
naturales y labores de vigilancia en programas de desarrollo rural. Esta multi-
funcionalidad refleja un cambio en el enfoque estratégico de la seguridad, 
donde los actores militares ahora colaboran en la formulación de políticas 
públicas que afectan el desarrollo social, económico y ambiental del país. 
La consolidación de las Fuerzas Militares no solo se mide en términos de 
capacidades bélicas, sino también en su capacidad de aportar a la estabilidad 
integral de la nación colombiana en un contexto cada vez más complejo 
(Ibarra, 2024; Pepinosa & Ortiz, 2021; Pérez & Burgos, 2023).

La estructura y la organización de las Fuerzas Militares colombianas se 
remonta a un marco legal y constitucional que ha evolucionado a lo largo de 
los años, con el fin de adaptarse a las necesidades cambiantes del Estado y 
a los retos presentados por el contexto interno y externo. Fundamentada en 
la Constitución de 1991, la organización de las Fuerzas Militares se articula 
en tres componentes principales: el Ejército Nacional, la Armada Nacional y 
la Fuerza Aérea. Cada uno de estos componentes tiene sus funciones especí-
ficas y se encuentra organizado en unidades operacionales que permiten una 
respuesta integral y coordinada ante situaciones de diferente índole, desde 
la defensa nacional, hasta la asistencia en casos de emergencia y desastres 
(Gaviria & Granda, 2022). 

Este modelo de organización no solamente contempla la estructuración 
interna mediante jerarquías y divisiones tácticas, sino que también enfatiza 
la interinstitucionalidad como un principio fundamental. La colaboración 
entre las Fuerzas Militares y otras entidades del Estado, tales como la Policía 
Nacional y las agencias de inteligencia, se ha vuelto crucial para abordar 
de manera efectiva amenazas multifacéticas. Adicionalmente, el estableci-
miento de enfoques interagenciales ha permitido que las Fuerzas Militares no 
solo operen en el ámbito de la defensa, sino que participen en proyectos de 
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desarrollo social y en la consolidación de la paz, en un país marcado por la 
violencia y el conflicto. Dentro de esta estructura, el Ministerio de Defensa 
desempeña un papel esencial, por cuanto actúa como el ente responsable de 
la formulación de políticas y la dirección de las operaciones de las Fuerzas 
Militares, con lo cual asegura la alineación con los objetivos del Estado 
colombiano (Ibarra, 2016; Martínez, 2024).. 

Además, la Ley 1621 de 2013, que regula el ejercicio de la fuerza pública, 
ilustra cómo la constitución de un marco normativo robusto ha sido clave para 
la legitimación y el control civil de las Fuerzas Militares (Ibarra, 2016; Ibarra, 
2023). De esta manera, la estructura y la organización de las Fuerzas Militares 
en Colombia definen tanto por su composición y jerarquía, como por su capa-
cidad de adaptación a un entorno fluidamente cambiante, que requiere de un 
enfoque multidimensional y participativo para el fortalecimiento de la demo-
cracia y la seguridad nacional (Córdoba, 2024; Ibarra, 2024).

Interacción entre la Constitución                                                        
y las Fuerzas Militares
La interacción entre la Constitución y las Fuerzas Militares en Colombia 
presenta un espacio complejo y multifacético, en el cual se entrelazan 
normas legales, reglamentos y la jurisprudencia pertinente que ha modelado 
la actuación de las Fuerzas Armadas dentro del marco constitucional. Desde 
la promulgación de la Constitución de 1991, la relación entre el poder civil 
y la esfera militar ha sido un tema de intensa discusión, especialmente en lo 
que respecta a los principios de garantía de derechos y la soberanía popular 
(Gaviria & Granda, 2022; Ibarra, 2016). La Constitución establece las bases 
para que las Fuerzas Armadas operen no solo como protectores de la inte-
gridad territorial, sino también como actores responsables en el respeto de 
los Derechos Humanos y en la consolidación del Estado democrático (Ibarra, 
2024; Martínez, 2024).

Las normas y los reglamentos derivados de la Constitución regulan 
la estructura y función de las Fuerzas Militares, de manera que delinean 
claramente los límites de su actuación. Por ejemplo, el artículo 217 de la 
Constitución estipula que la fuerza pública está al servicio de la comunidad y 
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debe respetar los derechos fundamentales de todas las personas. Esta disposi-
ción establece una clara orientación hacia la convivencia pacífica y la protec-
ción de la ciudadanía, condición esencial para la legitimidad de las Fuerzas 
Militares (Carrillo, s. f.). Además, se ha producido un marco legislativo que 
incluye códigos y leyes específicas que refuerzan la necesidad de actuar en 
conformidad con principios constitucionales y del DIH. No obstante, la inter-
pretación de estas normas ha sido objeto de controversia, particularmente en 
situaciones de conflicto armado, donde ha surgido el desafío de equilibrar 
la seguridad nacional con el respeto a los Derechos Humanos (Ibarra, 2023; 
Miranda, 2023).

Las decisiones judiciales también tienen un papel crucial en la inte-
racción entre la Constitución y las Fuerzas Militares. Casos relevantes han 
demostrado cómo el sistema judicial colombiano ha intervenido para esta-
blecer precedentes en el uso de la fuerza, así como para dictar sentencias 
que influyen en la actuación de las Fuerzas Militares en contextos especí-
ficos. La Corte Constitucional, en particular, ha abordado temas como el 
uso de la fuerza en operaciones militares y la necesidad de una supervisión 
estricta para prevenir abusos (Córdoba, 2024). A través de estas decisiones, 
se ha construido una jurisprudencia que refuerza la idea de que la militari-
zación de ciertas áreas debe estar siempre acompañada de un compromiso 
inquebrantable hacia los valores democráticos y los derechos fundamentales 
consagrados en la Constitución (Miranda, 2023). Así, la interacción entre la 
Constitución y las Fuerzas Militares en Colombia no solo define la legalidad 
de las acciones militares, sino que también subraya la responsabilidad de las 
Fuerzas Armadas como entidades al servicio de una democracia robusta.

El marco normativo y reglamentario que regula las Fuerzas Militares en 
Colombia se erige como un pilar esencial en el contexto de la constitucio-
nalización del Estado. Como se mencionó, la Constitución de 1991 sentó 
las bases de un sistema en el cual las instituciones armadas deben actuar 
bajo un estricto respeto a los Derechos Humanos y la legalidad. Este marco 
normativo no solo está influido por la Carta Magna, sino también por diversas 
leyes, decretos y reglamentos que delinean las competencias, los derechos y 
los deberes de las Fuerzas Militares, alineándolas con los principios democrá-
ticos del país (Miranda, 2023).
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Entre las normas más representativas se encuentra la Ley 1407 de 
2010, que establece el Código Penal Militar, el cual regula las conductas 
del personal militar y establece procedimientos específicos para su juzga-
miento. Este código busca garantizar la justicia y la debida protección de 
los Derechos Humanos, al mismo tiempo que proporciona un marco para la 
operatividad de las Fuerzas Militares en contextos de conflicto (Ibarra, 2023). 
Asimismo, se destaca la implementación de la Ley de Víctimas y Restitución 
de Tierras, que subraya la responsabilidad del Estado y de las Fuerzas Armadas 
en la protección de las comunidades afectadas por la violencia (Ibarra, 2016; 
Ibarra, 2024).

En este escenario, los reglamentos también desempeñan un papel crucial 
porque proporcionan directrices operativas que aseguran que las actuaciones 
de las Fuerzas Militares se mantengan dentro de los márgenes legales. Entre 
ellos, el Reglamento Interno del Ejército y el Manual de Derechos Humanos 
son fundamentales para la capacitación y la conducta del personal militar, 
pues marcan claramente la delimitación de su acción en situaciones de 
garantía del orden público y en operaciones de combate. A través de la 
implementación estricta de estas normas y reglamentos, se busca no solo 
salvaguardar el orden interno y la defensa nacional, sino también fomentar 
un compromiso ético y jurídico que permita a las Fuerzas Militares cumplir 
su función bajo la supervisión del Estado de Derecho, en consonancia con las 
expectativas de una sociedad que clama por justicia y respeto por la dignidad 
humana (Carrillo, s. f.; Ibarra, 2023).

Resulta importante mencionar que la constitucionalización del Estado 
colombiano ha creado un marco normativo que pretende armonizar las 
Fuerzas Militares dentro de un contexto de respeto por los Derechos Humanos 
y la consolidación de la democracia. Sin embargo, este objetivo enfrenta 
desafíos significativos, particularmente en el ámbito del conflicto armado 
interno y el desplazamiento forzado, dos fenómenos interrelacionados que 
deterioran la paz y la estabilidad en el país. El conflicto armado interno, que 
ha persistido durante más de cinco décadas, representa el principal reto, ya 
que la violencia persistente y las dinámicas de poder entre grupos armados 
ilegales complican la implementación de políticas de defensa y seguridad 
respetuosas con el marco constitucional. La instrumentalización de las 
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Fuerzas Militares en este contexto plantea interrogantes sobre su legitimidad 
y eficacia en la protección de la población civil y la preservación del orden 
democrático (Ibarra, 2016; Ibarra, 2024; Miranda, 2023).

Simultáneamente, el desplazamiento forzado es otra consecuencia 
directa del conflicto y representa un desafío crítico para el Estado y la 
sociedad. Las estadísticas indican que Colombia es uno de los países con 
mayor número de desplazados en el mundo, lo cual impone una carga 
adicional sobre las instituciones responsables de garantizar la protección 
de los Derechos Humanos y la integración de estas poblaciones. El despla-
zamiento no solo implica un reto humanitario, sino que también pone en 
entredicho la capacidad del Estado para mantener el control territorial y 
ofrecer seguridad a sus ciudadanos. En tal sentido, la intersección de estos 
problemas exige un enfoque estratégico que contemple la reintegración de 
los desplazados, la desarticulación de los grupos armados y la reconstrucción 
del tejido social. Por lo tanto, la respuesta adecuada a estos desafíos es crucial 
para el fortalecimiento de la presencia estatal, la sostenibilidad de la paz 
y la estabilidad democrática en Colombia. Esto implica una revisión crítica 
de la doctrina y de las prácticas militares, de tal forma que se asegure que 
estas se alineen con los principios constitucionales y respeten los derechos 
de todos los ciudadanos en un contexto de alta complejidad social y política 
(Córdoba, 2024; Ibarra, 2024).

Asimismo, la constitucionalización del Estado colombiano ha gene-
rado un marco normativo que impulsa una constante evolución en la rela-
ción entre las Fuerzas Militares y la sociedad. Las perspectivas futuras en 
este ámbito implican tanto la adaptación de las instituciones militares a la 
lógica democrática, como la necesidad de afrontar los retos que surgen en 
un contexto de pluralidad y diversidad de intereses. En este sentido, es esen-
cial considerar las dinámicas políticas y sociales que afectan la legitimidad y 
la eficacia de las Fuerzas Armadas, especialmente en un país que ha vivido 
prolongados conflictos armados y tensiones internas. En el horizonte se 
perfilan reformas cruciales que buscan fortalecer la gobernanza civil sobre 
el aparato militar para garantizar que las decisiones estratégicas sobre la 
defensa y la seguridad pública estén alineadas con los valores democráticos 
(Ibarra, 2024; Martínez, 2024). 
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Como se ve, la incorporación de un enfoque de Derechos Humanos 
en la formación y las operaciones militares se presenta como una nece-
sidad clara. Esto no solo mejorará la percepción pública de los cuerpos de 
seguridad, sino que también facilitará una visión más inclusiva que tome en 
cuenta las necesidades y las preocupaciones de comunidades vulnerables. 
Asimismo, la integración de mecanismos de rendición de cuentas será funda-
mental para cimentar la confianza ciudadana y la legitimidad del Estado en 
su conjunto. En conclusión, las perspectivas futuras para las Fuerzas Militares 
en Colombia reflejan un momento de transformación donde la búsqueda de 
un equilibrio entre seguridad y Derechos Humanos es primordial. La imple-
mentación de reformas necesarias permitirá no solo la consolidación de un 
Estado democrático robusto, sino también el fortalecimiento de un espacio 
cívico donde las decisiones relativas a la defensa y la seguridad se tomen de 
manera participativa y transparente, de tal manera que garanticen la cohe-
sión social y el respeto a la diversidad. En este contexto, la redefinición del 
papel de las Fuerzas Militares como agentes de paz y seguridad contribuirá a 
avanzar hacia un estado donde la institucionalidad y el respeto por los dere-
chos fundamentales se constituyan en pilares de la democracia colombiana 
del futuro (Ibarra, 2016; Miranda, 2023).

Ahora bien, la necesidad de realizar reformas en el contexto de la 
constitucionalización del Estado colombiano y el desarrollo de las Fuerzas 
Militares se ha vuelto evidente ante los retos contemporáneos que enfrenta 
la nación. Estas reformas deben abordar la integración efectiva de principios 
constitucionales en la doctrina y las prácticas militares para asegurar que las 
Fuerzas Armadas no solo actúen como instrumentos de defensa, sino también 
como garantes de la paz y del orden democrático. Esto implica una revisión 
exhaustiva de los marcos legales que regulan la actuación militar y promover 
ajustes que permitan una mayor alineación entre los Derechos Humanos y la 
operatividad de las Fuerzas Armadas Armadas (Ibarra, 2023; Martínez, 2024).

Un aspecto crucial de las reformas necesarias es la capacitación y la 
formación de los integrantes de las Fuerzas Armadas en Derechos Humanos 
y DIH. La inclusión de estos temas en los programas de formación es esencial 
para preparar a los militares para actuar conforme a los estándares nacionales 
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e internacionales, lo cual favorece además la rendición de cuentas y fomenta 
una cultura institucional basada en el respeto a la dignidad humana. De igual 
forma, es imperativo establecer mecanismos de supervisión y control más 
rigurosos que permitan a la ciudadanía ejercer un mayor monitoreo sobre la 
actuación militar, de tal manera que se genere confianza y legitimidad hacia 
dichas instituciones (Carrillo, s. f.; Ibarra, 2023).

Finalmente, el desarrollo de una estrategia integral que contemple el 
diálogo civil-militar es fundamental para fortalecer la cohesión social y la 
cooperación en la construcción de seguridad ciudadana. Esto requeriría la 
creación de espacios permanentes de diálogo y cooperación entre actores 
civiles y las Fuerzas Militares, en los cuales se puedan discutir estrategias 
conjuntas que aborden las causas profundas de la violencia y la delincuencia 
en Colombia. En esta paradigmática interrelación, se vislumbra la posibilidad 
de unas Fuerzas Militares que no solo reaccionan ante conflictos, sino que 
también participan activamente en la promoción del desarrollo sostenible, 
con lo cual se garantiza un marco de seguridad que potencie la estabilidad 
del Estado colombiano dentro de un ámbito constitucional robusto (Ibarra 
Sánchez, 2024; Pepinosa & Ortiz, 2021; Pérez & Burgos, 2023)..

Conclusiones 
El análisis de la constitucionalización del Estado colombiano y el desarrollo 
de las Fuerzas Militares ha revelado dinámicas complejas y multifacéticas 
que reflejan una transformación significativa en la estructura institucional 
y en la interpretación del poder estatal. Una de las conclusiones más rele-
vantes es que la evolución del marco normativo ha promovido un enfoque 
más integral en la relación entre el Estado y la ciudadanía. Esto se traduce en 
un reforzamiento del principio de la defensa de los Derechos Humanos, por 
cuanto las Fuerzas Militares se conciben no sólo como un ente de seguridad 
y defensa, sino también como un componente de la gobernanza democrática 
que opera bajo un escrutinio más riguroso y supervisión civil (Ibarra, 2016; 
Ibarra, 2024; Miranda, 2023).

Asimismo, se ha evidenciado que la constitucionalización ha influido 
considerablemente en el ámbito operacional de las Fuerzas Militares. 
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Específicamente, las reformas han hecho hincapié en la necesidad de una 
adaptación a las dinámicas del conflicto armado interno y la violencia estruc-
tural que aquejan al país. Esto ha llevado a que la doctrina militar se encuentre 
en un proceso de reconfiguración, donde se reconoce la importancia del 
respeto por las normativas internacionales de Derechos Humanos y del DIH 
(Córdoba, 2024; Ibarra, 2023).

La constitucionalización del Estado colombiano y el desarrollo de las 
Fuerzas Militares son dos procesos interrelacionados que han configurado 
la moderna sociedad colombiana. La Constitución de 1991 representó un 
hito en el reconocimiento de derechos fundamentales y estableció un marco 
normativo que limita y regula la acción de las Fuerzas Armadas. Este cambio 
paradigmático se manifestó en la incorporación de preceptos que subrayan la 
supremacía de los Derechos Humanos y el respeto por el DIH, lo cual marca 
una clara distinción con respecto a las prácticas de gobierno previas, caracte-
rizadas por la militarización de la política y una militaridad que, a menudo, 
había operado en un marco de opacidad y sin rendición de cuentas (Gaviria 
& Granda, 2022; Ibarra, 2016).

El desarrollo de las Fuerzas Militares en Colombia, en este contexto, 
ha sido objeto de profunda transformación. En conclusión, la tensión entre 
la constitucionalización del Estado y el desarrollo de las Fuerzas Militares 
evidencia la complejidad de los esfuerzos por fortalecer la democracia en 
Colombia, así como la necesidad de que haya una rendición de cuentas efec-
tiva que pueda contrarrestar los efectos de décadas de conflicto y violaciones 
de Derechos Humanos. Si bien se han logrado avances significativos en la 
integración del enfoque de Derechos Humanos en la política de defensa y 
seguridad, la tarea por alcanzar un robusto sistema de justicia militar que 
evite la impunidad sigue siendo crucial. Así, el futuro del Estado colom-
biano y su capacidad para consolidarse como una democracia plena depen-
derá de su habilidad para reconciliar la presencia y el papel de las Fuerzas 
Militares con los valores constitucionales de justicia, igualdad y protección 
de los Derechos Humanos, asegurando que las lecciones del pasado no se 
repitan en el camino hacia una paz duradera (Córdoba, 2024; Ibarra, 2024; 
Miranda, 2023).
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Introducción 
El derecho operacional (DOPER) se enfrenta a una encrucijada histórica. En 
un mundo donde la inteligencia artificial (IA) decide blancos militares, la 
neurotecnología altera las capacidades cognitivas de los combatientes y las 
ciberarmas erosionan las fronteras tradicionales de la soberanía, los marcos 
jurídicos existentes —construidos para guerras convencionales— parecen 
insuficientes, cuando no obsoletos. Este capítulo aborda un desafío urgente: 
¿cómo garantizar la protección de los Derechos Humanos de quinta y sexta 
generación —derechos digitales, neuroderechos y garantías frente a la biotec-
nología— en escenarios donde la guerra ya no ocurre solo en campos de 
batalla físicos, sino también en redes neuronales, algoritmos y espacios de 
datos?

La evolución de los Derechos Humanos hacia su quinta y sexta gene-
ración refleja las transformaciones tecnológicas de nuestra era. Si la quinta 
generación consagra derechos como la privacidad digital y el acceso a la 
información en entornos virtuales, la sexta avanza hacia terrenos antes exclu-
sivos de la ciencia ficción: la protección de la integridad mental frente a la 
neurovigilancia, la regulación de la IA autónoma y los límites éticos de la 
mejora humana mediante biotecnología. Sin embargo, el DOPER, anclado 
en convenciones como los Protocolos de Ginebra, sigue operando bajo para-
digmas del siglo XX, incapaz de responder a preguntas críticas: ¿quién es 
responsable cuando un sistema de IA comete una violación de Derechos 
Humanos?, ¿cómo se aplica el principio de proporcionalidad en un cibe-
rataque que no causa víctimas visibles, pero que paraliza infraestructuras 
civiles? y ¿dónde quedan los neuroderechos cuando ejércitos emplean esti-
mulación cerebral para aumentar el rendimiento de sus soldados?

Este capítulo no solo identifica estos vacíos, sino que además propone 
caminos para cerrarlos. A través de un análisis doctrinal y estudios de casos 
concretos —desde el uso de stalkerware en conflictos híbridos hasta los 
dilemas éticos de la neurotecnología militar—, se demuestra cómo la falta 
de adaptación del DOPER genera zonas grises donde los Derechos Humanos 
quedan desprotegidos. El objetivo es claro: impulsar un debate multidiscipli-
nario que obligue a repensar el DOPER desde sus cimientos, antes de que la 



Mario Manuel León Pulido170 |

velocidad de la innovación tecnológica lo vuelva irrelevante. La alternativa 
de un futuro donde la guerra se libra sin reglas es inaceptable.

Marco teórico-jurídico: derecho operacional y 
Derechos Humanos en la encrucijada tecnológica 
El DOPER constituye un paradigma jurídico multidimensional que trasciende 
la regulación militar para convertirse en un complejo entramado normativo 
en la intersección del Derecho Internacional Humanitario (DIH), el Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos (DIDH) y los ordenamientos jurí-
dicos domésticos (Schmitt, 2021). Esta disciplina jurídica especializada ha 
evolucionado desde su concepción tradicional como jus in bello hacia un 
sistema integral que debe responder a las complejidades de los conflictos 
asimétricos y las operaciones militares en entornos híbridos.

La crisis ontológica del DOPER se manifiesta en su incapacidad 
estructural para abordar fenómenos emergentes que desafían los conceptos 
fundamentales sobre los que se erigió: la territorialidad, la distinción comba-
tiente-civil y la proporcionalidad en el uso de la fuerza. Autores como Yoram 
Dinstein, nos permiten inferir que el paradigma westfaliano que sustenta el 
DIH contemporáneo colapsa ante conflictos que se desarrollan simultánea-
mente en dimensiones físicas y virtuales, con actores estatales y no estatales 
operando en un continuo difuso entre paz y guerra. (ver por ejemplo obras 
del autor como War, Aggression and Self-Defence y The Conduct of Hostilities 
under the Law of International Armed Conflict).

Metamorfosis conceptual del derecho operacional                                      
en la era digital 
La digitalización del campo de batalla ha provocado una transmutación 
profunda en los principios rectores del DOPER. Los cinco pilares fundamen-
tales —necesidad militar, humanidad, distinción, proporcionalidad y precau-
ción— requieren una reinterpretación sustancial en contextos donde:

	y Los espacios de confrontación se expanden hacia el ciberespacio, 
el espectro electromagnético y potencialmente el espacio ultrate-
rrestre, de tal manera que se generan “zonas grises” normativas 
(Chesney & Goldsmith, 2019).
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	y La temporalidad del conflicto se distorsiona, con ataques instan-
táneos de efectos persistentes y algoritmos que comprimen el 
proceso decisorio a microsegundos.

	y La atribución de conductas se vuelve problemática ante opera-
ciones encubiertas, proxies digitales y sistemas semiautónomos.

El Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR, 2023) ha advertido 
sobre esta disrupción paradigmática al señalar que “los principios del DIH 
mantienen su validez axiológica en cualquier tipo de conflicto armado, pero 
los medios para su implementación deben adaptarse a las nuevas realidades 
tecnológicas” (p. 47).

La ciberguerra y sus implicaciones jurídicas 
La ciberguerra representa uno de los desafíos más significativos para el DOPER 
contemporáneo. El Manual de Tallin 2.0 (Schmitt, 2017) y su posterior actua-
lización en el Manual de Tallin 3.0 (Schmitt, 2023) constituyen intentos nota-
bles por traducir los principios tradicionales del DIH al dominio cibernético. 
Sin embargo, persisten controversias fundamentales sobre estos temas:

	y El umbral de ataque armado en operaciones cibernéticas que no 
producen daños físicos inmediatos, pero generan efectos sisté-
micos graves.

	y La neutralidad digital de terceros Estados cuyos servidores o 
infraestructura son utilizados involuntariamente como plataformas 
de ataque.

	y La aplicabilidad del principio de distinción en ecosistemas digitales 
donde las infraestructuras duales (civil-militar) son la norma y no 
la excepción.

Como evidencia de esta incertidumbre jurídica, la Asamblea General 
de la Organización de las Naciones Unidas (ONU) ha emitido hasta cinco 
resoluciones (la más reciente fue la A76/135 de 2021) exhortando a la 
comunidad internacional a desarrollar un marco normativo coherente para 
las operaciones en el ciberespacio, sin lograr consenso sobre sus elementos 
constitutivos (Asamblea General de la ONU, 2022).
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Neurotecnología militar: el último bastión                                     
de la intimidad humana 
La integración de neurotecnologías en el ámbito militar plantea desafíos sin 
precedentes para el DOPER. Las capacidades emergentes incluyen:

	y Sistemas de mejora cognitiva para combatientes mediante estimu-
lación transcraneal.

	y Interfaces cerebro-computadora para controlar de forma directa 
sistemas de armas.

	y Técnicas de interrogatorio neurológico que podrían considerarse 
formas sofisticadas de tortura.

El documento Antiqua et Nova: Principios humanistas en tecnologías 
emergentes (Dicasterio para la Doctrina de la Fe, 2025) aborda esta proble-
mática desde una perspectiva humanista, al afirmar que

nunca debe permitirse que los instrumentos destinados a mantener una 
cierta paz se utilicen con fines de injusticia, violencia u opresión, sino que 
deben estar siempre subordinados al firme propósito de respetar a los demás 
hombres y pueblos, así como su dignidad, y el apasionado ejercicio de la 
fraternidad. (Núm. 98)

Este principio fundamental choca frontalmente con la instrumentaliza-
ción del cerebro humano como plataforma operativa. El Comité de Bioética 
del Consejo de Europa (CDBI, 2022) ha expresado su preocupación por estas 
tecnologías, señalando que “comprometen la autonomía moral del comba-
tiente y difuminan las fronteras entre la persona como agente moral y como 
instrumento bélico” (Consejo de Europa, 2022).

Biotecnología aplicada a conflictos:                                                
armas genéticas y biovigilancia 
La revolución biotecnológica ha abierto nuevas fronteras para el DOPER. La 
edición genética mediante CRISPR-Cas9 y tecnologías similares permite:

	y Desarrollar agentes patógenos selectivos basados en perfiles gené-
ticos específicos.

	y Modificar combatientes para aumentar capacidades físicas o resis-
tencia a condiciones extremas.
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	y Crear sistemas de biovigilancia que pueden identificar individuos 
mediante rastros genéticos mínimos.

Al respecto cabe señalar que la Convención sobre Armas Biológicas 
(CAB) de 1972 es claramente insuficiente para regular estas capacidades 
emergentes, en cuanto fue concebida para patógenos convencionales y no 
para modificaciones genéticas dirigidas. Cabe comprender en este punto que 
la CAB fue diseñada para un mundo donde las armas biológicas eran indis-
criminadas por naturaleza; hoy enfrentamos la posibilidad de bioarmas de 
precisión quirúrgica.

Sistemas de armas autónomas letales:                                   
el paradigma de la responsabilidad en crisis 
Los sistemas de armas autónomas letales (LAWS, por la sigla en inglés de Lethal 
Autonomous Weapons Systems) representan quizá la manifestación más visible 
de la crisis del derecho operacional tradicional. Estos sistemas, capaces de 
seleccionar objetivos y decidir el uso letal de la fuerza sin intervención humana 
directa, plantean interrogantes fundamentales sobre estos aspectos:

	y Control humano significativo: el Grupo de Expertos Gubernamentales 
de la Convención sobre Ciertas Armas Convencionales (2023) ha 
debatido intensamente sobre los grados mínimos de supervisión 
humana necesarios para garantizar responsabilidad legal y ética.

	y Responsabilidad penal: el artículo 28 del Estatuto de Roma esta-
blece el principio de responsabilidad del mando por acciones de 
subordinados, pero su aplicación a algoritmos autónomos resulta 
problemática. ¿Responde el programador, el comandante que 
despliega el sistema, o la entidad estatal que lo adquiere? 

	y Previsibilidad jurídica: los sistemas que emplean aprendizaje auto-
mático pueden evolucionar de manera imprevisible, lo cual cues-
tiona la aplicabilidad del principio nullum crimen sine lege (‘no 
hay crimen sin ley previa’).

En este sentido, resultaría conveniente proponer un marco de “auto-
nomía supervisada”, lo cual requiere:
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	y Capacidad humana para comprender el funcionamiento básico 
del sistema.

	y Posibilidad de intervención y anulación de decisiones algorítmicas 
en cualquier momento.

	y Verificabilidad posterior de las decisiones tomadas por el sistema.

Sin embargo, existe una realidad que no puede pasar inadvertida y es 
el hecho de que la velocidad operativa de los sistemas autónomos modernos 
hace que la supervisión humana efectiva sea cada vez más nominal que 
sustantiva.

Derechos de quinta y sexta generación:                            
hacia una redefinición ontológica 
La evolución histórica de los Derechos Humanos ha seguido un patrón de 
expansión progresiva de acuerdo con las transformaciones sociales, econó-
micas y tecnológicas. Si los derechos de primera generación (civiles y polí-
ticos) respondieron al liberalismo político, y los de segunda generación 
(económicos, sociales y culturales) al Estado social, las nuevas generaciones 
de derechos emergen como respuesta a las revoluciones tecnológicas del 
siglo XXI.

Derechos Humanos de quinta generación: la revolución digital 
Los derechos de quinta generación surgen del impacto transformador de la 
revolución digital sobre la experiencia humana fundamental. Estos derechos 
responden a la digitalización de la existencia y la difuminación de fronteras 
entre mundos físicos y virtuales.

Privacidad digital como derecho fundamental 

La privacidad digital trasciende la concepción tradicional del derecho a la 
intimidad para abarcar nuevas dimensiones en entornos digitalizados. Si bien 
encuentra anclaje normativo en el artículo 17 del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos (PIDCP) y el artículo 8 del Convenio Europeo de 
Derechos Humanos (CEDH), estos instrumentos fueron concebidos en una 
era pre-digital.
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Entre los hitos jurisprudenciales que han reconocido este derecho se 
encuentran:

	y El caso Schrems II que invalidó el acuerdo “Privacy Shield” entre 
los Estados Unidos y la Unión Europea, de manera que estableció 
estándares rigurosos para transferencias (Tribunal de Justicia de la 
Unión Europea, 2020).

	y La sentencia del Tribunal Constitucional de Colombia (T-594/21) 
que reconoció el “derecho al olvido digital” como expresión de la 
autodeterminación informativa.

	y El fallo Big Brother Watch y otros c. Reino Unido, que estableció 
límites estrictos a la vigilancia masiva, incluso en contextos de 
seguridad nacional (Tribunal Europeo de Derechos Humanos, 
2021).

En este sentido, se infiere el hecho de que la privacidad digital no cons-
tituye simplemente una extensión del derecho a la intimidad tradicional, sino 
una reformulación ontológica del concepto mismo de persona en la era de 
los datos.

Acceso universal a la información: un derecho instrumental

El derecho al acceso universal a la información se ha consolidado como 
condición necesaria para el ejercicio efectivo de otros derechos fundamen-
tales en la sociedad digital. En particular, la Resolución 73/179 de la Asamblea 
General de la ONU (2018) reconoce explícitamente que

el derecho a la privacidad es importante para el disfrute de otros derechos 
y puede contribuir a la capacidad de las personas de participar en la vida 
política, económica, social y cultural, y observando con preocupación que 
las violaciones o abusos del derecho a no sufrir injerencias ilícitas o arbitra-
rias en el derecho a la privacidad pueden afectar al disfrute de otros dere-
chos humanos, en particular el derecho a la libertad de expresión y a tener 
opiniones sin injerencia y el derecho a la libertad de reunión pacífica y la 
libertad de asociación.

Este reconocimiento ha catalizado diversos desarrollos normativos, 
entre los cuales se pueden mencionar:
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	y El Reglamento de Servicios Digitales de la Unión Europea (2022), 
que impone obligaciones de transparencia algorítmica a plata-
formas dominantes.

	y La Ley Modelo de Acceso a la Información de la Organización 
de Estados Americano (OEA). Actualizada en 2021, esta normativa 
incluye disposiciones específicas sobre información en formatos 
digitales.

	y El Código de Buenas Prácticas contra la Desinformación (2022), 
que articula un marco de cooperación entre Estados y plataformas 
tecnológicas.

También se debe tener en cuenta que el relator especial de la ONU para 
la libertad de expresión ha advertido, sin embargo, sobre la “paradoja infor-
macional contemporánea”: nunca la humanidad ha tenido acceso a tanto 
volumen de información, pero nunca ha sido tan vulnerable a su manipula-
ción estratégica.

Ciberseguridad como derecho colectivo emergente 

La conceptualización de la ciberseguridad como derecho colectivo representa 
una innovación significativa en la doctrina de Derechos Humanos. La ONU, 
por ejemplo, creó el Grupo de Expertos Gubernamentales sobre la Promoción 
del Comportamiento Responsable de los Estados en el Ciberespacio en el 
Contexto de la Seguridad Internacional, con la certeza de que el disfrute efec-
tivo de múltiples derechos fundamentales depende del derecho al acceso a 
la información.

No obstante lo anterior, y como parte del abordaje de estas circunstan-
cias “novedosas”, el panel de expertos ha podido verificar que los Estados y 
los diversos actores están empleando activamente herramientas de las tecno-
logías de la información y la comunicación (TIC) cada vez más avanzadas con 
objetivos políticos y de otra índole. Además, el Grupo destaca una creciente 
tendencia alarmante en la que ciertos Estados utilizan de manera maliciosa 
operaciones encubiertas de desinformación, respaldadas por TIC, para mani-
pular procesos internos, infraestructuras críticas y la estabilidad política de 
otros países. Estas acciones minan la confianza entre naciones, incrementan 
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el riesgo de escaladas hostiles y amenazan la paz y seguridad internacionales. 
Adicionalmente, representan un perjuicio tangible, ya sea directo o indirecto, 
para las personas.

Ahora bien, esta caracterización como derecho colectivo se ha materia-
lizado en diversos instrumentos, por ejemplo:

	y La Convención de Budapest sobre Ciberdelincuencia (con su 
Segundo Protocolo Adicional de 2022).

	y El Marco de Ciberseguridad de la Unión Africana (actualizado en 
2023).

	y La Estrategia de Ciberseguridad de la Asociación de Naciones del 
Sudeste Asiático (ASEAN) (2022-2025).

Finalmente, es necesario señalar que la doble naturaleza de la ciber-
seguridad —como derecho y como obligación estatal— plantea tensiones 
inherentes con otros derechos fundamentales, particularmente la privacidad 
y la libertad de expresión. Como observa Viljoen (2022): “La ciberseguridad 
opera simultáneamente como escudo protector de derechos digitales y como 
potencial justificación para su limitación” (p. 118).

Derechos Humanos de sexta generación: la convergencia NBIC 
Los derechos de sexta generación representan la respuesta jurídica a la 
convergencia de nanotecnología, biotecnología, tecnologías de la informa-
ción y ciencias cognitivas (convergencia NBIC). Esta integración tecnológica 
sin precedentes desafía las fronteras tradicionales entre lo natural y lo arti-
ficial, lo humano y lo tecnológico, de manera que exige nuevas categorías 
jurídicas protectoras.

Neuroderechos: protegiendo la última frontera de la intimidad humana 

Los neuroderechos emergen como respuesta a las capacidades sin prece-
dentes de las neurotecnologías para acceder, monitorear y potencialmente 
modificar los sustratos neurológicos de la cognición, la emoción y la toma 
de decisiones. En los últimos años, y como consecuencia del trabajo de 
múltiples instituciones gubernamentales, no gubernamentales, académicas e 
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investigativas, se ha podido avanzar en establecer —o por lo menos en iden-
tificar— cinco neuroderechos fundamentales:

1.	 Derecho a la identidad personal: protección contra alteraciones 
no consentidas de los mecanismos neurológicos que configuran la 
personalidad.

2.	 Derecho a la privacidad mental: salvaguarda de los pensamientos, 
recuerdos y procesos cognitivos frente a intrusiones tecnológicas.

3.	 Derecho a la autonomía cognitiva: garantía de que las decisiones 
individuales permanezcan libres de manipulación neurotecnoló-
gica.

4.	 Derecho al acceso equitativo: aseguramiento de que las neurotec-
nologías beneficiosas estén disponibles sin discriminación.

5.	 Derecho a la protección contra sesgos algorítmicos neuronales: 
salvaguarda contra la discriminación basada en datos neuronales.

Chile se ha convertido en pionero global al aprobar la Ley 21383 de 
2021, la cual modifica su Constitución para proteger la integridad y priva-
cidad mental frente a neurotecnologías. 

Bioderechos: regulando la modificación de lo humano [T3]

Los bioderechos constituyen la respuesta normativa a las capacidades biotec-
nológicas para modificar fundamentalmente el sustrato biológico humano. 
Como referente normativo en la materia se puede señalar el Protocolo 
Adicional de 2019 a la Convención de Oviedo (Consejo de Europa, 2019), 
el cual establece principios fundamentales para la modificación genética 
humana y distingue entre:

	y Modificaciones somáticas: permitidas con estrictos controles 
cuando tienen fines terapéuticos.

	y Modificaciones germinales: prohibidas por su potencial de alterar 
permanentemente el patrimonio genético humano.

	y Mejoras no terapéuticas: sujetas a moratoria hasta desarrollo de 
consenso ético global.
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Con base en estos planteamientos se puede aseverar que la autoinstru-
mentalización de la especie mediante la biotecnología plantea la cuestión de 
si las categorías morales y jurídicas desarrolladas en la tradición humanista 
occidental siguen siendo adecuadas para comprender entidades biológica-
mente modificadas con fines de mejora.

El caso ABC v. St. George’s Healthcare NHS Trust (Tribunal Supremo del 
Reino Unido, 2022) estableció que “el derecho a no conocer información 
genética propia constituye una dimensión legítima de la autonomía personal 
protegida por el artículo 8 del CEDH”. De esta manera el tribunal sentó un 
precedente significativo sobre la autodeterminación informativa en contextos 
biotecnológicos.

Derechos algorítmicos: dignidad humana en la era                                                    

de la inteligencia artificial 

Los derechos algorítmicos emergen como respuesta a los sistemas de IA cada 
vez más autónomos y opacos que median decisiones críticas en ámbitos 
tan diversos como la justicia penal, la asignación de recursos sanitarios o la 
evaluación crediticia. En particular, el Reglamento de Inteligencia Artificial 
de la Unión Europea (2023) establece una taxonomía de riesgos y correspon-
dientes salvaguardas, entre los cuales incluye:

	y Sistemas de riesgo inaceptable: prohibidos por principio (como 
sistemas de puntuación social).

	y Sistemas de alto riesgo: sujetos a evaluaciones de impacto, super-
visión humana y explicabilidad.

	y Sistemas de riesgo limitado: sujetos a obligaciones de transpa-
rencia.

El derecho a la explicación algorítmica ha sido reconocido por la 
jurisprudencia en casos como Loomis v. Wisconsin (Tribunal Supremo de 
Wisconsin, 2021), el cual estableció que los algoritmos predictivos empleados 
en el sistema de justicia penal deben ser interpretables para el acusado y 
su defensa, de manera que no pueden constituir “cajas negras” inmunes al 
escrutinio judicial.
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Los sistemas algorítmicos no son meras herramientas técnicas, sino 
infraestructuras de poder que configuran los límites de la acción humana y la 
distribución de derechos fundamentales.

Hacia un paradigma integrador: la indivisibilidad de los 
derechos en la era tecnológica 
La fragmentación categorizada de los Derechos Humanos en “generaciones” 
responde a necesidades analíticas, pero resulta insuficiente ante la comple-
jidad interconectada de las tecnologías emergentes. La reflexión en torno a 
los Derechos Humanos en la era digital hace necesario comprender la inter-
conexión entre tecnología y los derechos fundamentales, así como reconocer 
que, en entornos tecnológicamente mediados, su vulneración implica con 
frecuencia la afectación simultánea de múltiples categorías de derechos, por 
lo cual se requieren respuestas jurídicas integradas y coherentes. Esta pers-
pectiva integradora se ha materializado en dos desarrollos normativos, prin-
cipalmente:

	y El Marco Europeo de Derechos Digitales y Principios (2023), 
que articula un enfoque holístico a la protección de derechos en 
entornos digitales.

	y La Carta Iberoamericana de Principios y Derechos Digitales (SEGIB, 
2023), que establece mecanismos transnacionales de protección.

El desafío fundamental de los Derechos Humanos en el siglo XXI no 
es tanto su expansión categorial, sino su reconceptualización holística ante 
tecnologías que trascienden las divisiones artificiales entre lo civil, lo social 
y lo tecnológico.

Conclusiones 
El análisis realizado en este capítulo evidencia una conclusión ineludible: 
nos encontramos en un punto de inflexión histórico donde los paradigmas 
jurídicos tradicionales resultan estructuralmente insuficientes para abordar 
las complejidades introducidas por las tecnologías emergentes. El DOPER, 
concebido originalmente para conflictos convencionales entre actores esta-
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tales claramente definidos, se desmorona ante realidades como la ciberguerra, 
los sistemas autónomos letales y las aplicaciones militares de neurotecno-
logía y biotecnología.

Esta insuficiencia paradigmática no constituye meramente un desafío 
técnico-jurídico, sino sobre todo una crisis ontológica de los fundamentos 
mismos sobre los que se ha construido el edificio normativo contemporáneo. 
Los conceptos de soberanía territorial, distinción entre combatientes y civiles, 
proporcionalidad en el uso de la fuerza y responsabilidad individual —pilares 
del DIH y el DIDH— requieren una reconceptualización profunda que los 
haga operativos en entornos donde los conflictos trascienden fronteras físicas, 
los algoritmos toman decisiones letales y la mente humana se convierte en 
campo de batalla.

La emergencia de derechos de quinta y sexta generación refleja preci-
samente este esfuerzo adaptativo del ordenamiento jurídico internacional. 
Los derechos digitales (privacidad digital, acceso a la información y ciber-
seguridad) y aquellos derivados de la convergencia NBIC (neuroderechos, 
bioderechos y derechos algorítmicos) no constituyen simples expansiones 
incrementales del catálogo de Derechos Humanos, sino que en realidad son 
replanteamientos fundamentales de lo que significa ser humano y poseer 
dignidad en la era tecnológica.

Las tensiones identificadas entre seguridad y libertad, entre innovación 
tecnológica y protección humana, entre soberanía estatal y bienes comunes 
digitales, no pueden resolverse mediante simples extensiones analógicas de 
marcos jurídicos preexistentes. Requieren un enfoque integrador que reco-
nozca la indivisibilidad e interconexión de los Derechos Humanos frente 
a tecnologías convergentes que desdibujan las fronteras artificiales entre lo 
civil, lo político, lo social y lo tecnológico.

La comunidad jurídica internacional enfrenta, por tanto, un imperativo 
histórico: desarrollar un marco normativo coherente, adaptable y prospectivo 
que pueda anticiparse a las disrupciones tecnológicas en lugar de responder 
reactivamente a ellas. Este marco debe estar firmemente anclado en princi-
pios éticos universales como la dignidad humana, la autonomía personal y la 
justicia distributiva, a la vez que debe mantenerse suficientemente flexible para 
acomodar innovaciones tecnológicas imposibles de prever completamente.
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Como advierte el análisis precedente, el vacío regulatorio actual genera 
espacios de vulnerabilidad sistemática para individuos y comunidades. La 
ausencia de estándares globales coherentes sobre sistemas autónomos 
letales, neurotecnologías militares o modificaciones genéticas de mejora 
no solo amenaza derechos fundamentales, sino que intensifica asimetrías 
de poder preexistentes entre actores estatales y no estatales, entre potencias 
tecnológicas y naciones en desarrollo, entre corporaciones transnacionales y 
ciudadanos.

La construcción de este nuevo paradigma jurídico integrador no puede 
ser una empresa exclusivamente técnica o académica. Requiere un diálogo 
multidisciplinar y multilateral que involucre a juristas, científicos, tecnólogos, 
filósofos, sociedad civil y responsables políticos en la articulación de un 
contrato social tecnológico para el siglo XXI. Solo mediante este esfuerzo 
colaborativo podremos garantizar que las tecnologías emergentes sirvan 
como instrumentos de emancipación humana y no como herramientas de 
dominación o deshumanización.

En última instancia, el desafío no radica simplemente en adaptar normas 
jurídicas a nuevas realidades tecnológicas, sino en preservar la centralidad de 
la dignidad humana como brújula normativa en un paisaje tecnológico cada 
vez más complejo. Este principio debe extenderse más allá del ámbito militar 
para convertirse en piedra angular de todo desarrollo tecnológico, asegurando 
que la innovación permanezca al servicio de la humanidad y no al revés.
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Introducción 
Los diferentes contextos sociales y de conflicto en el territorio colombiano han 
llevado a la estructura estatal a replantear su funcionamiento institucional. 
De igual firma, las nuevas dinámicas sociales y económicas derivadas de la 
pandemia, junto con sus efectos posteriores, la mutación de los conflictos 
armados y el constante clamor ciudadano por la paz y la participación han 
generado la necesidad de reestructurar las funciones de las Fuerzas Militares. 
Este proceso de cambio busca responder a estas demandas y conduce, nece-
sariamente, a redefinir conceptos históricamente arraigados en la doctrina 
jurídica nacional.

Sin embargo, estas necesidades demandan que haya una actuación insti-
tucional mucho más amplia que la propuesta por la Constituyente durante 
el proceso que culminó con la Constitución de 1991. En ese sentido, los 
presupuestos constitucionales que originalmente determinaban las funciones 
específicas de las Fuerzas Militares han sido interpretados de la mano de otras 
normas constitucionales, como es el caso de los fines esenciales del Estado 
(Solano, 2019), para servir como fundamento normativo para asignar nuevas 
funciones que buscan cumplir con obligaciones estatales primarias. 

Teniendo en cuenta esos desarrollos, se podría afirmar que existe un 
nuevo catálogo de funciones a cargo del Ejército Nacional, las cuales se han 
derivado, en gran medida, vía interpretación constitucional e implican nuevos 
desafíos para la institución. En este escenario, el capítulo aborda dos temas 
esenciales: por una parte, la tarea base de las Fuerzas Militares y cuáles han 
sido las tareas que el Ejército Nacional ha asumido de acuerdo con la inter-
pretación de los cometidos que establece el artículo 217 de la Constitución 
y, por otra, la manera como se han extendido las funciones de protección de 
las Fuerzas Militares hasta el aseguramiento de los Derechos Humanos y la 
búsqueda del bienestar de la población.

La misión esencial desde la perspectiva                               
del querer constitucional 
El artículo 217 de la Constitución Política de Colombia se puede entender 
como la norma base de la función original del Ejército Nacional. Allí se esta-
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bleció el querer constituyente en relación con la misión que debe desempeñar 
la institución militar en el Estado Constitucional y Democrático de Derecho, 
categoría en la que se suscribió el Estado colombiano. En ese sentido, la 
norma constitucional establece lo siguiente:

La Nación tendrá para su defensa unas Fuerzas Militares permanentes consti-
tuidas por el Ejército, la Armada y la Fuerza Aeroespacial. Las Fuerzas Militares 
tendrán como finalidad primordial la defensa de la soberanía, la indepen-
dencia, la integridad del territorio nacional y del orden constitucional. La Ley 
determinará el sistema de reemplazos en las Fuerzas Militares, así como los 
ascensos, derechos y obligaciones de sus miembros y el régimen especial de 
carrera, prestacional y disciplinario, que les es propio.

Una lectura rápida del artículo permitiría concluir que el texto consti-
tucional circunscribe las tareas de las Fuerzas Militares a una idea base de 
defensa de cuatro componentes básicos: la soberanía, la independencia, la 
integridad del territorio y la del orden constitucional2. Esto se justificaría, en 
principio, en la naturaleza propia del Ejército Nacional, pues, al ser “el órgano 
del Estado, expresión del monopolio de las armas y del uso legítimo de la 
fuerza, su existencia, sus acciones, sus virtudes, sus glorias y sus errores se 
deben validar según la Constitución Política (C.P.), que es ‘norma de normas’ 
(artículo 4), y a la que se somete” (Gómez & Correa, 2014, p. 27). 

En ese entendido, no es extraño afirmar que, de acuerdo con la concep-
ción del Constituyente, las funciones de las Fuerzas Militares eran esencial-
mente las de control territorial3. Esta afirmación se puede argumentar desde 
la perspectiva dual de control territorial interno y externo, como se explica a 
continuación (Cleves, 2022).

Control territorial externo 
La noción de soberanía ha sido históricamente uno de los fundamentos 

esenciales que justifican la existencia y la acción de las Fuerzas Militares. 

2	  Sobre esos componentes de la tarea de defensa, véase Hincapié y Navarro (2020).
3	  Véase por ejemplo la exposición de motivos del proyecto de reforma constitucional 

N.° 122, pág. 21, en el cual se hace énfasis en devolver la función exclusiva de la defensa de 
las fronteras. 
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En el marco del control territorial externo, esta función se orientaba original-
mente a repeler cualquier forma de intervención extranjera que comprome-
tiera la autodeterminación del Estado y de su ciudadanía dentro del territorio 
nacional. Sin embargo, la evolución del contexto geopolítico y la transforma-
ción de las dinámicas internacionales han dado lugar a una reconceptualiza-
ción de este principio.

En términos clásicos, la soberanía se entendía como el poder supremo, 
perpetuo e indivisible del Estado, sin subordinación a ninguna otra autoridad 
(Sentencia C-408 de 2001). Esta concepción, que dominó el pensamiento 
jurídico-político durante siglos, definía al Estado como el único titular del 
poder absoluto dentro de sus fronteras. Así lo recoge la Corte Constitucional 
en su jurisprudencia, al señalar que “en la actualidad, ese concepto se ha 
reformulado, en razón del contexto internacional en el que las relaciones 
entre los Estados se desenvuelven” (Sentencia C-408 de 2001).

Dicha reformulación obedece, entre otras razones, a que el ordena-
miento jurídico colombiano no consagra una definición clara ni positivizada 
del concepto de soberanía. En consecuencia, se trata de una categoría jurídica 
y política abierta, sujeta a reinterpretaciones según los cambios históricos, 
sociales y geopolíticos. Esta indeterminación conceptual ha permitido que 
la soberanía sea vista hoy como una noción dinámica, en constante tensión 
entre el respeto por la autonomía estatal y los compromisos adquiridos en el 
marco de la comunidad internacional.

En el caso colombiano, esta transformación ha tenido consecuencias 
directas en el papel asignado a las Fuerzas Militares. La defensa de la sobe-
ranía ya no se articula exclusivamente en torno a confrontaciones armadas 
o amenazas externas tradicionales, en buena medida debido a las relaciones 
con los países vecinos, que han sido mayoritariamente pacíficas en las últimas 
décadas4. Así, el énfasis ya no recae únicamente en la protección frente a una 
agresión militar extranjera, sino en la necesidad de anticipar y contrarrestar 

4	  Las excepciones registradas durante el siglo XXI —particularmente en relación con 
Venezuela, Ecuador y Nicaragua— han respondido más a dinámicas de política exterior que a 
amenazas reales e inminentes contra la soberanía nacional.
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fenómenos más complejos, muchas veces invisibles, que comprometen de 
igual forma la soberanía nacional.

Desde la óptica del pensamiento estratégico contemporáneo, estos 
riesgos se describen como formas de amenaza que buscan “evitar las confron-
taciones directas, costosas y siempre dolorosas para los Estados y sus pobla-
ciones” (Gómez & Correa, 2014, p. 44), pero que se manifiestan a través 
de nuevas modalidades de intervención, promovidas tanto por gobiernos 
temporales como por poderes fácticos transnacionales. Estas influencias, más 
sutiles, implican una redefinición de las funciones de disuasión y combate 
de las Fuerzas Militares, así como un fortalecimiento de las capacidades de 
previsión, inteligencia y respuesta ante amenazas no convencionales (Bernal 
& Correa, 2016).

En este escenario, la defensa de la soberanía exige un enfoque multidi-
mensional y no simplemente la concepción original de defensa del territorio. 
Las Fuerzas Militares deben estar preparadas no solo para enfrentar amenazas 
armadas externas, sino también para proteger al Estado frente a injerencias 
indirectas que pueden afectar su capacidad de decisión autónoma y su inte-
gridad institucional, así como también las relaciones de territorialidad en las 
poblaciones (Montañez & Delgado, 1998). Se trata, en suma, de una redefi-
nición de la función militar en clave de soberanía contemporánea, ajustada 
a los desafíos que impone la globalización y las nuevas formas de poder que 
circulan en el sistema internacional. 

Control territorial interno 
En el ámbito del control territorial interno, las Fuerzas Militares cumplen una 
función esencial en asegurar la integridad del territorio nacional y garantizar el 
orden constitucional. Estas responsabilidades, que comprometen al Estado en 
su conjunto, se concretan mediante la presencia institucional, el despliegue de 
capacidades de seguridad y el acompañamiento efectivo a las comunidades, 
especialmente en aquellas zonas históricamente afectadas por el conflicto 
armado interno o por una prolongada ausencia del aparato estatal.

La Constitución Política reconoce al Estado el monopolio del uso legítimo 
de la fuerza, facultad que se expresa, principalmente, a través de las Fuerzas 
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Militares y de Policía. Este poder no se ejerce de manera arbitraria, sino con el 
objetivo de preservar el orden democrático, garantizar la soberanía y proteger 
a la población frente a amenazas que atenten contra la estabilidad institu-
cional. Así lo ha establecido la Corte Constitucional en múltiples pronun-
ciamientos, entre ellos la Sentencia C-251 de 2002, en la cual se afirmó que 
corresponde a la fuerza pública desarrollar las acciones militares necesarias 
para asegurar la vigencia del orden constitucional (Sentencia C-251 de 2002).

En palabras de la Corte: “La fuerza pública debe desplegar sus activi-
dades con la firmeza y la contundencia adecuadas para someter a quienes 
subvierten el orden constitucional y desafían el principio democrático, según 
el cual se confía al Estado el monopolio del uso legítimo de las armas” 
(Sentencia C-251 de 2002, párr. 5). A este desarrollo jurisprudencial se suma 
la Sentencia C-872 de 2003, en la cual la Corte precisó los alcances de las 
competencias atribuidas a las Fuerzas Militares en la protección de la inte-
gridad territorial y el orden constitucional. En dicho fallo, el Tribunal esta-
bleció que “la misión que están llamados a cumplir los integrantes de las 
Fuerzas Militares es de carácter instrumental […] cuyo soporte básico y funda-
mental lo constituye la defensa y la protección de los Derechos Humanos” 
(Sentencia C-872 de 2003).

Este mandato resalta la función de las Fuerzas Militares como garantes 
de la estabilidad del Estado constitucional, cuyo objetivo no es únicamente 
la defensa física del territorio, sino también la preservación de los valores 
democráticos y del Estado de Derecho. El uso de la fuerza, en este sentido, 
se concibe como un mecanismo legítimo para proteger a la sociedad frente a 
actores que pretenden imponer el uso de la violencia como medio de acción 
política vulnerando los derechos fundamentales de los asociados (Arango, 
2018)5.

Finalmente, en lo que atañe a la labor de protección, el Estado tiene el 
deber de garantizar que la ciudadanía respete y acate el ordenamiento jurí-

5	  Aquí se trataría de una tarea derivada de la función objetiva de protección de los 
derechos fundamentales: “Una de las funciones objetivas esenciales de los derechos fundamen-
tales consiste en obligar al Estado a proteger los bienes fundamentales del individuo frente a la 
intervención o puesta en peligro por parte de terceros” (Arango, 2018, p. 33). 
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dico y constitucional. En este marco, el uso legítimo de la fuerza —entendido 
como una expresión de la potestad coercitiva del Estado— se convierte en 
una herramienta indispensable para asegurar la eficacia normativa del orden 
constitucional, entendido como la sujeción de todos los ciudadanos, sin 
excepción, al marco normativo superior (Bernal & Correa, 2016).

Ampliación de tareas mediante interpretación 
constitucional 
El prolongado conflicto armado colombiano ha incidido de manera directa 
en la configuración de las funciones militares. Ante contextos de violencia 
sistemática, presencia de actores armados ilegales y amenazas al orden insti-
tucional, el Estado ha tenido que adaptar las capacidades de su fuerza pública 
para responder a estos desafíos. Ello ha implicado una ampliación funcional 
en la que la defensa de la integridad territorial se articula de manera insepa-
rable con la defensa del orden constitucional. 

La jurisprudencia constitucional ha cumplido un papel determinante 
para el desarrollo conceptual y normativo de las nuevas funciones a cargo 
de las Fuerzas Militares. Bernal y Correa (2016) mencionan la existencia 
de cuatro funciones adicionales a la establecida en el artículo 217 —aquí 
denominada función original—: 1) la búsqueda de la convivencia pacífica; 
2) la protección de los Derechos Humanos; 3) la protección especial de las 
víctimas y 4) la función de inteligencia (Bernal & Correa, 2016). Aquí se hará 
referencia únicamente a la función adicional de protección de los Derechos 
Humanos y, en concreto, a un componente social derivado de la función 
original de defensa. Una exposición más extensa de todas las tareas gene-
radas con la ampliación de deberes excedería el objeto de este capítulo.

Protección de los Derechos Humanos 
Uno de los pilares fundamentales del orden constitucional colombiano es el 
deber ineludible del Estado de garantizar la plena efectividad de los derechos 
y principios consagrados en la Constitución Política. En desarrollo de esta 
obligación, la Corte Constitucional ha interpretado que la protección de los 
Derechos Humanos constituye un fin esencial del Ejército Nacional, al ser 
este una de las instituciones encargadas de asegurar las condiciones mínimas 
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para el ejercicio efectivo de las libertades ciudadanas. En este sentido, la 
Sentencia SU-1184 de 2001 precisó que corresponde a las Fuerzas Militares 
“garantizar las condiciones de seguridad colectivas y de carácter estructural 
que permitan condiciones armónicas” (Sentencia SU-1184 de 2001, párr. 1).

Derecho a la libertad 

La libertad constituye uno de los pilares fundamentales del Estado constitu-
cional contemporáneo. No solo se configura como un derecho fundamental 
autónomo, sino que actúa como condición de posibilidad para el ejercicio 
efectivo de otros derechos y para la autodeterminación del individuo. De ella 
derivan múltiples manifestaciones reconocidas en el ordenamiento jurídico 
colombiano, como las libertades de expresión, de asociación, de circulación, 
de culto y de información, entre otras. En este sentido, la libertad es no solo 
una garantía subjetiva, sino también un principio estructural del Estado Social 
de Derecho.

La Corte Constitucional ha sostenido reiteradamente la centralidad de 
la libertad en la arquitectura constitucional. En particular, la Sentencia T-348 
de 2020 reconoce que la forma más elemental de la libertad es la libertad 
física o personal, entendida como la capacidad de autodeterminarse sin 
coacciones indebidas y de ejercer de manera autónoma los derechos funda-
mentales. Esta garantía, que presupone la inmunidad frente a detenciones 
arbitrarias o ilegales, es protegida mediante mecanismos procesales como 
el habeas corpus, figura constitucional que salvaguarda la libertad personal 
frente a excesos del poder público (Sentencia T-348 de 2020).

Ahora bien, la realización plena de la libertad no se agota en su dimen-
sión formal o negativa —esto es, la ausencia de interferencias arbitrarias—, sino 
que requiere de condiciones materiales mínimas que garanticen su ejercicio 
real. Desde esta óptica, el Estado tiene el deber tanto de abstenerse de violar la 
libertad como de crear entornos sociales, institucionales y físicos que permitan 
a las personas ejercer sus derechos con seguridad, dignidad y autonomía.

En este marco, las Fuerzas Militares —y particularmente el Ejército 
Nacional— desempeñan una función determinante. Más allá del despliegue 
armado orientado a garantizar el orden público, su actuación se proyecta 
también en la generación de condiciones propicias para el ejercicio efectivo 
de los derechos fundamentales. 
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Así lo demuestra el trabajo desarrollado por unidades como los bata-
llones de ingenieros militares, que, mediante la construcción de vías, 
puentes, instalaciones comunitarias y redes de comunicación, contribuyen 
a la integración territorial, el acceso a servicios básicos y la ampliación de 
oportunidades sociales en regiones históricamente excluidas o afectadas por 
el conflicto armado.

Este enfoque funcional y garantista encuentra respaldo en la jurispru-
dencia constitucional. La Corte, en la Sentencia C-872 de 2003, señaló 
expresamente que “la misión que están llamados a cumplir los integrantes 
de las Fuerzas Militares es de carácter instrumental […] cuyo soporte básico 
y fundamental lo constituye la defensa y la protección de los Derechos 
Humanos” (Sentencia C-872 de 2003).

Esta declaración recalca que el uso legítimo de la fuerza por parte del 
Estado —conferido a las Fuerzas Militares bajo el principio de monopolio— 
debe estar siempre subordinado a la promoción y garantía de los derechos 
fundamentales, siendo la libertad uno de los bienes jurídicos primordiales 
que se deben proteger.

En consecuencia, asegurar la libertad implica tanto contener las 
amenazas que buscan sustituir el orden constitucional por medios violentos, 
como materializar una presencia estatal efectiva que elimine las barreras 
estructurales que impiden a la ciudadanía ejercer sus derechos en igualdad 
de condiciones. La acción del Ejército Nacional, en su doble dimensión coer-
citiva y constructiva, se inscribe dentro de esta obligación superior del Estado 
de garantizar la libertad no solo como un valor constitucional, sino como una 
vivencia cotidiana y accesible a todas las personas, sin distinción.

Dignidad humana 

La dignidad humana constituye el fundamento esencial del orden constitu-
cional colombiano6. Se trata de un valor inherente e irrenunciable del ser 
humano, que impregna y orienta todo el sistema de derechos fundamen-

6	  Sobre la dignidad como componente del principio del Estado de Derecho, Kriele 
(citado por Solano, 2022) señala que “la dignidad humana como principio estructural afirma la 
prohibición de ‘ser ejecutado, torturado, esclavizado o humillado, sin importar la existencia de 
motivos de conveniencia para tales actos’, porque la medida de las actuaciones estatales es el 
ser en su estatuto de fin absoluto” (p. 216). 
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tales7. En cuanto principio, valor y derecho, la dignidad humana opera como 
un parámetro normativo supremo que informa la actuación de todas las auto-
ridades, incluidas las Fuerzas Militares.

Por su parte, la Corte Constitucional ha definido la dignidad humana 
como “aquel valor intrínseco del ser humano, derivado de la voluntad y la 
razón, que hace a la persona un fin en sí mismo. Esto significa, por una parte, 
que el ser humano no tiene una equivalencia material y, por otra parte, que 
él no puede ser tratado como un simple medio” (Sentencia T-398 de 2019). 
Esta concepción, que retoma desarrollos filosóficos kantianos8 y posturas del 
Derecho Internacional de los Derechos Humanos (DIDH)9, convierte a la 
persona en el centro de gravedad del orden jurídico.

En la Sentencia T-881 de 2002, la Corte introdujo una estructura dual para 
comprender el contenido del derecho a la dignidad distinguiendo dos dimen-
siones complementarias: la dimensión normativa y la dimensión funcional. 
Estas, si bien no agotan el contenido de la dignidad, permiten comprender su 
proyección práctica. En la dimensión normativa, se reconocen tres derechos 
esenciales sin los cuales no puede hablarse de una vida digna: 1) el derecho 
a la autodeterminación, 2) el derecho a unas condiciones materiales de exis-
tencia y 3) el derecho a no ser humillado (Sentencia T-881 de 2002).

El derecho a la autodeterminación se refiere a la facultad de toda persona 
de construir y dirigir su propio proyecto de vida conforme a sus convic-
ciones, intereses y valores, dentro de los límites del orden constitucional. 
Este derecho, ampliamente reconocido en los instrumentos internacionales, 
impone al Estado la obligación positiva de permitir a cada persona desarrollar 
su existencia conforme a sus propias decisiones, libres de coacción10.

7	  Sobre la noción premoderna de la dignidad humana, véase Barroso (2014).
8	  En este sentido, Kant (2008) argumenta que “la humanidad misma es una dignidad; 

porque el hombre no puede ser utilizado únicamente como medio por ningún hombre (ni por 
otros, ni siquiera por sí mismo), sino siempre a la vez como un fin, y en esto consiste precisa-
mente su dignidad” (p. 335).

9	  Véase, por ejemplo, la Declaración Universal de los Derechos del Hombre, la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos y la Convención contra la Tortura y otros 
Tratamientos Crueles, Inhumanos o Degradantes, entre muchos otros. 

10	  Para Barroso (2014), los contenidos mínimos de la dignidad humana son: “(1) el valor 
intrínseco de todos los seres humanos, así como (2) la autonomía de cada individuo, (3) limitada 
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Por su parte, el derecho a condiciones materiales de existencia impone 
al Estado el deber de garantizar un umbral mínimo de bienestar para todos los 
ciudadanos. La Corte ha señalado que “toda persona tiene derecho a vivir en 
condiciones que la naturaleza le señale como ser humano” (Sentencia T-556 
de 1998). Esta garantía no puede interpretarse desde una lógica meramente 
cuantitativa; se trata de asegurar medios materiales que permitan ejercer la 
libertad y demás derechos en condiciones de igualdad. En especial, cuando 
las personas enfrentan situaciones de vulnerabilidad que impiden el acceso 
a bienes y servicios esenciales, el Estado debe adoptar medidas para remover 
esas barreras estructurales.

La tercera manifestación, el derecho a vivir sin humillaciones11, exige 
que ninguna persona sea tratada con desprecio, violencia, discriminación o 
instrumentalización. Constituye una garantía frente a todo trato degradante, 
físico o simbólico, y es condición indispensable para la convivencia demo-
crática.

Desde esta perspectiva, las Fuerzas Militares —en el marco de sus 
funciones constitucionales de control territorial interno y protección del 
orden constitucional— desempeñan un papel decisivo en la garantía de la 
dignidad humana. Su actuación no se limita al uso legítimo de la fuerza; se 
orienta también a consolidar un entorno que permita el ejercicio pleno de 
los derechos. En zonas históricamente afectadas por el conflicto armado, el 
acompañamiento institucional del Ejército Nacional facilita la superación de 
condiciones de marginalidad, inseguridad y exclusión que imposibilitan la 
autodeterminación y socavan la dignidad de las personas12.

Como lo estableció la Corte Constitucional en la Sentencia C-872 de 
2003, la misión de las Fuerzas Militares es esencialmente instrumental y 
está fundada en la defensa y la protección de los Derechos Humanos. Así, la 
presencia armada del Estado no es un fin en sí mismo, sino un medio legítimo 

por algunas restricciones legítimas impuestas a ella en razón de valores sociales o intereses 
estatales (valor comunitario)” (pp. 130-131).

11	  Bierri (2018) define la humillación como “la experiencia de que alguien nos quita la 
dignidad” (p. 35). 

12	  Sobre el punto se hablará en el aparte final, “Componentes sociales de la función de 
defensa”.
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para garantizar que las personas puedan vivir libres de amenazas, ejercer sus 
derechos y desarrollar su existencia de manera plena (Sentencia C-872 de 
2003).

En este sentido, asegurar la dignidad humana requiere no solo el control 
del territorio frente a amenazas internas o externas, sino también la protec-
ción activa del orden legal y constitucional que hace posible la convivencia 
en condiciones de libertad, igualdad y respeto. La legitimidad del Estado se 
fortalece precisamente en la medida en que es capaz de garantizar estos tres 
componentes esenciales de la dignidad: la autodeterminación, las condi-
ciones materiales mínimas y la protección contra cualquier forma de humi-
llación o degradación.

Componentes sociales de la función de defensa 
Ahora bien, desde la teoría constitucional se considera que la función 
primaria de los derechos fundamentales, la función subjetiva, está encami-
nada a proteger las esferas de libertad de los asociados frente a las acciones 
del propio Estado (Arango, 2018). Sin embargo, un entendimiento más 
extenso del ejercicio de la libertad nos lleva, necesariamente, a pensar en los 
escenarios materiales que se requieren para que las personas puedan, efecti-
vamente, ejercer sus derechos. 

En ese caso, ya no se estaría hablando de límites a la acción del Estado, 
sino de la posibilidad real de cada individuo de vivir sus derechos; se trataría, 
en términos teóricos, del componente prestacional de la denominada función 
objetiva de los derechos fundamentales (Arango, 2018; Maccormick, 2018). 
Aquí puede verse otra variación en la función original de defensa asignada 
al Ejército Nacional, pues no estaría encaminada a evitar la vulneración de 
las esferas de libertad individuales, sino que implicaría una acción específica 
para crear las condiciones materiales de libertad (Arango, 2018; Maccormick, 
2018).

Un ejemplo de este componente extenso podría verse en lo que se conoce 
como Acción Integral. Esta se encuentra definida en el Manual de Campaña 
del Ejército MCE-3-50.3 Acción Integral como “el conjunto de acciones mili-
tares que abarcan las operaciones de apoyo a la información militar, asuntos 
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civiles, cooperación militar y asuntos públicos, las cuales permiten integrar 
las capacidades del Ejército a las de los asociados de la acción unificada, en 
apoyo a la intención del comandante” (Ejército Nacional de Colombia, 2019, 
p. 18). El mismo documento agrega que la acción integral “orienta las inicia-
tivas de coordinación y cooperación del Ejército Nacional en todo el rango 
de las operaciones militares, para apoyar el cumplimiento de la misión y el 
bienestar de la población” (Ejército Nacional de Colombia, 2019, p. 18). Este 
último párrafo resulta especialmente importante para entender la concepción 
social de las funciones originales de defensa a través de la noción de bien-
estar de la población.

Desde una perspectiva jurisprudencial, el bienestar general establece 
una obligación estatal

de garantizar la satisfacción de las demandas sociales en relación con una 
amplia gama de necesidades básicas colectivas […], [la cual constituye] una 
de las finalidades sociales del Estado junto con el mejoramiento de la calidad 
de vida de la población y la satisfacción de las necesidades más básicas en 
materia de salud, trabajo, educación, alimentación, seguridad, saneamiento 
ambiental y agua potable. (Sentencia T-622 de 2016)

Entonces, una lectura conjunta de la definición de la Acción Integral y 
del entendimiento de la Corte sobre la noción de bienestar podría llevar a 
concluir que uno de los objetivos básicos de toda la arquitectura alrededor 
del concepto de la Acción Integral corresponde a lograr el mejoramiento de 
la calidad de vida de la población y con ello asegurar condiciones básicas 
de dignidad13.

En ese sentido, una visión esencialmente teórica de la Acción Integral 
parece encuadrarse en una interpretación de la función original del Ejército 
Nacional a la luz del principio del Estado Social de Derecho14 acogido por la 
Constitución Política de Colombia en su primer artículo. En dicho modelo de 
interpretación, la fuerza pública —y en particular el Ejército Nacional— no 

13	  Una concepción similar puede encontrarse en Solano (2019), quien hace un llamado 
a la reinterpretación de las funciones de la fuerza pública en virtud de la implementación del 
Acuerdo de Paz. 

14	  Sobre los cambios materiales de la aplicación del principio del Estado Social de 
Derecho, véase Villar (2007).



| 199Capítulo 10. De la misión esencial de defensa a la construcción material del Estado:                          
nuevas funciones atribuidas al Ejército Nacional

se limita a garantizar la soberanía y el orden, sino que también puede contri-
buir activamente a la consolidación de la paz, al desarrollo territorial y a la 
garantía efectiva de los derechos sociales mediante labores articuladas con 
otras entidades del Estado y actores sociales. En este sentido, la Acción Integral 
se convierte en una herramienta estratégica del aparato estatal para cumplir 
con su obligación prestacional, en particular en zonas históricamente afec-
tadas por el conflicto armado, la exclusión o la ausencia de institucionalidad.

Recientemente, la Corte Constitucional se pronunció sobre la realiza-
ción de las denominadas Jornadas de Apoyo al Desarrollo con presencia de 
niños, niñas y adolescentes afirmando que “no [no compartía] que la fuerza 
pública - Fuerzas Militares y Policía Nacional - junto con las autoridades 
locales y regionales realice jornadas de acción integral o cívico militares en 
los territorios marcados por el conflicto armado dirigidas a los menores de 
edad” [énfasis del original] (Sentencia T-005 de 2025). La Corte argumentó 
que dichas actividades podrían constituir una amenaza o un riesgo grave para 
los derechos a la integridad, a la vida y a la seguridad de los menores. 

Sin embargo, la misma decisión hace énfasis en el componente social 
que tiene la misionalidad del Ejército Nacional, al cual se ha hecho tantas 
veces referencia en este capítulo. Específicamente, la Corte afirma que es 
entendible que la finalidad de las jornadas corresponde al cumplimiento del 
mandato asignado constitucionalmente a la fuerza pública al colaborar con 
la materialización de condiciones básicas sociales como educación, servi-
cios de salud, sanitarios y educativos, entre otros (Sentencia T-005 de 2025). 
En esa línea argumentativa, la Corte señala que es necesario rediseñar las 
jornadas con la finalidad de seguir aportando al bienestar de la población, 
en el entendido de que el contexto social de las regiones exige de presencia 
institucional para lograr cometidos de dignidad para las comunidades. 

A modo de conclusión
Como se mencionó en repetidas ocasiones en el capítulo, el contexto histó-
rico colombiano ha llevado a que diversas teorías jurídicas, militares y 
económicas atraviesen un proceso de revisión crítica y de transformación. La 
sociedad colombiana exige nuevas formas de ejercer las funciones estatales, 
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lo cual implica repensar la estructura institucional del Estado y fortalecer la 
presencia pública en las regiones. Este fenómeno ha repercutido directa-
mente en la función que desempeñan las Fuerzas Militares, particularmente 
en lo que respecta a su relación con la ciudadanía. 

En ese sentido, el aseguramiento de libertades adquiere una dimensión 
sustancial, por cuanto es una condición previa para el desarrollo y la garantía 
de otros derechos. Ese aseguramiento implica una ejecución consistente de 
tareas a favor de la garantía de los Derechos Humanos desde sus concep-
ciones de libertad y dignidad, así como también la generación de las condi-
ciones sociales necesarias para el efectivo goce de los derechos. 

Dados los escenarios históricos de conflicto y de ausencia se servicios 
básicos en los territorios, la reinterpretación de las funciones de las Fuerzas 
Militares a la luz del principio del Estado Social de Derecho se constituye 
como un fundamento normativo para entender las nuevas formas de actua-
ción del Ejército Nacional, en procura de asegurar libertades y aportar al 
componente social del Estado colombiano. 
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La filosofía política y la seguridad 
La seguridad es una categoría imperativa de la existencia del ser humano 
cuya génesis se encuentra en la filosofía política del derecho y del Estado, de 
manera que es imprescindible analizar dos conceptos antagónicos: la segu-
ridad y la libertad del miedo. Para aproximarse al concepto de seguridad es 
necesario revisar la idea fundamental del miedo, la zozobra y el terror, en la 
medida en que la seguridad del ser humano va más allá de la operatividad de 
las instituciones del Estado, la defensa de los Derechos Humanos, la protec-
ción de los bienes e intereses sociales, la disminución de las tasas de victi-
mización, la criminología y el uso racional de la fuerza. Específicamente, la 
seguridad se pondera como el estado de liberación del miedo, un estado de 
tranquilidad y paz, un estado interno que se refleja en el mundo exterior, un 
sentimiento o emoción que condiciona la conducta humana. 

En este sentido, como señala Kant, el miedo no es un elemento racional 
sino emocional, un sentimiento que determina la moral y la conducta de los 
seres humanos. Sin embargo, aunque ese factor subjetivo no puede ser un 
condicionante de las decisiones políticas ni se puede considerar un principio 
universal racional eje de la política pública de seguridad, sí es un factor que 
condiciona la conducta humana y, por lo tanto, se debe valorar dentro de las 
agendas públicas.

El miedo, como emoción del ser humano, es una propiedad de su estado 
natural. Como señala Hobbes en su análisis de las pasiones humanas en el 
Leviatán, un estado que se caracteriza por que el ser humano es “solitario, 
pobre, desagradable, brutal y breve”1, lo cual hace necesario, precisamente, 
un contrato social y un gobierno que garantice la paz y la seguridad. Es decir, 
el temor es el factor que permite hacer tránsito del estado de naturaleza al 
estado civil, pues el ser humano renuncia a su libertad para superar esos 
miedos y entregar su libertad a la voluntad general que confluye en el sobe-

1	  En el libro Leviatán de Thomas Hobbes, la famosa descripción de la vida en el estado 
de naturaleza como “solitaria, pobre, desagradable, brutal y breve” aparece en el capítulo XIII, 
titulado “De la condición natural de la humanidad en lo que concierne a su felicidad y miseria”. 
En este capítulo, Hobbes analiza cómo, en ausencia de un poder común que mantenga el 
orden, los seres humanos viven en un estado de constante conflicto y desconfianza mutua, lo 
que lleva a una vida precaria y peligrosa.
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rano. Dentro de la premisa anterior surge el Derecho  de los ciudadanos a no 
sentir miedo. 

Al respecto cabe señalar que si bien Kant no entiende el miedo como un 
concepto en su filosofía, sí analiza la relación entre las emociones y la razón, 
entendida esta como la facultad que permite a los seres humanos actuar de 
manera autónoma y moralmente correcta sin ser dominados por impulsos 
irracionales o emociones descontroladas, como el miedo. Desde esta pers-
pectiva, el miedo puede llegar a afectar la toma de decisiones morales, toda 
vez que la moralidad se basa en principios racionales universales, no en incli-
naciones individuales.

En este sentido, es importante resaltar que si bien el miedo no puede 
concebirse como un factor determinante en la política pública de seguridad 
—por ser una emoción subjetiva no racional—, lo cierto es que constituye un 
componente importante en los estudios y las investigaciones recientes sobre 
el elemento subjetivo de la seguridad ciudadana, en particular con respecto a 
la percepción o sensación de inseguridad. Como señala Jasso, la percepción 
de inseguridad es “un cálculo general de la situación prevaleciente de inse-
guridad” (Jasso, 2013, p. 15), un proceso en el cual la persona se sitúa frente 
a las circunstancias y emite un juicio sobre las posibilidades de ser víctima de 
un delito; es decir, se fundamenta en el análisis preliminar a las circunstancias 
del miedo. 

Por otro lado, Kessler afirma que es una “respuesta emocional a la 
percepción de símbolos relacionados con el delito” (Kessler, 2009, p. 7). 
Desde esta idea se puede deducir que en el concepto de seguridad no solo 
confluyen elementos objetivos, sino que también son decisivos los elementos 
subjetivos porque, como señala Kelsen, los seres humanos solo ceden su 
libertad a un ordenamiento jurídico en la medida en que la eficacia de las 
normas depende de la compatibilidad con la moral, es decir, el “deber ser” 
relacionado con el “querer ser”.

Ahora bien, el miedo tiene dos caras, como una moneda: de un lado se 
encuentra el elemento subjetivo de la seguridad y en el otro está la estrategia 
de poder del Estado, o sea, un elemento coercitivo. Como señala Maquiavelo 
cuando describe el papel del príncipe o déspota, este debe tener un doble 
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juego: ha de ser ilustrado en política exterior, pero cruel y autoritario en los 
asuntos internos, pues, al generar ese sentimiento de zozobra, permitirá 
la obediencia y la legitimidad de sus súbditos. Es así que el miedo, como 
sentimiento determinante en la libertad de los individuos dentro de la polí-
tica pública de seguridad, es un elemento subjetivo que debe ser objeto de 
estudio cuando se aborda la percepción de inseguridad, en particular como 
una herramienta que forma parte de las tipologías de la política pública de 
disuasión del delito. 

Al respecto también cabe señalar que Rousseau describe el estado de 
naturaleza como una condición hipotética en la que los seres humanos vivían 
antes de la formación de las sociedades. Desde su perspectiva, en este estado 
las personas eran libres, iguales y vivían en armonía con la naturaleza. No 
existían desigualdades sociales ni políticas, y los seres humanos eran guiados 
por sus necesidades básicas y un instinto de autoconservación. Sin embargo, 
Rousseau también señala que, con el tiempo, el desarrollo de la propiedad 
privada y las instituciones sociales llevó a la desigualdad y la corrupción 
moral, lo cual marcó la transición al estado civil, donde las leyes y las normas 
sociales comenzaron a regir la vida humana.

El contrato social, por lo tanto, como asociación de los seres humanos, 
es la única forma de superar las desigualdades y las corrupciones de la 
transición del Estado civil para defender los derechos y los bienes de cada 
asociado, por la cual cada uno, uniéndose a todos, no obedezca sino a sí 
mismo y permanezca tan libre como antes. En consecuencia, el verdadero 
contrato social únicamente puede ser gestado por seres humanos libres y 
no por esclavos, pues este solo se legitima en la voluntad y el libre consenti-
miento, no en el uso de la fuerza, que solo perdura hasta que aparezca una 
medida más fuerte. 

Asimismo, la cesión de la libertad individual a la libertad cívica no se 
centra exclusivamente en la voluntad, sino también en el beneficio que puede 
representar para la vida de los individuos. Específicamente, se argumenta que 
el ser humano cede su libertad natural a la libertad civil —circunscrita por la 
voluntad general— siempre que esta lo libere no solo del miedo a fracasar en 
la búsqueda individual de su felicidad —que encuentra en la satisfacción de 
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sus placeres y en la concreción de los fines de su vida2—, sino también del 
sacrificio que esta búsqueda implica.

Ahora bien, desde la tesis contractualista, la seguridad tiene su funda-
mento en el hecho de que los individuos deciden asociarse voluntariamente 
y ceden su libertad individual a una libertad colectiva que radica en el poder 
soberano. Por consiguiente, este poder que está en el Estado es responsable 
de garantizar la tranquilidad de los ciudadanos y para lograrlo emplea medios 
coercitivos si es necesario, como el uso desmedido de la fuerza, la pluralidad 
de normas o la coacción de derechos, pues el uso de estos medios resulta 
legítimo.

No obstante, como señala Boaventura de Sousa (De Sousa & García, 
2001) en su crítica a los postulados del contrato social (valores sociales, 
medidas, el tiempo y el espacio), dentro del pacto social quedan por fuera 
situaciones emergentes de las sociedades modernas, como los inmigrantes, 
los extranjeros o las minorías. Desde esta perspectiva, por consiguiente, 
la voluntad general no es un principio universal —como planteaban los 
contractualistas— que permita proscribir el miedo de los ciudadanos, sino 
que, por el contrario, estos se enfrentan a un nuevo miedo: “El fascismo de 
inseguridad” (De Sousa & García, 2001, p. 51), que se refiere a un estado de 
constante inseguridad y miedo que afecta a las personas, especialmente en 
contextos de desigualdad social y económica.

Según De Sousa y García (2001), este fenómeno es una herramienta de 
control que refuerza la dominación de las élites porque mantiene a las pobla-
ciones en un estado de vulnerabilidad y dependencia. Específicamente, los 
autores argumentan que en las sociedades actuales existe lo que denomina 
un Apartheid, es decir, una marcada segregación social donde pierde sentido 
la lucha por el bien común, pues “la voluntad general parece haberse trans-
formado en un enunciado absurdo” (p. 19) y, por lo tanto, la autoridad del 
Estado resulta cuestionada por las sociedades, que además quedan divididas 
en salvajes y civilizadas —estas últimas caracterizadas por que el Estado 
actúa de forma diferente—.

2	  De acuerdo con Rudolf Stamler (2007), esta es la idea que subyace en el eudemo-
nismo social y el utilitarismo de Jeremías Bentham.
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Es precisamente el surgimiento del fascismo social el que advierte que el 
Estado se comporta como garante en las sociedades civilizadas, pero drástico 
e inclemente en las sociedades salvajes, en donde se justifican las decisiones 
más atroces, violentas y terroríficas de la historia. 

Por consiguiente, abordar las políticas públicas de seguridad desde una 
perspectiva contractualista implica la justificación de medidas coercitivas del 
Estado en la voluntad general o el bien común. Sin embargo, este postulado es 
ineficaz en la medida en que las democracias actuales segregan a la población, 
lo cual da paso a la emancipación del individuo y la ruptura del pacto social o 
desglobalización. En este sentido, los seres humanos no pueden renunciar a su 
estado natural de libertad si la libertad cívica está dominada por una voluntad 
general corrupta, ignorante y absurda, la cual no solo genera peores miedos, 
sino que además propone soluciones que se centran únicamente en producir 
más miedo a través de normas, herramientas y uso desmedido de la fuerza. 
Este es el caso de la necropolítica, un concepto desarrollado por el filósofo 
camerunés Achille Mbembe que se refiere al uso del poder social y político 
para decidir quiénes pueden vivir y quiénes deben morir.

Un situación tan descabellada como racionalizar el derecho a morir o 
vivir no puede ser adoptada por la política pública, toda vez que la anhe-
lada búsqueda de la tranquilidad ciudadana como bien común no puede 
sustentarse en el principio de la voluntad general, que en estas condiciones 
solamente generaría segregación social.

Como respuesta a la necesidad de sustentar el pacto social en el bien 
común, durante la época del iluminismo emergió la tesis del “panóptico” a 
partir de la obra arquitectónica de Jeremy Bentham. Específicamente, esta 
idea hace referencia al diseño de una prisión en la cual se vigilan todas las 
celdas desde una torre central, sin que los prisioneros sepan cuándo están 
siendo observados. La idea detrás de este diseño es que la incertidumbre sobre 
la vigilancia constante induce a los prisioneros a autorregular su compor-
tamiento. Esta idea fue tratada más adelante por Michel Foucault, quien la 
contextualizo dentro de los mecanismos de control y disciplina de las socie-
dades modernas: una forma de dominio del Estado para lograr el control de la 
población sin que fuera necesario emplear medios disciplinarios. 



Nohora Cano210 |

Abordar al panóptico desde la filosofía política de la seguridad impli-
caría que las decisiones políticas deben enfocarse en un sistema de vigilancia 
y cohesión social donde el Estado es el guardián de los individuos y busca el 
control y orden. Así mismo, implicaría el uso de cámaras, elementos digitales 
y tecnología para disminuir los delitos y los índices de percepción de insegu-
ridad, así como reconocer la importancia de las relaciones y las estructuras 
sociales más pequeñas, lo cual se entiende como la microfísica del poder 
(Foucault, 1979). 

Sin embargo, este modelo plantea un conflicto entre seguridad y 
libertad, pues si bien la presencia de vigilancia constante puede disuadir las 
actividades delictivas y mejorar la seguridad en espacios públicos, también 
es cierto que afecta la privacidad y genera preocupaciones sobre el control 
excesivo del Estado o de entidades privadas. En este escenario, la intimidad 
del ser humano que pretende regresar a su casa todos los días después de 
deambular por los espacios de tránsito pierde sus espacios seguros, como 
menciona Giannini Humberto (Schultz, 1987), al entremezclarse con los 
espacios extrañamente externos.

Desde esta perspectiva, si se asemejara la tesis del panóptico a las polí-
ticas públicas de seguridad, esto implicaría que el Estado debería implementar 
estrategias y herramientas con un costo muy alto para mantener un sistema 
de vigilancia en el tiempo y el espacio, lo cual, por supuesto, socavaría cada 
vez más el derecho fundamental a la intimidad, traducida en la inversión 
en sistemas de vigilancia costosos y en el incremento del pie de fuerza. No 
obstante, la tesis del panóptico —que se enmarca en los conceptos tradicio-
nales de seguridad— hoy encontraría derroteros no solamente presupuestales, 
sino también en la epistemología de la teoría del Estado, pues la introducción 
de las nuevas tecnologías hace necesario replantear conceptos relacionados 
con los fines del Estado, los valores, la soberanía, el territorio y la población.

En la actualidad las instituciones que fundaron el Estado son más débiles 
o, como menciona Bauman (2003), son instituciones zombis. Entre estas se 
encuentra la familia, dende se han aminorado las distancias en la relación 
de padres e hijos, el compromiso mutuo de trabajo y capital supervisor y 
supervisado, de líderes y seguidores. En una majestuosa obra y casi premo-
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nitoria de este proceso, Bauman (2000) denominó esta característica de la 
sociedad actual como “modernidad líquida”, en la cual el nomadismo es 
una tendencia de aquellos que viajan liviano sin apegarse a ningún espacio, 
donde la desintegración social es un movimiento rápido de las sociedades y 
donde estar libre de trabas, barreras y fronteras es la nueva técnica para que 
el poder fluya. 

Es decir, los territorios ya no constituyen elementos de dominio en las 
sociedades contemporáneas, pues las estructuras sociales y las relaciones 
humanas han cambiado hacia la fluidez y la inestabilidad. Bauman (200) 
utiliza la metáfora de la “liquidez” para describir cómo las instituciones, los 
vínculos humanos y las normas sociales han perdido su solidez y perma-
nencia. La disolución de los sólidos, de esas estructuras, principios e institu-
ciones es el rasgo permanente de la modernidad y han adquirido un nuevo 
significado, sobre todo en el campo de la seguridad, donde su monopolio no 
está en el Estado, las fuerzas militares o de policía, sino que se han despla-
zado al campo de la sociedad, donde el individuo adopta modelos de segu-
ridad autónomos. 

De acuerdo con Bauman (2000), la vigilancia —que era el modelo del 
panóptico defendido por Foucault— “ya no se limita a espacios cerrados 
como prisiones o fábricas, sino que se extiende a través de redes digitales, 
redes sociales y tecnologías de la información. Este tipo de vigilancia es 
menos visible, pero más omnipresente, ya que las personas participan acti-
vamente en su propia vigilancia al compartir datos personales en línea” 
(Bauman, 2000, p. 7), ya que los individuos internalizan las normas sociales 
y se regulan a sí mismos, incluso sin la presencia de un “vigilante” centrali-
zado. Por eso los elementos sólidos, como los conceptos tradicionales de las 
estructuras de poder del Estado, en la actualidad han pasado por el proceso 
de licuefacción3, mientras que la unidad de tiempo pasó a depender de la 
inteligencia artificial y la tecnología. 

3	 El proceso de “licuefacción” en el contexto de Zygmunt Bauman no tiene una conno-
tación física, sino que es una metáfora sociológica. Bauman utiliza el término en su teoría de la 
modernidad líquida, que describe cómo las estructuras sociales, económicas y culturales han 
perdido su solidez y se han vuelto flexibles, efímeras y volátiles.
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En este escenario, Bauman (2000) cuestiona el concepto tradicional 
de Émile Durkheim y su filosofía social abarcadora, según la cual la norma 
libera los potenciales seres humanos de las más horrenda y aterradora escla-
vitud; es decir, la libertad colectiva que sustenta las bases del positivismo 
en la era moderna, donde las libertades individuales adquieren relevancia. 
Específicamente, la crítica de Bauman (2000) argumenta que la coerción 
social no es la única fuente emancipadora de la libertad a la que los seres 
humanos pueden aspirar, pues la norma contiene antinomias en donde 
las personas no saben cómo podrían comportarse. Por ende, los continuos 
procesos legislativos para proferir normas que impongan medidas cada vez 
más drásticas no solamente se tornan desgastantes, sino además ineficaces 
porque los supuestos y principios sociales de la sociedad deben estar defi-
nidos en la acción de cada individuo. 

Producto de esta situación, señala Bauman (2000), la seguridad en las 
sociedades actuales padece insaciables apetitos totalitarios, uniformadores 
y homogeneizantes, es decir, sociedades sometidas a un poder soberano de 
sistemas cerrados de vigilancia y disciplina de los ciudadanos, así como a la 
imposición arbitraria de normas y medidas que carezcan de libertades. El diag-
nóstico de Bauman no puede ser más acertado, como se evidencia cuando los 
gobiernos de Estados Unidos y Europa adoptaron políticas públicas en segu-
ridad que aumentaron el sistema de vigilancia interna e internacional, agudi-
zaron los bloqueos frente a la migración, aumentaron los controles aéreos, 
marítimos y terrestres frente a fenómenos como el bloqueo arancelario, el 
COVID-19 y la caída de las Torres Gemelas el 11 de septiembre de 2001. 
Además, se debe señalar que estas medidas no solo han generado manifes-
taciones de malestar, rechazo y xenofobia frente a los migrantes extranjeros 
en Europa Occidental y los Estados Unidos —como si estuviéramos en un 
proceso de la antigua teoría de la selección de la especie de Darwin—, sino 
también discursos políticos y campañas que posicionan el peligro, el miedo y 
la inseguridad como factor justificante de la política en seguridad. 

Las respuestas de los gobiernos actuales, lejos de afrontar las dinámicas 
contemporáneas de las relaciones de poder, el fortalecimiento de la indivi-
dualidad y el quebramiento de lo social, es decir, la emancipación de la que 
habla Bauman (2000), optan por políticas públicas panópticas que, además 
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de ser muy costosas, solamente se hacen sostenibles mediante herramientas 
coercitivas más fuertes, sin comprender que la tecnología nos obliga a 
explorar nuevos conceptos de Estado, seguridad, territorio, poder, Policía, etc. 

Frente a este contexto, Foucault plantea una propuesta que concibe 
la seguridad desde una filosofía no tradicional que busca dar cuenta de la 
historia, pero sin apelar a la dialéctica como método explicativo. Así, la 
búsqueda de una política pública en seguridad debe hacerse desde de la 
ontología del ser humano, con un análisis historiográfico–genealógico que 
busque construir la ontogénesis del ser humano desde las huellas de la que 
dan cuenta sus sedimentos culturales e históricos, sus juegos de verdad, sus 
emplazamientos territoriales y sus agenciamientos gubernamentales, su trán-
sito a través de las épocas y sus gestas.

En consecuencia, uno de los mayores desafíos que tiene la filosofía es 
analizar la noción de subjetividad con los compromisos epistemológicos que 
ella implica, por cuanto los seres humanos no terminan de constituirse a sí 
mismos, de constituir el plan de su subjetividad, que dentro del plano de 
la seguridad implica regresar a los conceptos de la libertad individual y no 
colectiva, así como desarrollar los nuevos conceptos de soberanía, territorio 
y población como elementos del Estado. 

De la securitización a la seguridad humana 
Etimológicamente, la palabra seguridad viene del latín sequritas, que se deriva 
de se-curus (se, ‘sin’; curus, ‘cuidado o preocupación’), lo cual significa ‘sin 
temor’, ‘despreocupado’ o ‘sin temor a preocuparse’, es decir, ausencia de 
peligro o riesgo.

La seguridad no se puede positivizar, pues ontológicamente no es está-
tica ni apolítica. Además, epistemológicamente no puede ser conceptuali-
zada en teorías universales ni neutrales, como tampoco puede depender de 
factores materiales, la policía nacional y las fuerzas militares, sino que su 
valor se desprende de ideologías constantes. La seguridad es un concepto 
dinámico, influido por contextos históricos, culturales y políticos, y que no 
puede ser completamente neutral o universal. Por ejemplo, el concepto de 
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securitización se refiere a la seguridad como actos discursivos de poder, 
donde se identifican las amenazas desde las narrativas políticas.

Es así como han surgido tesis críticas de la seguridad que cuestionan 
las bases tradicionales de la seguridad y que proponen significados y valores 
a partir de las relaciones de poder, como se describe en los siguientes apar-
tados. 

Desde la teoría constructivista de las relaciones internacionales 
La Escuela de Copenhague critica principalmente los discursos políticos y se 
opone a los conceptos de bienestar que se centran solamente en ciertas élites 
del Estado, pues en este enfoque la gestión de los problemas y las amenazas 
de seguridad solamente se hace a través de las lecturas que interpretan las 
estructuras de poder para justificar las decisiones públicas (Orozco, 2020). 

Específicamente, la securitización existe cuando las élites gubernamen-
tales, particularmente de Occidente, definen la seguridad nacional aparte del 
poder social y a través del lenguaje, de manera que construyen amenazas 
por el mero hecho de declararlas. A partir de esta tesis y del contexto interna-
cional, se ha securitizado la guerra contra el terrorismo, el cambio climático 
y la crisis migratoria, a partir de lo cual se justifican programas de gobierno de 
vigilancia masiva, intervención militar, políticas restrictivas y controles fron-
terizos extremos. 

Postura crítica de las relaciones internacionales 
De acuerdo con este enfoque, las concepciones dominantes de la seguridad 
carecen de claridad respecto a qué debería entenderse por seguridad y cómo 
debería ser afrontada. En contraste con la posición realista sobre las rela-
ciones internacionales, según la cual el sistema internacional es anárquico y 
los únicos actores pertinentes son los Estados que lo componen —los cuales 
ejercen la soberanía sobre su territorio y asuntos (Cujabante, 2009)—, la teoría 
crítica cuestiona el estatocentrismo y presenta un enfoque normativista que 
busca sustentar las prácticas de transformación social. Desde esta perspec-
tiva, la seguridad con la emancipación humana ante toda opresión y busca la 
distribución de poder, así como la lucha por cambiar la realidad social.
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La teoría del posestructuralismo4 
De carácter heterogéneo, la teoría posestructuralista parte de una descon-
fianza frente a las meta-narrativas de la realidad social y cuestiona los 
conceptos tradicionales de seguridad. Desde este enfoque, la seguridad no se 
concibe como una categoría objetiva o estable, sino como una construcción 
que emerge de relaciones de poder y del uso del lenguaje. Específicamente, 
esta corriente sostiene que los discursos sobre la seguridad producen efectos 
de realidad política y social, en la medida en que contribuyen a definir qué se 
considera una amenaza y quiénes son los sujetos que deben ser protegidos.

Asimismo, a partir del análisis del lenguaje, el posestructuralismo 
examina nociones como amenaza y presta especial atención a los discursos 
de excepcionalidad que han caracterizado las prácticas de seguridad en el 
contexto global de la lucha contra el terrorismo. Desde esta perspectiva, 
también se problematiza la idea de que la seguridad sea una función exclu-
siva del Estado, al poner en evidencia los efectos de poder que dicha concep-
ción genera sobre individuos y comunidades.

Biopolítica global de Michel Foucault
Foucault (2006) combina la teoría de la biopolítica con los estudios de segu-
ridad y geopolítica para analizar las estrategias mediante las cuales el poder 
regula y administra la vida biológica de las poblaciones. A partir de la crítica 
del gobierno y del poder, su itinerario filosófico considera la población como 
una especie biológica y encuentra que hay un poder soberano de coerción 
que tiene derecho a tomar decisiones para imponer el orden. 

Foucault (2006) señala que la biopolítica global se aplica a técnicas de 
gobernanza de la vida humana en el planto transnacional, las cuales enfatizan 
el papel que tiene la seguridad humana como instrumento de gobernanza. 
En estas circunstancias, el proyecto de seguridad humana es una propuesta 
de empoderamiento del ser humano racional, autónomo y disciplinado, que 
obedece a conceptos que no solamente atiendan a la victimización, sino que 
demuestra su compromiso con la identidad y la diversidad cultural. En este 

4	  Este apartado se basa en los aportes de Tickner (2020). 
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sentido, la gobernabilidad debe procurar un discurso de la verdad, normas 
sobre la vida y salud, y el autogobierno.

La necropolítica5 
Este concepto, desarrollado por el filósofo camerunés Achille Mbembe, se 
refiere al uso del poder político y social para decidir quién vive y quién muere 
en contextos de violencia, opresión y desigualdad, es decir, la racionaliza-
ción del uso de la violencia para mitigar las amenazas internas y externas del 
Estado.

Enfoque femenino o de género en temas de seguridad6 
De acuerdo con esta perspectiva, la guerra afecta a las personas, específica-
mente a las mujeres, de manera que desafía las visiones tradicionales que 
suelen ser androcéntricas y militarizadas. A partir de este argumento, se enfa-
tiza la importancia que tiene la empatía, la colaboración y la inclusión, en 
donde es necesario priorizar la salud y el bienestar de la mujer como una 
de las protagonistas de la sociedad. Por consiguiente, el enfoque de género 
propone que se deben plantear alternativas centradas en la seguridad humana 
y la interseccionalidad. 

De esta manera, la seguridad deja de ser un concepto propio de la órbita 
del Estado para trasladarse a otras esferas de la sociedad, donde la vida, el 
medioambiente, el individuo y la mujer son objetivos de una sociedad libre 
de miedos.

§ § §

Estas críticas a los conceptos tradicionales de la seguridad —los cuales 
se consideran de arbitrio de las fuerzas militares— transmutan al concepto 
de seguridad humana, cuya esencia encierra dos dimensiones: la libertad de 
la amenaza física y la libertad de la necesidad económica, alimentaria, sani-
taria, personal, medioambiental y política. Por consiguiente, para afirmar que 

5	  Este apartado se basa en los aportes de Von Sparr (2025).
6	  Este apartado se basa en el trabajo de Fajardo (2023).
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“un individuo goza de seguridad humana” en el contexto del siglo XXI “debe 
contar con un conjunto de elementos de carácter material (aquellos que le 
permiten acceder a unos niveles mínimos de supervivencia), y psicosocial 
(aquellos que le permiten desarrollarse en términos de identidad, reconoci-
miento, participación y autonomía)7.

Los estudios modernos sobre seguridad social han hecho hincapié en la 
importancia que tienen las relaciones sociales significativas, las cuales esta-
rían al mismo nivel de la salud biológica. En este sentido, los ciclos de iden-
tidad-reconocimiento-participación constituyen un eje fundamental para la 
construcción de sociedades seguras, capaces de afrontar situaciones de estrés 
sin desembocar en la violencia. 

Política pública y seguridad 
La política pública, como señala Roth (2002), se centra en la toma de deci-
siones por parte del Estado. Sin embargo, no existe una fórmula fehaciente 
que guie el camino para tomar la mejor determinación, pues solamente a 
través de la experimentación se puede evaluar si la política pública imple-
mentada es buena o mala. En este contexto, el Estado, la academia y los 
poderes políticos tienen un reto muy importante, el cual consiste en generar 
interpretaciones de las nuevas realidades sociales, el comportamiento de 
los fenómenos naturales, los objetivos y fines de la existencia humana, el 
papel de los Estados modernos y el comportamiento de las personas, así 
como repensar los conceptos de poder, soberanía y extraterritorialidad, como 
elementos del Estado. 

Por otra parte, la política pública en seguridad implica necesariamente 
estudiar los elementos objetivos de la trazabilidad delictual de una sociedad 
y las organizaciones criminales. Así mismo, se tienen que analizar el compor-
tamiento del “deber ser”, las libertades colectivas —como señala Kant— y los 
elementos subjetivos, como la libertad individual, el “querer ser”, la participa-

7	  Niño, Jairo J. REVISTA DE LA FACULTAD DE DERECHO Y CIENCIAS POLÍTICAS 
- UPB ISSN: 0120-3886 / ISSN: 2390-0016 (En línea) / Vol. 46 / No. 125 julio - diciembre 
2016 / Medellín, Colombia.  Seguridad humana: securitización del desarrollo y evaluación de 
amenazas en el siglo XXI pág. 276-289
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ción de los ciudadanos, la percepción de la inseguridad, los temores y miedos 
colectivos, la confianza institucional y la emancipación del ser humano.

De acuerdo con Roth (2002), las políticas públicas se construyen desde 
“las teorías centrales de la sociedad, las cuales se centran en el Estado, y las 
teorías mixtas o intermedias” (p. 29), que analizan las diferentes ideologías 
que han permeado el poder. Ahora bien, construir una política pública desde 
una tesis social conduce a tesis marxistas porque las decisiones sociales se 
centrarían en las bases gremiales y sindicales. En contraste, tomar decisiones 
políticas desde la postura estatal conduciría a gobiernos autoritarios, ya que 
basarían sus políticas en el pensamiento del gobierno de turno. 

Por consiguiente, una teoría mixta sería una forma más comprensible 
de estudiar las realidades sociales, pues las decisiones políticas se fundamen-
tarían en procesos de concertación entre las redes sociales que representen 
intereses sociales y las directrices de los gobiernos. Desde esta posición 
intermedia y de acuerdo con la lectura que hace Roth (2002) de las deci-
siones políticas, es importante que estas se adapten al neocorporativismo y al 
neoinstitucionalismo, es decir, el análisis de las redes y las acciones sociales 
de movilización. Esto implica el reconocimiento de los sistemas de represen-
tación de intereses, las redes de influencia mutua y los grupos de individuos 
que pueden influir en la toma de decisiones, así como también el reconoci-
miento del papel de las instituciones, su historia, ideología y creencias. 

En el contexto anterior, la seguridad como concepto sólido de “la moder-
nidad líquida” debe pasar por un proceso de licuefacción, en el cual los 
elementos sólidos tradicionales como la soberanía, la autoridad, la libertad, 
el territorio y la población deben pasar por un proceso que permita el reco-
nocimiento del individuo como protagonista de la sociedad. 

La seguridad, como un tema de la agenda pública de todos los gobiernos 
mundiales, no se puede racionalizar desde los principios universales que 
señalaba Kant ni, menos aún, gestarse desde el “deber ser” como fundamento 
de la voluntad general pregonada por los contractualistas. Tampoco puede 
entenderse como un derecho, interés o finalidad de las sociedades humanas, 
sino parte de la existencia del ser humano. En este sentido, debe evaluarse 
desde los mismos fracasos y las experiencias que la misma historia ha eviden-
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ciado en las constantes guerras, el populismo punitivo, el sometimiento de 
algunos pueblos, la vigilancia masiva de los ciudadanos, la imposición de 
medidas restrictivas, las restricciones migratorias o, en el peor de los casos, la 
racionalización de la violencia en el ejercicio del poder. 

Por lo tanto, las agendas públicas de la seguridad deben ceñirse a los 
elementos de la modernidad líquida que menciona Bauman (2003), donde 
el internet, la tecnología y la inteligencia artificial vienen redefiniendo 
los elementos de la epistemología del Estado. Una vez se construyan los 
conceptos de subjetividad y la nueva soberanía desde el reconocimiento de 
las redes sociales, la población, la inclusión de las inteligencias artificiales 
en las operaciones básicas de la vida, y el territorio, ya no como espacio o 
aspecto geográfico propio del sedentarismo, sino como un sistema virtual, se 
pueden diseñar las tipologías de las políticas públicas de distribución, redistri-
bución, constitutivas, reglamentarias y restrictivas que se deben implementar 
a la luz de un nuevo escenario democrático, para que no sean obstáculo para 
el individuo8. 

En este contexto, la política pública en seguridad debe responder a una 
metodología de investigación que analice las realidades, de manera que la 
cientificidad y la experticia deben tener un papel protagónico frente a los 
pobres, improvisados y ambiciosos discursos políticos que sesgan las verda-
deras amenazas de la seguridad de los individuos. No obstante, también es 
importante considerar los pensamientos del poder soberano, la historia, las 
creencias y los principios de las instituciones que representan al Estado, pues 
los objetivos de la política pública deben ser viables y no pueden alejarse del 
papel que cumple el “leviatán”. 

En consecuencia, en la política pública deben confluir todos los actores 
públicos y sociales en los procesos de concertación, los cuales deben seguir 
los conceptos construidos desde las tesis de biopoder o biopolítica global 
para proteger la vida y el medioambiente. Esta consideración es importante 
porque si no se considera la vida ni la protección del medioambiente como 
objetivos de la política pública de seguridad, sino que se sesgan las amenazas 

8	  Véase la reciente reacción de los comerciantes chinos frente a las restricción arance-
laria de los Estados Unidos.
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a los miedos producidos por los discursos políticos, esta se decantaría en la 
cloaca del juzgamiento social, lo cual llevaría a que pierda autoridad y se 
deslegitime el poder soberano.

Se trata entonces de que el Estado se adapte a los modelos o planes 
subjetivos del ser humano que permitan liberarlo de los nuevos miedos que 
enfrenta la sociedad. De lo contrario, los regímenes actuales y los modelos 
de seguridad panópticos solo se sostendrán y resistirán hasta que llegue otro 
poder liberador, pues el ser humano encontrará el mecanismo para que su 
libertad individual se imponga a la sociedad. Inclusive el territorio no será 
un obstáculo para aquel individuo que ha trascendido virtualmente a otros 
estados, como tampoco el tiempo será un límite para el desarrollo de su capa-
cidad laboral, en la medida en que cada vez será más independiente de las 
relaciones tradicionales de subordinación laboral. 

En consecuencia, la implementación de decisiones políticas en materia 
de seguridad enfrentará retos muy diversos. En este escenario, la liberación 
del miedo seguirá siendo un misterio, una mano invisible que se mueve en 
los terrenos de la conciencia individual y colectiva del ser humano, pues los 
seres humanos no hemos ni siquiera dimensionado los nuevos delitos que la 
inteligencia artificial, los cambios climáticos y la desglobalización nos obli-
garán a afrontar. 
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Introducción
La seguridad es un concepto complejo que va más allá de la simple presencia 
de fuerzas armadas o la promulgación de leyes para regular la violencia. Este 
concepto está profundamente ligado a la historia política de cada nación, a 
las decisiones institucionales tomadas a lo largo del tiempo y, especialmente, 
a la estructura del poder en el país. En América Latina, la seguridad ha sido 
un tema crucial debido a la diversidad y las particularidades de sus contextos 
históricos y políticos, de manera que cada nación ha desarrollado modelos de 
seguridad propios, adaptados a sus necesidades y circunstancias específicas.

En este sentido, Colombia y Costa Rica presentan enfoques diame-
tralmente opuestos sobre el concepto de derecho operacional (DOPER). En 
Colombia, el modelo de seguridad se basa en la actuación de las Fuerzas 
Militares y de Policía en escenarios de guerra, seguridad interna y, más recien-
temente, en situaciones de posconflicto. En contraste, Costa Rica, al abolir su 
Ejército en 1948, optó por una arquitectura de seguridad pública fundamen-
tada exclusivamente en fuerzas civiles, de tal manera que adoptó una cultura 
jurídica que prioriza la prevención, la proporcionalidad y el control democrá-
tico en el uso de la fuerza.

Este capítulo tiene como objetivo explorar y contrastar los modelos de 
seguridad de ambos países, con un enfoque particular en el DOPER y su 
relación con la paz. Además, se analizan las posibles convergencias entre 
estos enfoques, considerando sus respectivas estructuras de seguridad y las 
normativas que regulan el uso de la fuerza.

El derecho operacional en Colombia:                                
un marco jurídico para la fuerza pública 
El DOPER, entendido como el conjunto de normas que regula el actuar de 
la fuerza pública durante operaciones militares y policiales, ha adquirido 
una relevancia creciente en Colombia en las últimas décadas. Este fenómeno 
no fue espontáneo ni simplemente teórico, sino una respuesta práctica a las 
profundas exigencias derivadas de décadas de conflicto armado interno, 
durante las cuales el Estado se enfrentó a grupos insurgentes, organizaciones 
criminales y otras amenazas a la seguridad nacional.
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En este contexto de confrontación prolongada, se hizo evidente que las 
normas generales del derecho internacional no eran suficientes para guiar de 
manera efectiva y legítima el uso de la fuerza. El Estado colombiano necesi-
taba desarrollar un marco normativo propio, adaptado a las realidades opera-
tivas del país, que permitiera a las Fuerzas Militares y de Policía actuar dentro 
de los límites del Estado de Derecho y mantener su legitimidad frente a la 
ciudadanía y la comunidad internacional.

De acuerdo con el artículo 4 del Decreto 124 de 2014, el DOPER se 
puede definir como

la integración de los tratados internacionales ratificados por Colombia, la 
legislación nacional y la jurisprudencia en materia de Derechos Humanos 
y Derecho Internacional Humanitario al planeamiento, ejecución y segui-
miento de las operaciones, operativos y procedimientos de la Fuerza Pública”.
(Decreto 124 de 2014, art. 4).

Este enfoque busca asegurar que las operaciones de las Fuerzas Militares 
y de Policía se realicen conforme a los estándares nacionales e internacionales. 

Las finalidades del DOPER se centran en regular el uso de la fuerza, 
garantizar la seguridad, proteger a los no combatientes y personal vulne-
rable, así como establecer límites en los métodos de combate. También busca 
asegurar el monopolio estatal de la fuerza, definir objetivos militares y deter-
minar cuándo es posible limitar el derecho a la vida, todo dentro del marco 
del Derecho Internacional Humanitario (DIH) y los Derechos Humanos. 
Específicamente, se distingue entre operaciones militares en contextos de 
hostilidades y aquellas para mantener la seguridad, con reglas diferenciadas 
sobre el uso de la fuerza (Machado, 2023).

El DOPER colombiano comenzó a consolidarse a finales de los años 
1990 como respuesta a varias necesidades urgentes del Estado. Primero, para 
diferenciar claramente entre operaciones militares legítimas y conductas 
violatorias del DIH o de los Derechos Humanos. Segundo, debido a la 
creciente judicialización de la actividad militar, que obligaba a los coman-
dantes a considerar el impacto jurídico de sus decisiones. Y, por último, por el 
interés estratégico del Estado por fortalecer la legitimidad de la fuerza pública 
en el ámbito interno e internacional.
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El propósito fundamental del DOPER es integrar los principios jurídicos 
en la planeación, la conducción y la evaluación de las operaciones militares, 
de tal manera que se garantice que el uso de la fuerza se ajuste al marco legal 
y ético aplicable. A diferencia del DIH, que tiene un origen internacional y un 
enfoque general sobre los conflictos armados, el DOPER colombiano se ha 
desarrollado como una disciplina práctica, destinada a orientar a los mandos 
y las tropas en la ejecución concreta de sus misiones, para lo cual propor-
ciona herramientas jurídicas adaptadas a las realidades nacionales.

El origen conceptual del DOPER se vincula a la evolución de las opera-
ciones militares modernas y la necesidad de integrar sistemáticamente consi-
deraciones jurídicas en la planificación y la ejecución de operaciones. Sin 
embargo, en Colombia, su consolidación respondió de manera muy particular a 
las condiciones internas, donde se hizo indispensable regular el uso de la fuerza 
estatal para mantener la legitimidad, proteger a la población civil y cumplir con 
los compromisos del Estado en materia de Derechos Humanos y DIH.

Durante la década de 1990, ante la persistencia del conflicto armado y 
la presión nacional e internacional para garantizar el respeto a los derechos 
fundamentales, el Estado colombiano impulsó el fortalecimiento jurídico de 
la fuerza pública. Esto se materializó en la elaboración de manuales opera-
cionales, reglamentos y la inclusión de asesores jurídicos operacionales en 
las estructuras de mando militar. En este contexto, y tras la intensificación 
de las amenazas después de 1998, se formalizó una esfera jurídica cono-
cida como DOPER, que está influida por normativas internacionales como 
los Derechos Humanos, el DIH, el derecho penal internacional y el derecho 
de los refugiados, así como por normas internas que abarcan el derecho cons-
titucional, administrativo, penal y civil. En este contexto jurídico, como se 
señaló, el DOPER tiene como objetivo proporcionar un marco jurídico para 
analizar, evaluar y juzgar las operaciones militares y los operativos policiales 
en sus diversas fases (Mejía et al., 2020).

La formalización del DOPER en Colombia se concretó especialmente 
a finales de los años noventa y principios de los dos mil, con la expedición 
del Manual de Derecho Operacional para las Fuerzas Militares en 2009, que 
sistematizó principios, procedimientos y reglas de conducta adaptadas a las 
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operaciones internas. Este esfuerzo reflejó la voluntad del Estado por alinear 
la acción militar con los estándares internacionales de protección de los 
Derechos Humanos y del DIH (Ejército Nacional de Colombia, 2022).

Hoy en día, el DOPER en Colombia constituye una herramienta esencial 
para garantizar que las operaciones de la fuerza pública, tanto en contextos 
de conflicto como en escenarios de construcción de paz, se realicen con 
un estricto respeto al orden jurídico nacional e internacional, con lo cual se 
refuerza la legitimidad del Estado y sus instituciones.

La firma del Acuerdo final para la terminación del conflicto y la construc-
ción de una paz estable y duradera en 2016 representó un punto de inflexión 
para las Fuerzas Militares y de Policía en Colombia. Aunque el conflicto 
con las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC-EP) concluyó 
formalmente, el país no transitó hacia una situación de paz absoluta, sino 
hacia un escenario híbrido donde coexisten zonas de posconflicto con focos 
de violencia persistente.

En este contexto, es importante recordar que la relación entre las 
Fuerzas Militares y el poder civil, aunque tradicionalmente respetuosa de los 
procesos democráticos, ha tenido momentos de tensión, en especial durante 
las negociaciones con grupos insurgentes. Durante el proceso de paz con las 
FARC-EP, estas tensiones se acentuaron: las Fuerzas, fortalecidas y exitosas 
militarmente en años anteriores, percibieron la negociación como un error 
estratégico que podía fortalecer nuevamente a los grupos insurgentes. La 
participación de representantes militares en las conversaciones de La Habana 
buscó canalizar estas preocupaciones, pero la polarización política y la 
creciente participación pública de sectores militares retirados complicaron 
la implementación de los acuerdos. La fase de posconflicto plantea así desa-
fíos profundos para la relación civil-militar, especialmente frente a temas de 
justicia transicional, construcción de memoria y establecimiento de la verdad 
(Illera & Ruiz, 2018).

En este nuevo escenario, el DOPER adquirió un papel renovado y 
complejo. Las operaciones militares dejaron de centrarse exclusivamente 
en el enfrentamiento directo con grupos insurgentes y se orientaron hacia 
misiones de estabilización, protección de la población civil, erradicación de 
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economías ilícitas, control territorial y apoyo a la consolidación institucional 
en áreas históricamente afectadas por el conflicto.

En consecuencia, el DOPER debe concebirse como una herramienta 
flexible que permita a las Fuerzas Militares identificar correctamente el 
marco jurídico aplicable a cada situación operacional, de tal manera que se 
garantice una actuación legítima, proporcional y respetuosa de los Derechos 
Humanos. Esta flexibilidad resulta crucial en el escenario del posacuerdo, 
donde las amenazas son difusas y provienen de grupos armados residuales, 
organizaciones criminales y nuevas dinámicas de violencia.

Ahora bien, la aplicación del DOPER en el posacuerdo ha implicado 
varios retos importantes. En primer lugar, los comandantes y las tropas deben 
ser capaces de distinguir entre diferentes marcos jurídicos de actuación: el 
DIH sigue siendo aplicable en contextos de hostilidades armadas organi-
zadas, mientras que en otras situaciones prevalece el Derecho Internacional 
de los Derechos Humanos (DIDH) y el derecho interno aplicable a opera-
ciones de policía. 

En este sentido, el éxito del DOPER en el posacuerdo depende de la 
adecuada identificación del marco jurídico aplicable y de la capacidad de 
las Fuerzas Militares para ajustar su actuación conforme a la naturaleza de 
las amenazas presentes. Además, en cumplimiento del Acuerdo Final de Paz, 
las operaciones de las Fuerzas Militares y de Policía deben respetar principios 
como la legalidad, la proporcionalidad y el respeto a los Derechos Humanos. 
Esto implica que el planeamiento y la ejecución de las operaciones deben 
considerar no solo criterios operacionales, sino también dimensiones polí-
ticas y sociales vinculadas a la construcción de paz.

Finalmente, la evolución del DOPER en el contexto del posacuerdo ha 
impulsado una mayor profesionalización jurídica de las Fuerzas Militares. 
La formación en Derechos Humanos, DIH y DOPER ha sido reforzada en 
los programas de educación militar con el objetivo de que el respeto por el 
marco jurídico no sea una mera formalidad, sino un principio rector de la 
acción operativa.

El DOPER en Colombia ha experimentado una notable evolución en 
las últimas décadas y se ha consolidado como una herramienta jurídica 
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fundamental para regular las acciones de la fuerza pública en escenarios 
complejos. A diferencia de un enfoque puramente reactivo o de defensa, el 
modelo colombiano ha desarrollado un DOPER estructurado, sistemático y 
preventivo, orientado no solo a la eficacia operativa, sino también al respeto 
de los Derechos Humanos, el DIH y los principios de legalidad, necesidad y 
proporcionalidad.

Actualmente, puede afirmarse que en Colombia existe un DOPER inte-
grador, que articula normas nacionales e internacionales y se adapta dinámi-
camente a las distintas naturalezas de las operaciones: operaciones militares, 
operaciones de apoyo a la autoridad civil y misiones de estabilización en 
contextos de posconflicto.

Como se extrae de su definición, el DOPER está integrado por todas las 
normas de Derechos Humanos y DIH aplicables a la ejecución de las opera-
ciones, operativos y procedimientos de la fuerza pública, en cumplimiento 
de sus deberes constitucionales y legales. En este entramado jurídico no solo 
se contempla la legislación nacional, sino también los tratados internacio-
nales ratificados por Colombia, entre los cuales se destacan los Convenios 
de Ginebra y sus protocolos adicionales, el Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, el Estatuto de Roma, entre otros (Oficina del Alto Comisionado de 
las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, 2012).

El DOPER, por tanto, se alimenta de normas internacionales aplica-
bles a los procedimientos de la fuerza pública, sin importar su origen o la 
materia específica de que traten, de modo que establece los parámetros que 
deben orientar sus operaciones y funciones. Esto implica observar no solo su 
función militar o policial, sino también sus tácticas de inteligencia, control 
y salvaguarda de los derechos de los colombianos. Por lo tanto, al mismo 
tiempo que la fuerza pública debe ser efectiva en sus funciones de seguridad 
y defensa, también debe promover el respeto por los Derechos Humanos.

En este sentido, uno de los principales avances ha sido la incorporación 
sistemática del respeto a los Derechos Humanos y de los principios de la 
acción humanitaria en todas las fases de planeación, ejecución y evaluación 
de las operaciones. Así, el DOPER no se limita a garantizar la eficacia militar, 
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sino que también asume un compromiso explícito con la legitimidad y la 
protección de la dignidad humana (Jiménez et al., 2021).

Este enfoque ha resultado particularmente relevante en el contexto de 
la construcción de paz tras la firma del Acuerdo Final en 2016. Las Fuerzas 
Militares y de Policía, lejos de ser excluidas de la implementación del 
acuerdo, han tenido un papel central en tareas de consolidación territorial, 
protección de excombatientes, erradicación de economías ilícitas y apoyo a 
la institucionalidad civil en zonas rurales.

A pesar de los desafíos inherentes a un entorno en constante transforma-
ción, el DOPER en Colombia ha demostrado ser una herramienta flexible y 
adaptativa. Su desarrollo continuo refleja una voluntad institucional de profe-
sionalización, respeto a los principios democráticos y compromiso con la 
consolidación de una paz estable y duradera.

En síntesis, el DOPER existente en Colombia se caracteriza por su 
carácter integrador, práctico y garantista, y su correcta implementación cons-
tituye un pilar esencial en el esfuerzo colectivo por transitar hacia un país en 
paz, donde la fuerza pública actúe siempre de acuerdo con los principios de 
legalidad, legitimidad y respeto por los Derechos Humanos.

Costa Rica frente al derecho operacional: un Estado 
desmilitarizado en el sistema internacional 
La génesis del modelo político actual de Costa Rica se origina tras la guerra 
civil de 1948 (Rivera, 2020). A partir de la conformación de la Junta Fundadora 
de la Segunda República, se establecieron una serie de medidas que redefi-
nieron profundamente el orden constitucional del país. Costa Rica se presenta 
como una excepción en una región donde, en tiempos recientes, predominó 
la violencia de las guerras internas y las dictaduras militares, tristemente 
recordadas por la represión sin responsabilidad, las graves vulneraciones de 
Derechos Humanos y el uso sistemático del terror contra la sociedad, el cual 
incluso llegó en ocasiones a niveles genocidas (Hochmüller & Müller, 2024).

Tras la abolición del ejército, la responsabilidad de la defensa y la 
seguridad interna del Estado quedó en cabeza de la Guardia Civil, denomi-
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nación que adoptó esta nueva institución. A ella se le asignaron funciones 
relacionadas con el orden público, la seguridad nacional y la protección de 
la población. Incluso, varios de los antiguos combatientes se integraron a esta 
nueva fuerza, pasando a formar parte de su estructura (Ministerio de Cultura 
y Juventud [MCJ], 2021).

En este contexto, esas funciones estuvieron distribuidas entre el 
Ministerio de Seguridad Pública y el Ministerio de Gobernación y Policía y, 
hasta 1994 cuando, con la expedición de la Ley General de Policía, se logró 
organizar y estructurar de manera integral todos los cuerpos policiales del 
país (MCJ, 2021).

Entre las reformas más trascendentales se encuentra la abolición del 
Ejército, un hecho sin precedentes en América Latina para ese momento. La 
decisión de constituir un Estado sin fuerzas armadas representó un cambio 
radical no solo en términos políticos, sino también en el ámbito presupues-
tario, ya que implicó la reasignación de recursos anteriormente destinados al 
sector militar.

Esta transformación respondió a la voluntad de construir un país orien-
tado hacia la paz, proyectando esa identidad tanto a nivel interno como en el 
escenario internacional. Costa Rica decidió eliminar de su estructura estatal 
la fuerza legítima armada tradicional, considerada en otras naciones como 
el fundamento de la soberanía estatal. De esta manera, el país apostó por 
un nuevo paradigma de seguridad y defensa, basado en la neutralidad, los 
Derechos Humanos y la cooperación internacional.

Es en este momento cuando Costa Rica comenzó a estar profundamente 
enraizada en la promoción de los Derechos Humanos, fortalecida aún más 
con la creación de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte 
IDH), institución que trajo consigo un marco adicional de protección y vigi-
lancia de los derechos fundamentales.

El país ha sido configurado a través de un proceso social pactado, en el 
cual la concepción de los Derechos Humanos se fundamenta en la media-
ción entre diversas corrientes políticas contrapuestas. Esta construcción social 
ha permitido que los Derechos Humanos se integren de manera estructural 
en el modelo democrático costarricense, de manera que sirven como eje 
articulador de su identidad nacional y de su política de neutralidad activa.
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El sistema político costarricense, en una primera mirada, puede enten-
derse como un sistema político que se apoya en la idea del universalismo de 
los Derechos Humanos, por lo cual se presenta como un modelo donde estos 
derechos deberían pertenecer a todas las personas por igual. Sin embargo, 
si observamos su historia, vemos que, en realidad, los Derechos Humanos 
surgieron como una concesión limitada, pues fueron otorgados primero a 
unos pocos y luego, de manera gradual, al resto de la ciudadanía. Incluso 
hoy, su aplicación no es total ni equitativa en todas partes.

Esta contradicción tiene un impacto directo en la construcción de la paz. 
Una paz verdadera no es solo la ausencia de guerra, sino también la existencia 
de condiciones justas y dignas para todos. Si los Derechos Humanos no son 
plenamente respetados, o si su acceso sigue siendo desigual, entonces la paz 
será siempre incompleta y frágil. Pensar críticamente sobre la democracia y 
los Derechos Humanos es, por tanto, un paso necesario para construir una 
paz duradera, donde no haya exclusiones ni privilegios, sino una verdadera 
igualdad entre todas las personas.

Es a partir de la Constitución de Costa Rica de 1949, en su artículo 12, 
que se proscribe el Ejército como institución permanente. Solo se autoriza 
su formación en casos excepcionales para la defensa nacional o continental, 
pero en todo caso queda subordinado al poder civil (Constitución Política de 
la República de Costa Rica, art. 12). En lugar de una estructura militar, Costa 
Rica basa su defensa en tres pilares principales: en primer lugar, la diplomacia 
activa, articulada a través de la participación en organismos multilaterales 
como la Organización de Estados Americanos (OEA) y la Organización de 
las Naciones Unidas (ONU); en segundo lugar, el fortalecimiento de fuerzas 
policiales civiles para garantizar la seguridad interna y prevenir conflictos que 
puedan poner en riesgo la estabilidad nacional (Alfaro, 2012); y, en tercer lugar, 
el amparo en normas internacionales que prohíben la agresión y protegen la 
soberanía de los Estados, como la Carta de las Naciones Unidas (Alfaro, 2012).

Este modelo civilista y jurídico ha permitido a Costa Rica construir 
una imagen internacional de país pacífico, comprometido con la solución 
pacífica de controversias y con la promoción de los Derechos Humanos. En 
síntesis, la renuncia a la vía armada como instrumento de política exterior le 
ha otorgado a Costa Rica un prestigio singular.
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No obstante, confiar en mecanismos internacionales y en la diplomacia 
como único recurso de defensa plantea riesgos que no pueden ser ignorados. 
La experiencia del conflicto territorial con Nicaragua en 2010-2011 reveló las 
limitaciones prácticas de este modelo. Aunque Costa Rica logró, finalmente, 
que la Corte Internacional de Justicia (CIJ) ordenara la retirada de las tropas 
nicaragüenses, el proceso fue lento y expuso la vulnerabilidad inmediata del 
territorio ante una acción armada extranjera (Alfaro, 2012). La ausencia de 
una capacidad de respuesta rápida y efectiva coloca a Costa Rica en una 
situación de dependencia de terceros y de la voluntad política internacional, 
elementos que no siempre son predecibles ni garantizados.

Más aún, el surgimiento de nuevas amenazas globales, como el crimen 
organizado transnacional, el narcotráfico, las amenazas cibernéticas y el 
terrorismo, plantea desafíos que escapan a las categorías tradicionales de 
guerra interestatal. Estos fenómenos no respetan las fronteras, no responden a 
la diplomacia clásica y requieren capacidades de respuesta que trascienden 
el ámbito jurídico o policial convencional. Costa Rica, en este sentido, debe 
enfrentarse al reto de adaptar su estrategia de seguridad a estas realidades 
contemporáneas, sin poner en riesgo su compromiso histórico con la desmi-
litarización.

La experiencia costarricense demuestra que es posible construir un Estado 
soberano sin ejército permanente, siempre y cuando se invierta de manera 
decidida en el fortalecimiento institucional, el respeto a los Derechos Humanos 
y la cooperación internacional. Sin embargo, también pone de manifiesto que 
la soberanía entendida como autonomía absoluta es cada vez más difícil de 
sostener en un contexto global interdependiente y cambiante. Costa Rica ha 
logrado redefinir la relación entre derecho, paz y seguridad, pero este modelo 
exige una vigilancia constante, una diplomacia activa y una renovación perma-
nente de las alianzas estratégicas que sustentan su viabilidad.

Costa Rica fue pionera en desmilitarizarse en tiempos de paz, por 
voluntad política interna, y no como resultado de una intervención externa, 
por lo cual ha desarrollado una identidad activa basada en la neutralidad, 
mientras que otros Estados han adoptado una postura de dependencia explí-
cita respecto a alianzas militares formales.
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Estos matices refuerzan el carácter singular del modelo costarricense, 
pero también muestran que, en el mundo contemporáneo, la seguridad 
desmilitarizada es viable solo en ciertas condiciones: estabilidad política 
interna, apoyo internacional efectivo y capacidades civiles sólidas para 
enfrentar amenazas no tradicionales.

Costa Rica ofrece al mundo un modelo alternativo de seguridad y 
defensa, basado en la supremacía del derecho, la cooperación internacional 
y la seguridad humana. La inexistencia del DOPER en su ordenamiento jurí-
dico refleja una opción consciente de privilegiar la paz sobre la estructura 
de defensa militar. Sin embargo, en un entorno internacional cada vez más 
complejo y violento, sostener este modelo requiere innovación, resiliencia y 
una diplomacia activa que se adapte a los desafíos de las amenazas transna-
cionales. La experiencia costarricense demuestra que la defensa de la sobe-
ranía puede construirse desde el derecho y no solo desde las armas, pero 
también advierte que la paz, para ser sostenible, necesita ser vigilada, fortale-
cida y reinventada de manera constante.

Específicamente, la inexistencia del DOPER en Costa Rica responde, en 
primer lugar, a la ausencia de un aparato militar profesional. Sin un ejército, 
no hay necesidad de normas que regulen la conducción de hostilidades, la 
organización de unidades de combate, ni la ejecución de operaciones mili-
tares, aspectos que son propios del DOPER en Estados militarizados.

En segundo lugar, Costa Rica ha definido su estrategia de seguridad exte-
rior a partir de principios de neutralidad activa y de participación en meca-
nismos internacionales de resolución pacífica de conflictos, como la OEA y la 
CIJ (Alfaro, 2012). Esto implica que, ante eventuales amenazas o agresiones, 
el país recurre al derecho internacional, a la diplomacia y a la cooperación 
multilateral, y no al uso organizado de la fuerza armada.

En tercer lugar, el modelo de defensa costarricense está basado en la 
seguridad humana, es decir, en la creación de condiciones internas de bien-
estar, democracia y respeto a los Derechos Humanos, en lugar de mantener 
fuerzas armadas para disuadir amenazas externas (Rivera, 2020). De esta 
forma, Costa Rica asume que la prevención de conflictos se logra fortale-
ciendo su legitimidad interna e internacional, y no a través del poder militar.
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Aunque la Constitución contempla la posibilidad de formar fuerzas 
armadas en situaciones de emergencia, esto no ha generado en la práctica el 
desarrollo de un cuerpo doctrinario o normativo que pueda ser identificado 
como DOPER. Las acciones de defensa eventuales que puedan plantearse se 
encuentran bajo el amparo general del derecho internacional y del principio 
de legítima defensa recogido en la Carta de las Naciones Unidas, pero no 
constituyen una estructura permanente ni sistematizada de DOPER. 

En este nuevo escenario, la desmilitarización sigue siendo un pilar del 
modelo costarricense, pero también revela ciertas limitaciones. Aunque 
las fuerzas de seguridad civiles han sido reforzadas y profesionalizadas, su 
capacidad de respuesta frente a amenazas organizadas y transnacionales 
no siempre resulta suficiente. La falta de recursos logísticos, de capacidades 
de inteligencia y de instrumentos de defensa especializados plantea inte-
rrogantes sobre hasta qué punto un país desmilitarizado puede enfrentar de 
manera eficaz las amenazas del siglo XXI.

Frente a estos retos, la historia reciente demuestra que la paz en Costa 
Rica ha sido sostenida no por la fuerza de las armas, sino por la fortaleza 
de sus instituciones democráticas y su compromiso inquebrantable con los 
Derechos Humanos. La paz, entonces, es un proyecto deliberado, sostenido 
y proyectado tanto a nivel interno como internacional. La neutralidad activa 
proclamada en 1983, la promoción de los mecanismos de solución pacífica 
de controversias y la participación en foros multilaterales son expresiones 
concretas de una política exterior que asume la paz como principio rector 
(Alfaro, 2012). La paz, en este sentido, no es un estado pasivo, sino una cons-
trucción diaria que exige el fortalecimiento constante de las capacidades 
civiles, el respeto efectivo a la dignidad humana y el compromiso activo con 
el derecho internacional.

Conclusiones 
Colombia y Costa Rica presentan modelos de seguridad opuestos: Colombia 
desarrolló el DOPER para regular jurídicamente la actuación de su fuerza 
pública en escenarios de conflicto y posconflicto, mientras que Costa Rica, 
al abolir su Ejército en 1948, optó por una estructura civilista de seguridad, 
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basada en la diplomacia, el fortalecimiento de los Derechos Humanos y la 
cooperación internacional, sin necesidad de un DOPER.

Aunque sus estructuras de seguridad son diferentes, ambos países coin-
ciden en la importancia de respetar la legalidad y los Derechos Humanos. 
Colombia lo implementa a través del DOPER en sus operaciones militares y 
policiales, mientras que Costa Rica lo hace mediante un compromiso institu-
cional con la paz, la neutralidad y la solución pacífica de controversias.

Tanto Colombia como Costa Rica orientan sus respectivos modelos de 
seguridad hacia la consolidación de la paz, aunque desde perspectivas dife-
rentes. En Colombia, el DOPER constituye una herramienta fundamental para 
la construcción de una paz estable y duradera, especialmente en escenarios 
de posacuerdo, donde la fuerza pública debe actuar dentro del marco del 
respeto a los Derechos Humanos y el Estado de Derecho. En Costa Rica, la 
paz es entendida como un proyecto social continuo, basado en la neutra-
lidad activa, la defensa de los Derechos Humanos y la solución pacífica de 
controversias, de tal manera que ha consolidado un modelo en el cual la 
fuerza militar no constituye un recurso legítimo del Estado en tiempos de 
normalidad. Así, ambos modelos, desde sus respectivas realidades, se alinean 
con el objetivo de construir una paz sostenible, aunque empleen caminos 
profundamente distintos para alcanzarla.
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Introducción 
La seguridad es un tema de gran relevancia para la agenda política interna 
y en el plano internacional, de tal forma que ha sido un referente para desa-
rrollar los diferentes escenarios políticos, económicos y culturales de la 
sociedad. Específicamente, el concepto de seguridad surgió en el período de 
la Guerra Fría como un asunto estatal/nacional, donde la presencia militar 
era indispensable para que el Estado contrarrestara las amenazas a sus ciuda-
danos, intereses y soberanía. Como indica Walter Lipperman (citado por 
Pérez-Gil, 2000), “una nación está segura cuando no tiene que sacrificar sus 
legítimos intereses para evitar la guerra y cuando es capaz, si fuera necesario, 
de mantenerlos a través de la guerra” (p. 209). 

Sin embargo, esta concepción empezó a variar durante la pos-Guerra 
Fría, pues se ha entendido que el Estado no es el único actor en el plano 
internacional, por lo cual en la actualidad debe atenderse a la multiplicidad 
de actores no estatales —por ejemplo las organizaciones interguberna-
mentales, las no gubernamentales y las corporaciones multinacionales— y 
las amenazas a la seguridad. Ahora, como consecuencia de su reconcep-
tualización, la Organización de los Estados Americanos (OEA), a través de 
la Declaración sobre Seguridad en las Américas de octubre de 2003, esta-
bleció nuevos alcances frente a la seguridad y la defensa de los Estados. 
Además de incluir todos los aspectos sociales, políticos, económicos y 
culturales de la región, en ese documento la OEA reconoció en el plano 
internacional el concepto de “seguridad hemisférica”, entendida como 
“aquella que garantiza la libertad, la integridad del Estado, y [que] está 
determinada por la ausencia de amenazas militares y no militares. Es decir, 
la seguridad se dirige a preservar al Estado y la sociedad que lo compone” 
(Lince, 2014, p. 4).

Ahora bien, como se indicó en la Declaración sobre Seguridad en las 
Américas de 2003, las condiciones de seguridad se han transformado a tal 
punto que las amenazas contra los Estados ha adquirido un carácter multi-
dimensional que abarca aspectos económicos, políticos, sociales, de salud y 
ambientales. Lo novedoso, entonces, como expone Armerding (2006), 
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no es su existencia, sino el hecho de que se han transnacionalizado, y han 
asumido una magnitud y un alcance que trascienden las previsiones y pautas 
con que tradicionalmente se enfocan las cuestiones de seguridad interior, 
defensa nacional y seguridad internacional. (p. 3)

Asimismo, Armerding (2006) destaca la reafirmación que hacen los 
países de desarrollar procesos que garanticen la justicia social, la paz y el 
desarrollo integral, de modo que se comprometen a limitar el gasto que 
dedican a armamentos y acciones militares para destinarlos al desarrollo 
económico de los Estados miembros. 

Pese a estas directrices, actualmente se ha retomado el enfoque militar 
que caracterizó a las guerras mundiales y a la Guerra Fría para contrarrestar 
las amenazas de seguridad, de tal forma que la nueva perspectiva en torno 
a la actividad de las Fuerzas Militares es ahora la constante. Como Chillier y 
Freeman (2005) han señalado, surge la “securitización de los problemas de 
la región”, lo cual permite la acción militar para contrarrestar todas la proble-
máticas que se presenten. Ahora bien, esta nueva concepción de “seguridad” 
conlleva la legitimación del uso de las fuerzas militares —y en general el uso 
de la fuerza, contrario a lo dispuesto por la OEA— en todas las esferas del 
territorio con fundamento en la multifuncionalidad otorgada. Como conse-
cuencia, a largo plazo esto se convertiría en un obstáculo para fortalecer la 
democracia regional y las instituciones civiles, pues, desde este enfoque, la 
securitización es el único camino para solucionar las problemáticas de las 
regiones. 

En tal sentido, este capítulo plantea el siguiente interrogante: ¿Cuál es la 
incidencia de la seguridad hemisférica en la consolidación de la democracia 
regional y el fortalecimiento de las instituciones civiles? Para responder esta 
pregunta desde la metodología analítica-descriptiva, se identifica en primer 
lugar el concepto de la seguridad hemisférica, así como su naturaleza y 
características; en segundo lugar, se determina qué relación tiene la segu-
ridad hemisférica y la securitización, y, por último, se analiza la incidencia de 
la seguridad hemisférica en la consolidación de la democracia regional y el 
fortalecimiento de las instituciones civiles a partir del estudio de la seguridad 
humana y el desarrollo humano sostenible.
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El concepto de seguridad hemisférica 
Con la culminación de la Guerra Fría surgió una nueva concepción sobre la 
seguridad de los Estados, pues se reconoció que el enemigo ya no se limita a 
otro Estado, sino que se extiende a amenazas como el narcotráfico, el terro-
rismo, entre otros. Estos fenómenos ya no se analizan desde el plano intraes-
tatal, sino desde el ámbito internacional, y se caracterizan por el “incremento 
de la criminalidad, que presiona por una mayor acción estatal en seguridad 
pública, con recurrencia a fuerzas militares en apoyo a policías insuficientes 
o desbordadas por los hechos delictivos y los diversos tipos de violencia” 
(Alda & Ferreira, 2015, p. 14).

Al finalizar esa etapa de guerras surgieron diversas organizaciones inter-
nacionales. Este es el caso de la Conferencia de Dumbarton Oaks, que fue 
convocada por Estados Unidos, Gran Bretaña, China y la Unión Soviética en 
1944 con el fin de establecer las bases de lo que hoy en día es la Organización 
de las Naciones Unidas (ONU). Ese mismo año también fue convocada la 
Conferencia Interamericana sobre Problemas de la Guerra y de la Paz, que se 
realizó en Chapultepec, México, con el objetivo de “discutir los problemas 
económicos de la posguerra, debatir sobre el nuevo esquema de seguridad 
que habría de adoptarse a escala hemisférica y a la vez precisar la forma de 
integración del sistema regional con la nueva organización internacional” 
(Kerber, 2004, p. 17)9 Como resultado de la Reunión de Chapultepec, como 
se conoce, se desarrollaron las siguientes resoluciones:

1.	 El Acta de Chapultepec: conocida como la Declaración sobre 
Asistencia Mutua y Solidaridad Americana, fue firmada el 3 de 
marzo de 1945. Específicamente, estableció las reglas frente a las 

9	  Entre los documentos relacionados con la agresión de los Estados se encuentra 
la Séptima Conferencia Panamericana (Montevideo, 1933). Al firmarse la Convención sobre 
Derechos y Deberes de los Estados, se había estipulado que “ningún Estado tiene derecho de 
intervenir en los asuntos internos o externos de otro”. Asimismo, en el Protocolo Adicional 
Relativo a la no Intervención, firmado durante la Conferencia Interamericana de Consolidación 
de la Paz (Buenos Aires, 1936), se declaró como “inadmisible la intervención de cualesquiera 
de las Repúblicas Americanas, ya fuera en forma directa o indirecta y por cualquier motivo, en 
los asuntos internos o externos de las demás”. Por lo tanto, no había sido prohibida específi-
camente la intervención colectiva, ya que había sido reemplazada la acción unilateral por la 
responsabilidad colectiva (Kerber, 2004, p. 17).
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agresiones “extracontinentales o no”, la condena frente a la inter-
vención de un Estado en los asuntos internos de otro, la proscrip-
ción de que un atentado contra la integralidad del territorio o su 
soberanía sea considerado como un atentado a todos los estados 
americanos (OEA).

2.	 La Declaración de México: firmada durante la Conferencia 
Interamericana sobre Problemas de la Guerra y de la Paz, esta-
blece las siguientes directrices: la primacía del derecho inter-
nacional como fuente de conducta de los Estados; la igualdad 
jurídica de los Estados; el reconocimiento de la libertad y la sobe-
ranía de sus miembros; la inviolabilidad de la integralidad de los 
territorios, y el compromiso de solucionar de forma pacífica los 
conflictos. Además, se dejó constancia de que “la agresión de 
un Estado Americano constituye una agresión a todos los Estados 
Americanos” (N.7), lo cual constituye un compromiso con la paz 
(OEA).

3.	 La Resolución XXX, referente a la forma como deberían modifi-
carse las propuestas de Dumbarton Oaks10: como señala Rosenthal 
(1995), en este documento “las naciones latinoamericanas decla-
raron que las propuestas de Dumbarton Oaks constituían ‘una 
base y un valioso aporte para establecer la Organización General’, 
pero solicitaron que la Conferencia Mundial tomara en cuenta sus 
opiniones” (p. 18). Asimismo, se indicó la necesidad de desarrollar 
acuerdos regionales con el fin de promover la seguridad nacional 
y conservar la paz.

10	  Como lo indica Kerber (2004), “el criterio prevaleciente en materia de segu-
ridad hemisférica pretendía establecer acuerdos regionales, que permitieran cerrar el área 
de influencia de los Estados Unidos a una posible injerencia de la Unión Soviética” (p. 18). 
Consideración que originó en la conformación de instituciones de carácter militar y estratégico 
como el Tratado Interamericano de Asistencia Recíproca (TIAR) firmado en Río de Janeiro en 
1947 y el Colegio Interamericano de Defensa en 1963. Pese a estos esfuerzos, las experiencias 
a partir del TIAR no fueron positivas y, al desaparecer la figura del enemigo, se consideró perti-
nente reconsiderar las directrices que hasta el momento se tenía de seguridad estatal.
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Posteriormente, en la Declaración de Bridgetown: Enfoque Multidimen- 
sional de la Seguridad Hemisférica del año 2002, los países miembros de la 
OEA establecieron que “deben tratar de fortalecer y, cuando corresponda, 
desarrollar mecanismos apropiados y pertinentes para profundizar la coope-
ración y coordinación a fin de abordar de manera más focalizada las nuevas 
amenazas, preocupaciones y otros desafíos multidimensionales a la seguridad 
hemisférica” (OEA, 2002, párr. 16). Este tema fue retomado en la Declaración 
sobre Seguridad de las Américas11 de 2003, donde se reformuló el concepto 
de seguridad en los siguientes términos:

Nuestra nueva concepción de la seguridad en el Hemisferio es de alcance 
multidimensional, incluye las amenazas tradicionales y las nuevas amenazas, 
preocupaciones y otros desafíos a la seguridad de los Estados del Hemisferio, 
incorpora las prioridades de cada Estado, contribuye a la consolidación de 
la paz, al desarrollo integral y a la justicia social, y se basa en valores demo-
cráticos, el respeto, la promoción y la defensa de los Derechos Humanos, la 
solidaridad, la cooperación y el respeto a la soberanía nacional. (OEA, 2003)

Igualmente, se indicó que este concepto debía proyectarse hacia nuevos 
fenómenos, como: el terrorismo, la delincuencia organizada transnacional, el 
narcotráfico, la corrupción, el lavado de activos, el tráfico ilícito de armas, la 
pobreza extrema y la exclusión social de amplios sectores de la población, 
que también afectan la estabilidad y la democracia; los desastres naturales y 
los de origen humano, el VIH/SIDA y otras enfermedades, otros riesgos a la 
salud y el deterioro del medioambiente; la trata de personas; los ataques a la 
seguridad cibernética; la posibilidad de que surja un daño en el caso de un 
accidente o incidente durante el transporte marítimo de materiales poten-
cialmente peligrosos, incluidos el petróleo, material radiactivo y desechos 

11	  En la Declaración sobre Seguridad en las Américas, las amenazas siguen el siguiente 
orden: 1. Amenazas “duras” a la seguridad: terrorismo, delincuencia organizada trasnacional, 
narcotráfico, corrupción, lavado de dinero, tráfico ilícito de armas; 2. Amenazas de origen social 
con impacto en la seguridad: la pobreza; 3. Amenazas provenientes de la naturaleza y la salud: 
desastres naturales, deterioro del medioambiente y Sida; 4. Amenazas contra la integridad de 
las personas, originadas por causas sociales, pero realizadas por grupos de crimen organizado: 
la trata de personas; 5. Amenazas on line: delitos cibernéticos; 6. Amenazas provenientes del 
transporte de productos peligrosos, desechos tóxicos, petróleo y material radioactivo; 7. La 
amenaza por la posible posesión de armas de destrucción masiva por personas o grupos terro-
ristas que puedan actuar en el hemisferio (Benítez, 2004, p. 55).
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tóxicos; y la posibilidad del acceso, posesión y uso de armas de destrucción 
en masa y sus medios vectores por terroristas (OEA, 2003, p. 106).

Asimismo, se ratificó que la seguridad es un compromiso de todos los 
Estados, que deben permitir la consolidación de la paz, la justicia social y 
el desarrollo integral a través de la buena gestión gubernamental, en la cual 
debe existir pleno respeto de las garantías y las libertades fundamentales. 
En tal sentido, el literal f de esta declaración señaló que “la justicia social 
y el desarrollo humano son necesarios para la estabilidad de cada Estado 
del Hemisferio”, lo cual se fortalece a través de las relaciones de amistad y 
cooperación entre los Estados. 

El principal cambio frente a la seguridad es que los problemas que 
la afectan se transnacionalizan, es decir, dejan de ser interestatales, en el 
entendido de que existen situaciones que impactan simultáneamente a varios 
Estados y que sobrepasan fronteras nacionales. Este hecho lleva a reconocer 
actores y agentes que no son parte de los gobiernos y Estados, pero que 
representan una amenaza a sus intereses y, por lo tanto, resulta necesario 
establecer nuevas formas de afrontarlos desde el marco de la cooperación 
internacional, lo cual da lugar a la denominada “seguridad hemisférica”.

Esta nueva concepción, asociada a la “defensa colectiva”, fue definida 
por el gobierno de los Estados Unidos a través del Departamento de Estado, 
al afirmar que las problemáticas que se presentan en cada país deben ser 
abordadas desde el enfoque regional y no de cada Estado individualmente, 
ya que problemas como la seguridad en las vías, la comunicación marítima, 
el narcotráfico, el terrorismo, entre otros, deben ser afrontados por el grupo 
de Estados al que afectan12. En tal sentido, combatir el terrorismo se convirtió 
en una prioridad para los Estados Unidos a partir de septiembre de 2001, para 

12	  “El concepto de defensa hemisférica está basado en un enfoque regional, más que 
en un enfoque país por país. Por ejemplo, los problemas de seguridad de las vías de comuni-
cación marítima están divididos en las áreas del Atlántico del Sur, Pacífico del Sur, Caribe y del 
Occidente Mexicano, y deben ser responsabilidad conjunta de las naciones cercanas a esas 
áreas. Lo mismo, si bien la seguridad de la fuente de estaño corresponde a Bolivia, el tránsito 
de éste hasta Estados Unidos es responsabilidad compartida por al menos media docena de 
Estados” (United States Department of State, 1950, p. 634).
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lo cual implementaron una serie de estrategias asociadas a la Doctrina de 
Seguridad Nacional13 para proteger su territorio.

Actualmente, la seguridad hemisférica es una cuestión de “pesos y 
contrapesos” (Benítez-Manaut, 2004, p. 16), pues involucra la influencia que 
cada país ejerce o busca ejercer sobre los demás. En este escenario, países 
como Estados Unidos es el único que proyecta una dimensión hemisférica, 
mientras que los otros se proyectan hacia sus regiones a través de organiza-
ciones como el Sistema de Integración Centroamericana, Mercosur, Nafta, el 
Pacto Andino, entre otros. 

Aunque esta implementación significó actualizar un régimen de segu-
ridad que se había desarrollado con las disposiciones de la Guerra Fría, lo 
cual permitió responder a las necesidades de la región, en otros sectores 
significó aceptar la idea de que no es posible establecer una agenda común 
de seguridad. Sin embargo, como sostienen Chillier y Freeman (2005), 

ante el contexto actual de la región y el concepto de terrorismo promovido 
por EE.UU, la implementación de este nuevo concepto multidimensional 
constituye un riesgo de que aumente la securitización de los problemas de la 
región y, por consiguiente, la militarización como una respuesta para confron-
tarlos. (p. 12)

En tal sentido, la necesidad de preservar un orden constitucional 
seguro llevó a que se asignaran nuevas funciones a los grupos militares. 
Específicamente, como consecuencia de la “esencial incapacidad y falta de 
patriotismo de las élites civiles para conducir estas naciones y la falta de prepa-
ración de sus pueblos para la vida democrática, se proporcionó la excusa y 
la justificación moral para la transformación permanente del soldado en polí-
tico” (Tapia, 1980, p. 61), elemento que en la actualidad define las políticas 
de seguridad asociadas a América del Sur.

13	  La seguridad nacional, como indica Leal (2003), se consolidó como categoría política 
durante la Guerra Fría, especialmente en las zonas de influencia de Estados Unidos. Después 
de la Segunda Guerra Mundial, este país rescató el uso político que la palabra seguridad ha 
tenido desde la antigüedad, para elaborar el concepto de “Estado de seguridad nacional”. Este 
concepto se utilizó para designar la defensa militar y la seguridad interna frente a las amenazas 
de revolución, la inestabilidad del capitalismo y la capacidad destructora de los armamentos 
nucleares (p. 74).

http://EE.UU
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Securitización de la política regional en Colombia 
Como consecuencia de la perspectiva multifuncional del concepto de segu-
ridad y de la reacción a esquemas tradicionales de índole realista y construc-
tivista, surge el concepto de securitización, entendido como los “procesos 
por medio de los cuales un asunto se construye como problema de segu-
ridad” ((Muñoz Tejada, 2018, p. 24). Aunque no existe un consenso para 
definirlo, autores como McDonald (2008) señalan que la securitización se 
puede concebir como un proceso en el cual se declara un asunto como 
amenaza frente a un objeto específico, y si existe un consenso, se acepta que 
se usen medidas excepcionales y que se suspendan las medidas normales 
para contrarrestar sus efectos negativos14. Desde esta perspectiva, las fuerzas 
militares se han reconocido como un factor importante, pues actualmente 
son el actor principal de las políticas para afrontar los efectos de prácticas 
como el narcotráfico, el terrorismo y la violencia generalizada.

Por su parte, autores como Waever y Barru-Buzan (citados por Treviño, 
2016) señalan que lo importante es estudiar este concepto a través de dos 
enfoques:

a. El proceso a través del cual ciertos actores, como la prensa o el Poder 
Ejecutivo, presentan ante el público la existencia de supuestas amenazas 
(militares o no militares) como un pretexto para desplegar ciertas medidas de 
emergencia; y b. los resultados de dicho proceso: por ejemplo, un incremento 
en el número de policías, mayores recursos, más armamento. (p. 260)

En el caso colombiano, la securitización implicó una nueva concepción 
frente a la transición de la noción de conflicto, ya no como un fenómeno 
interno, sino como un conflicto regional sometido a la percepción de la segu-
ridad regional. Como indica el análisis de Bonilla (2004), se 

puede aún intentar evaluar si este movimiento fue bien realizado, así como 
las consecuencias que ha tenido sobre las percepciones de amenazas de los 

14	  “More specifically, securitization may be defined as a process in which an actor 
declares a particular issue, dynamic or actor to be an ‘existential threat’ to a particular referent 
object. If accepted as such by a relevant audience, this enables the suspension of normal politics 
and the use of emergency measures in responding to that perceived crisis” (McDonald, 2008, 
p. 59).
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otros actores. En resumen, las cadenas de acciones y reacciones producidas 
configuran un complejo de securitización. (p. 49)

Sin embargo, esta proyección del status de amenaza a todas las situa-
ciones que puedan afectar la seguridad implica que se justifiquen acciones 
de fuerza ante un sinnúmero de amenazas que, en muchas ocasiones, solo 
dependían del contexto interno. En tal sentido, la Escuela de Copenhague 
señala que el concepto de seguridad desplaza el ámbito de la política, “al 
enmarcar, identificar o definir un asunto como amenaza y, por lo tanto, como 
una cuestión ‘especial’ que se sitúa fuera o más allá del juego político ordi-
nario y que por ello requiere medidas excepcionales” (Verdes, 2015, p. 116). 

Dichas medidas excepcionales, configuran un nuevo paradigma en 
el desarrollo de las agendas regionales de los países Latinoamericanos y 
Colombia no es la excepción, pues en la actualidad se vislumbra como un 
papel activo en las decisiones estatales, donde si bien permite la reacción 
inmediata frente a fenómenos perjudiciales para la sociedad, también implica 
un actuar descontrolado de acciones estatales y militares que son justificadas 
desde el punto de vista de la securitización pero que alejan al ciudadano de 
la toma de decisiones frente a estos fenómenos. 

Así pues, la securitización deja ver una serie de consecuencias en dife-
rentes sectores —narcotráfico, terrorismo, defensa y seguridad democrática, 
etc.—, como son el aspecto militar en lo relacionado con la intervención 
de las fuerzas armadas [A1] en problemas de orden público, agenda de 
seguridad, respuesta ante conflictos y la pérdida de legitimación de institu-
ciones civiles. Así mismo, en ocasiones promueve la inestabilidad política 
y social, ya que las estrategias militares se ponen en primer orden y relegan 
las demandas sociales para resolver primero cuestiones internacionales, por 
encima de aquellas de índole interno. En palabras de Yepes (2003; citando 
a Malamud), “la securitización de una agenda diluye la distinción entre la 
defensa nacional, una misión tradicionalmente encomendada a las fuerzas 
armadas, y la seguridad pública a cargo de la policía, lo que también recibiría 
el nombre de seguridad pública” (p. 380)

A continuación, se abordan las principales problemáticas de seguridad 
que se han enfrentado a la securitización en la región.
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Narcotráfico y securitización 
El narcotráfico es un fenómeno que ha estado presente de forma permanente 
en la agenda de la seguridad colombiana, ya que distorsiona la realidad 
económica y política del país, además de que genera olas de violencia gene-
ralizada y corrupción, entre otros efectos. Sin embargo, el narcotráfico no 
solo ha estado presente en el ámbito nacional, sino que también ha transgre-
dido fronteras y se ha convertido en un problema regional, de manera que las 
diferentes organizaciones internaciones han intentado solucionarlo a través 
de acuerdos bilaterales o unilaterales. 

Debido a esto, los países que se han visto afectados por esta práctica 
han determinado realizar acuerdos de cooperación, los cuales implican el 
reconocimiento de estrategias comunes para contrarrestar la realización de 
esta actividad en sus territorios. En el caso de Colombia, en el año 2000 firmó 
un tratado de cooperación internacional con los Estados Unidos conocido 
como el Plan Colombia, que estaba dirigido a combatir y erradicar el cultivo 
y tráfico de sustancias psicoactivas. Específicamente, el acuerdo tuvo como 
principales benefactores a la Unión Europea y los Estados Unidos, lo cual 
implicó el mayor proceso de equipamiento en contra del narcotráfico en el 
siglo XX.

Debido a que la implementación de este plan conllevó el reconoci-
miento de las Fuerzas Militares como un actor represivo clave para combatir 
los carteles del narcotráfico, se les adjudicó un alto porcentaje de presupuesto 
—como se realizaba en la Doctrina de Seguridad Nacional— y se permitió 
su intervención en el control sobre los cultivos ilícitos. Sin embargo, esto no 
obtuvo el efecto deseado, pues no logró combatir el narcotráfico, que aún 
persiste. 

Ahora bien, con la seguridad hemisférica se ha abierto el debate frente 
a la participación de las Fuerzas Militares en la lucha contra el narcotráfico 
y sus límites para reprimir este delito. Como señala Garzón (2004), en el 
caso “de los países del área andina, este rol parece normal, sin embargo en 
algunos países del Cono Sur ha habido más cautela, pues las autoridades 
han asumido que las Fuerzas Armadas deben asistir, mas no involucrarse de 
manera directa” (p. 11).
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Sin embargo, aunque los avances para contrarrestar los efectos del 
narcotráfico han sido de gran relevancia en Colombia, también es cierto que 
se ha obligado a que los traficantes traspasen las fronteras hacia otros países. 
Esto implica que, si bien las estrategias de securitización hasta el momento 
han funcionado de forma parcial, no solo se requiere de la cooperación tras-
fronteriza —a partir de acuerdos unilaterales y bilaterales— para erradicar 
esta problemática, sino que también se debe reconocer la participación de 
actores privados, de la sociedad civil y el gobierno.

Políticas contra el terrorismo 
El terrorismo ha estado presente en la agenda de seguridad internacional, 
como sucede en el caso de Colombia y en varios países latinoamericanos, 
ya que los fenómenos de violencia generalizada han sido permanentes en la 
región. En tal sentido, los Estados de Latinoamérica han establecido acuerdos 
de cooperación para reducir los efectos de este fenómeno, entre los cuales se 
encuentra la Convención Interamericana en contra del Terrorismo adoptada 
en el año 2003. 

Específicamente, el terrorismo se ha definido como una 

estrategia política ampliamente recurrente, pero imprecisamente delimitada. La 
estrategia consiste en el despliegue de amenazas y violencia asimétrica en contra 
de enemigos, usando métodos que quedan afuera de las formas de debate polí-
tico que operan rutinariamente dentro de un régimen. (Tilly, 2004, p. 5). 

Por su parte, Deutch (1997) ha señalado que son “actos de violencia 
cometidos en contra de personas inocentes o no combatientes con el propó-
sito de lograr fines políticos a través del miedo y la intimidación” (p. 12).

Como se ha señalado en los apartados anteriores, la securitización ha 
sido una de las estrategias que se han implementado para abordar los dife-
rentes escenarios que han sufrido las consecuencias de los ataques terroristas 
desde la implementación de políticas asimétricas de poder en contra de 
enemigos, entre los cuales se encuentran la intervención de Fuerzas Militares 
en el campo civil, los campos de refugiados y la intervención en políticas 
internas de los países. Si bien el despliegue de las Fuerzas Militares para 
combatir los efectos del terrorismo contribuyó a reducir el miedo que estos 
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hechos producían en la sociedad, lo cierto es que también generó situaciones 
de tensión y estigmatización en la ciudadanía, las cuales agravaban la situa-
ción, marginaban a la población y afectaban las estrategias de cooperación, 
pues a largo plazo se justificaban políticas excepcionales por fuera de estas 
acciones. 

Si bien la cooperación ha sido fundamental para establecer estrategias 
que contrarresten el terrorismo, estas han implicado una expansión militar 
considerable en la región. Así se evidencia no solo en el desarrollo de las 
actividades del FBI, la DEA y la CIA en el territorio colombiano, sino también 
en la intervención extranjera a través de bases militares. Esta circunstancia 
vulnera principios como la soberanía y distorsiona el concepto de seguridad, 
lo cual permite que se tomen medidas excepcionales que pueden exceder el 
marco de los derechos fundamentales.

La política de defensa y seguridad democrática 
El mantenimiento de la soberanía y la seguridad estatal ha sido una de las 
preocupaciones de la agenda política de los países, principalmente debido a 
las trasformaciones que han surgido por la globalización y la transnacionali-
zación de prácticas como el terrorismo y el narcotráfico, las cuales han desle-
gitimado las instituciones sociales y políticas. Sin embargo, se debe señalar 
que las estrategias implementadas a partir de la concepción de seguridad 
hemisférica no superan los criterios pregonados en la Guerra Fría, ya que el 
militarismo sigue siendo el protagonista de la seguridad nacional, al punto 
que se convierte en su marco de referencia.

Ahora bien, desde el punto de la gobernabilidad, los Estados deben 
implementar políticas que solucionen las necesidades que la sociedad tiene 
para hacer frente a las nuevas amenazas que surgen contra los Estados. En 
tal sentido, las nuevas amenazas tienen un carácter “global, heterogéneo, 
no centralizado y disperso, fuera del control de las autoridades del Estado-
nación y no cabe hacer frente a tales desafíos mediante el uso de la fuerza 
militar” (Sfrégola, 2008, p. 13). Lo anterior, por cuanto se ha evidenciado que 
de nada sirve destinar millonarios recursos para fortalecer las fuerzas militares 
y policiales si no se ataca de raíz el origen de las problemáticas que dan lugar 
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a la inseguridad, como es el caso de la pobreza, la marginación, la falta de 
educación, entre otras.

Este escenario deja claro que los Estados tienen la responsabilidad de 
“defender la independencia nacional, mantener la integridad territorial y 
asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo” (Constitución 
Política de Colombia, 1991, art. 2). Por esta razón, se ha entendido la política 
de defensa como las estrategias que aplican los Estados para prevenir o erra-
dicar amenazas o actos de agresión a sus ciudadanos y su soberanía. 

Así pues, a raíz del nuevo enfoque multidimensional, la Unión de 
Naciones Suramericanas (Unasur) también reconoció en su tratado consti-
tutivo que debía existir cooperación para fortalecer la seguridad ciudadana 
(art. 4, lit. t) y cooperación sectaria como mecanismo para profundizar la 
integración suramericana, para lo cual propone el intercambio de informa-
ción, experiencias y capacitación (art. 4, lit. u). Claro ejemplo de ello son 
los acuerdos que se han realizado entre países para reducir los efectos de las 
amenazas de seguridad.

Todo esto, sin embargo, ha hecho que se confundan las nociones de 
seguridad nacional, defensa y seguridad ciudadana, las cuales conviene 
precisar. Específicamente, el concepto de seguridad hace referencia al uso 
adecuado de mecanismos para garantizar el bienestar social, mientras que 
el término defensa se circunscribe a la protección de las amenazas violentas 
y el de seguridad ciudadana implica el reconocimiento de medios armados 
o militares para repeler una agresión. Por lo anterior, se ha entendido que se 
pueden militarizar todos los aspectos de la sociedad y generar consecuencias 
negativas, como afirma Krujit (citado por Garzón, 2004):

La intromisión militar en tareas policiales llevaría a una renovada estigmati-
zación de las Fuerzas Armadas como instrumento represivo; envolver a los 
militares en tareas relacionadas con la lucha contra el narcotráfico llevaría 
consigo el riesgo de corrupción institucional; poner énfasis exagerado en la 
acción militar para actividades de desarrollo local o la protección del medio 
ambiente de ninguna manera contribuye al gasto público en armamento y 
equipo, o en entrenamiento especializado. Las únicas misiones tanto pres-
tigiosas y aceptables para profesionales militares parecen ubicadas en el 
ambiente de operaciones de paz y de monitoreo de conflictos resueltos. (p. 44)
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Es así que el exceso de actividad militar en los Estados, a pesar de que 
puede significar seguridad, también puede generar inseguridad en otras 
áreas, como es el caso de la economía o la emergencia alimentaria, y que 
los ciudadanos se sientan inseguros frente a aspectos como la pobreza, las 
enfermedades y la violencia generalizada a nivel interno. En pocas palabras, 
no puede perderse de vista que la prevención de focos de inseguridad como 
el narcotráfico, el terrorismo y las amenazas contra la seguridad democrática 
no puede dejar de lado aspectos como la economía, la inseguridad alimen-
taria, etc. Como se ha visto, la avanzada militar sería ineficaz porque estos 
factores inciden en que la población realice estas prácticas para satisfacer las 
necesidades básicas que el Estado no ha podido satisfacer.

Por tal razón, la intervención militar no se puede concebir como la única 
alternativa para brindar seguridad a los territorios, pues esto sería afirmar que 
las Fuerzas Militares deben ser responsables de la búsqueda de la seguridad 
global y de las personas. Esto es contrario a las responsabilidades del Estado, 
que es el encargado de generar políticas efectivas de seguridad a la pobla-
ción, las cuales deben estar encaminadas a defender y proteger los derechos 
y las garantías fundamentales.

Este panorama evidencia que se han dejado de lado las directrices 
emitidas por la Declaración sobre Seguridad de las Américas, según las cuales 
la tarea principal consiste en obtener la justicia social y el desarrollo humano. 
Efectivamente, estas directrices se han sustituido por parámetros propios de 
las guerras mundiales, como incrementar la militarización como recurso para 
solucionar las diferentes amenazas estatales. En tal sentido, se ha convertido a 
las Fuerzas Militares en un actor político que se articula a las políticas de cada 
Estado para contrarrestar las amenazas y los focos de inseguridad. 

La seguridad humana: el camino hacia                     
la desecuritización regional 
La aplicación de la seguridad hemisférica, como estrategia que responde a las 
necesidades de los países latinoamericanos, enfrenta varios retos porque sus 
consecuencias a largo plazo afectan la democracia, las instituciones civiles y 
la soberanía de los territorios. Específicamente, esto se debe a que la seguridad 
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hemisférica ha unificado conceptos que divergen en su aplicación, lo cual ha 
generado pérdida de confianza de los ciudadanos y de los mismos países. 

Ahora bien, la seguridad ya no debe enfocarse solo desde la perspec-
tiva militar, como se ha entendido en la actualidad, sino que además debe 
adquirir tintes humanos —conforme lo dispuesto en la Declaración sobre 
Seguridad en las Américas15— que promuevan el bienestar de la sociedad. 
En tal sentido, es necesario identificar alternativas que permitan disminuir 
los efectos de la seguridad hemisférica, para lo cual es clave fortalecer la 
gobernabilidad democrática, la seguridad humana, la seguridad regional y 
nacional, de tal manera que se alcance la estabilidad y el desarrollo humano. 

Desde esa perspectiva, la seguridad humana se entiende “como un 
concepto más amplio y positivo, que prioriza la necesidad de los indivi-
duos de vivir en paz y de contar con los medios económicos, políticos y 
ambientales para una existencia digna” (Jaef, 2016, p. 16), lo cual implica 
desligar el concepto de seguridad de la securitización y la avanzada militar. 
Sin embargo, se debe tener en cuenta que “el concepto de seguridad humana 
no reemplaza, ni subestima las condiciones clásicas de la seguridad, sino que 
las complementa de cara a una mejor adaptación a los procesos de la globa-
lización” (Rojas-Aravena, 2012, p. 16). Como menciona Jaef (2010, citando 
a Rojas Aravena), 

según la Comisión de Seguridad Humana, esta significa garantizar las liber-
tades vitales; proteger a las personas expuestas a amenazas y a ciertas situa-
ciones peligrosas, robusteciendo su fortaleza y aspiraciones; implica también 
crear sistemas que les faciliten los elementos básicos de supervivencia, 
dignidad y medios de vida. La seguridad humana conecta diferentes tipos 
de libertades: frente a las privaciones y al miedo, y libertad para actuar en 
nombre propio. A tal fin se ofrecen dos estrategias generales: protección y 
realización del potencial. La protección aísla a las personas de los peligros. La 
potenciación les permite realizar su potencial y participar plenamente en la 
toma de decisiones. (p. 6)

15	  La declaración sobre Seguridad de las Américas establece, en su literal e, que “las 
condiciones de seguridad humana mejoran mediante el pleno respeto de la dignidad humana, 
los Derechos Humanos y las libertades fundamentales de las personas, así como mediante la 
promoción del desarrollo económico y social, la inclusión social, la educación y la lucha contra 
la pobreza, las enfermedades y el hambre” (OEA, 2003).
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Este modelo de seguridad se desarrolla a partir de las necesidades 
humanas, más que en las necesidades del Estado, pues entiende que, en el 
plano regional, nacional o internacional, el desarrollo individual y comuni-
tario es fundamental para proyectar el bienestar social, de tal manera que se 
fomente la participación de los ciudadanos en las diferentes esferas políticas. 
Esto implica que las políticas también deben enfocar la prevención, no solo 
la protección, así como eliminar el asistencialismo para que las personas se 
puedan valer por sí mismas. En definitiva, “la seguridad humana no es una 
preocupación por las armas, por la defensa del Estado o por la protección 
de las fronteras políticas; es, mejor dicho, una preocupación por la vida y la 
dignidad de las personas” (Zavaleta, 2014, p.270). 

Así, la seguridad humana puede entenderse a partir de los componentes 
e indicadores que estableció el Informe sobre Desarrollo Humano (Programa 
de las Naciones Unidas para el Desarrollo [PNUD], 1994):

1.	 Seguridad alimentaria: se evidencia en el acceso a alimentos, 
calidad de alimentos, índice de desnutrición y malnutrición, 
índice de alimentos per cápita, nivel de dependencia respecto a la 
importación y exportación de alimentos, oferta diaria de calorías, 
proporción entre alimentos y población, etc. 

2.	 Seguridad en salud: acceso a servicios de salud, gasto per cápita 
en salud, gasto público y privado en salud, índice de esperanza 
de vida, números de personal médico capacitado en función del 
número de habitantes, población con acceso a fuentes de agua 
potable, porcentaje de la población inmunizada, porcentaje de 
niños menores de cinco años con peso inferior al normal, etc.

3.	 Seguridad económica: exportaciones e importaciones, índice de 
pobreza humana, número de empleos respecto a la población 
económicamente activa, paridad del poder adquisitivo (PPA), 
paridad o disparidad en los niveles de ingreso, etc.

4.	 Seguridad personal: violencia, delincuencia, delitos de lesa huma-
nidad, uso de estupefacientes, violencia doméstica y discrimina-
ción de género.

5.	 Seguridad comunitaria: conflictos étnicos y sociales, exclusión, 
discriminación social, desplazamiento y refugiados. 
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6.	 Seguridad política: gasto militar en función del gasto en salud, 
educación, entre otros; número de fuerzas armadas y respeto o 
violación de Derechos Humanos. 

7.	 Seguridad ambiental: uso adecuado de recursos naturales, preven-
ción para el cambio climático, deforestación, desertificación, 
disponibilidad de agua, etc.

Posteriormente, la Comisión sobre Seguridad Humana publicó en el año 
2003 un informe con las principales tareas que los Estados deben realizar 
para implementar de forma efectiva la seguridad humana:

1. Proteger a las personas inmersas en conflictos violentos. 2. Proteger a las 
personas de la proliferación de armas. 3. Dar apoyo a la seguridad humana 
de las personas activas. 4. Establecer fondos de transición para la seguridad 
humana en situaciones de posconflicto. 5. Promover el comercio justo y los 
mercados con el fin de beneficiar a las personas en situación de extrema 
pobreza. 6. Proveer los estándares mínimos de vida en todas partes. 7. 
Acordar una alta prioridad al acceso universal de los servicios básicos de 
salud. 8. Desarrollar un sistema eficiente e igualitario de derechos de patentes. 
9. Empoderar a todas las personas a través de la educación básica universal 
mediante mayores esfuerzos en los ámbitos nacional e internacional. 10. 
Clarificar la necesidad de una identidad humana global al mismo tiempo 
que se respeta la libertad de los individuos de tener identidades y afiliaciones 
diversas. (ONU, 2003, p. 133)

En síntesis, la seguridad humana16 se enfoca en proveer estándares de 
vida mínimos en todos los países a través de acuerdos unilaterales o bila-
terales, lo cual implica una menor intervención de las Fuerzas Militares 
respecto a cómo se ha estado realizando, de tal manera que el uso de la 
fuerza se orienta principalmente en repeler las amenazas de seguridad. En 
tal sentido, la seguridad humana se convierte en un fenómeno de desecuriti-
zación de los problemas asociados a la seguridad estatal, lo cual permite no 

16	  Como sostiene Ariza (2010), “el concepto de seguridad humana nace ligado al 
concepto de desarrollo humano, por lo cual su existencia depende de la garantía de situa-
ciones que envuelven la vida cotidiana de la sociedad, como la satisfacción de las necesidades 
esenciales, que garanticen el adecuado desarrollo del individuo dentro de la sociedad. Por 
consiguiente, la seguridad humana y el desarrollo humano presentan una relación interdepen-
diente, donde la aplicabilidad de esta seguridad depende del cumplimiento de los parámetros 
establecidos por el PNUD para alcanzar el desarrollo” (p. 41).
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solo crear nexos fuertes entre la seguridad global, nacional y de las personas, 
sino también evitar los efectos adversos que tiene la avanzada militar en la 
soberanía de los Estados y la deslegitimación de las instituciones civiles. Es 
decir, se cambia la visión estado-céntrica y armamentista por una perspectiva 
asociada al desarrollo humano, en búsqueda del bienestar social sostenible.

Además, como indican Galindo y Ramírez (1994), es indispensable 
implementar los siguientes factores para consolidar un nuevo modelo de 
seguridad hemisférica que aumente los niveles de confianza de los Estados 
en la región:

a. Valores e intereses compartidos. b. Identificación de situaciones que atenten 
contra los valores compartidos y diseño de mecanismos de prevención y reac-
ción adecuados, c. Acuerdos necesarios sobre medidas de acción colectiva 
tendientes a prevenir y neutralizar las acciones de riesgo. (p. 21)

Entonces, la desecuritización orientada al desarrollo humano genera un 
escenario práctico para enfrentar desafíos concretos, principalmente debido 
a dos factores: por una parte, reconoce un conjunto de libertades que son 
fundamentales para el ejercicio de los derechos fundamentales que permiten 
proteger las dignidad de las personas y, por otra, permite que se legitimen las 
medidas adoptadas por los gobiernos y otras instituciones. 

De igual forma, cabe resaltar la definición de seguridad humana que 
propuso la Comisión Sobre Seguridad Humana con el fin de establecer respon-
sabilidades en el escenario internacional. En particular, la entidad afirma que 
la seguridad humana se debe entender desde dos enfoques: en primer lugar, 
el respeto por la soberanía externa que se ha pregonado durante años y, en 
segundo lugar, la obligación que tienen los Estados de respetar la dignidad 
humana y los derechos y garantías fundamentales de los ciudadanos. 

Alternativa a la seguridad hemisférica:  
resurgimiento del desarrollo humano
La propuesta realizada en la Declaración sobre Seguridad de las Américas 
constituyó un gran avance en materia de seguridad para los Estados, ya que 
se identificaron los focos de inseguridad comunes en los Estados y, a partir de 
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esto, se generó la posibilidad de crear escenarios de cooperación para contra-
rrestar sus efectos. Sin embargo, se ha dejado de lado lo estipulado por las 
Naciones Unidas y se han retomado viejos conceptos que eran propios del 
período de guerra, donde la represión se hacía a partir de la avanzada militar. 
Como se ha señalado, esta tendencia es contraria a los compromisos que ha 
establecido la OEA respecto al reconocimiento de la seguridad humana y el 
desarrollo sostenible como ejes articuladores de la paz y la justicia social. 

Ahora bien, el enfoque de securitización que ha implementado la segu-
ridad hemisférica no ha cumplido las metas que se han planteado. Más allá de 
eso, al desvirtuar el papel de las fuerzas militares, ha provocado corrupción 
institucional y destinación excesiva de recursos públicos a la acción militar, 
de tal manera que ha dejado de lado la solución de otras problemáticas en 
el territorio. Por lo tanto, se debe reconocer y materializar la propuesta de 
desarrollo humano planteada por el PNUD en 1994, la cual permite conso-
lidar instituciones sólidas y estables en torno a un concepto de seguridad que 
atienda las causas básicas de las crisis que atraviesan las instituciones civiles 
y políticas en Colombia, como son, entre otras, la pobreza, la crisis alimen-
taria y el empoderamiento de las personas. En ese contexto, la seguridad no 
puede desligarse del desarrollo humano, pues es este último el que tiende a 
fortalecer la soberanía y a fomentar la paz y la estabilidad.

En tal sentido, el desarrollo que se pretende debe ser de carácter general, 
ya que, debido a las brechas entre grupos poblacionales, el crecimiento 
económico de los países ya no es un factor suficiente para alcanzar el bien-
estar de la sociedad. Es decir, el desarrollo integral, además del económico, 
depende de que se reduzcan factores de inseguridad como la pobreza, la 
marginación, la desigualdad, entre otros. 

Por esta razón, el desarrollo humano sostenible se ha direccionado a 
obtener una serie de metas que están asociadas a los Objetivos de Desarrollo 
del Mileno (ODM), que fueron creados en el año 2000 con las siguientes 
directrices: 1) erradicar la pobreza extrema; 2) lograr la educación primaria 
universal; 3) promover la equidad de género y la autonomía de la mujer; 
4) reducir la mortalidad en menores de 5 años; 5) mejorar la salud sexual y 
reproductiva; 6). combatir el VIH/SIDA, la malaria y el dengue; 7) garantizar 
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la sostenibilidad del medioambiente y 8) fomentar una sociedad mundial 
para el desarrollo.  

Posteriormente, los ODM fueron ampliados en el año 2016 con los 
denominados Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS). Planteados como 
un “llamado universal a la adopción de medidas para poner fin a la pobreza, 
proteger el planeta y garantizar que todas las personas gocen de paz y pros-
peridad” (Naciones Unidas Colombia, s.f.),, los ODS pretenden mitigar los 
efectos de la pobreza, el cambio climático y la desigualdad económica, así 
como generar estrategias de gobernabilidad democrática y para la conso-
lidación de la paz. En esta ocasión se agregaron los siguientes aspectos: 
salud y bienestar; agua limpia y saneamiento; energía asequible y no conta-
minante; trabajo decente y crecimiento económico; industria, innovación e 
infraestructura; ciudades y comunidades sostenibles; producción y consumo 
responsable; protección de ecosistemas terrestres y submarinos; desarrollo de 
instituciones sólidas, y alianzas para cumplir objetivos. 

Ahora bien, la forma de materializar estos objetivos depende fundamen-
talmente del desarrollo interno y externo que tengan los diferentes Estados a 
través de las estrategias que implementen. En este contexto surge el concepto 
de gobernanza, que se entiende como “una nueva forma de gobernar más 
cooperativa, en la que las instituciones públicas y las no públicas, actores 
públicos y privados, participan y cooperan en la formulación y aplicación 
de la política y las políticas públicas” (Maynitz, 1998, p.7). De tal forma, “en 
esta visión de la gobernanza se entremezclan diferentes actores, caracteri-
zados por una interdependencia mutua, donde la participación política de 
los mismos cobra un carácter relevante” (2014, p. 40).

Conclusiones
El concepto de seguridad se ha concebido desde diferentes perspectivas, 
tanto así que pueden describirse dos momentos en la historia: en primer 
lugar, la que comprende el período de las guerras mundiales y la Guerra Fría, 
en el cual la seguridad dependía en gran medida de la avanzada militar y la 
estrategia política. En segundo lugar, la noción que surge en la pos-Guerra 
Fría, que constituye un cambio de paradigma frente a las amenazas estatales, 
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considera que la seguridad es un concepto multidimensional, pues el origen 
de las problemáticas que afrontan los Estados no provienen solamente de 
otros Estados, sino que también dependen de otros factores. 

Posteriormente, en la Declaración sobre Seguridad de las Américas 
del año 2003 surgió el concepto de seguridad hemisférica y se consig-
naron las recomendaciones de la Declaración de Bridgetown: Enfoque 
Multidimensional de la Seguridad Hemisférica. En este documento se reco-
noció que las nuevas amenazas que afectan la seguridad “son problemas 
intersectoriales que requieren respuestas de aspectos múltiples por parte 
de distintas organizaciones nacionales, todas actuando de forma apropiada 
conforme a las normas y principios democráticos” (OEA, 2002, Literal K). 

Con base en este planteamiento se estableció que las nuevas amenazas 
se debían agrupar, entre otras, en las siguientes categorías (Benítez, 2003): 
amenazas duras, como el caso del terrorismo; amenazas contra la dignidad 
de las personas; amenazas contra el medioambiente; amenazas para la salud 
y amenazas que surgen con ocasión del transporte de sustancias toxicas, 
entre otras. 

Asimismo, la Declaración sobre Seguridad de las Américas ratificó que 
la consolidación de la paz y la justicia social se materializan a través de la 
buena gestión gubernamental, la cual implica el desarrollo efectivo de estra-
tegias en las que se involucren los diferentes actores sociales en el ámbito 
subregional y regional. En este sentido, las relaciones de amistad y coopera-
ción son indispensables, de manera que se reconoce la importancia del Pacto 
de Bogotá y el Tratado Interamericano de Asistencia Recíproca (TIAR). 

Sin embargo, es necesario advertir que las políticas implementadas han 
dejado de lado las recomendaciones de la Declaración sobre Seguridad de 
las Américas, pues se han centrado más en la securitización de los problemas 
regionales y, por lo tanto, se ha reconocido a las Fuerzas Militares como un 
actor político, de la misma manera como sucedía en el período de las guerras 
mundiales y la Guerra Fría. Por este camino se ampliaron las responsabili-
dades de la fuerza pública a asuntos de carácter interno y externo, razón por 
la cual actualmente se puede ver su participación en acciones encaminadas 
a erradicar el narcotráfico o la protección contra ataques terroristas, e incluso 
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se han vuelto fundamentales para desarrollar las políticas de defensa y segu-
ridad democrática. 

Como consecuencia y muy a pesar de lo contemplado por la OEA, se 
ha destinado un alto capital del tesoro público para satisfacer las necesidades 
que demanda la securitización, al tiempo que se han dejado de lado otros 
factores que amenazan al Estado y causan inseguridad en sus territorios. De 
tal suerte, aspectos como la pobreza, la falta de educación o los problemas 
sanitarios no se han podido resolver a cabalidad, lo cual ha generado brechas 
aún más profundas de desigualdad que afectan a los diferentes países de la 
región, rasgo que es común en muchos Estados del Cono Sur. Si bien en 
algunos países la intervención militar es aceptada, lo cierto es que en otros 
se ha deslegitimado el actuar de la fuerza pública, pues se ha constituido en 
un actor meramente represor, y se considera que su elevada participación 
sustituye a las instituciones civiles, gubernamentales o privadas que deberían 
hacerle frente a esta clase de problemáticas. 

Ante este escenario se debe retomar lo que el PNUD (1994) deno-
minó seguridad humana, un concepto que replantea el enfoque de la segu-
ridad hemisférica y la securitización a partir de priorizar las problemáticas 
sociales, políticas y ambientales para obtener la paz y la existencia digna. En 
tal sentido, se desarrolla un enfoque se seguridad basado en las necesidades 
humanas que no depende exclusivamente de las acciones militares, sino que 
invita a la participación del gobierno, la sociedad civil y los actores privados. 
Así pues, de lo que se trata es de dotar a los ciudadanos de herramientas que 
les permitan afrontar la precariedad sin caer en el asistencialismo excesivo ni 
en formas meramente preventivas. 

Desde esta perspectiva, las acciones encaminadas a erradicar las 
amenazas estatales deben hacerse en función de la seguridad alimentaria, la 
seguridad en salud, la seguridad económica, la seguridad personal, la segu-
ridad política y la seguridad ambiental. Asimismo, se deben fomentar las rela-
ciones de amistad y cooperación de los Estados para establecer espacios de 
acción mancomunada que contrarresten los efectos de las amenazas que se 
han transnacionalizado, como sucede con el terrorismo y el narcotráfico, los 
cuales tienen efectos sociopolíticos adversos para la sociedad en general.
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Por esta razón la seguridad humana, como eje articulador de las polí-
ticas de seguridad estatales, se convierte en un factor que legitima y fortalece 
la democracia regional y las instituciones civiles, contrario a lo que sucede 
con la elevada securitización que se implementa actualmente, pues las susti-
tuye en sus funciones y, por lo tanto, crea desconfianza en la comunidad 
hacia las instituciones democráticas. Entonces, como la seguridad no puede 
desligarse del desarrollo humano, se deben erradicar los focos de inseguridad 
permanentes, como son la pobreza, la marginación desigualdad, entre otros. 

En resumen, el enfoque de la seguridad hemisférica que se implementa 
en la actualidad debe orientarse hacia el desarrollo humano sostenible que 
plantea el PNUD (1994), es decir, asociado a la seguridad humana. No 
obstante, se importante advertir que esto depende en gran medida de una 
adecuada gobernanza, en la cual los diferentes actores sociales participen 
para resolver los problemas comunes que los afectan, dejando de lado viejos 
paradigmas que solo perpetúan el conflicto que atraviesan las democracias 
actuales. 
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Introducción
De acuerdo con la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual (OMPI, 
2020), la propiedad intelectual abarca la protección de la creación de la 
mente humana. En este sentido, se podría pensar que el concepto se circuns-
cribe a un ámbito de aplicación netamente privado, en donde las personas 
naturales, las empresas o las organizaciones privadas exploran el desarrollo 
de la ciencia, la innovación, las nuevas tecnologías, los diseños industriales, 
las patentes, el derecho marcario y el derecho de autor, después de lo cual 
salvaguardan sus creaciones por medio de registros en la respectiva oficina 
nacional competente.

No obstante, cuando se explora la propiedad intelectual en las fuerzas 
públicas, entendidas como el sector defensa y seguridad, se encuentra que su 
papel es aún más amplio que la defensa y la protección del Estado (Ley 1861 
de 2017), pues como parte de sus procesos internos hacen creaciones de la 
mente. Este hecho evidencia que hay desarrollo de propiedad intelectual, lo 
cual abre una puerta para estudiar el reconocimiento de estos desarrollos y la 
actividad innovadora. 

En este capítulo se identifican diversas necesidades internas y se proponen 
iniciativas para salvaguardar los intangibles cobijados por la propiedad inte-
lectual. Así, se hace un recorrido por los conceptos de propiedad intelectual 
y algunos de los principales adelantos de la materia en el sector de defensa 
y seguridad, específicamente en las Fuerzas Militares - Ejército Nacional de 
Colombia.

Ahora bien, al evaluar la relación entre la propiedad intelectual, la inno-
vación, la ciencia y la institucionalidad de la fuerza pública se encuentra que 
esta no solo es relevante para lograr la defensa del territorio y la resolución 
del conflicto armado, sino también que, en cumplimiento de sus funciones, 
la Política de Ciencia, Tecnología e Innovación destaca la producción de 
innovación, desarrollo e investigación (I+D+i). Para los intereses de este capí-
tulo es importante reconocer que dicha política puede ser mejor apreciada 
si se tienen varios elementos conceptuales propios del derecho de propiedad 
intelectual. 
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Aspectos generales sobre la propiedad intelectual en 
el sector defensa y seguridad – Ejército Nacional 
La existencia de la Política Pública de Ciencia, Tecnología e Innovación para 
la Defensa y Seguridad se explica por el deber de proteger la propiedad inte-
lectual que le asiste a la fuerza pública sobre productos de I+D+i que sean 
resultado de ejecutar sus funciones (Ministerio de Defensa Nacional, 2019).

El artículo 2 de la Ley 1861 de 2017 refiere que las Fuerzas Militares 
tienen la finalidad de proteger la soberanía y el orden constitucional 
(Ministerio de Defensa Nacional, 2019). No obstante, además de estas 
funciones, en el sector de defensa y seguridad se desarrollan proyectos que 
abarcan conocimientos de ciencia, tecnología e innovación (Ministerio de 
Defensa Nacional, 2024), además de todos aquellos que se engloban en 
el derecho de la propiedad intelectual, de manera que tales desarrollos se 
convierten en bienes intangibles propiedad de la institución. 

Para alcanzar el desarrollo de tales bienes intangibles, un inventor debe 
crear y para esto parte de una necesidad, la cual se desarrolla mediante 
proyectos de investigación, acuerdos y negociaciones que dan como resul-
tado esa nueva creación. Ahora bien, teniendo en cuenta la necesidad de 
producir conocimiento dentro de la fuerza pública y que existe capacidad 
inventiva, se sigue un marco normativo que ofrece lineamientos para el desa-
rrollo de la ciencia, la tecnología y la innovación de manera general y de 
manera específica dentro del sector defensa y seguridad.

El Decreto 4890 del 23 de diciembre de 2011 modifica el nombre 
dentro del Ministerio de Defensa a la Dirección de Gestión de la Información 
y Tecnología por el de la Dirección de Ciencia, Tecnología e Innovación 
(DCTeI) y se le establece funciones de ciencia y tecnología. De igual manera, 
en el marco de la Política de Ciencia, Tecnología e Innovación para la Defensa 
y Seguridad, en el año 2011 el Ministerio de Defensa fundamentó la nece-
sidad de desarrollar los lineamientos relativos a: “i) Adquisiciones de material 
de defensa, ii) Desarrollos conjuntos, iii) Propiedad intelectual, iv) Incentivos 
para los actores del Sistema de CTeI, v) Cooperación industrial y social offset” 
(Ministerio de Defensa Nacional, 2011; énfasis fuera del texto).
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Dicha política se establece como la base para el Sistema de 
Ciencia, Tecnología e Innovación en el Sector de Defensa y Seguridad. 
Específicamente, la Directiva Permanente N.° 036 de 2011, “Lineamientos 
de la Política de Ciencia Tecnología en Innovación para incentivar la protec-
ción, uso y explotación de los derechos de propiedad intelectual”, y la 
Directiva Permanente N.° 08 de 2013 definieron el Sistema de Ciencia, 
Tecnología e Innovación del Sector Defensa y Seguridad, junto con los roles 
y los lineamientos específicos.

Estas directrices se encaminan a la producción de innovación 
mediante el desarrollo de capacidades científicas y tecnológicas del sector, 
lo cual se traduce en una cultura de propiedad intelectual y la necesidad de 
crear estrategias que permiten direccionar los esfuerzos en I+D+i. En ese 
sentido, el CONPES 4062 del año 2021, “Política Nacional de Propiedad 
Intelectual”, establece la necesidad de generar y gestionar la propiedad 
intelectual, así como su aprovechamiento como herramientas para incen-
tivar la creación, la innovación y la transferencia de conocimiento, además 
de incrementar la productividad del país (Departamento Nacional de 
Planeación [DNP], 2021).

De igual manera, el CONPES 4069, “Política Nacional de Ciencia, 
Tecnología e Innovación 2022-2031”, incluye como objetivo desarrollar las 
capacidades de generar conocimiento científico y tecnológico, la infraes-
tructura científica y tecnológica, la transferencia de tecnología y condi-
ciones para innovar y emprender. Al respecto cabe señalar que si bien en 
el sector defensa se desarrollan proyectos de I+D+i, se debe empezar reali-
zando alianzas con sectores públicos y privados, incluyendo la academia, 
de manera que se

incorporen lineamientos para el aprovechamiento comercial de los bienes 
intangibles y derechos de propiedad intelectual. Con las entidades del Grupo 
Social y Empresarial de Defensa (GSED) se adoptará una estrategia que 
contribuya al desarrollo de capacidades y encadenamientos productivos de 
la industria de defensa (astillera, aeroespacial, metalmecánica, de comuni-
caciones, de transporte, entre otros) con el sector productivo nacional. (DNP, 
2023, p. 78)
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En ese orden de ideas, la propiedad intelectual será el canal de protec-
ción de las actividades de I+D+i realizadas por la institución con ocasión 
de su misión, formación y capacitaciones desprendidas de las necesidades 
operacionales de las Fuerzas Militares. En este sentido, la institución está 
comprometida con incentivar la protección, el uso y la explotación de la 
propiedad intelectual.

Revisión de la producción de propiedad intelectual 
del sector defensa y seguridad – Ejército Nacional 
Una vez descritos los elementos básicos del recorrido de la construcción de 
ciencia, tecnología e innovación del sector defensa, se procede a hacer una 
breve consulta en la Superintendencia de Industria y Comercio, que es la 
autoridad competente para proteger la propiedad industrial, y la Dirección 
Nacional de Derechos de Autor. 

Si bien la productos de propiedad intelectual son numerosos, se ha 
tomado una pequeña muestra de los desarrollos obtenidos por el sector 
defensa y seguridad – Ejército Nacional. Con este ejercicio se busca definir 
elementos que permitan establecer criterios para desarrollar la propiedad 
intelectual en la institución. Para empezar, a continuación se describe el 
concepto de propiedad intelectual, se dan ejemplos relevantes tomados de 
los expedientes y se hace un breve comentario.

Propiedad industrial 

Signo distintivo, marcas 

El artículo 134 de la Decisión 486 de 2000 del Tribunal de la Comunidad 
Andina (2000) define el signo distintivo como aquel “signo que sea apto para 
distinguir productos o servicios en el mercado”. En este sentido, dado que la 
fuerza pública emplea símbolos y elementos representativos, establecidos en 
conjunto pueden ser registradas como signos o marcas. En la consulta realizada 
en los expedientes de la Superintendencia de Industria y Comercio, se han 
obtenido algunos asuntos relevantes, como se presenta en las siguientes tablas.
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Tabla 1. Expediente SD2021/0116717

Denominación: 
Un producto fabricado en territorio libre de minas. Desminado humanitario. Ejército 
Nacional, Patria, Honor Lealtad

Naturaleza: Mixta

Etiqueta:

Titular: Ministerio de Defensa – Ejército Nacional

Estado: Registrada

Certificado de 
registro:

708502

Clases de productos o servicios que pretende proteger / Descripción

16 Papel y cartón; productos de imprenta; material de encuadernación; fotografías; artículos 
de papelería y artículos de oficina, excepto muebles; adhesivos (pegamentos) de pape-
lería o para uso doméstico; material para artistas y material de dibujo; pinceles; material 
de instrucción y material didáctico; hojas, películas y bolsas de materias plásticas para 
embalar y empaquetar; caracteres de imprenta, clichés de imprenta.

29 Carne, pescado, carne de ave y carne de caza; extractos de carne; frutas y verduras, horta-
lizas y legumbres en conserva, congeladas, secas y cocidas; jaleas, confituras, compotas; 
huevos; leche y productos lácteos; aceites y grasas comestibles.

30 Café, té, cacao y sucedáneos del café; arroz; tapioca y sagú; harinas y preparaciones a base 
de cereales; pan, productos de pastelería y confitería; helados; azúcar, miel, jarabe de melaza; 
levadura, polvos de hornear; sal; mostaza; vinagre, salsas (condimentos); especias; hielo.

31 Productos agrícolas, acuícolas, hortícolas y forestales en bruto y sin procesar; granos y 
semillas en bruto o sin procesar; frutas y verduras, hortalizas y legumbres frescas, hierbas 
aromáticas frescas; plantas y flores naturales; bulbos, plantones y semillas para plantar; 
animales vivos; productos alimenticios y bebidas para animales; malta.

35 Publicidad; gestión de negocios comerciales; administración comercial; trabajos de 
oficina.

Fuente: Superintendencia de Industria y Comercia (2021), Expediente SD2021/0116717.

Lo que se puede determinar del presente signo distintivo, en primera 
medida, es que tiene una evocación comercial, lo cual resulta muy intere-
sante en el sentido de que es un signo propio de una entidad pública, que es 
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una Fuerza Militar y aun así tiene la capacidad de buscar distintividad en el 
mercado frente a los productos y servicios que se protegieron.

El ejemplo anterior demuestra que si bien la fuerza pública está consti-
tuida con fines de protección de la soberanía del Estado, entre muchas otras 
tareas, el desarrollo inevitable de la ciencia, la tecnología y la innovación, 
así como los lineamientos en materia de aprovechamiento de esos desa-
rrollos, indican que el registro de un signo protege un bien (producto) que 
puede estar en desarrollo, o una actividad que puede desarrollarse. Más aún, 
cuando la relación de la denominación “producto fabricado en el territorio 
libre de minas” tiene una estrecha relación con la zona rural en donde las 
Fuerzas Militares – Ejército Nacional desarrollan su ejercicio de desminado y 
a su vez donde se producen naturalmente los productos agrícolas, cárnicos, 
café (de las clases protegidas), entre otras del mismo género, lo cual es una 
relación muy significativa.

Si bien es una agrupación poco común, no resulta descabellado que la 
producción de ciencia, tecnología e innovación que se ha impulsado con las 
políticas y los CONPES en la materia, puedan encaminar al Ejército Nacional 
a desarrollar actividades de cooperación con entidades privadas especiali-
zadas y que de esta asociación resulten beneficios para el sector.

Tabla 2. Expediente SD2020/0097124

Denominación: Fuerzas Especiales

Naturaleza: Mixta

Etiqueta:

Titular: Ministerio de Defensa - Ejército Nacional

Estado: Registrada

Certificado de 
Registro:

681988

Continúa tabla...
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Clases de productos o servicios que pretende proteger / Descripción

8 Herramientas e instrumentos de mano accionados manualmente; artículos de cuchillería, 
tenedores y cucharas; armas blancas; maquinillas de afeitar.

16 Papel y cartón; productos de imprenta; material de encuadernación; fotografías; artículos 
de papelería y artículos de oficina, excepto muebles; adhesivos (pegamentos) de pape-
lería o para uso doméstico; material para artistas y material de dibujo; pinceles; material 
de instrucción y material didáctico; hojas, películas y bolsas de materias plásticas para 
embalar y empaquetar; caracteres de imprenta, clichés de imprenta.

18 Cuero y cuero de imitación; pieles de animales; artículos de equipaje y bolsas de trans-
porte; paraguas y sombrillas; bastones; fustas, arneses y artículos de guarnicionería; 
collares, correas y ropa para animales.

22 Cuerdas y cordeles; redes; tiendas de campaña y lonas; toldos de materias textiles o sinté-
ticas; velas de navegación; sacos para el transporte y almacenamiento de mercancías a 
granel; materiales de acolchado y relleno, excepto el papel, cartón, caucho o materias 
plásticas; materias textiles fibrosas en bruto y sus sucedáneos.

24 Tejidos y sus sucedáneos; ropa de hogar; cortinas de materias textiles o de materias plás-
ticas.

25 Prendas de vestir, calzado, artículos de sombrerería.

Fuente: Superintendencia de Industria y Comercia (2020), Expediente SD2020/0097124.

El uso del signo por parte del Ejército Nacional aporta distintividad, es 
decir, identifica a una grupo dentro de la institución, en este caso a las Fuerzas 
Especiales. Cuando se identifican los productos contenidos en las clases 18, 
22, 24 y 28, mencionados en el cuadro, se evidencia que hacen referencia a 
artículos que emplea el personal de las Fuerzas Especiales en su actividad y 
oficio, como son las prendas de vestir, es decir, su uniforme militar. 

En este sentido, el signo estudiado no contiene una connotación comer-
cial, es decir, el interés de las Fuerzas Militares no es comercializar los 
productos de las clases protegidas en el registro, sino que, por el contrario, 
se protege el signo con la premisa de hacer uso del ius prohibendi17, que 
restringe el uso no autorizado a un tercero gracias al derecho concedido en 
el derecho marcario.

17	  Derecho de prohibir o impedir. En el presente caso impide que se haga uso del signo 
en el mercado.
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Tabla 3. Expediente SD2021/0114986

Denominación: (No contiene porque es una marca figurativa).

Naturaleza: Figurativa

Etiqueta:

Titular: Ministerio de Defensa – Ejército Nacional

Estado: Registrada

Certificado de 
registro:

712276

Clases de productos o servicios que pretende proteger / Descripción

12 Vehículos; aparatos de locomoción terrestre, aérea o acuática.

13 Armas de fuego; municiones y proyectiles; explosivos; fuegos artificiales.

16

Papel y cartón; productos de imprenta; material de encuadernación; fotografías; artículos 
de papelería y artículos de oficina, excepto muebles; adhesivos (pegamentos) de pape-
lería o para uso doméstico; material para artistas y material de dibujo; pinceles; material 
de instrucción y material didáctico; hojas, películas y bolsas de materias plásticas para 
embalar y empaquetar; caracteres de imprenta, clichés de imprenta.

18
Cuero y cuero de imitación; pieles de animales; artículos de equipaje y bolsas de trans-
porte; paraguas y sombrillas; bastones; fustas, arneses y artículos de guarnicionería; 
collares, correas y ropa para animales.

24
Tejidos y sus sucedáneos; ropa de hogar; cortinas de materias textiles o de materias 
plásticas.

25 Prendas de vestir, calzado, artículos de sombrerería.

26
Encajes y bordados, cintas y cordones; botones, ganchos y ojetes, alfileres y agujas; flores 
artificiales; adornos para el cabello; cabello postizo.

27
Alfombras, felpudos, esteras, linóleo y otros revestimientos de suelos; tapices murales 
que no sean de materias textiles.

28
Juegos y juguetes; aparatos de videojuegos; artículos de gimnasia y deporte; adornos 
para árboles de Navidad.

35
Publicidad; gestión de negocios comerciales; administración comercial; trabajos de 
oficina.

Fuente: Superintendencia de Industria y Comercia (2021), Expediente SD2021/0114986.

El signo analizado es muy significativo porque, cuando lo vemos, 
hacemos una relación directa con su titular: el Ministerio de Defensa - Ejército 
Nacional. Esto es precisamente lo que buscan los signos distintivos, que una 
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persona pueda relacionar un logo, un marca o un lema comercial con su 
procedencia. En este caso, el signo se relaciona directamente con el Ejército 
Nacional, de manera que lo que más se resalta es su distintividad, pues es lo 
primero que se viene a la mente cuando se observa.

También se puede determinar que las clases de los productos y servicios 
del signo protegido tienen relación estrecha con los artículos necesarios para 
el desempeño de su actividad profesional de manera general.

Tabla 4. Expediente SD2018/0101472

Denominación: (No contiene porque es una marca figurativa).

Naturaleza: Figurativa

Solicitante: Ministerio de Defensa - Ejército Nacional

Etiqueta

Estado solicitud: Negada

Causal de 
negación:

Literal m) del artículo 135 de la Decisión 486 de la Comisión de la Comunidad 
Andina.

Etiqueta 
solicitada 
con signo en 
conflicto (Signo 
de la ONU):

Fuente: Superintendencia de Industria y Comercia (2018), Expediente SD2018/0101472.

En el expediente referido, el Ministerio de Defensa - Ejército Nacional 
solicita la protección del signo figurativo, el cual consiste en un mapamundi 
con unas espigas y en el centro el mapa de Colombia.

La solicitud fue negada de acuerdo con los lineamientos del literal m) 
del artículo 135 de la Decisión 486 de la Comisión de la Comunidad Andina, 
toda vez que el signo solicitado es similar al signo que identifica un símbolo 
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oficial, identificador de una agrupación de Estados. Específicamente, la nega-
ción se da porque, por una parte, el signo solicitado es similar al que utiliza la 
Organización de las Naciones Unidas (ONU) y, por otra, la adecuación de la 
figura del mapa de Colombia no hace que sea un signo diferente y por tanto 
no se permite su registro.

En este caso particular se pueden identificar varios puntos clave. El 
primero es que así como al Ejército Nacional se le impidió registrar un símbolo 
porque era similar a un símbolo oficial externo, esta decisión evidencia que se 
impide el registro de signos idénticos o similares sin autorización. El segundo 
aspecto radica en que las pequeñas modificaciones de un signo previamente 
registrado o, en este ejemplo, utilizado por otra organización, no hacen que 
sea un signo nuevo que pueda ser protegido. 

Por lo tanto, es evidente que la aspiración de un tercero que busque 
proteger un signo que pertenezca al Ministerio de Defensa – Ejército Nacional 
no tendrá respuesta favorable, de ahí la importancia que tiene proteger la 
propiedad industrial de las marcas, pues de esta manera su uso se limitará 
exclusivamente a su titular.

Diseño industrial 

El artículo 113 de la decisión 486 de 2000 señala que “se considerará como 
diseño industrial la apariencia particular de un producto […] sin que cambie 
el destino o finalidad de dicho producto” (Comisión de la Comunidad 
Andina, 2000). En la búsqueda de un diseño industrial registrado por las 
Fuerzas Militares – Ejército Nacional ante la Superintendencia de Industria y 
Comercio, se encontró el expediente que se presenta en la tabla 5.

Tabla 5. Expediente NC2019/0014995

Título: Prótesis Transtibial

Titular: Ministerio de Defensa - Ejército Nacional 

Descripción 
del Diseño 
Industrial:

Un volumen laminar tronco cónico invertido con dos cortes longitudinales 
semielípticos en la sección superior, un corte inferior, al cual le sigue una exten-
sión oblicua y horizontal curvo convexa, tal como lo muestra las figuras repre-
sentativas.

Continúa tabla...
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Estado* Concedida.

Número de 
Concesión / 
Certificado

11186

Figura 
representativa:

Fuente: Superintendencia de Industria y Comercia (2019), Expediente NC2019/0014995.

Como resultado de una de las líneas de investigación que tiene el Ejército 
Nacional se produjo un diseño industrial llamado “Prótesis Transtibial”. Este 
ejemplo de innovación y desarrollo de la institución refleja la línea de crea-
ción, la cual inicia con establecer una necesidad, formular un proyecto que 
brinde una hipótesis sobre cómo satisfacerla y por último desarrollar un 
producto que supere los requerimientos pretendidos.

El registro de este diseño industrial no solo evidencia que en la institu-
ción se produce ciencia, tecnología e innovación, y que las operaciones de 
creatividad responden si bien a la necesidad de la fuerza que apuntan a cierre 
de brechas tecnológicas, en este caso aplicado al bienestar físico de una 
persona con disminución física por la pérdida de una extremidad y que esta 
actuación es clave para incentivar el desarrollo de la propiedad intelectual.

Patente 

Es la un título que protege una invención cuando esta tiene nivel inventivo y 
es susceptible de aplicación industrial (Comisión de la Comunidad Andina, 
2000, art. 486).

El Ministerio de Defensa - Ejército Nacional de Colombia (2020) cuenta 
con significativas patentes concedidas y para el presente estudio una de estas 
llama la atención en la medida que se protege una composición química y 
un método que tiene como finalidad la hidro-repelencia en el cuero (tabla 6).
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Tabla 6. Expediente NC2016/0002751

Título: Composición química y método para generar hidro-repelencia en el cuero.

Titular:
Ministerio de Defensa - Ejército Nacional de Colombia e Industrias W. Wilches 
S.A.S.

Resumen de la Patente:

Se protege una composición química compuesta por cera de alba, sebo de 
cordero y trementina con las medidas establecidas, al igual del uso de ácido 
mirístico y dióxido de silicio. Adicionalmente se protegió un método de hidro-re-
pelencia en el cuero, el cual comprende una enumeración de procesos de 
limpieza, secado y aplicación de la composición química.

Estado* Concedida, Resolución N.° 43790 de 06/10/2016

Número de Concesión / 
Certificado 

33928

Fuente: Superintendencia de Industria y Comercia (2019), Expediente NC2016/000275. 

Un aspecto interesante en este registro es que el titular del mismo, si 
bien es el Ministerio de Defensa - Ejército Nacional de Colombia, también lo 
es una sociedad privada: Industrias W. Wilches S.A.S, en donde se determina 
que se adelantó un co-desarrollo en concordancia con los lineamientos de 
desarrollo de la propiedad intelectual. Este proceso evidencia que por medio 
de trabajo articulado, negociación entre las partes, especialidad y técnica en 
la materia del desarrollo se pueden obtener resultados que beneficien a los 
co-creadores.

Frente a este expediente también es necesario identificar que los desa-
rrollos no siempre requieren hacerse desde cero, sino que, por medio de un 
co-desarrollo, se puede contar con un conocedor de una materia para poder 
gestionar y producir innovación en conjunto. En este sentido, es claro que el 
Ejército Nacional no es un experto en materia de calzado, pero sí hace uso 
de este tipo de productos y se apoya en Industrias W. Wilches S.A.S., que sí 
se desenvuelve en el campo del desarrollo de calzado y por tanto tiene más 
conocimiento en cuanto a la técnica, lo cual es un aspecto clave para la 
innovación y para producir resultados de manera más dinámica y eficiente.

Derecho de autor 
El derecho de autor se describe como el derecho de los creadores sobre 
sus obras (Organización Mundial de Propiedad Intelectual, s. f.). En este 
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sentido, la oficina nacional competente ante la cual se registran las obras es 
la Dirección Nacional de Derecho de Autor.

La protección incluye desde libros hasta programas informáticos, bases 
de datos e incluso software. Precisamente, este último es una de las obras que 
más desarrolla el Ejército Nacional debido a la necesidad de sus operaciones 
y la relación con el conocimiento informático y militar que requieren sus 
instrumentos.

En desarrollo de este capítulo se encontraron dos tipos de obras que 
tiene un registro de soporte lógico – software (tabla 7).

Tabla 7. Listado de obras registradas con derecho de propiedad 
intelectual

Título original Tipo de obra
Número de 

registro

Desarrollo de software para el prototipo del sistema de indicación 
digital de la cantidad de combustible para los helicópteros MI-17 del 
Ejército Nacional de Colombia

Registro de soporte 
lógico - software

13-79-76

Interfaz gráfica y control para la prueba caza fallas de la GCU de la 
unidad de control de generador /GCU Generator Control Unit) de las 
aeronaves Beechcraft King Air C-90, 200, b200, 300 y 350.

Registro de soporte 
lógico - software

13-79-43

Fuente: Ejército Nacional de Colombia (2020).

En las dos obras se puede evidenciar que son software requeridos para el 
buen funcionamiento de los vehículos aéreos y que son protegidos por medio 
de derecho de autor. De esta manera, se protege la capacidad de función 
de mantenimiento de los sistemas internos propios de la institución, lo cual 
muestra que los recursos productivos pueden ser explotados dentro de la 
institución, pero también que pueden ser gestionados por terceros según la 
autorización y acuerdos a los que puedan llegarse en cumplimiento con los 
lineamientos de ciencia, tecnología e innovación.

Conclusiones 
La protección de la actividad innovadora incentiva el desarrollo de la ciencia 
y la tecnología, en la medida en que contribuye a que los resultados obtenidos 
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sean más competitivos y, con ello, se fortalezcan los bienes intangibles de la 
institución. En este sentido, dichos bienes deben ser promovidos e impul-
sados mediante lineamientos específicos en la materia, así como a través 
de mecanismos de seguimiento y reconocimiento, que permitan asegurar la 
continuidad de la actividad innovadora.

La innovación y la función del Ejército Nacional en la producción de 
propiedad intelectual permiten que la institución realice transferencia de 
tecnología y conocimiento, lo cual se traduce en la movilidad interna de 
recursos innovadores en ciencia y tecnología aplicada. Ello posibilita, por 
ejemplo, el mantenimiento directo de los equipos, optimizando los tiempos 
de identificación de fallas. A su vez, este proceso representa un ahorro insti-
tucional, en la medida en que las operaciones pueden llevarse a cabo con 
tecnología propia, sin necesidad de recurrir a servicios externos.
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